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Introducción

Después de un prolongado debate en la negociación del TLC entre 
Colombia y Canadá y en particular, de un fuerte interrogante por las 
violaciones a los derechos humanos y laborales, referidas específica-
mente a las violaciones a las libertades sindicales, asesinatos, desapari-
ciones forzadas, atentados de muerte, contra sindicalistas y un continuo 
esfuerzo de intención de exterminio de lo sindical en Colombia, el 15 de 
agosto de 2011 entró en vigencia el Tratado de Libre Comercio entre los 
dos países; para Colombia el primer tratado comercial con un país con-
siderado Desarrollado. La discusión en parte logró construir un aparen-
te acuerdo de voluntades para posibilitar el acuerdo final, al avanzar en 
el terreno de los derechos laborales y ambientales, bajo la referencia de 
incluir en principio algunas reglas que asegurarían la protección a los 
derechos del trabajador y la obligación de mantener unos altos niveles 
de protección ambiental. Este compromiso se alcanzó a través de la ne-
gociación de dos Acuerdos paralelos que establecieron tanto estas obli-
gaciones, como algunos mecanismos de cooperación para contribuir 
al fortalecimiento de las instituciones y programas en estas materias.

Vinculado al objetivo de salvaguardar los derechos laborales, sindi-
cales y ambientales, el tratado además incluyó un compromiso estatal 
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para presentar anualmente un informe que valoraría los impactos en los 
derechos humanos en la implementación del tratado. Pese a estas inten-
ciones, el gobierno Colombiano no realizó ninguna consulta con las co-
munidades y grupos poblacionales que serian sensiblemente afectados 
por el tratado y en particular no presentó públicamente su intención de 
establecer un acuerdo político para determinar como estaba afectando 
el tratado los derechos humanos. Es decir, el objetivo de salvaguardar 
los derechos bajo la negociación de dos acuerdos paralelos, lejos de 
representar un avance y compromiso importante de los gobiernos, ter-
minó convertido en estrategia diplomática para sortear los obstáculos 
políticos y despejar los interrogantes éticos de la negociación.

En este contexto, un plural colectivo de organizaciones sociales, 
líderes sindicales, mujeres, grupos étnicos y ONGs, de Colombia y Ca-
nadá, decidieron iniciar un proceso político y técnico para construir 
una estrategia que permitiera monitorear y valorar los impactos del tra-
tado en los derechos humanos de manera integral. En este objetivo se 
decidió iniciar con la realización de una línea base que permitiera tener 
un panorama general del estado de los derechos, de las comunidades 
y grupos sociales a partir del cual empezar a realizar mediciones de 
impacto con rigor técnico y académico.

Reconociendo que aun es precipitado establecer conclusiones ce-
rradas frente a la afectación de los derechos humanos por la implemen-
tación del tratado, debido al poco tiempo que ha transcurrido entre la 
entrada en vigencia y la realización del informe, se optó por construir 
una línea base a modo de ofrecer una lectura amplia de las realidades, 
las vulnerabilidades y cambios principales en los territorios y sectores 
de mayor presencia de inversión canadiense, y a partir de este punto de 
referencia establecer una estrategia de monitoreo anualmente.

En el presente informe se realiza un acercamiento a la actualidad 
de las relaciones mercantiles entre Colombia y Canadá, con énfasis en 
la presencia de compañías canadienses en el país, así como frente a 
los principales impactos sociales, laborales y ambientales que se han 
presentado a raíz de la presencia de algunas compañías canadienses en 
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el territorio colombiano. Para tal efecto, el informe se acerca específi-
camente a la situación de dos municipios en los que se establecieron 
dos importantes multinacionales. Por una parte, Puerto Gaitán (Meta) 
en donde se asentó la multinacional petrolera Pacific Rubiales Energy, 
y del otro Marmato (Caldas) en donde se estableció la multinacional 
minera Gran Colombia Gold.

Adicionalmente se presenta una referencia a algunos datos econó-
micos referentes a los intercambios mercantiles entre ambos países, así 
como un anexo sobre el marco legal dentro del que se enmarca la cele-
bración del Tratado de Libre Comercio Canadá-Colombia.
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Metodología

La estrategia para realizar el seguimiento a los impactos en los de-
rechos humanos del tratado de libre comercio entre Colombia y Cana-
dá, se estructuró en diferentes fases. En primer lugar, se conformó una 
plataforma o colectivo de organizaciones sociales, sindicatos y ONG 
interesadas en el tema y vinculadas a partir de experiencias en inves-
tigación, en acciones de defensa de derechos o sensiblemente afecta-
das por la inversión canadiense. En este colectivo se definió una ruta 
técnico-política de acción y se creó un equipo con experiencia en inves-
tigación, que realizó el diseño metodológico para iniciar el proceso de 
seguimiento a los impactos del tratado.

Como punto de partida se planteo la realización una línea base so-
bre el estado de los derechos humanos, ambientales, que permitiera te-
ner un punto de referencia sobre el cual establecer mediciones de trans-
formaciones en las situaciones y medir impactos. Lo anterior, debido 
al poco tiempo transcurrido desde la firma del tratado, que no permitía 
disponer de fuentes adecuadas e información estadística actualizada, 
que permitiera hacer una mejor medición de los impactos del TLC. En 
este sentido, se concertó que la elaboración de una línea base constituía 
una herramienta de análisis adecuado que brindaría algunos elementos 
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contextuales del estado actual de la inversión canadiense en Colombia, 
con sus consecuentes implicaciones.

La línea base se estructuró en cuatro fases:
1.	 Levantar un mapa sobre la presencia de multinacionales canadien-

ses en los territorios colombianos donde habitan grupos étnicos y 
culturales específicos.

2.	 Realizar un diagnóstico base de los principales proyectos de inver-
sión minera o petrolera en los territorios con mayor impacto.

3.	 Identificar los procesos de negociación con comunidades, consultas 
y demás estrategias para la implementación de proyectos minero- 
petroleros y agrícolas en los territorios, ubicar los acuerdos adquiri-
dos entre empresas multinacionales y comunidades y las promesas 
incumplidas o tratos violados.

4.	 Ubicar los principales cambios legislativos que flexibilizaron y po-
sibilitaron violaciones o vulneraciones a los Derechos Humanos, 
ambientales y culturales.
A nivel metodológico, la investigación es de carácter cualitativo, 

combinó técnicas de investigación como las entrevistas semi estruc-
turadas a personajes claves, la observación participativa y además, 
empleó fuentes documentales provenientes de diferentes instituciones 
y medios de comunicación (archivos de prensa, informes de derechos 
humanos, mapas, documentos públicos, privados, revistas locales, cá-
maras de comercio, entre otros)

Inicialmente, la información producto del rastreo bibliográfico y de 
acercamientos a líderes de organizaciones sociales y comunitarias, se 
sistematizó de acuerdo a las categorías establecidas en el diseño meto-
dológico, y a partir de allí se planeó el trabajo de campo en dos regiones 
que actualmente reportan alta concentración de inversión canadiense 
en actividades extractivas de recursos naturales. A partir de esto se de-
terminó la pertinencia de estructurar estudios de casos que permitieron 
tener una imagen profunda y detallada de los temas de mayor impacto 
en los municipios de Puerto Gaitán (Meta) en donde se ubica desde 
hace varios años la multinacional petrolera Pacific Rubiales Energy, y 
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Marmato (Caldas) en el cuál se estableció la multinacional minera Gran 
Colombia Gold, que actualmente propone una explotación aurífera a 
cielo abierto.

En el primer caso se abordó principalmente el impacto de la presen-
cia de inversión canadiense sobre los derechos laborales, mientras que 
en el segundo se tuvieron en cuenta, además, aspectos relacionados con 
los efectos sociales y ambientales que surgen debido a la intervención 
de dicha compañía sobre la vida cotidiana de los habitantes de la zona 
y el entorno físico del municipio. En terreno se realizaron entrevistas 
a profundidad y consultas con líderes sociales, defensores de derechos 
y comunidades afectadas, procurando tener un panorama global de las 
implicaciones del establecimiento de los flujos de inversión en dichos 
territorios, documentando los procesos o acciones de resistencia frente 
a estos y las estrategias empresariales empleadas para desestabilizar el 
orden social de las comunidades; además se llevó a cabo una lectura 
de las implicaciones de las promesas y expectativas sociales creadas a 
través de los programas de responsabilidad social de estas Compañías, 
y los impactos derivados del incumplimientos de estas acciones.
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Relaciones comerciales 
entre Canadá y Colombia1

Las relaciones mercantiles entre Canadá y Colombia se han incre-
mentado durante los últimos diez años. De igual forma, la presencia 
de empresas canadienses en el territorio colombiano se ha hecho cada 
vez más recurrente. Colombia ocupa el tercer lugar entre los mercados 
de exportación hacia Canadá desde Suramérica, después de Brasil y 
Venezuela. Las exportaciones de Colombia hacia Canadá alcanzaron 
en 2010 la suma de USD$ 532.126 millones, incrementándose respec-
to de las exportaciones realizadas en 2009, las cuales ascendieron a 
USD$419,34 millones. Las exportaciones de Colombia hacia Canadá se 
centraron en sectores como el carbón (35%), el café (28%) y el petróleo 
(20,1%)

1.	 Los datos consignados en este apartado fueron extraídos en su totalidad 
del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales de Colombia (DIAN) y del 
Banco de la República.
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Comercio bilateral de Colombia con Canadá

Principales sectores de exportación miles de US $ (fob) 2010 Participación %
Carbón  183.955 35

Café  148.385 28

Petróleo  107.043 20,10

Flores  27.207 5,10

Azúcar  12.632 2,40

Resto de productos  52.904 9,90

Total exportado a Canadá  532.126 100,00

Principales sectores de importación miles de US $ (cif) 2010 Participación %

Exportaciones hacia Canadá según intensidad tecnológica

Sector 
millones US $ (fob)

Participación % 2010
2009 2010

Total 429,34 571,59 100,00

Bienes primarios 320,09 460,48 80,60

Bienes no primarios 65,5 71,65 6,90

Basados en recursos naturales 33,74 39,47 6,90

Alta tecnología 8,12 10,61 1,90

Media tecnología 12,48 9,88 1,70

Baja tecnología 10,89 11,42 2,00

Otras transacciones 0,27 0,27 0,00
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De otro lado, las importaciones colombianas procedentes de Cana-
dá en 2010 ascendieron a USD$823,433 millones, destacándose produc-
tos como el trigo y morcajo (17.8%), aeronaves (8.9%) y abonos (7.5%). 
Las importaciones colombianas desde Canadá se incrementaron para 
2010 en un 23% con respecto al 2009.

Los flujos de inversión extranjera directa provenientes de Canadá, 
registraron un comportamiento irregular a lo largo de la década de los 
noventa, más específicamente durante los años 1994 a 2003. Para 1997 
se observó una desinversión canadiense por aproximadamente USD23 
millones, mientras que para el año 2000 se registró la mayor entrada 
de capital canadiense al país -alrededor de los USD$800 millones-, ex-
plicada por los flujos dirigidos al sector de telecomunicaciones. Hoy en 
día, las inversiones canadienses en Colombia se encuentran en el orden 
de los USD$1000 millones y han permanecido relativamente constan-
tes durante los últimos años2.

Los principales sectores a los que se ha dirigido durante los últimos 
diez años la inversión directa extranjera canadiense en Colombia son 
principalmente el de la minería en el que se ha concentrado el 39.2% de 
la inversión, seguido de la industria, que representa el 22.3%, el comer-
cio y la hotelería con un 13.7% y el mercado inmobiliario con el 7.1%.

Canadá representa un socio fundamental para el comercio colom-
biano, debido a la magnitud de este mercado que importa anualmente 
cerca del 4.5% del total mundial y se posiciona como quinto país en el 
mundo debido a su volumen de comercio. Desde el punto de vista de la 

2.	 Cabe anotar que la inmensa concentración de la inversión canadiense en 
centros financieros extranjeros, frecuentemente conocidos como paraísos 
fiscales, distorsiona considerablemente las cifras oficiales de inversión 
Ver:http://www.eclac.org/publicaciones/xml/1/32931/lcg2360i_Chapter_IV_
f2.pdf. Por ejemplo, en 2006, la inversión directa canadiense en Colombia 
sumaba $453 millones de dólares, pero la Embajada de Canadá en Colombia 
estimaba que fuera significativamente mayor, alrededor de tres mil millones 
de dólares tomando en cuenta los flujos de la inversión canadiense a través 
de otros centros financieros. http://www.interpares.ca/es/publications/pdf/
Tierras_y_Conflicto.pdf (p11)]
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Inversión Extranjera Directa, Canadá es una de las 10 principales fuen-
tes a nivel mundial. El TLC Colombia-Canadá, suscrito por ambas na-
ciones desde finales de 2008, entró en vigencia el 15 de agosto de 2011.

Registros de la inversión extranjera de Canadá en Colombia. Participación 
porcentural acumulada 2001-2009

Industria; 22,3%

Construcción; 1,4%

Comercio y Hoteles; 
13,7%

Financiero; 4,7%
Inmoviliaria; 7,1%Otros; 10,0%

Agricultura; 1,8%

Minería; 39,2%

La inversión canadiense en los sectores de telecomunicaciones, pe-
tróleo y gas, energía y transporte colombianos ha aumentado de mane-
ra sostenida desde 1994, y en especial en los últimos años nuevas com-
pañías canadienses han comenzado a invertir en los sectores de explo-
tación mineral, pulpa de papel, calzado, plásticos, software educativo y 
construcción. Una muestra del incremento de la presencia canadiense 
en Colombia tiene que ver con el caso de las empresas petroleras. La 
vinculación de las empresas canadienses en el desarrollo petrolero co-
lombiano, al igual que otros sectores, ha aumentado gradualmente du-
rante las dos últimas décadas, teniendo en cuenta que hasta la primera 
década de los años noventa, existían tan sólo dos empresas, Petrosan-
tander y Petronorte, vinculadas al sector petrolero desde los años 50. 
Con la llamada Ronda de Negocios 2000 –por medio de la cual Ecope-
trol intentó atraer nuevos inversionistas internacionales al mercado del 
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petróleo colombiano- se abrió mucho más la posibilidad de entrada de 
las empresas extranjeras e incluso fue Canadá el país que vinculó más 
empresas.

Inversión extranjera directa. Datos acumulados de 10 años

 
 

De Canadá en 
Colombia*
2000-2010

De Colombia en Canadá
2000-2010

millones US $ 1.199,20 1,6
Participación % 3,60 0,00
*No petrolera

Flujos de inversión extranjera directa. (US$millones)

Año
Del mundo en Colombia De Canadá en Colombia
Total No petrolera* US $ millones Part.%*

2000 2.436 3.266 664 20,30

2001 2.542 1.673 10 0,65

2002 2.134 1.681 181 10,80

2003 1.720 1.198 15 1,20

2004 3.016 1.967 7 0,40

2005 10.252 8.140 2 0,00

2006 6.656 3.174 18 0,60

2007 9.049 3.745 8 0,20

2008 10.596 4.891 52 1,10

2009 7.137 2.598 78 3,00

2010 6.760 1.208 163 13,50

* No incluye reinversión de utilidades

De acuerdo con la corporación para el desarrollo de las exporta-
ciones de Canadá (EDC: Export Development Canada), “Canada se ha 
convertido en el país inversionista líder en Colombia”. Entre los inver-
sionistas canadienses que a lo largo de los últimos años han tenido ma-
yor presencia en territorio colombiano se encuentran: Bata Footwear, 
Enbridge, Kruger Paper, McCain Foods, Nexen (conocida como Cana-
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dian Occidental Petroleum), Nortel Networks, President’s Choice In-
ternational, Quebecor World y Talisman Energy, Newbridge Networks, 
Vanguard Oil, Quadra Resources, Petrolux Energy, Seagram, Northex 
International, Latin Gold, Owen Dennis Incorporated, TransCanada 
lines; Bell Canada en el desarrollo de telefonía celular; Northern Te-
lecom en el diseño e instalación de torres para el sistema celular y la 
cooperación técnica con Telecom; Agra International en los sectores de 
energía hidroeléctrica y medioambiental, son un ejemplo del creciente 
interés canadiense por las posibilidades que ofrece el mercado colom-
biano.3

La cooperación internacional entre Canadá y Colombia
La cooperación con Canadá es de carácter Bilateral. La concentra-

ción de esta ayuda se da en el área de promoción y protección de los 
derechos de los niños y los adolescentes, con una prioridad geográfica 
en el Departamento de Nariño, permitiendo un mayor impacto de su 
labor en el país.

El 17 de noviembre de 1972 se firmó en la ciudad de Bogotá el Con-
venio General sope Cooperación Técnica entre el Gobierno de Canadá 
y el Gobierno de Colombia.

También se cuenta con un Acuerdo de Entendimiento suscrito en-
tre el Gobierno Nacional, representado en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores de Colombia, y la Agencia Canadiense de Desarrollo Inter-
nacional, ACDI, el cual legitima que la cooperación canadiense apoya 
proyectos en Colombia.

A finales de 2007, se estableció un acuerdo estratégico de acción 
en el cual se estableció la prioridad canadiense frente a la inversión 
en el fortalecimiento de las capacidades nacionales, que garanticen el 
ejercicio de los derechos de la niñez y adolecentes, y la prevención de la 
explotación sexual comercial de estos grupos poblacionales.

3.	 En el Anexo 1 del presente informe se presenta un listado de compañías 
canadienses con operaciones en Colombia.
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La creación y continuidad del Fondo de Gobernabilidad, Derechos 
y Protección de la Niñez, ha sido un área de cooperación trascendental 
que ha permitido el apoyo a diferentes iniciativas que pretenden garan-
tizar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en 
diferentes lugares del territorio nacional.

Uno de los proyectos más importantes de esta cooperación es la 
creación del Fondo Global para la Paz y la Seguridad, en el 2005, el 
cual apoya:
1.	 La eficacia en el seguimiento y la notificación de los desafíos de la 

desmovilización de los paramilitares, contribuyendo a la Misión de 
Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de Estados America-
nos (OEA).

2.	 Instituciones del gobierno colombiano y organizaciones de la socie-
dad civil en el trabajo por la justicia para las víctimas del conflicto, 
que han sido víctimas de violaciones de los derechos humanos e 
infracciones del derecho internacional humanitario.
En cooperación bilateral, también se destaca Education For Em-

ployment, EFE, una misión técnica que cuenta con representantes ca-
nadienses de la Association of Canadian Community College, ACCC, 
y la ACDI, quiénes han escogido como beneficiarios de este proyecto a 
la población juvenil vulnerable, debido a las condiciones económicas y 
sociales. El Sena será la institución colombiana que prestará la orienta-
ción técnica para su ejecución.

De otro lado, resulta importante reseñar la injerencia que ha tenido 
la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional (CIDA por su sigla 
en inglés, principal organismo de cooperación canadiense para Latino-
américa) en cuanto a la legislación minera nacional, especialmente en 
cuanto a la reforma del Código de Minas Colombiano. En 2006, esta 
agencia se vio involucrada en la redacción de un proyecto de código de 
liberalización de las minas de oro colombianas, el cual buscaba favo-
recer los intereses de compañías mineras canadienses. Antes de esto, 
bajo el pretexto de la generación de empleo a partir del estímulo de la 
inversión extranjera, la CIDA junto a Canadian Energy Research Insti-
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tute (CERI) planificaron en el año de 1997, un proyecto de 11 millones 
de dólares con el fin de apoyar la liberalización de las minas y crear un 
marco legislativo suficientemente cómodo para su explotación por par-
te de las compañías extranjeras. En el año 2001 el nuevo código minero 
–apoyado por la CIDA- fue expedido y se aprobó sin ninguna consulta 
de los sectores sociales involucrados4.

Frente a la consigna de “minería menos riesgosa para el ambiente”, 
la CIDA ha buscado la implementación de normas liberalizadoras del 
sector que favorezcan la explotación minera canadiense y -en general- 
extranjera, frente a aquella que las poblaciones realizan tradicional-
mente. Algunas manifestaciones de su injerencia tienen que ver con 
aspectos tales como la exclusión que la legislación minera colombiana 
realiza frente a todos aquellos mineros que se ven imposibilitados para 
cumplir con las normas técnicas de explotación, debido a los altos cos-
tos de inversión y de tecnificación exigidas. Es decir, solamente las 
grandes compañías, con sus proyectos a gran escala y altamente finan-
ciados, pueden cumplir tales requisitos y por tanto realizar la explota-
ción minera.

4.	 Acerca de este asunto, es de resaltar el artículo de CAMPBELL, Colin, 
“CIDA goes for the gold”, en: http://www.minesandcommunities.org/article.
php?a=4222, consultado el 29 de mayo de 2012.



23

Derechos Humanos: 
una mirada general

De acuerdo con algunos estudios y denuncias hechas por distin-
tas organizaciones sociales y ambientales, la presencia de la inversión 
canadiense en Colombia ha estado asociada a una permanente viola-
ción a los derechos humanos, a la resistencia de las comunidades y las 
afectaciones a nivel sociocultural de los territorios y ambiental de los 
ecosistemas sensibles y tierras de cultivo, cuyo resultado ha sido la 
imposibilidad de algunas comunidades de garantizar su seguridad ali-
mentaria; la solución que ha brindado el Estado a estas problemáticas 
no ha sido adecuada y suficiente y en algunos casos, la respuesta es 
la invisibilización y negación de toda una serie de hechos violatorios, 
cuyo origen es el aumento sistemático de las operaciones de inversión 
extranjera en el país, entre ellas la canadiense, que han contribuido a 
agudizar las condiciones de pobreza y desigualdad del país.

Tres puntos fundamentales llaman la atención en este capítulo y se 
constituyen en los ejes problemáticos asociados a la presencia de em-
presas canadienses a lo largo y ancho del territorio nacional:
1.	 Exacerbación del conflicto. Violencias regionales
2.	 Impactos diferenciados sobre los grupos poblacionales
3.	 Minería en zonas de reservas. Movilizaciones y resistencias.
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Exacerbación del conflicto armado. Violencias regionales

La historia del conflicto armado colombiano ha transitado por va-
rias etapas, cada una de ellas marcada por los fines políticos y económi-
cos de los diferentes actores. En los últimos años la violencia selectiva 
derivada de este conflicto se ha exacerbado a partir del aumento sis-
temático de los flujos monetarios que la inversión extranjera ha traído 
consigo. Según el estudio de CENSAT, Tierra y Conflicto1, publicado 
en el año 2009, existe una correlación directa entre los lugares donde 
se centra la inversión y las violaciones a los derechos humanos en Co-
lombia. Masacres, asesinatos, desplazamientos, robos de tierra y hasta 
prohibiciones para circular libremente por los territorios, son una evi-
dente y lamentable realidad ligada a las expectativas de inversión de las 
multinacionales.

En esta vía, vale la pena mencionar el informe realizado por Peace 
Brigades International Minería en Colombia: ¿A qué precio? 2, quienes 
citan las investigaciones adelantadas por Sintraminercol3, en las que se 
argumenta que los municipios con riquezas minero-energéticas -activi-
dad económica donde se centra mayormente el interés de las empresas 
canadienses- representan el 35% del total nacional, pero se asocian con 
el 87% de las personas desplazadas y el 80% de los casos de violaciones 
a los DDHH y del Derecho Internacional Humanitario en Colombia.

De acuerdo con el estudio de CENSAT, las empresas mineras y pe-
troleras usualmente operan en zonas sometidas por el conflicto armado, 
en comunidades que han sido presa del fenómeno de desplazamiento 
forzado. Se trata de lugares donde las tierras tuvieron que ser dejadas 
a su suerte a causa de la presión ejercida contra las comunidades por 

1.	 CENSAT-Agua Viva y Mining Watch Canadá. Tierras y conflicto. Extracción 
de recursos, derechos humanos y la responsabilidad social empresarial: 
compañías canadienses en Colombia. Inter Pares, 2009, p. 1.

2.	 Peace Brigades International. Minería en Colombia: ¿A qué precio? PBI 
Colombia. Boletín Informativo N° 18, Nov.2011, p. 6.

3.	 Sindicato de trabajadores de la desaparecida Empresa Nacional Minera 
Minercol Ltda.
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ciertos actores armados o, de títulos mineros que por la influencia para-
militar han tenido que cambiar de dueño durante los últimos años. Esta 
investigación es clara en afirmar la manera como diversas estudios han 
precisado no sólo las prácticas irregulares de muchas empresas para la 
obtención de concesiones y títulos, sino también la fuerte participación 
paramilitar que ha operado para favorecer directa e indirectamente a 
las empresas multinacionales en el marco de inversiones seguras.

Varios son los casos expuestos por CENSAT en su investigación, 
en la que se ven comprometidas multinacionales de capital canadiense:

En el departamento de Santander, el conflicto armado ha obligado 
en varias ocasiones a la reubicación forzada de la población asentada 
en las inmediaciones del área del proyecto Greystar –hoy Eco Oro-, en 
donde la Defensoría del Pueblo ha registrado la presencia renovada de 
paramilitares. En el Sur de Bolívar, donde opera B2Gold, la Defensoría 
del Pueblo concluyó que “el interés de los grupos armados ilegales en la 
Serranía de San Lucas tiene que ver con lograr el control del territorio 
y la explotación de su riqueza natural”.4 De igual forma, en el departa-
mento de Antioquia, en donde las canadienses Colombia Goldfields y 
B2Gold desarrollan actividades, ha habido un desplazamiento masivo 
de la población de las áreas del proyecto, tanto por la presión ejercida 
por los paramilitares, como a través de la venta de tierras bajo coerción. 
La población comúnmente marginada es particularmente vulnerable al 
desplazamiento; las mujeres y los niños son las principales víctimas, y 
los indígenas y afrocolombianos son desplazados de manera despro-
porcionada con respecto a su representación dentro de la población5.

Con respecto a lo anterior, una de las grandes preocupaciones en 
las regiones donde hay presencia de riqueza minero-energética, es la 
alta concentración de actores armados, hecho que motiva la desestabi-
lización social al interior de las comunidades, que se ven expuestas a 
la presencia no sólo del Ejército Colombiano y la seguridad privada de 

4.	  Ibíd.
5.	  CENSAT-Agua Viva y Mining Watch Canadá. Op. cit., p. 18-19. 
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las empresas, sino también a grupos paramilitares y guerrillas, quienes 
acuden a estos lugares seducidos por la posibilidad de avanzar en la 
consecución de sus intereses políticos y económicos.

Ejemplo de lo anterior son los casos expuestos por CENSAT en su 
estudio Conflicto y Minería, y más reciente todavía, la investigación 
sobre Guamocó presentada en el informe de Peace Brigades Interna-
tional en el 2011.

Guamocó, es una región que se encuentra al suroccidente de la Se-
rranía de San Lucas, entre los departamentos de Bolívar -jurisdicción 
del municipio de Santa Rosa- y Antioquia -municipio del Bagre-, y que 
alberga una de las reservas más grandes de oro en el país, además de 
innumerables fuentes hídricas, madereras y de petróleo Allí habitan 
unas cuatro mil personas aproximadamente, de las cuales un gran nú-
mero son afrodescendientes e indígenas6. Su riqueza minera y agrícola, 
plantea el difícil e incierto dilema entre la minería y la agricultura; la 
primera es uno de los ejes de desarrollo promovidos por el gobierno de 
Colombia, y la segunda, una actividad económica tradicional que les 
ha provisto el sustento por décadas. En la actualidad, la mayor preocu-
pación para la comunidad es que desaparezca una en razón de la otra, 
teniendo en cuenta el inmenso riesgo que esto representaría para garan-
tizar la soberanía alimentaria de la población.

El atractivo económico de esta región en razón de la minería, ha 
generado disputas por el control del territorio, lo que derivó en que hoy 
hacen presencia en la zona los múltiples actores armados que partici-
pan en el conflicto. Para el año 1997, de acuerdo con el estudio de Peace 
Brigades International, fue llevada a cabo por parte de grupos parami-
litares una primera masacre; el 25 de abril, fueron asesinadas unas 30 
personas en Río Sucio – Sur de Bolívar-, donde muere el reconocido 
líder minero Juan Camacho Herrera, al cual según la información, de-

6.	 Asociación de Hermandades Agroecológicas y Mineras De Guamocó 
(Aheramigua). Comisión de verificación y acompañamiento a las comunidades 
de Guamocó, (18/03/2011). [en línea]. [consultado feb. 15 - 2012]. Disponible 
en <http://www.prensarural.org/spip/spip.php?article5508>
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capitaron los paramilitares para después jugar con su cabeza y termi-
nar poniéndola en un asta que miraba en dirección de Guamocó, como 
advertencia a la población de que su presencia en este lugar era con el 
firme propósito de hacerse con las minas y entregarlas a personas que 
según ellos harían una mejor explotación.

Posteriormente al hecho -continuando con el estudio de Peace Bri-
gades International- sucedieron más masacres, asesinatos selectivos y 
desplazamiento de la población. Entre 1997 y 2009, fueron desplazadas 
alrededor de 36.000 personas; entre 1999 y 2000, se reportaron 700 
desapariciones; entre 1997 y 2007, 380 civiles fueron asesinados por 
actores armados ilegales; además, durante los últimos años se cuentan 
333 ejecuciones extrajudiciales.

En la región se encuentra actualmente ubicada la empresa cana-
diense Midasco Capital, la cual se ha visto beneficiada por la violencia 
que azota esta región minero-energética: El 17 de agosto de 2011 una 
nueva masacre sacudió la región de Guamocó en Casa Zinc, zona rural 
del municipio de Montecristo; allí, un grupo de 20 hombres armados 
quienes según la información se identificaron como “Águilas Negras”, 
llegaron al lugar y profiriendo amenazas sobre retomar el control del 
Sur de Bolívar retuvieron, torturaron y asesinaron a tres personas y 
dejaron otra herida; dos semanas después, como lo señala el informe de 
Peace Brigades International a través de la Agencia de Prensa Rural7, la 
empresa Canadiense Midasco Capital, informó haber recibido licencias 
de explotación minera en esta región, entre las que se incluye una en 
Casa Zinc.

Otro caso similar es documentado por Indepaz en su investigación 
Megaminería y reasentamientos forzados8, quienes citando a CENSAT, 
informan que en el departamento del Cauca, exactamente en el muni-
cipio de Suarez, la comunidad del concejo La Toma ha sido objeto de 
amenazas y desplazamiento forzado por motivo de los intereses que 

7.	 Disponible en <http://prensarural.org/spip/spip.php?article6697>
8.	 Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz). Megaminería y 

reasentamientos forzados. Bogotá, D. C., Colombia, 2011, pp. 108-109.
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sobre su territorio han tenido el Estado y las empresas multinaciona-
les. Las amenazas según este estudio, recayeron sobre los líderes que 
impulsaron el proceso de defensa de sus territorios. Es importante des-
tacar aquí, que entre las empresas que han recibido títulos mineros de 
exploración y explotación en esta región, se encuentra la canadiense 
Cosigo Resources, aduciéndose además, que estos fueron entregados 
sin que se diera un proceso de consulta previa con las comunidades 
afrodescendientes que tradicionalmente habitan estos territorios, reu-
nidos y organizados en el concejo comunitario La Toma.

Igualmente se señala, que desde que se inició la entrega de títulos 
y concesiones mineras, se incrementó significativamente el número de 
hechos violentos en la zona; ejemplo de esto fue la masacre ocurrida 
el 7 de abril del 2010 en la vereda el Hato Santa Martha, en territorios 
del concejo La Toma, donde fueron asesinados 8 mineros y uno resultó 
herido; quien realizó la denuncia manifestó que el hecho ocurrió por-
que según el grupo armado ellos no tenían por qué estar en ese lugar.

Otro caso ejemplar es el de la empresa Kappa Resources Colombia 
Ltda., hoy adquirida por la segunda empresa más importante de pe-
tróleo de Colombia, Pacific Rubiales Energy, también canadiense. Las 
denuncias fueron hechas por la familia Murillo -víctima de los excesos 
de la compañía- quien publicó en una página web los hechos sucedidos, 
las pruebas, fotos y la historia del caso en el que acusan a la antigua 
empresa de desplazarlos y de atentar contra sus vidas, para hacerse con 
los terrenos que eran de su propiedad9.

Esta situación mereció un reportaje del diario El Espectador, que 

9.	 “El día 8 de febrero la representante de la empresa Kappa, la señora Luz 
Amparo Briceño, envió 10 hombres fuertemente armados a iniciar el 
bombeo de petróleo, cuando la familia Murillo se arriman a la alambrada 
que separaba su casa del pozo petrolero, para enseñarles a los representantes 
de Kappa la disposición legal que prohibía el bombeo de crudo, los hombres 
armados al servicio de la empresa Kappa sin mediar palabra empiezan a 
disparar, hiriendo a cuatro de los hermanos, dos levemente heridos, uno 
quedo inválido, otro perdió movilidad de uno de sus brazos”. Disponible en 
<http://familiamurillo.8m.com./caso.htm>



Derechos humanos 29

elaboró un extenso informe de los hechos y el desarrollo del pleito, pu-
blicado el 22 de octubre del 2011:

Hacia las seis de la tarde del 8 de febrero de 2001, un grupo del 
bloque Tolima de las autodefensas ingresó a la vereda Cañada 
Alta, del municipio de Guamo, y desplazó a una familia que se 
oponía a vender sus fracciones de terreno a una compañía de 
petróleo. Por esta acción la Fiscalía investigó y precluyó a la 
exgerente de la firma Kappa Resources Colombia Ltda., Luz 
Amparo Briceño Triana, pero la Procuraduría anunció que ape-
lará la decisión, pues cree que existió un concierto para delin-
quir con fines de desplazamiento forzado.
(…) Arcadio Murillo declaró que todo empezó cuando la com-
pañía petrolera, al saber que existía crudo en los predios de su 
familia, empezó a presionar su compra logrando las firmas de 
algunos de los miembros de la familia. Pero como algunos no 
accedieron a la negociación, el 8 de febrero se presentó la ac-
ción ilegal de las autodefensas, en la cual una persona resultó 
inválida. Murillo sostuvo que el apoyo del bloque Tolima estuvo 
en la gerente de la petrolera, Luz Amparo Briceño, y aportó una 
foto de la ejecutiva con los paramilitares.
Con esta declaración la Fiscalía ordenó escuchar a varios miem-
bros del bloque Tolima (…) El primero en comparecer fue Fi-
liberto Núñez(…)quien ratificó que hacia febrero de 2001 la 
señora Amparo Briceño contactó a uno de los comandos del 
bloque Tolima y le pasó “mucha plata”. Según él, la orden de 
alías Víctor fue sacar a la gente de la finca y a cada uno de 18 
hombres que participaron en la acción les dieron de a “50 mil 
lucas”.
A su vez, Norbey Ortiz Bermúdez, comandante de tropa del 
bloque Tolima, al rendir su testimonio manifestó que él estuvo 
en la reunión en la que los comandantes Víctor y Elías estuvie-
ron con Amparo Briceño en el Hotel Real de Guamo, y que allí 
se planeó el desplazamiento de esas familias. Incluso, se acordó 
dar de baja a Evaristo Murillo. Después relató que fueron en el 
mismo vehículo, pero al llegar se formó una balacera. Luego la 
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familia Murillo abandonó la región. Ortiz Bermúdez aceptó su 
responsabilidad en esos hechos.
(…) Por ejemplo, Ricaurte Soria, alias Orlando, tras aceptar los 
cargos, añadió que se dio una ayuda mutua entre la empresa 
multinacional y las autodefensas, y por concretar el desplaza-
miento, se dieron $150 millones para la organización al margen 
de la ley (…) Después agregó que una vez empezara la explo-
ración petrolera, habría más dinero para la compra de armas, 
material de intendencia y municiones. El objetivo militar era 
Evaristo, porque era quien más molestaba.
(…) El 17 de enero de 2011, la Fiscalía Sexta Delegada ante los 
Jueces Penales de Ibagué se abstuvo de dictar medida de ase-
guramiento contra los exparamilitares y la ejecutiva Amparo 
Briceño. No obstante, el caso siguió su curso y aparecieron nue-
vas declaraciones, en especial la de Flor María Murillo, quien 
relató que su papá les dejó una herencia de cinco hectáreas a 11 
hermanos y que cada uno tomó una franja de 14 metros. Ella les 
compró su pedazo a tres de sus hermanos. Después vendió a la 
empresa Kappa por amenazas contra su vida.
Aun así, hace una semana la Fiscalía ordenó precluir el caso, 
pues no consideró pertinente llamar a juicio a los procesados. 
La Procuraduría había expresado una postura contraria y, de 
hecho, solicitó que fueran acusados. En su criterio hay compro-
miso penal de la exgerente de la empresa Kappa Resources en 
los delitos de concierto para delinquir con fines de conformar y 
financiar grupos al margen de la ley y desplazamiento forzado, 
pues son los mismos miembros de las autodefensas quienes de 
manera libre, expresa y voluntaria lo han confesado ante Justi-
cia y Paz (…).10

Por otro lado, de acuerdo al más reciente informe del Sistema de 
Información de Agresiones contra defensores y defensoras de Derechos 

10.	 Quevedo, Norbey. Enredos de una petrolera. En: Elespectador.com 
(22/10/2011). [en línea]. [consultado marzo 06 – 2012]. Disponible en <http://
www.elespectador.com/impreso/investigacion/articulo-306956-enredos-de-

una-petrolera>
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Humanos en Colombia – SIADDHH11, para 2011, en Antioquia fueron 
asesinados 17 defensores/as de derechos humanos, seguido de Córdoba 
con 6 y el Suroccidente de Colombia con 16 (Valle del Cauca, Cauca, 
Nariño y Putumayo). Esta situación según el informe, se presenta por-
que es en estos departamentos en donde más se concentra la presencia 
de actores armados legales e ilegales, economías ilegales, e intereses 
nacionales y extranjeros12.

Como puede observarse, los impactos de los flujos de inversión ca-
nadiense sobre el país han tenido efectos diferenciados sobre los grupos 
poblacionales que conforman la sociedad colombiana, se debe resaltar 
que la participación del Estado en la generación de condiciones para 
potenciar la entrada de capital canadiense ha afectado profundamente 
a las comunidades que habitan estos territorios. Esto combinado con 
la intensificación del conflicto armado y los altos índices de pobreza 
y miseria que reportan estas zonas, deja como saldo un balance social 
negativo en lo referente a la presencia de multinacionales canadienses 
en el país.

En este sentido, es importante señalar que El Estado sin importar 
el costo social y ambiental ha concedido títulos mineros en “zonas pro-
tegidas”, resguardos indígenas y territorios colectivos de comunidades 
afros, además de declarar abiertamente su intención de desfavorecer y 
eliminar la minería tradicional; en esta vía, una de las preocupaciones 
principales está relacionada con el tema de seguridad alimentaria, ya 
que con el aumento de las actividades relacionadas con la minería no 
solo se ven afectadas las poblaciones rurales sino que a largo plazo las 
urbanas pueden sentir el desabastecimiento de alimentos, producto de 
la desestimación de la actividad agrícola por la minera.

En resumen, es importante llamar la atención sobre el aumento de 

11.	 Programa Somos Defensores. Claroscuro: Informe anual 2011. Agresiones 
contra defensores y defensoras de Derechos Humanos en Colombia. [en 
línea]. [consultado marzo 06 - 2012]. Disponible en <http://asociacionminga.
org/pdf/libros/infosomosdef2011061312.pdf>

12.	 Ibíd., p. 22.
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los casos de violación de derechos humanos, acontecidos en las zo-
nas donde se encuentran actualmente operando empresas extractivas 
canadienses; tales compañías tienen especial interés en los territorios 
ricos en minerales e hidrocarburos, los casos señalados anteriormente 
y otros que aun no han sido reseñados, sugieren que hay una relación 
directa entre la exacerbación del conflicto armado y la intensificación 
de inversión extranjera directa hecha por Canadá a lo largo del territo-
rio nacional.

Violaciones contra comunidades indígenas y afrodescendientes

La diversidad étnica de Colombia hace de este país, una nación mul-
ticultural, pluriétnica y multilingüe; características reconocidas cons-
titucionalmente, con alrededor de 30 artículos referidos a los grupos 
étnicos y a sus diversas y particulares expresiones culturales. Según el 
censo del DANE del año 2005, los indígenas representan el 3,43% de 
la población colombiana con 1́ 392.623 personas indígenas; uno de los 
registros aduce que de los 87 pueblos indígenas13, sólo algunos están 
asentados en territorios rurales organizados como resguardos (715 en 
total que suman 31,8 millones de hectáreas de tierra), mientras otros 
se ubican en territorios sin ningún reconocimiento legal14, y por tanto, 
sin derechos territoriales, ni derechos sobre los recursos que en ellos 
se encuentran; adicionalmente, según lo establecido por Decreto 1320, 
tampoco tendrían derecho a la consulta previa.

Entre tanto la población afrodescendiente – de acuerdo a las cifras 
del DANE del año 2005-, representa el 10,6% de la población colom-
biana con un total de 4.311.757 personas, siendo el segundo país la-
tinoamericano después de Brasil con el mayor número de habitantes 

13.	  De acuerdo con la Organización Nacional Indígena de Colombia, son 102 los 
pueblos indígenas asentados en Colombia; de estos, 87 son reconocidos por 
el Estado Colombiano.

14.	 Según la información institucional en Colombia existen 297.342 indígenas 
que no poseen un territorio colectivo reconocido (Resguardo), cifra 
que representa el 27% de la población indígena nacional.
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afrodescendiente y el tercero en toda América, después de EEUU y 
Brasil consecutivamente.

En esta vía, incluso las comunidades indígenas y afrodescendien-
tes asentadas en territorios legalmente reconocidos como resguardos y 
concejos colectivos -amparados por la ley en lo que refiere al derecho 
de la consulta previa- han sido afectadas por la presencia de las grandes 
Compañías canadienses, así como por el irrestricto apoyo brindado a 
éstas por parte de las instituciones gubernamentales; este último punto 
se puede ilustrar a través de la declaración hecha por el ministro de Mi-
nas y Energía del Gobierno, Mauricio Cárdenas, quién en el seminario 
Día Colombia15 celebrado en Toronto a principios del mes de marzo, y 
ante una audiencia de más de 300 personas aseguró con respecto a las 
licencias medioambientales, que era “necesario acelerar” su concesión, 
recalcando que aunque se tiene que consultar con las comunidades in-
dígenas los proyectos que les afectan, estos “no tienen poder de veto”16.

En cuanto a los resguardos, se tiene que de acuerdo con un infor-
me de la Comisión Colombiana de Juristas17 (CCJ), citando un estudio 
de INDEPAZ, de las 31,8 millones de hectáreas de tierras reconocidas 
dentro de esta categoría, 24,5 son zonas de reserva natural.

En lo que refiere a las comunidades afrodescendientes, a la fecha, 
y como resultado de la política de titulación colectiva y el plan de de-

15.	 El seminario llamado “Día Colombia” se llevó a cabo durante la convención 
del PDAC 2012, uno de los eventos mineros más grandes del mundo. Su 
objetivo según Proexport Colombia, es vincular inversionistas, compañías 
y organizaciones dedicadas a la exploración minera. Hoy en día cuenta con 
más de mil expositores y 27.700 asistentes de 120 países que participan en 
sesiones técnicas, capacitaciones y eventos sociales para establecer nuevos 
contactos.

16.	 “Colombia tranquiliza a inversionistas sobre futuro de la minería”. Dinero.
com (06/03/2012). [en línea]. [consultado marzo 06 - 2012]. Disponible 
en <http://www.dinero.com/negocios/articulo/colombia-tranquiliza-
inversionistas-sobre-futuro-mineria/146067>

17.	 Comisión Colombiana de Juristas (CCJ). Informe sobre la situación del derecho 
al territorio de los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes en 
Colombia. Bogotá, agosto del 2011, p. 6. 
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sarrollo 2010 - 2014 de las comunidades afrocolombianas18, se han ex-
pedido 160 títulos colectivos que suman un área de 5.211.397 hectáreas 
(4,6% del territorio nacional), agrupando a 63.312 familias. Aquí, al 
igual que con los territorios de resguardos indígenas, 3.765.115 hectá-
reas de sus tierras son también reservas forestales o Parques Nacionales 
Naturales, y, al menos el 60% de la población afrodescendientes que 
se asienta en la zona del Pacífico, no tienen garantizado sus derechos 
territoriales como consecuencia de residir por fuera de las áreas reco-
nocidas por el Gobierno.

Ambos casos ejemplifican la falta de garantías a las que se enfren-
tan estas comunidades en lo que respecta a la posibilidad de ser reco-
nocidas legalmente, hecho que debe ser contrastado con la adjudicación 
de titulaciones mineras dentro de sus territorios.

Hoy en día hay 64 resguardos que desde hace años esperan el 
reconocimiento legal y cientos de hectáreas en la Costa Atlánti-
ca y los valles interandinos esperan la titulación colectiva como 
territorios afrocolombianos, mientras los títulos mineros son 
reconocidos en meses y en algunos casos sin consultar a las 
minorías étnicas afectadas. En 2011, se habían expedido 168 
títulos mineros en los resguardos indígenas y existían 978 soli-
citudes en curso. Al mismo tiempo, los títulos otorgados en te-
rritorios de comunidades afrocolombianas alcanzaban los 236, 
con 1.868 solicitudes en curso. Respecto a los hidrocarburos, 
8,8 millones de hectáreas de resguardos indígenas están decla-
radas como áreas de hidrocarburos; muchas de ellas ya están 
concesionadas para su exploración o explotación y otras están 
en estudio19.

Derivado del establecimiento de multinacionales en territorios que 
corresponden a indígenas y afrodescendientes, se han adelantado por 

18.	 Alianza Progreso Afro (APRA). Plan nacional de desarrollo de comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 2010 - 2014: Hacia una 
Colombia pluriétnica y multicultural con prosperidad democrática, p. 55.

19.	 Peace Brigades International. Op. cit., p. 15.



Derechos humanos 35

parte de dichas empresas procesos de consulta previa, que han sido am-
pliamente cuestionados por las mismas comunidades en lo que refiere a 
sus alcances, pues su real aplicación y los procedimientos para llevarlos 
a cabo, contradicen sus propósitos legítimos y legales.

“Las comunidades indígenas y afrocolombianas han comenza-
do a rechazar las consultas indicando que, en su experiencia, el 
proceso de consulta ha sido utilizado para manipularlos y des-
informarlos de manera estratégica y facilitar así la realización 
de mega proyectos. Asimismo, cuando ocurren, tanto el gobier-
no como las compañías transnacionales violan con frecuencia 
los acuerdos establecidos”20.

Como ya se ha mencionado, la situación de desventaja en la que se 
encuentran los grupos étnicos en el país, es agravada por el conflicto 
armado. La Corte Constitucional ya ha advertido sobre la gravedad del 
desplazamiento forzado de afrocolombianos de sus territorios, eviden-
ciado en cifras superiores al 14% del total de la población desplazada 
del país21.

De la misma forma, la ONIC (Organización Nacional Indígena de 
Colombia) ha denunciado en repetidas ocasiones las dificultades a las 
que se enfrentan sus pueblos, al ser considerados como un obstáculo 
al desarrollo económico del país por el hecho de defender y reivindi-
car sus territorios: “Por defender nuestros territorios somos tratados 
como objetivo militar, confinados, exterminados, condenados a morir 
de inanición, obligados al desplazamiento forzado y a refugiarnos en 
países. Se criminalizan nuestras reivindicaciones y organizaciones y 
se nos condena a desaparecer”22.

20.	 CENSAT-Agua Viva y Mining Watch Canadá. Op. cit., p. 8.
21.	 Corte Constitucional, auto 005 de 2009. Ref. Protección de los derechos 

fundamentales de la población afrodescendiente víctima del desplazamiento 
forzado, en el marco del estad  o de cosas inconstitucional declarado en la 
sentencia T-025 de 2004. M.P: Manuel José Cepeda Espinosa, Bogotá, D.C., 
26 de enero de 2009.

22.	 “Verdades de los pueblos indígenas de Colombia que el gobierno desdibuja”. 
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Además de los casos anteriormente referidos, esta situación se 
ejemplifica a través de los siguientes casos registrados en el territorio 
colombiano:

Proyecto Mandé Norte23

En 2005, el Gobierno otorgó nueve títulos mineros a la empresa 
estadounidense Muriel Mining Corporation (adquiridos por la empresa 
canadiense Sunward Resources Ltd en abril 2011) por un periodo de 30 
años para la explotación de oro, cobre y molibdeno en el denominado 
proyecto Mandé Norte. Esos títulos representan 16.000 hectáreas ubi-
cadas en la región del bajo y medio Atrato (noroeste de Colombia) zona 
en la que se ubican territorios ancestrales de comunidades afrodescen-
dientes e indígenas Embera.

Las comunidades afectadas por el proyecto expresaron que no se 
cumplió con la consulta previa ya que se hizo de manera fraudulen-
ta: «Invitaron a algunos líderes a unas reuniones en los que les dieron 
trago y comida y nunca les hablaron de la exploración que iban a hacer. 
Para el Gobierno, este procedimiento fue válido y ya comenzaron con 
la prospección» expresó Yagarí, integrante de la Organización Indíge-
na de Antioquia (OIA).

También aseguran que el Gobierno aceptó como voceros a perso-
nas que no tenían la representación de los 12 pueblos embera que allí 
viven ni de los dos afrocolombianos. Ante esta situación, las comuni-
dades decidieron llevar a cabo una consulta y contestar a la pregunta « 
¿Quieren o no la exploración y explotación minera del proyecto Mandé 
Norte en nuestro territorio?». Entre el 24 y el 28 de febrero de 2009, 12 
comunidades indígenas de los resguardos de Uradá, Río Jiguamiandó, 
de Río Chageradó - Turriquitadó y de Río Murindó así como afrodes-

Dh Colombia: Red de Defensores No institucionalizados, (02/12/2008). [en 
línea]. [consultado marzo 06 – 2012]. Disponible en <http://www.dhcolombia.
com/spip.php?article681>

23.	 Caso documentado por Peace Brigades International
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cendientes de la Zona Humanitaria de Pueblo Nuevo, Río Jiguamiandó, 
realizaron el ejercicio. La respuesta fue contundente y se rechazó de 
forma unánime el proyecto.

En respuesta a la tutela presentada por las comunidades, en octubre 
de 2009, la Corte Constitucional emitió la sentencia T 769, en la que 
ordenaba la suspensión de la fase de exploración hasta que se efectua-
ran los estudios sobre el impacto social, ambiental y cultural y se rea-
lizara de manera adecuada la consulta previa con «el consentimiento 
libre, previo e informado» de la comunidad afectada. Las comunidades 
denunciaron que las personas que se oponían al proyecto minero en la 
zona fueron señaladas de pertenecer a la guerrilla, estigmatizándolos y 
poniendo sus vidas en riesgo.

En enero de 2010, después de un bombardeo del Ejército que dejó 
gravemente heridos a dos indígenas, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos otorgó medidas cautelares a favor de 87 familias 
frente al riesgo conllevado por la presencia de actores armados en su 
territorio y reconoció el resguardo como área humanitaria. Hoy en día, 
las órdenes de la Corte Constitucional respecto a la consulta previa y 
los estudios necesarios, aún no han sido cumplidas por parte del Go-
bierno nacional, e incluso el Ministerio del Interior y de Justicia pidió a 
la Corte Constitucional la nulidad de la sentencia24.

Proyecto Dojurá

Uno de los proyectos de exploración y explotación de minerales 
que está en proceso de implementación en el territorio ancestral ha-
bitado por la Cocomopoca es liderado por las empresas transnaciona-
les sudafricana AngloGold Ashanti y la canadiense Continental Gold 
S.A, quienes celebraron múltiples contratos de concesión minera con 
el Estado Colombiano para realizar una operación a la que denominan 
“Dojurá” sobre aproximadamente 50.000 hectáreas del territorio tradi-
cional.

24.	 Ibíd., p. 19.
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La información pública disponible, refleja que el proyecto está 
compuesto por concesiones que suman 26.825 hectáreas y aplicaciones 
que totalizan 18.068 hectáreas. En 2010, Continental Gold recibió un 
reporte de los resultados arrojados del estudio geofísico realizado por 
AngloGold sobre una porción del área de los títulos, así como de los re-
sultados históricos de los muestreos de cobre en el área. Los resultados 
son consistentes con las recomendaciones sobre el potencial que existe 
de que el territorio alberga un “pórfido de oro y cobre de gran escala”.

Por más de 400 años se ha extraído oro aluvial del Rio Andágueda 
que fluye a lo largo del sur del proyecto Dojurá. Históricamente la pro-
piedad ha reportado producciones de oro artesanales de tenores altos. 
Debe tenerse en cuenta que el territorio de la Cocomopoca, ha sido 
objeto permanente de la búsqueda de minerales e hidrocarburos desde 
la década de los 70 por parte del Estado a través de Ingeominas y de 
empresas extranjeras. Estas actividades permitieron descubrir que el 
cerro de Dojurá ubicado en el municipio de Bagadó, territorio sagrado 
para las comunidades afrodescendientes e indígenas que se ubican en la 
región, es un depósito de incalculables reservas de 14 minerales, desde 
Oro hasta Uranio. Es esa riqueza la que pretende ser explotada por las 
empresas anteriormente referidas.

De otra parte, debe tomarse en cuenta que el 16 de diciembre de 
1999 la Cocomopoca presentó originalmente solicitud de titulación 
colectiva de 172.000 hectáreas ante el Incoder, entidad estatal compe-
tente, la cual sólo después de 11 años realizó la titulación del territo-
rio. Resulta paradójico que tras tantos años de lucha permanente por 
la titulación de su territorio ancestral, su petición se haya dilatado sin 
justificación alguna, mientras que los contratos de concesión minera a 
favor de compañías para explorar y explotar dicho territorio, se perfec-
cionaron de manera ágil e inconsulta.

Después de 11 años, el titulo colectivo entregado a Cocomopoca 
comprende un globo de terreno de 73.000 hectáreas que en su mayoría 
se cruzan con las áreas otorgadas en concesión a favor de las empre-
sas mineras señaladas anteriormente. No obstante, de dicha titulación 
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quedó excluido el cerro “Dojurá”, el cual tiene un significado ancestral 
para las comunidades afrodescendientes que se asientan en la región. 
Actualmente, este cerro y sus zonas circundantes se encuentra conce-
sionado a empresas nacionales y principalmente transnacionales como 
la Anglogold Ashanti, la Continental Gold, y el Grupo Bullet.

Las amenaza sobre el territorio y sobre los derechos colectivos de 
la Cocomopoca, no sólo radican en la negación de la titulación de parte 
de su territorio, y en la realización de contratos de concesión minera sin 
contar con su consentimiento, sino en el ingreso efectivo de compañías 
extranjeras a las zonas ocupadas ancestralmente por las comunidades 
afrodescendientes que hacen parte de Cocomopoca, con la intención de 
dar inicio formal a la fase de exploración de las zonas otorgadas por el 
Estado.

Lo anterior comporta una grave transgresión y amenaza de varios 
derechos individuales y colectivos de la comunidad de la Cocomopoca, 
entre ellos: (i) al acceso al territorio, (ii) a la consulta previa, (iii) a la 
autodeterminación, (iv) la existencia de equilibrio ecológico, derecho al 
medio ambiente y el manejo y aprovechamiento racional de los recur-
sos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución; (v) el derecho a la seguridad y salubridad 
públicas, (vi) la preservación de la cultura de las comunidades afrodes-
cendientes25.

Proyecto Niscota26:

“La lucha, mientras el pueblo exista, mientras el pueblo U’wa ten-
ga pensamiento, tenga sabiduría, tenga poder, no la vamos a dejar. Si 
no podemos, haríamos un suicidio colectivo porque para nosotros ver 
nuestra madre tierra profanada es grave, es triste”. Estas son las pala-

25.	 Tierra Digna. El verdadero rostro de la política minera y sus particularidades 
en el departamento del Chocó – El caso del proyecto Dojurá. [vía correo 
electrónico], 2011, p. 22 – 26.

26.	 Caso documentado por Peace Brigades International.
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bras de Henry Salón, un indígena U’wa del resguardo Chaparral-Barro 
Negro del noroccidente del departamento de Casanare. Junto con el 
resguardo vecino Sabanas de Curipao en Arauca, los territorios suman 
35.000 hectáreas que se extienden desde los llanos vastos de la cuenca 
del río Orinoco hasta la cumbre de la Sierra Nevada de El Cocuy. Son 
el hogar de alrededor de 500 personas y recogen diversos ecosistemas, 
fuentes de agua y una cultura indígena que se sostiene por la naturaleza 
y que ha logrado mantener sus tradiciones a pesar de persistentes avan-
ces coloniales. No obstante, el pueblo U’wa ha perdido la gran mayoría 
de las tierras ancestrales a lo largo de los siglos y las tierras restantes se 
encuentran bajo amenaza por la reciente entrada de empresas petrole-
ras debido a una posible presencia de crudo ultraliviano.

El pueblo U’wa es una nación indígena con comunidades en los de-
partamentos de Casanare, Arauca, Boyacá, Santander y Norte de San-
tander, con una cosmovisión cultural inextricablemente vinculada al 
equilibrio ecológico y con una manera de sostenerse dependiente de los 
recursos biológicos de sus tierras. Pero el resguardo donde vive Salón 
está ubicado dentro del Bloque Niscota, una concesión de exploración 
petrolera operada por Hocol, filial de la empresa colombiana semiesta-
tal Ecopetrol; y la empresa canadiense Talisman y Tempa, filial de la 
gigante francesa Total.

Es preocupante los efectos ambientales y culturales que la industria 
petrolera tendría en un contexto como el de la cultura U’wa. Además de 
los obvios efectos de una exploración sísmica, la entrada de empresas 
petroleras significaría la tala de árboles, la instalación de plataformas, 
piscinas, pozos, estaciones y oleoductos, la construcción de carreteras, 
el agotamiento de fuentes de agua, la contaminación causada por de-
rrames y residuos y el material particulado en el aire y ruido y luz como 
producto de la combustión de gas natural.

Para la cultura U’wa la selva es la fuente de alimentación, medicina 
y espiritualidad, pero el asunto va mucho más allá de los daños locales, 
pues según sus habitantes afecta el balance natural a escala global. El 
pueblo U’wa enfatiza la susceptibilidad de los ecosistemas terrestres 
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al cambio climático y critica un modelo económico que depende del 
petróleo, al cual los pueblos indígenas consideran la sangre de la madre 
tierra.

En los últimos años en los resguardos U’wa de Chaparral y Curipao 
la Fuerza Pública ha instalado helipuertos y bases militares en lugares 
sagrados sin consultar a la comunidad. Esto significa, según Salón, no 
solamente una profunda violación cultural, sino un gran aumento de 
combates en el territorio colectivo, daños ambientales tales como in-
cendios extensivos causados por bombardeos aéreos y un aumento de 
campos minados.

El pueblo U’wa de Casanare ya ha vivido la violencia de la indus-
tria petrolera de manera trágica. En 2007 Álvaro Salón, gobernador 
del resguardo Chaparral-Barro Negro donde se organizaba la resisten-
cia frente a las empresas petroleras, murió en condiciones sospechosas 
a causa de una explosión a pocos metros de integrantes del Batallón 
No.29 Héroes del Alto Llano del Ejército Nacional. Muy cerca, en 1998 
sucedió la masacre de la Cabuya, en la que cinco personas fueron ase-
sinadas, una de las cuales se había negado a una oferta de dinero a 
cambio de facilitarla entrada de la exploración petrolera en la zona. 
Por estos últimos hechos, la justicia condenó a dos ex soldados por 
homicidio agravado. Ambos batallones involucrados en estos crímenes 
pertenecen a la Brigada XVI, mencionada anteriormente.

Esta no es la primera vez que petroleras foráneas han tenido intere-
ses económicos en territorios U’wa en conflicto con la voluntad de los 
habitantes. En los 90 se otorgó una licencia a la Occidental de Colom-
bia en un resguardo U’wa en el departamento de Arauca sin consulta 
previa. La comunidad indígena presentó una acción de tutela en contra 
de la intervención de la empresa en su territorio y, después de años de 
debate, la Corte Constitucional emitió un fallo histórico que impidió la 
explotación de petróleo por la falta de una consulta adecuada.

El pueblo U’wa actualmente afectado por el Bloque Niscota ha 
pedido reiteradamente un diálogo con el Ministerio del Interior y de 
Justicia para que se establezcan cuáles son las características de un 
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proceso de consulta adecuado, pero hasta la fecha el Gobierno no se 
ha mostrado abierto y no se han logrado avances concretos. En sus 
esfuerzos por exigir justicia por las violaciones de derechos humanos, 
fomentar el diálogo entre los diferentes grupos afectados y construir 
estrategias conjuntas de resistencia, la comunidad U’wa de Chaparral-
Barro Negro ha venido construyendo espacios de intercambio con las 
comunidades vecinas, tanto indígenas como campesinas, y una red de 
apoyo a nivel nacional27.

Comunidades mineras

Siguiendo con en análisis de las implicaciones diferenciadas sobre 
los grupos poblacionales, en territorios con presencia de capital cana-
diense, se presenta a continuación el caso de las comunidades cuyos 
habitantes se han dedicado históricamente a las actividades extractivas. 
Actualmente, en el 44% de los municipios de Colombia se desarrolla la 
minería de pequeña y mediana escala, labor de la que viven alrededor 
de cinco millones de personas entre las que se cuentan los mineros, sus 
trabajadores y familias.

En Colombia existen al menos seis mil minas de la considerada 
pequeña minería, de las cuales viven millones de colombianos 
y colombianas. Es una actividad que no les genera grandes in-
gresos y es un medio de subsistencia cada vez más amenazado 
por la gran minería (…) En el país hay tres tipos de minería: la 
tradicional, artesanal o pequeña minería, realizada por mino-
rías étnicas desde tiempos ancestrales y por campesinos despla-
zados; la mediana, que trabaja con dragas y retroexcavadoras; y 
la gran minería efectuada generalmente por multinacionales.28

No obstante, estas actividades han sido objeto de múltiples presio-
nes de orden legal e ilegal, más frecuentemente durante la última déca-
da a partir del interés multinacional en la riqueza minera colombiana. 

27.	 Peace Brigades International. Op. cit., pp. 37-40.
28.	 Ibid., p. 20.
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Violencia generalizada, desplazamiento forzado, discursos deslegiti-
madores, señalamientos, grandes extensiones de sus territorios conce-
sionados a trasnacionales, así como políticas contrarias que estimulan 
la minería a gran escala, hacen parte de las acciones que se enmarcan 
en la estrategia de combinación de fuerzas motivada por grupos políti-
cos y económicos que, dentro de sus intereses, claramente consideran 
esta actividad un obstáculo29.

Una de las principales expresiones del Gobierno Colombiano en 
contra de la minería artesanal, es la falta de estímulos económicos, de 
investigación o tecnología, que les ayude a mejorar sus procedimientos; 
aun cuando ha sido un requerimiento continúo a los gobiernos y sus 
autoridades respectivas. Así lo expresa CENSAT en su estudio Tierras 
y conflicto:

A diferencia del apoyo significativo que se les presta a las gran-
des compañías mineras, los pequeños mineros normalmente 
carecen de acceso a capital o a crédito, y no cuentan con servi-
cios básicos. Los mineros artesanales señalan que, mientras las 
grandes compañías mineras reciben beneficios tributarios para 
la investigación y el desarrollo, las autoridades han ignorado 
sus solicitudes de apoyo para mejorar la tecnología y gestión 
de la minería y del procesamiento, con el objeto de aumentar 
así la productividad y la seguridad socio-ambiental. De hecho 
los mineros han reclamado tanto el apoyo del Estado como la 
inversión extranjera para la pequeña minería, con el objeto de 
aumentar la productividad y mejorar las medidas de protección 
en el ámbito socio-ambiental. Consideran que el número de per-
sonas empleadas en el sector debería constituir un argumento 
contundente a su favor. Sin embargo, este apoyo no se ha ma-
terializado.30

29.	 (…) “Ni los gobiernos ni las compañías han intentado incorporar a los 
pequeños mineros de manera significativa dentro de su planificación ni de 
reconocer formalmente su previo uso y ocupación de las tierras del área o, en 
muchos casos, su protección jurídica y constitucional”. Ibid., p. 21.

30.	 CENSAT-Agua Viva y Mining Watch Canadá. Op. cit., p. 21.
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A continuación, se presentan algunos casos presentados por CEN-
SAT, donde se muestra como multinacionales canadienses han contri-
buido con la creciente marginalidad de la que hoy son víctima los pe-
queños mineros de Colombia:

En algunas zonas del Sur de Bolívar, la Compañía canadiense 
B2Gold comparte un contrato de riesgo compartido con la sudafricana 
AngloGold Ashanti; en esta zona, el sustento de la población depende 
básicamente de la pequeña minería y de actividades agrícolas. En este 
caso, la pequeña minería es considerada un obstáculo para los proyec-
tos de minería a gran escala, y los pequeños mineros han sido víctimas 
de la violencia paramilitar.

Los mineros artesanales de esta región se han organizado para de-
fenderse formando la Asociación Minera del Sur de Bolívar en 1994, 
que luego se convirtió en la Federación Agro-minera del Sur de Bolívar 
(Fedeagromisbol), que cuenta con aproximadamente 15 mil miembros. 
Desde su creación, Fedeagromisbol se ha opuesto a la explotación aurí-
fera industrial, y en cambio insta al Estado a que establezca una reserva 
minera especial para pequeños mineros. La Federación ha sido objeto 
de una gran cantidad de violaciones a los derechos humanos, incluyen-
do tortura y asesinato, perpetrados en contra de sus miembros y líderes.

Otro caso bastante llamativo, es el del municipio de Marmato, de-
partamento de Caldas –el cual constituye uno de los estudios de caso 
de esta línea base y que por tanto será profundizado más adelante-. Por 
ahora basta con mencionar que se trata de un pueblo minero con una 
tradición de 500 años, en donde la canadiense Gran Colombia Gold 
planea el establecimiento de un mega proyecto de explotación aurífera 
a cielo abierto en donde hoy se encuentra el casco urbano. La Compañía 
y algunas autoridades sostienen que los extensivos trabajos mineros 
subterráneos y cerca del poblado realizado por pequeños mineros, ha-
bían tornado el terreno inestable, y que la reubicación del casco urbano 
era necesaria para evitar posibles pérdidas por hundimiento (hundi-
miento de la tierra o desmoronamiento sobre partes de la mina).
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Comunidades agrícolas

Colombia sin duda es un país privilegiado por tierras fértiles y cli-
mas idóneos, que permitirían garantizar la alimentación de generacio-
nes futuras. Así lo expone la Organización Mundial para la Agricultura 
y la Alimentación (FAO), la cual proyectó que para el difícil reto que 
representa que para el 2050 la población mundial subirá considerable-
mente, exigiendo un aumento en la producción de alimentos del 70%, 
con 2.000 millones de personas más por alimentar, Colombia sería uno 
de los siete países entre los que se encuentra localizada más de la mitad 
de la tierra que podría ingresar a la producción agrícola mundial, sien-
do una de las pocas naciones que según esta organización cuentan con 
frontera agrícola disponible.31

Sin embargo, pese a que en el país se producen 25 millones de tone-
ladas de alimentos -con capacidad para más- y que permite autoabas-
tecer el mercado interno y generar algunos excedentes para la comer-
cialización, Colombia continúa siendo un país rezagado en el tema de 
seguridad alimentaria. Al compararlo con otros países latinoamerica-
nos, de acuerdo con la Revista Semana, es uno de los países con mayor 
atraso en crecimiento agropecuario.

La mayoría de la oferta de productos agropecuarios proviene de la 
agricultura a pequeña escala, que aporta el 70% de los alimentos que 
se producen en el territorio nacional, sin embargo, las comunidades 
que actualmente se dedican a estas actividades deben enfrentarse a los 
interés de las multinacionales mineras sobre las zonas donde tienen 
establecidos sus cultivos, amenazando la seguridad alimentaria de sus 
habitantes.

A continuación se presenta el caso del proyecto Mazamorras Gold32, 

31.	 “Los pilares olvidados de la tierra”. En: Semana.com (17/03/2012). [en línea]. 
[consultado marzo 17 – 2012]. Disponible en <http://www.semana.com/
especiales/pilares-olvidados-tierra/173938-3.aspx>

32.	 El nombre de esta exploración, Mazamorras Gold, fue acuñado por el nombre 
del río Mazamorras que discurre por la zona montañosa de varios municipios 
del norte de Nariño y desemboca en el río Juananbú. El río obtuvo su nombre 
en la época de la Colonia ya que los senderos a su alrededor eran un paso 
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desarrollado por la empresa canadiense Gran Colombia Gold, que vie-
ne adelantando actividades de exploración minera de oro y cobre, en 
una zona tradicionalmente agrícola. Este proyecto, que se encuentra 
ubicado al norte del departamento de Nariño en los municipios de Ar-
boleda y San Lorenzo, ha traído consigo grandes divisiones al interior 
de las comunidades que allí se encuentran asentadas,:

En estos municipios ubicados a tres horas al nororiente de Pas-
to (capital nariñense) viven alrededor de 19.000 campesinos y 
campesinas, trabajadores de la tierra que generación tras gene-
ración se han dedicado a las labores de la agricultura durante 
ya varios siglos y nunca se han acostumbrado a la labor minera. 
Afirman que antes de que llegara la minería no tenían mayor 
conocimiento de lo que guardaban bajo el suelo sus tierras has-
ta que las exploraciones empezaron a darle un nuevo uso a los 
suelos y generaron en los pobladores grandes incertidumbres y 
conflictos al ofrecer dinero, empleo y contraprestaciones por la 
exploración del territorio33.

El departamento de Nariño, ha gozado siempre del reconocimiento 
de ser un territorio de vocación agropecuaria; como muestra de esto, su 
PIB departamental en la actividad agrícola, está por el orden del 39,5%, 
cifra que contrasta con el 2,35% en minería. Sin embargo, y pese a que 
claramente en el departamento la agricultura es una actividad económi-
ca importante, Nariño es el cuarto departamento tras Antioquia, Chocó 

obligatorio para los caminantes por lo que las mujeres se apostaban a lado 
y lado del río a brindar platos de mazamorra, un tipo de maíz cultivado por 
las culturas indígenas suramericanas. Los pobladores no creen que la Gran 
Colombia Gold sepa esto, pero lo que sí les preocupa es que los señores de 
la mina se muestran en los noticieros y en su página de internet como los 
dueños de ese territorio. (…) “Familias campesinas del norte de Nariño temen 
perder todo a causa de la gran minería”. En: notiagen, (11/02/2012). [en línea]. 
[consultado marzo 18 – 2012]. Disponible en <http://notiagen.wordpress.

com/2012/02/11/familias-campesinas-del-norte-de-narino-temen-perder-
todo-a-causa-de-la-gran-mineria/#more-3660>

33.	 Ibíd.
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y Cauca, en prioridad minera en el país. Allí las concesiones mineras 
han aumentado rápidamente. El departamento pasó de tener 53 títulos 
mineros en el año 2002, a 992 para el año 2011, licencias repartidas en 
52 de los 64 municipios que suman unas 333.000 hectáreas, la tercera 
parte de la superficie de este departamento del sur de Colombia34.

Así, es justificada la preocupación de diversas organizaciones en-
tre las que se cuenta el Comité de Integración del Macizo Colombiano 
- CIMA, quienes señalan que los lugares solicitados y concesionados 
para actividades mineras, han sido a lo largo de muchos años de voca-
ción agrícola, asegurando la supervivencia de un sin números de gene-
raciones campesinas nariñenses.

Estas comunidades siempre se han dedicado a la agricultura, 
al oficio de la tierra, y cultivan en su mayoría el café, merca-
do principal para el comercio junto a la Asociación Nacional 
de Cafeteros, y producen de igual manera plátano, papa, fri-
jol, maíz, oyoco, trigo, yuca, guaba, algunas frutas y hortali-
zas propias de su clima templado para su propia alimentación. 
Las grandes extensiones de tierra vistas desde los altos de las 
montañas están en su mayoría cultivadas y en sus laderas viven 
varias familias. Entre sus cumbres detrás de la vista fiel de las 
carreteras se encuentran pueblos como Santa Marta con pobla-
dores de más de cien años.35

La comunidad ha sido clara en su negación a las labores mineras, 
más cuando éstas van en detrimento de su riqueza agrícola. Por esta 
razón, son muchas las inquietudes que han surgido entre los habitantes 
luego de la llegada de la multinacional, pues el Estado paradójicamente 

34.	 “Los nariñenses se miran en el congreso de los pueblos”. En: Projet 
Accompagnement Solisatiré Colombie – PASC, (18/10/2012). [en línea]. 
[consultado marzo 18 – 2012]. Disponible en <http://www.pasc.ca/es/article/
los-nari%C3%B1enses-se-miran-en-el-congreso-de-los-pueblos>

35.	 “Familias campesinas del norte de Nariño temen perder todo a causa de la 
gran minería”. Op. cit. 
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defiende los intereses de la empresa y no los de la población36 y se vale 
de inconsistentes leyes para expropiar las tierras que son de su interés, 
aduciendo ser los dueños constitucionales del subsuelo y de los recur-
sos naturales no renovables de acuerdo con el artículo 332 de la Carta 
Política.

Las comunidades, frente a esta problemática han optado por orga-
nizarse. El Comité de Integración del Macizo Colombiano – CIMA, ha 
motivado y facilitado las reuniones agrupadas especialmente a través 
de las escuelas agroambientales veredales, en las que se trata el tema de 
la gran minería y sus efectos ya evidentes en la zona37:
•	 El agua usada por la empresa en sus labores de exploración, provie-

nen de vertientes de La Marucha, una pequeña laguna a simple vista 
que alimenta a miles de pobladores de los municipios de San Lo-
renzo, Buesaco y Arboleda regando los cultivos y brindando agua 
clara y limpia. Como vemos un bien natural de uso vital y público 
agotado por una multinacional de intereses privados38.

•	 Los lugares donde se han realizado las perforaciones sufrieron un 
profundo daño pues para poderlas llevar a cabo se talaron árboles 
y se destruyeron cultivos. Cuentan los habitantes que la vegetación 
no ha vuelto a crecer en estos puntos y sus sembrados allí luego de 
las perforaciones, o no se desarrollan bien o lo hacen muy lenta-
mente.

•	 El agua de la quebrada la Mazamorras, de acuerdo con las denuncias 
de los pobladores, es contaminada por unos escapes de agua produci-

36.	 (…) Recuerdan lo sucedido en el mes de octubre de 2011 cuando el Estado 
se encargó de enviar la Fuerza Pública para proteger los campamentos de la 
mina, hecho que generó contradicción a una población que asumía que el 
Estado está para proteger a la ciudadanía y no para reprimirla. (…) “Familias 
campesinas del norte de Nariño temen perder todo a causa de la gran minería”. 
Op. cit.

37.	 “Nariño, conflicto con la minera Mazamorras Gold”. Op. cit.
38.	 Del proyecto de exploración de Mazamorras, la empresa puede llegar a usar 

según la información, alrededor de unos 2.500 litros de agua por segundo 
para explotar una hectárea.
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dos por perforaciones, que luego fueron dirigidos en tubería de PVC 
a la quebrada tornándola de un color ladrilloso producto de un mate-
rial arcilloso que sale de estas tuberías y que expele un olor a azufre.

•	 Cinco vacas que tomaban agua cerca de las plataformas ubicadas en 
la vereda El Volador, malograron sus partos. Según la información, 
el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) realizó un análisis 
mostrando que el aborto de los animales no ocurrió por enfermeda-
des naturales.

•	 Los habitantes señalan también que la comunidad ha sufrido altos 
índices de diarrea, hecho que no es normal en la zona. Y es gracioso 
que, mientras la comunidad se preocupa por la calidad de su agua, 
los ingenieros de la empresa siempre beben agua embotellada, ex-
presa un habitante de la región.
Los impactos sociales a raíz de la llegada de la Gran Colombia 

Gold a la zona no se han hecho esperar y como se mencionó anterior-
mente, la división de las comunidades ha sido la constante en este caso, 
algunos de los pobladores están de acuerdo con la minería seducidos 
por los pagos que superan el jornal que pueden llegar a recibir en las 
actividades agrícolas, y otros están conscientes de que las actividades 
mineras emplean principalmente mano de obra no calificada y por tan-
to no genera el desarrollo y sustento que sí ha generado la agricultura 
durante tantos años39.

39.	 (…) La empresa afirma que genera más de 200 empleos directos en la zona, 
aunque otros en la comunidad dicen que los empleos han sido temporales, 
contratos de unos meses y sin garantía de continuar. Arboleda tiene una 
población de 8.400 habitantes y San Lorenzo casi 20.000. -La mina no nos 
trae desarrollo, como la empresa dice-, informa un miembro de la comunidad. 
-Si hay poca actividad económica independiente de la mina, si nos privan de 
la tierra donde sembramos, el nivel de dependencia en la mina no generará 
estabilidad económica a largo plazo. Es más, sabemos que la mayoría de los 
empleos creados son durante la fase de exploración, que duran poco, pero 
en la fase de explotación, los empleos son reducidos y especializados. Los 
minerales se agotarán eventualmente y se acabarán todos los empleos y nos 
quedaremos con un desierto de tierra estéril-. (…) “Nariño, conflicto con la 
minera Mazamorras Gold”. Op. cit.
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Los habitantes además advierten que a raíz de las expectativas surgi-
das en torno a la actividad minera y los grandes flujos de dinero que giran 
alrededor de estos proyectos, hacen presencia en la zona una gran can-
tidad de habitantes procedentes de otras regiones del país; migraciones 
masivas que han traído consigo fenómenos como la prostitución, el alco-
holismo, las extorciones, amenazas contra los lugareños, y violencias co-
tidianas, que son el panorama al que hoy se enfrentan estas comunidades.

Adicionalmente, esta multinacional contrató una empresa de segu-
ridad que luego de su llegada, empleó una cantidad de personas en su 
mayoría jóvenes, entre los cuales se distribuyeron armas que igualmen-
te han contribuido a aumentar la zozobra de los habitantes; estos adu-
cen no acostumbrarse a los constates patrullajes de personas vestidas 
de negro, muchas veces encapuchadas, de los cuales denuncian han 
amenazado a los pobladores, especialmente a aquellos que se oponen 
a la minería.

Entre tanto, la empresa sólo habla de las ventajas de la minería, 
para lo cual se ha valido hasta de la emisora de la comunidad, desde 
la que promocionan asiduamente esta actividad. Las comunidades por 
su parte, desarrollaron una marcha y un cabildo abierto en contra de la 
gran minería en sus territorios, en el que reiteraron su rechazo de las 
labores mineras y reivindicaron la importancia de la agricultura.

Como respuesta a las acciones comunitarias, la empresa patrocinó 
una nueva marcha, esta vez a favor de la minería, para la cual com-
praron camisetas, repartieron refrigerios, financiaron el transporte, e 
instaron a sus trabajadores a llevar más personas.

Pasto, capital departamental de Nariño, también fue epicentro del 
rechazo a la gran minería; en el mes de julio del 2011 se realizó el Foro 
Departamental de Aguas y Minería, que tuvo la participación de unos 
500 delegados entre hombres y mujeres, quienes declararon «No a la 
gran minería en nuestros territorios, pues atenta contra la vida de las 
comunidades, los ecosistemas y nuestro ser espiritual y ancestral».

Todas estas denuncias aquí expuestas han sido hechas por las mis-
mas comunidades de San Lorenzo y Arboleda – Nariño, quienes en con-
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junto con distintas organizaciones que se han solidarizado y apoyado 
su lucha, han denunciado en repetidas ocasiones las desgracias que ha 
acarreado la minería en sus territorios. Entre las diversas organizacio-
nes se encuentran, la Mesa Intersectorial Departamental de Nariño, el 
Comité de Integración del Macizo Colombiano (CIMA), la Fundación 
del sur occidente y macizo colombiano (Fundesuma), la Fundación es-
trella orográfica del macizo colombiano (Fundecima), y la organización 
agraria Coordinador Nacional Agrario de Colombia (CNA).

En conclusión, los efectos de los flujos de inversión canadiense son 
diferenciados de acuerdo al grupo poblacional, pero los impactos que 
tienen estos contrastan visiblemente con las bondades que plantea el 
aumento de los niveles de inversión derivados de la firma de un tratado 
de libre comercio con este país.

Minería canadiense en zonas de reserva: movilizaciones y 
resistencias

En este apartado, el objetivo principal es enunciar los impactos de 
los flujos de capital canadiense dispuestos para actividades extractivas 
en zonas de reservas naturales, como páramos y parques nacionales, 
con las consecuentes movilizaciones y procesos de resistencia lidera-
dos por las comunidades que allí habitan.

En esta vía, el artículo de la Revista Semana titulado “Así es Co-
lombia rural”, publicado el 17 de marzo del 2012, expone que existen 
alrededor de 9.000 títulos mineros vigentes y 20.000 nuevas solicitu-
des, cifra que ha presentado un importante crecimiento en el número 
de concesiones, que oscila alrededor de 1.889 títulos otorgados entre 
los años 1990 y 2001.

Así se refirió respecto de esta situación María Teresa Ronderos, en 
su estudio para el Centro de Investigación Periodística - Ciper, publica-
do por dicha revista:

La combinación de mejores precios y menores riesgos resultó 
en una avalancha de peticiones de concesiones mineras lega-
les que puso en aprietos el limitado catastro minero nacional. 
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Aprovechando además una legislación flexible que se había 
aprobado en 2001, particulares y empresas pidieron títulos para 
20 mil concesiones de exploración y explotación de minas –un 
título sirve para las dos– que cubren 22 millones de hectáreas 
de los 114 millones que tiene el país. Y el gobierno anterior les 
otorgó casi 9.000 títulos, sin respetar páramos (el ecosistema de 
alturas que produce gran parte del agua colombiana), ni parques 
nacionales, ni resguardos indígenas, ni territorios colectivos 
afrodescendientes.40

De acuerdo con el ex ministro de Minas y Energía, Carlos Rodado, 
a quien se cita en este mismo estudio, “desde que se aprobó el Códi-
go de Minas en 2001, hubo superposición de títulos mineros en áreas 
de parques nacionales y páramos, juegos especulativos, expedición de 
títulos sin control -algunos de manera sospechosa-, violación de los 
derechos a las comunidades mineras indígenas y afro descendientes y 
acaparamiento de títulos”.41

En relación con los títulos en páramos, parques naturales y zonas 
de reservas forestales, Peace Brigades International, agrega

Respecto a los páramos, en 2010 el Ministerio de Vivienda y 
Ambiente informó de concesiones de exploración en 130.000 
hectáreas de páramos situados por fuera de parques naturales 
y de la existencia de solicitudes para otras 553.298 hectáreas; 
sólo entre 2006 y 2009 se incrementó en un 74% la titulación 
en este ecosistema que apenas representa el 1,7% del territorio 
del país. En lo relativo a las Zonas de Reserva Forestal, el año 
pasado las concesiones alcanzaron 1 millón 300 mil hectáreas 
y había solicitudes para otras 264.140 hectáreas. Además había 
al menos 37 casos de títulos mineros que se superponen con 
Parques Naturales.42

40.	 Ronderos, María. La fiebre minera se apoderó de Colombia. En: Semana.com 
(06/09/2011). [En línea]. [consultado marzo 21 - 2012] Disponible en <http://
www.semana.com/nacion/fiebre-minera-apodero-colombia/163716-3.aspx>

41.	 Ibíd.
42.	 Peace Brigades International. Op. cit., p. 9



Derechos humanos 53

Con respecto a proyectos de inversión canadiense situados en zonas 
de reserva, vale la pena resaltar el caso de Angostura en el Páramo de 
Santurban, en el que la empresa Greystar Resources Ltda. -hoy Eco 
Oro Minerals Corporation- pretendió explotar el ecosistema donde se 
originaba el agua que proveía a 2 millones de personas en el departa-
mento de Santander, y era el lugar de cientos de especies vegetales y 
animales, hecho que desencadenó una ola de protestas y movilizacio-
nes que exigieron la no aceptación del proyecto.

Alrededor de 30.000 personas se manifestaron en la ciudad de San-
tander y poblaciones vecinas, lo que obligo a la empresa canadiense a 
retirar la solicitud de exploración y explotación en dicha zona. El mo-
vimiento masivo que se generó alrededor de la conservación del agua 
y el respeto por el territorio fue liderado por el Comité por la defensa 
del Agua y el Páramo de Santurbán, que se articuló exitosamente con 
otros movimientos sociales y populares, iniciativas de la sociedad civil 
surgidas a nivel nacional como respuesta a los abusos perpetrados por 
el Estado y las multinacionales.

En la actualidad existen otros proyectos que por su sensible afecta-
ción ambiental se encuentran suspendidos; uno de ellos es el proyecto 
Maderero en Bahía Solano de la empresa canadiense Prima Colombia 
Hardwood, muy criticado por haber talado en el año 2007 -fecha en la 
que se iniciaron las operaciones- más de ochocientos árboles muchos 
ellos no autorizados, que por su tamaño y peso no fueron aprovechados 
finalmente por la empresa, pues ésta no tuvo cómo sacarlos de la zona, 
dejando un centenar de estos abandonados en la selva43.

Otro caso es el proyecto de explotación minera que durante dos 
años desarrolló la empresa canadiense Cosigo Resources en las selvas 
del Amazonas, en una zona declarada por el Ministerio del Medio Am-

43.	 Velásquez G., Ramiro. De como canadienses explotan la selva chocoana. En: 
Elcolombiano.com (20/03/2011). [en línea]. [consultado marzo 23 – 2012]. 
Disponible en <http://www.elcolombiano.com/BancoConocimiento/D/de_

como_canadienses_explotan_la_selva_chocoana/de_como_canadienses_
explotan_la_selva_chocoana.asp>
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biente como parque nacional natural y reserva indígena.
De acuerdo con la noticia divulgada por Noticias Uno el 16 de julio 

de 2011, luego de insistentes peticiones realizadas por la Procuraduría 
General de la Nación a Ingeominas para que suspendiera el título mi-
nero concedido a la empresa Cosigo -pues este se encontraba en áreas 
protegidas del Parque Nacional Yaigé-Apaporis, un territorio rico en 
fauna y flora que alberga unas 1683 especies de plantas, aves, reptiles, 
anfibios, peces y unas 16 especies en vía de extinción- se logró que ésta 
finalmente ordenara tal suspensión: “ORDENAR el retiro y desalojo 
inmediato de todas las obras y labores mineras, así como de la ocu-
pación que actualmente se pueda estar adelantando dentro del área”44.

Cumplimiento que como lo señala en la noticia el procurador dele-
gado para asuntos ambientales, Óscar Amaya, es un hecho que benefi-
cia especialmente a las comunidades indígenas, pobladores ancestrales 
del territorio.

Los procesos en contra de la afectaciones causadas por las multi-
nacionales canadienses también han tenido lugar en zonas del depar-
tamento de Antioquia como Segovia y remedios –donde se encuentra 
actualmente la Compañía Gran Colombia Gold-, municipios de tradi-
ción minera que han decidido sumarse a la iniciativa popular denomi-
nada “Cinturón Occidental Ambiental”, conformado por organizacio-
nes sociales y miembros de la comunidad en general que habitan los 
municipios que configuran lo que hoy se conoce como el Cordón de 
Oro de Colombia. Esta organización propende por el respeto al agua y 
el territorio, además de la defensa del principio de autogestión de las 
comunidades y la eliminación de aquellos proyectos que atenten contra 
la tranquilidad y la vida de los habitantes.

Innumerables son las iniciativas emprendidas por dicha organiza-

44.	  “Ingeominas ordena suspensión de explotación de oro a empresa canadiense”. 
En: Noticias -uno- La red independiente, (16/07/2011). [en línea]. [consultado 
marzo 23 – 2012]. Disponible en <http://grupocanalesdecomunicacion.org/
noticiasuno/2011/07/16/ingeominas-ordena-suspensin-de-explotacin-de-oro-
a-empresa-can/>
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ción, que han posibilitado la articulación de los procesos de resistencia 
surgidos en los diferentes municipios de su zona de influencia, lo que 
ha facilitado la cualificación de sus habitantes en temas relacionados 
con la minería y ha despertado en las regiones dedicados principalmen-
te a esta actividad, la necesidad de avanzar en técnicas de extracción 
más amigables con el medio ambiente.

En resumen, los flujos de inversión canadiense no han distinguido 
entre zonas de reservas, asentamientos de comunidades indígenas o 
afrodescendientes, por lo que las comunidades han levantado sus vo-
ces de protesta de diferentes maneras en contra de dichas empresas. 
El principal eje de articulación ha sido la defensa por el agua y el te-
rritorio. En la actualidad, varias son las iniciativas de la sociedad civil 
que engrosan los procesos en contra de las labores de producción y el 
establecimiento de multinacionales canadienses en el país.

Situación de los derechos laborales y sindicales.

Pese a que el tema laboral hace parte de uno de los acuerdos parale-
los al tratado, hasta el momento, dicha clausula no ha supuesto ninguna 
obligación para el Estado Colombiano, no ha influido o demandado la 
creación de mecanismos para la protección de los trabajadores, ni el 
establecimiento de regulaciones estructurales para prevenir los perma-
nentes abusos a los derechos laborales y sindicales por parte de multi-
nacionales, especialmente Canadienses. En términos generales la clau-
sula laboral no ha tenido ninguna existencia y relación con la realidad 
laboral, mas allá de figurar como un documento diplomático de buenas 
intenciones que posibilitó destrabar la negociación. Particularmente la 
negociación del Tratado con los Estados Unidos ha supuesto mayor exi-
gencia de dicho gobierno con las realidades laborales y sindicales en 
Colombia.

Una mirada global a la realidad laboral del país, permite consta-
tar que lejos de avanzar en la protección y las garantías para los y las 
trabajadores, la situación general revela una precarización creciente y 
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un panorama crítico. Con mínimas excepciones, logradas en la imple-
mentación del plan de acción del acuerdo Obama- Santos, (obligación 
demanda al gobierno colombiano para la entrada en vigencia del TLC 
con Estados Unidos), el mundo laboral no evidencia cambios positivos 
y mucho menos ampliación de garantías laborales y sindicales.

Según la Encuesta de Calidad de Vida del DANE, Colombia tiene 
un récord que pocos países alcanzan: el 10% más rico de la población 
se queda con la mitad del PIB, mientras al 10% más pobre apenas re-
cibe el 0,6 por ciento del PIB, ubicando al país en el tercer nivel de 
desigualdad en el mundo. Por otro lado, al mirar los ingresos percibidos 
según categoría ocupacional las cifras son más alarmantes: con ingre-
sos inferiores a un salario mínimo ( 300 US) se encontró el 73.7% de los 
trabajadores agropecuarios y forestales, el 56.1% de los trabajadores de 
los servicios, el 55.7% de los comerciantes o vendedores; y el 47.5% de 
los trabajadores y operadores no agrícolas.

El mercado laboral mantiene un alto nivel de informalidad, de des-
empleo y sub empleo, siendo las mujeres, los jóvenes y los trabajado-
res no calificados los que presentan las la menor calidad en el empleo. 
Según el DANE, en 2011 la población económicamente activa fue de 
22 4́41.000 personas, de las cuales, 20´017.000 eran ocupados (56.8%), 
y 2 4́25.000 desempleados (tasa de desempleo 10.8%), disminuyendo 
una décima con respecto a 2010.

Las ramas que más aportaron al empleo fueron comercio (26.4% 
de participación), servicios comunales (19%), agricultura (18.1%), in-
dustria manufacturera (13.0%). Las ramas que menos aportaron fueron 
suministro de electricidad, gas y agua (0.5%), explotación de minas y 
canteras e intermediación financiera, ambas con el 1.2%. llama la aten-
ción que en el caso especifico de minas y canteras, sector que concentra 
la mayor inversión canadiense, no a propiciado la creación de empleo 
pese a sus enormes ganancias.

De acuerdo con el DANE, los trabajadores por cuenta propia, in-
formales y demás, representaron el 43.6% del total de ocupados, y los 
empleados particulares, con el 34.2% de participación. Es notable el 
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crecimiento de las categorías de trabajador sin remuneración en otras 
empresas, que aumentó en 16.4%, y trabajador familiar sin remune-
ración, que aumentó en 6.6%. Los empleados del gobierno tuvieron 
un marginal crecimiento de 0.4%, y la posición patrón o empleador 
presentó una variación de 2.2%; los trabajadores jornaleros o peones 
aumentaron en 3.1%.

La tasa de desempleo femenino, aunque bajó levemente en el úl-
timo año, se ubicó 6,2% por encima de la tasa de desempleo masculi-
no. La situación de las mujeres en las zonas rurales es muy grave. La 
tasa de ocupación femenina es de 31,7%, mientras que la masculina es 
73,9%. La tasa de desempleo femenino rural es de 15,1%, o sea 4.3% 
por encima de la tasa de desempleo nacional, y 10,9% mayor que la 
tasa de desempleo rural masculino. En cuanto a ingresos, en las áreas 
rurales los salarios son considerablemente bajos. El 61% de las mujeres 
devengan entre 0 y 0,5 S.M.L.V. El 35,2% de hombres devengan entre 
0,5 y 1 S.M.L.V, mientras que sólo el 21,4% de mujeres logra alcanzar 
este rango de ingresos.

Para el 2011 los jóvenes tenían una tasa de desempleo del 19.8% 
(1́ 136.000 de jóvenes está en esta condición), casi el doble que la nacio-
nal. Pese a que significó una disminución de dos puntos con respecto 
al 2010. Las mujeres jóvenes siguen presentando la mayor precariedad 
laboral, con una tasa de desempleo del 26,5%, superior en 11 puntos a 
la de los hombres jóvenes, que es de 15,2%. Todo esto se traduce en me-
nos posibilidades de superar inequidades de género desde la generación 
de ingresos para la independencia económica de las mujeres.

En las 13 áreas metropolitanas el número de ocupados informales 
no para de crecer. En tal condición en 2011 se encontraron 4´932.000 
personas, incrementándose con respecto a 2010 en 3.4%. Una caracte-
rística de esta población es que es mano de obra poco educada: apenas 
el 52.5% de los informales tiene secundaria como máximo nivel edu-
cativo, y un preocupante 30.3% tiene como nivel máximo la primaria, 
sólo un 14.3% educación superior.

La mayor participación la presentaron los trabajadores por cuenta 
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propia, con el 59.8%, con un incremento de 4.5% con respecto a 2010. 
La mayoría de estos trabajadores está excluida de protección social in-
tegral y del concepto de “Trabajo Decente”.

Las ramas de actividad económica que más población informal 
agrupan son: comercio, hoteles y restaurantes (41.5%, con un creci-
miento de 4.8%); servicios comunales, sociales y personales (16.3%); 
industria manufacturera (13.7%), transporte, almacenamiento y comu-
nicaciones (11.7%). El tema de seguridad social para los informales 
es crítico. Las estadísticas de 2011 dicen que sólo 501.000 informales 
(10.6% del total) contaban con seguridad social (salud y pensión), frente 
a 4 4́31.000 sin salud ni/o pensión.

Las libertades sindicales en mínimos

Según la base de datos de la ENS, en el 2011 el número de afiliados 
a organizaciones sindicales se incrementó en 2.3%. Pero como creció 
más el empleo, el resultado es un descenso de la tasa de sindicalización 
respecto de la población ocupada con potencialidades de sindicaliza-
ción: del 4.5% en el 2010, bajamos al 4.4% en el 2011, una de las tasas 
de sindicalización más bajas del planeta.

Y pese a que en el Plan de acción en derechos humanos(Acuerdo 
Santos Obama) se incluyó el establecimiento de sanciones penales a 
quienes afectaran la libertad sindical, un tema que se incluyó en la le-
gislación a través de la ley 1453 que reformó el artículo 200 del código 
penal, la reforma no incluyó la protección del derecho de negociación 
colectiva, ni contempló una amplia gama de prácticas antisindicales 
que promueven las empresas para evitar que los trabajadores se orga-
nicen o fortalezcan sus organizaciones sindicales. Hasta la fecha no 
se conoce ninguna sentencia donde se sancione con pena de prisión a 
algún empleador por violar la libertad sindical.

Sindicatos, perseguidos sistemáticamente

Los avances jurisprudenciales y legislativos han producido, como 
reacción, el ataque por parte de empleadores inescrupulosos para evitar 
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la existencia de organizaciones sindicales o su actuación. Se evidencia 
de manera general la persistencia de una cultura antisindical, y la ca-
rencia de mecanismos efectivos de protección, inspectores y jueces que 
tardan años en la resolución de conflictos, generando un efecto negati-
vo a la asociación sindical.

La discriminación y la criminalización de las huelgas, son prác-
ticas que minan el dialogo social, en el caso de Campo Rubiales y la 
empresa multinacional canadiense Pacific Rubiales, que ha mantenido 
trabajadores tercerizados en condiciones deplorables: carpas para 140 
personas, 40 duchas por cada 1.400 trabajadores, vinculados a través 
de contratos basura en empresas temporales de 21 días de duración y 7 
días de descanso sin pago, previo a la firma de nuevos contratos, y una 
grave falta de protección del Estado en casos de accidentes de trabajo. 
Esto generó que el 19 de julio de 2011 se diera un paro de 1.100 traba-
jadores contratistas, lo que generó represión violenta de la policía y el 
despido de todos éstos trabajadores. Días después fueron despedidos 
19 porque les encontraron boletines sindicales. El 18 de septiembre se 
dio una nueva huelga de 11 mil trabajadores en 16 empresas, porque los 
acuerdos alcanzados para levantar el paro anterior fueron incumplidos, 
y las medidas de salubridad tomadas han sido insuficientes.

Persiste la violencia e intención de exterminio contra el sindicalismo 
en Colombia

Desde el 1 de enero de 1986 y a 31 de diciembre de 2011 han sido 
asesinados en Colombia 2.917 sindicalistas en Colombia, de ellos 2.643 
eran hombres y 274 mujeres, el 26,6% de estos asesinatos se ha come-
tido contra dirigentes sindicales, es decir, 773 dirigentes asesinados.

Del total de los datos sistematizados durante este período, se en-
cuentra que se cometieron, al menos, 12185 violaciones a la vida, liber-
tad e integridad contra los y las sindicalistas en el país. Se registraron 
además, 292 atentados contra la vida de trabajadoras y trabajadores sin-
dicalizados, y 226 desapariciones forzadas; se presentaron, al menos, 
5.598 amenazas de muerte contra sindicalistas y 1.792 desplazamientos 
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forzados. Estas cifras, ratifican la existencia de una crisis de derechos 
humanos que no se corresponde con una violencia difusa e indiscrimi-
nada. Se trata, por el contrario, de una intensión de exterminio, soste-
nido en el tiempo y materializado en miles de víctimas.

Homicidios cometidos contra sindicalistas,  
1 enero de 1986 - 31 de diciembre 2011

Año 86 87 88 89 90 91 92 93 94 95 96 97 98

Total
2.917

Homicidios 37 73 138 96 58 95 141 201 105 228 282 175 100
Año 99 00 01 02 03 04 05 06 07 08 09 10 11
Homicidios 85 143 193 201 103 94 73 77 39 53 46 51 30

Fuente: Banco de Datos de Derechos Humanos, SINDERH, ENS.

En 2011 fueron 30 los sindicalistas asesinados. A pesar de los anun-
cios oficiales frente a significativos progresos en este sentido, la violen-
cia contra sindicalistas en Colombia permanece y sigue debilitando el 
papel del sindicalismo en la sociedad. Durante este año se presentaron 
por lo menos 524 amenazas, 57 hechos de hostigamientos, 50 desplaza-
mientos forzados, 16 detenciones arbitrarias y 12 atentados de muerte. 
Cifras que evidencian la continuidad de un fenómeno que afecta día 
a día al sindicalismo y que mantiene limitadas las posibilidades del 
movimiento sindical de actuar como sujeto social en pleno ejercicio de 
sus derechos.

Pese a los esfuerzos políticos para transformar y erradicar la vio-
lencia antisindical, y a las presiones internacionales en medio de las 
negociaciones del TLC, y a las continuas recomendaciones de institu-
ciones internacionales como OIT y PNUD, el panorama de violencia 
antisindical en el país continua siendo crítico. Durante 2011 fueron ase-
sinados y asesinadas 30 sindicalistas, se incrementaron las violaciones 
a la vida, libertad e integridad de los y las sindicalistas en un 18,7%, 
representado principalmente en el aumento de las detenciones arbitra-
rias, hechos de hostigamiento, amenazas y desplazamientos forzados.
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Violaciones a la vida, libertad e integridad personal, cometidas contra 
sindicalistas De 1 enero a 31 diciembre de 2010 – 2011

Tipo de violación 2010 2011 Total Porcentaje de  
aumento/reducción

Amenazas 403 524 927 23,1

Desplazamiento forzado 46 50 96 8,0

Homicidios 51 30 81 -70,0

Hostigamiento 19 57 76 66,7
Atentado con o sin 
lesiones 22 12 34 -83,3

Detención arbitraria 4 16 20 75,0

Desaparición 10 3 13 -233,3

Secuestro 6 3 9 -100,0

Tortura 3 2 5 -50,0

Allanamiento ilegal 3 0 3

Total general 567 697 1.264 18,7
Fuente: Banco de Datos de Derechos Humanos, Sinderh, ENS.

Durante 2011, y acorde con los altos de impunidad en los casos de 
asesinatos de sindicalistas en Colombia, sobre el 74,2% de los casos no 
se conoce un presunto responsable. Respecto de otros autores, y a pesar 
de la renombrada desmovilización de los grupos paramilitares, siguen 
siendo éstos los principales victimarios del sindicalismo, en segundo 
lugar, se registran los casos de violaciones a la vida, libertad e inte-
gridad en los que se presume la autoría de organismos estatales, esto 
explicado principalmente por el aumento en los casos de detenciones 
arbitrarias. En tercer lugar se ubican los casos de autoría de grupos 
guerrilleros, en cuarto lugar la delincuencia común y el empleador.

Sobre los casos de homicidios, la ausencia de identificación de un 
presunto victimario es más dramático: de treinta casos, sólo se identi-
ficó en uno de ellos la presunta autoría de grupos paramilitares en el 
departamento de Córdoba.
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Homicidios contra sindicalistas según sector económico. 
De 1 enero a 31 diciembre 2012-2011

Sector económico 2010 2011

Servicios comunales y personales-Educación 28 16

Agricultura, caza y pesca 7 6
Servicios comunales y personales-Empresas entes territoriales 
(Trabajadores municipales y oficiales) 2 4

Servicios comunales y personales-Otros servicios 3 2

Industria manufacturera 3 1

Minas y canteras 3 1

Electricidad, gas y agua 1 0

Servicios comunales y personales-Judicial 1 0

Transporte, almacenamiento y comunicaciones 3 0

Total general 51 30

Fuente: Banco de Datos de Derechos Humanos, Sinderh, ENS.

Algunos casos de homicidio, durante 2011

Hernán Yesid Pinto, afiliado a la CGT, asesinado el 19 de marzo de 
2011

Hernán Yesid Pinto era miembro de la Junta Directiva Nacional y 
fundador de la organización Nuevo Liderazgo Campesino, filial de la 
CGT, fue asesinado el 19 de marzo de 2011 en el municipio de Tibacuy, 
Departamento de Cundinamarca. Fue abordado por varios sujetos que 
lo detuvieron y lo golpearon con garrotes y piedras hasta matarlo, su 
cuerpo fue abandonado en un paraje rural de este municipio.

Héctor Orozco, afiliado a la Asociación de Trabajadores Campesino 
del Tolima (Astracatol) filial de la Federación Nacional Sindical Uni-
taria agropecuaria, (Fensuagro), asesinado el 30 de marzo de 2011

El día 30 de marzo de 2011, siendo aproximadamente las 6 de la 
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tarde los campesinos Héctor Orozco y Gildardo García, se dirigían a 
su casa por la carretera que comunica el casco urbano de Chaparral 
con el corregimiento La Marina, siendo asesinados a la altura de la 
vereda Espíritu Santo-Albania. Una vez encontrados los cuerpos sin 
vida de los campesinos, se alertó a las autoridades competentes para 
que procedieran a realizar el levantamiento. Sin embargo la respuesta 
fue negligente, de forma que el levantamiento sólo pudo realizarse más 
de doce horas después de ocurrido el asesinato. Héctor Orozco era un 
campesino de la vereda San Fernando del corregimiento de La Marina, 
como destacado dirigente de la comunidad ejercía como vicepresidente 
de la Junta de Acción Comunal de su vereda y vicepresidente de la 
Seccional Chaparral de Astracatol. Tenía 35 años de edad, era esposo 
y padre de 3 hijos menores. Gildardo García era un campesino de la 
vereda Florestal-Ambeima del corregimiento de La Marina, socio de 
la Junta de Acción Comunal de su vereda. Tenía 32 años de edad, era 
esposo y padre de 4 hijos menores.

Ramiro Antonio Sánchez Muñoz, afiliado a Asotmem, asesinado el 08 
de abril de 2011

Ramiro Antonio Sánchez, afiliado a la Asociación de Trabajadores 
del Magdalena Medio (Asotmem), desde el 19 de enero de1999, era 
líder sindical, líder gremial, líder comunal en Campo Velásquez, en 
el municipio de Puerto Boyacá, al momento de su asesinato era presi-
dente de un gremio de contratistas (Asogrecom), quienes reclamaban a 
la petrolera Mansarovar Energy Colombia Ltd. Asogrecon y Asotmen 
reclamaban en cabeza de Ramiro Sánchez porque la contratación por 
las petroleras Mansarovar y Ecopetrol permitieran a las comunidades y 
empresas locales que se contratara con los gremios, entidades, contra-
tistas, comercio y aun trabajadores calificados y no calificados fueran 
del área de influencia. Como líder de Asotmem siempre reclamó por el 
pueblo y la comunidad. El último cese de actividades que lideró Ramiro 
junto con otros líderes comunales, se realizó entre el 11 y el 25 de ene-
ro de 2011. Los principales reclamos eran sobre el daño al medio am-
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biente, los proyectos productivos que no invierten en la región y el no 
pago de salarios convencionales, horas extras, dominicales y festivos.

Violencia antisindical en el 2012

En los primeros cuatro meses del año 2012 ya se han presentado 
103 casos de violaciones a la vida, libertad e integridad, entre ellos 
5 homicidios, situación preocupante, pues deja claro que la violencia 
antisindical no es en Colombia un asunto superado, sino que requiere 
de la atención del Estado para tomar las medidas necesarias para la 
superación del fenómeno.
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Impactos Ambientales 
e inversión canadiense

Impactos ambientales generados por compañías mineras

Como se ha visto, la mayor parte de compañías canadienses es-
tablecidas en Colombia tienen como objeto la extracción de recursos 
naturales, fundamentalmente procedentes del ejercicio de la minería. 
A pesar de la utilización de tecnologías de punta, los efectos de las 
actividades extractivas generan un inevitable impacto contra el medio 
ambiente. Suelos, aguas, aire, fauna y flora, y consecuentemente el ser 
humano, se ven afectados en enormes proporciones a partir de este tipo 
de actividades desarrolladas a gran escala.

Desde el punto de vista de la gran minería, los impactos pueden 
presentarse en dos momentos.

Impactos por exploración minera

Esta etapa comprende inspecciones, estudios de campo, perforacio-
nes y otros análisis exploratorios que causan diversos impactos ambien-
tales. Para esto, inicialmente se hacen sobrevuelos del terreno causando 
ruido temporal que afecta a la fauna de la zona y a la población cercana. 
Es necesario construir caminos y adecuar campamentos temporales, 
para lo cual se corta la vegetación y se perturba el suelo, lo que altera 
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el paisaje natural, los cursos de agua y perturba áreas agrícolas o sensi-
bles. En la actividad de perforación se produce ruido y vibraciones que 
afectan tanto a la población como a la fauna y se afecta el recurso hí-
drico, ya que se produce contaminación de aguas superficiales y subte-
rráneas con lodos de perforación, combustibles y lubricantes utilizados 
en las perforaciones diamantinas, afectando la calidad del agua para 
consumo humano, animal o agrícola. También se presenta la contami-
nación por solidos suspendidos y se pueden alterar los cursos de agua. 
Además, la utilización de agua para la perforación y los campamentos 
temporales puede afectar el abastecimiento de agua para la población.

Impactos por explotación de gran minería

La gran minería es altamente destructiva con el medio ambiente, ya 
que en su etapa de explotación se requiere la remoción de la vegetación 
y de grandes volúmenes de tierra, se utilizan sustancias contaminantes, 
grandes cantidades de energía, uso de maquinaria pesada y grandes vo-
lúmenes de agua por largos periodos de tiempo (Donadio, 2009). Esto 
genera graves problemas ambientales por contaminación del agua, sue-
los y aire y generación de pasivos ambientales importantes.

Con esta explotación se producen diferentes impactos en los eco-
sistemas que pueden ocasionar la destrucción total del hábitat, su frag-
mentación o las alteraciones de sus características naturales, lo que lle-
va al deterioro o pérdida de especies vegetales y animales. Se produce 
deforestación, remoción de la vegetación y movimientos de tierra, con 
la consecuencia que esto tiene para la regulación de caudales y para los 
procesos erosivos.

Uno de los impactos más significativos se relaciona con la disminu-
ción en la calidad y disponibilidad de agua en la zona de los proyectos, 
ya que se afectan las aguas superficiales y subterráneas, lo que pone en 
riesgo la calidad del agua para el consumo humano y para mantener 
especies acuáticas y vida silvestre. La contaminación de los recursos 
hídricos se produce por drenaje ácido de las minas y lixiviados conta-
minantes, sólidos en suspensión, erosión de suelos y desechos mineros 
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en aguas superficiales (ELAW, 2010).
El suelo se ve afectado por procesos erosivos incontrolados, cam-

bios en el paisaje, gran movimiento de tierras, alteración en los drena-
jes y contaminación de suelos por partículas contaminantes arrastra-
das por el viento o por derrames de compuestos químicos o residuos 
(CEPAL, 2003).

La contaminación del aire se da por material particulado trasporta-
do por el viento como resultado de las excavaciones y voladuras, trans-
porte de materiales, erosión eólica, polvo fugitivo proveniente de los 
depósitos de relaves, depósitos, pilas de desechos y caminos. Emisiones 
de gases de fuentes móviles (vehículos, camiones, maquinaria pesada) 
y fuentes estacionarias. Además, se producen vibraciones asociadas a 
las perforaciones y voladuras y ruido asociado a vehículos y maquina-
ria, carga y descarga de rocas, voladuras, generación de energía, ex-
cavación, perforación, transporte, molienda y almacenamiento, lo que 
afectar a la vida silvestre y las poblaciones cercanas (ELAW, 2010).

En las personas puede tener impactos negativos relacionados con 
la salud, que se pueden ver representados en patologías de carácter 
ocupacional, Pneumoconiosis de distinto tipo, problemas y patologías 
respiratorias y oftalmológicas en la población circundante, problemas 
nerviosos generados por ruidos, vibraciones, polvo y cambios del pai-
saje, desocupación y desarraigo laboral. Además, de originar serias al-
teraciones en las relaciones sociales, económicas y culturales de las 
personas o grupos humanos afectados (CEPAL, 2003).

A continuación se presentan algunas compañías mineras canadien-
ses y algunos de los impactos generados por las exploraciones a las co-
munidades cercanas a sus proyectos y los posibles impactos generados 
con posteriores explotaciones.

Solvista Gold Corporation, Támesis, Antioquia

Solvista es una compañía de exploración de oro con dos proyectos 
en Caramanta y Guadalupe, en el municipio de Antioquia, que cubren 
aproximadamente 60.000 hectáreas. Planea completar programas agre-
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sivos de perforación durante el 2012 en estos dos proyectos (Solvista, 
2012). Adicionalmente, maneja títulos mineros que comprenden los 
municipios de Támesis, Valparaíso, Gómez Plata, Amalfi, Carolina del 
Príncipe, Anorí, Angostura y Campamento en el departamento de An-
tioquia y Aguadas en el departamento de Caldas (Portafolio, 2011b).

De estos municipios con títulos mineros, Caramanta, Támesis y 
Valparaíso pertenecen a la subregión del suroeste antioqueño, que es 
reconocida por sus bellezas paisajísticas, su arquitectura colonial, su 
gran afluente hídrico, su agricultura y oferta turística. Sin embargo, 
una parte se ésta subregión pertenece al llamado cinturón de oro de 
Colombia por su gran riqueza aurífera, que comprende además los mu-
nicipios de Jericó, Tarzo, Pueblo Rico, Andes y Jardín en el departa-
mento de Antioquia y a Ríosucio, Supía y Marmato en el departamento 
de Caldas.

Para los pobladores de esta subregión, la minería se ve como una 
amenaza a su territorio y recursos naturales. Municipios como Valapa-
raíso, Jardín, Támesis, Jericó, Tarso, Pueblo Rico y Caramanta nunca 
han tenido vocación minera, por esto, desde julio de 2011 se creó un 
colectivo llamado el Cinturón Occidental Ambiental (COA) que arti-
cula procesos organizativos de los municipios de Pueblo Rico, Tarzo, 
Jericó, Valparaíso, Támesis, Caramanta, Marmato, Ríosucio, Quinchía 
y Supía, buscando generar resistencia ante el fenómeno de la minería 
(Pérez y Franco, 2012).

El municipio de Támesis es uno de los municipios antioqueños con 
mayor riqueza hídrica. Su principal actividad económica está centrada 
en el cultivo de café, plátano, cacao, frutales, caña de azúcar y gana-
dería (Municipio de Támesis, 2012). Tiene solicitudes de exploración 
sobre el 85% de su territorio y desde el año 2011 la compañía Solvista 
realiza trabajos de exploración (Toro, 2012), realizando sobrevuelos y 
perforaciones que han afectado gran parte de sus ríos y bosques (Pérez 
y Franco, 2012). La comunidad de Támesis no quiere minería, defien-
den su vocación agrícola y pecuaria. El pueblo en pleno se ha manifes-
tado en contra de ésta, ratificando la posición del Concejo quién recha-
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zó unánimemente cualquier actividad minera en el municipio, posición 
consecuente con la administración municipal (Federación Colombiana 
de Municipios, 2012).

Con las actividades de exploración se han causado impactos am-
bientales negativos por ruido de los sobrevuelos y las perforaciones, 
vibraciones, contaminación de aguas superficiales y subterráneas y se 
ha afectado el desarrollo normal de las actividades de los pobladores 
del municipio. Con la explotación minera a gran escala se afectan los 
bosques y fauna de la región, se contamina el recurso hídrico y los sue-
los, cambia el paisaje, se destruye la vocación cafetera del municipio y 
su identidad como región.

Gran Colombia Gold, Proyecto Mazamorras

Gran Colombia Gold es una compañía basada en la exploración, 
desarrollo y producción de oro y plata en Colombia. Es actualmente el 
mayor productor de oro y plata en Colombia con seis minas en opera-
ción. Además está desarrollando el proyecto a gran escala de minería a 
cielo abierto de oro y plata en el municipio de Marmato, Caldas (Gran 
Colombia Gold, 2011).

El proyecto Mazamorras se ubica en los municipios de Arboleda y 
San Lorenzo en el Departamento de Nariño, municipios separados por 
la quebrada Mazamorras. Ocupa 5.993 hectáreas de la zona de conver-
gencia de las cordilleras occidental y central de los Andes Colombianos 
y presenta un gran potencial de oro y cobre para minería a cielo abier-
to. Gran Colombia Gold se encuentra realizando exploraciones desde 
enero de 2011.

Estos municipios son de vocación agrícola. El municipio de Arbole-
da es el más antiguo de Nariño y fue declarado monumento nacional y 
reserva arqueológica nacional por su contexto histórico en 1971.

Con las perforaciones que se realizan durante varios meses las 24 
horas, se ha afectado a la población con altos niveles de ruido y luz, 
interrumpiendo las actividades normales de la población, incluyendo 
las de la escuela de la vereda El Volador que tuvo que aplazar clases 
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por varios días. Se han talado árboles y removido pastos y cultivos. En 
las áreas de las perforaciones en un radio aproximado de 30 m, la ve-
getación no ha vuelto a crecer luego de varios meses (Notiagen, 2011).

La compañía tiene concesión de aguas provenientes de fuentes de 
uso público, lo que preocupa a la población, debido a que la cantidad de 
agua utilizada para exploración afecta su disponibilidad de agua. Su-
mado a esto, hay agua subterránea que sale de dos escapes producidos 
por las perforaciones, la compañía los ha dirigido con tubería hacia la 
quebrada Mazamorras pero hay preocupación de la comunidad por olor 
a azufre y material arcilloso que sale de estas y los pobladores se han 
quejado de contaminación y colores inusuales en la quebrada mientras 
se hacen las perforaciones, su preocupación aumenta debido a que la 
cercanía de las escuelas de las veredas Bolívar en San Lorenzo y El 
Volador en Arboleda de estas aguas (Notiagen, 2011).

Para afrontar este problema la comunidad, líderes, organizaciones 
sociales, el Comité de Integración del Macizo Colombiano (Cima) y 
la fundación Estrella Orográfica del Macizo Colombiano (Fundecima) 
tratan de visibilizar la violación de los derechos humanos y propenden 
por el reconocimiento del derecho a su territorio, paisaje, caminos y 
senderos, a la tierra y al agua (Voces de Nariño, 2012).

Aunque la compañía afirma que generará más de 200 empleos 
directos en la zona, estos empleos son temporales, la mayoría de los 
empleos creados son durante la exploración que dura poco, pero en la 
explotación los empleos son reducidos y especializados. La población 
afirma que con la minería los privan de la tierra donde siembran, se 
generaría dependencia económica de la mina y una vez se agoten los 
recursos en 10 o 15 años, no tendrán trabajo, ni territorio para vivir 
(Notiagen, 2011).

Eco Oro Minerals Corporation, Proyecto Angostura

Eco Oro Minerals, anteriormente Greystar, es una compañía de ex-
ploración y desarrollo de metales preciosos, que está trabajando en el 
proyecto Angostura, depósito de oro y plata en el municipio de Califor-
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nia, departamento de Santander.
Este proyecto se encuentra ubicado en el páramo de Santurbán. Los 

páramos se encuentran en América en Ecuador, Colombia, Venezuela y 
Costa Rica entre los 3.200 – 4.800 msnm (Rangel-Ch, 2000). Son con-
siderados como uno de los biomas estratégicos y a la vez uno de los más 
vulnerables del neotrópico, contienen altos grados de biodiversidad y 
endemismo con factores críticos de amenaza (Castaño-Uribe, 2002). 
El nudo de Santurbán hace parte de las ecorregiones estratégicas del 
orden nacional con ecosistemas de alta montaña y páramos. La impor-
tancia de este ecosistema radica fundamentalmente entonces, en su ca-
pacidad para interceptar y almacenar agua, y regular los flujos hídricos 
superficiales y subterráneos; además, los páramos albergan una rica 
flora endémica y prestan servicios ambientales principalmente como 
cuencas abastecedoras de agua para consumo, actividades productivas 
e hidroenergéticas, así como áreas de influencia de los principales em-
balses, represas y estrellas hidrográficas (Minambiente, 2002).

En el caso específico de Santurban, el acueducto de Bucaramanga 
prendió alarmas sobre el efecto que tendría la minería para el agua de 
esta ciudad, que se abastece de los caudales del páramo (Osorio, 2011).

Debido a las múltiples denuncias y protestas de diferentes acto-
res en contra de la minería en alta montaña, la Autoridad Nacional 
de Licencias Ambientales advirtió en marzo de 2012 que detendría la 
exploración de oro en Santurbán. La decisión se tomó después de varias 
visitas lideradas por funcionarios del Ministerio de Medio Ambiente, 
en las que se pudo constatar que las firmas Eco-Oro, Calvista Gold, 
AUX Gols, Galway Resources y Layhat Colombia Sucursal habían he-
cho perforaciones en la zona de páramo, poniendo en riesgo su estabi-
lidad (El tiempo, 2012).

Aunque en marzo de 2011 Greystar retira la solicitud de licencia 
técnica y ambiental para desarrollar el proyecto Angostura, en septiem-
bre del mismo año cambia su nombre por Eco Oro y anuncia que soli-
citará de nuevo la licencia ambiental para comenzar a operar en 2013 
en Santurbán (Virviescas, 2012). Eco Oro, reformula la minería a cielo 



Impactos en los DD.HH. con el TLC Colombia-Canadá72

abierto y propone minería subterránea. Actualmente, está completando 
la evaluación de la viabilidad de la mina subterránea y reporta que ha 
completado más de 300. 000 metros de perforaciones y 3.000 m de de-
sarrollo subterráneo. El programa de perforación interespaciada inició 
en junio de 2011 y continuará hasta mediados de 2012.

La minería subterránea igual afecta estos valiosos ecosistemas, ya 
que se modifica el paisaje, se afecta el suelo y el subsuelo, se altera la 
capacidad de regulación hídrica, se disminuyen los caudales y se altera 
el drenaje natural, se desvía e interrumpen caudales por disposición de 
estériles y se afecta el hábitat para fauna y flora (Duque, 2011), se pre-
senta ruptura del equilibrio litostático, generación de vibración, polvo 
y ruido por voladuras, transporte de productos peligrosos, contamina-
ción de aire, suelo y fuentes de agua, se puede presentar subsidencia, 
drenaje ácido de la mina, vertimiento de productos peligrosos, fallas 
en el suministro de agua a las poblaciones, conflictos sociales con las 
comunidades, acumulación de estériles y desechos líquidos (CEPAL, 
2003).

Con estas intervenciones se afecta una zona ecológicamente frágil, 
donde muchos ríos tienen su origen aportando agua a 21 municipios, 
entre ellos la ciudad de Bucaramanga con 800.000 habitantes. En los 
páramos colombianos existen 68 especies de frailejones, de las cuales 
8 se encuentran en peligro crítico, 17 en peligro y 12 son vulnerables.

Pacific Coal Resources Ltd.

Pacific Coal Resources es una compañía minera dedicada a la ex-
ploración, desarrollo y producción de carbón coque, asfalto y asfaltita 
en Colombia (Pacific Coal Resources, 2011). Tiene los proyectos del 
puerto de Barranquilla y la mina La Tigra.

El proyecto La Tigra está localizado a 80 km de Barrancaberme-
ja, en el departamento de Santander, cubre 5.700 hectáreas que permi-
te a la compañía convertirse en el principal productor de asfaltita en 
Colombia. Se encuentra en etapa de exploración. Además, avanza en 
estudios de suelos y contratación para poner en marcha un terminal 
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portuario en Barranquilla que permitirá exportar el carbón que produ-
ce (Dinero, 2012).

La minería de carbón produce los impactos ambientales anterior-
mente mencionados en su etapa de exploración y explotación, pero 
además se producen grandes afectaciones por derrames de residuos de 
carbón y esparcimiento de polvillo durante en transporte del mineral, 
lo que afecta la calidad del aire, la salud de las personas y de los eco-
sistemas circundantes. El puerto en la ciudad de Barranquilla puede 
generar grandes problemas de contaminación del aire por el tránsito de 
vehículos de carga tanto a la población como a los ecosistemas marico-
costeros de la zona, ya que el polvillo del carbón y los residuos de 
mineral de diferentes tamaños se depositan en el agua, la vegetación 
acuática y los ecosistemas bénticos impidiendo su normal desarrollo y 
causando su muerte. Además, se ven afectados ecosistemas, corales y 
organismos del fondo marino por fracturas y aplastamiento producidos 
por accidentes de las barcazas.

U308 Corp., Proyecto Berlin

U308 es una compañía de exploración de uranio, con proyectos en 
Colombia, Argentina y Guyana. El proyecto Berlín contiene depósitos 
de uranio, vanadio y fosfato, se encuentra en el departamento de Caldas 
(U308, 2012).

El fosfato es usado para fertilizantes, el uranio para energía nu-
clear, el vanadio para baterías y las tierras raras para aplicaciones de 
alta tecnología (U308, 2012). Este tipo de minería, trae impactos am-
bientales a los descritos anteriormente de la minería a cielo abierto, 
pero adicionalmente los impactos generados por elementos radiactivos 
como le uranio. En la explotación se producen contaminantes compues-
tos de gases, partículas en suspensión, residuos sólidos con diferente 
emisión de radiactividad, efluentes y metales pesados. Se contaminan 
aguas superficiales y subterráneas con químicos y material radiactivo, 
drenaje de metales pesados de las escombreras y pilas de colas, drena-
jes ácidos de la mina y de la roca, químicos producto de la lixiviación, 
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impacto en el ecosistema terrestre y acuático, alteración del paisaje, 
ruido, vibraciones y peligro a la salud humana (Politolia, 2007).

Las personas que viven cerca de minas de este tipo, las que traba-
jan en la industria del fosfato, las que comen cultivos que crecieron en 
suelos contaminados o que beben agua de un lugar vertido de uranio 
pueden experimentar exposición más elevada que otras personas (Len-
ntech, 2012). El uranio en su forma natural no es contaminante, pero 
cuando se descubren los yacimientos de este mineral, el ser humano 
está expuesto al gas radón que podría ser perjudicial para la salud si se 
aspira. Se han asociado varios problemas de salud a la exposición hu-
mana a la radiación o al uso de agua contaminada que pueden provocar 
enfermedades de hígado, los trabajadores en las proximidades de gran-
des cantidades de uranio almacenado o en la instalación de procesa-
miento, también están expuestos a bajos niveles de radiación externa de 
los productos de descomposición del uranio, cuando hay manipulación 
y procesamiento el principal efecto preocupante de la radiación es una 
mayor probabilidad de desarrollar cáncer durante su vida (UF6, 2012).

Impactos ambientales generados por compañías de productos 
forestales

Prima Colombia Hardwood
Prima Colombia Hardwood es una compañía de productos foresta-

les dedicada al desarrollo, producción y mercadeo de maderas duras. 
Sus operaciones se localizan en Bahía Solano, en el departamento del 
Chocó. Entre sus productos se encuentran Abarco (Cariniana Pyrifor-
mis), Santa María (Callophyllum brasiliense), Algarrobo (Hymenea 
oblongifolia), Amapa (Brosimun), Amargo (Vataireopsis), Bálsamo 
(Myroxylon balsamun), Caimito (Chrysophyllum cainito), Chanul 
(Humiriastrum procerum), Granadillo (Caesalpiniaceae granadillo), 
Choibá (Dipteryx oleifera), Guayacán polvillo (Tabeuica serratifolia), 
Níspero (Maniskara bindentata), Oquendo (Brosimum rubescens) (Pri-
ma Colombia Hardwood, 2012).

Esta compañía es filial de la empresa Blue Pacific Assets, que tiene 
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como socios a Pacific Rubiales, Proelectric, Pacific Infraestructure y 
Pacific Coal (Portafolio, 2011a) y es subsidiaria de R.E.M Internacional 
C.I.S.A.

Este proyecto de extracción selectiva en Bahía Solano, inició con 
la empresa R.E.M. Internacional C.I.S.A. en 2007, que hizo un acuerdo 
con el resguardo Los Delfines para aprovechar 3’121.720 m3 de madera 
en 44.596 hectáreas, para lo cual se comprometieron con extraer los ár-
boles talados con helicópteros, sembrar nuevos árboles donde se talaron 
y pagarle al resguardo 10 dólares por cada metro cúbico vendido en el 
exterior. La compañía construyó un campamento en el corregimiento 
de Huaca, incluyendo alojamiento, oficinas, patio de clasificación de 
registro, almacenamiento y patrio de carga, comunicación vía satéli-
te, soporte mecánico y almacén de suministros y 17 helipuertos sin la 
respectiva licencia ambiental (Semana, 2011a). Para esto fue necesario 
la tala del bosque, remoción de la vegetación y movimientos de tierra, 
con las consecuencias en la fauna y flora de la zona, la modificación 
del paisaje y el uso de aguas superficiales y vertimientos provenientes 
de estas instalaciones. Se talaron 800 árboles que nadie recogió y se 
encuentran en proceso de descomposición en el bosque, algunos de los 
cuales quedaron cerca de fuentes de agua y otros eran de especies no 
autorizadas (Semana, 2011a; El Colombiano, 2011a). En agosto de 2011, 
el Ministerio de Medio Ambiente suspende la extracción de madera 
mientras de adelantan los respectivos permisos por parte de la empresa 
R.E.M (Semana, 2011b).

En la visita técnica realizada por el Ministerio de Medio Ambiente 
se encontraron afectaciones ambientales de años pasados y del actual 
proceso de exploración que pueden traducirse en “efectos globales per-
judiciales para el patrimonio ecológico, máxime si se tiene en cuenta 
que se trata de actividades que se están desarrollando en el ecosistema 
chocoano, también llamado Chocó biogeográfico, reconocido en nues-
tro ordenamiento jurídico como de importancia ecosistémica tanto en 
el ámbito nacional como internacional”. De acuerdo con la resolución 
0896 emitida por el Ministerio, se vienen ocasionando impactos ne-
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gativos sobre el suelo, la vegetación, la fauna y el paisaje, que puede 
conllevar a la disminución de las especies florísticas autorizadas para 
ser aprovechadas, como también de aquellas comunidades vegetales y 
de la fauna asociada a las mismas, la activación de procesos erosivos y 
la pérdida de hábitats para la fauna (El Colombiano, 2011c).

Se debe tener en cuenta que según la Unión Internacional para 
la Conservación de la Naturaleza (IUCN), en el Chocó biogeográfi-
co existe el mayor porcentaje de endemismo del mundo para un área 
continental, incluso para las aves, pero alerta que hay muchas especies 
endémicas en peligro de extinción. Se estima que en Chocó colombia-
no se encuentran de 8 a 9 mil especies de plantas, de las cuales una 
cuarta parte son endémicas y en cuanto a la fauna, de las 56 especies 
de anfibios, 47 son endémicas. Por esto, el aprovechamiento del bosque 
selectivo, afectan recursos bióticos que aún no han sido estudiados, el 
ruido de los helicópteros afecta a la fauna, a la población y al turismo 
de la zona, se causan cambios en la estructura del bosque, en las espe-
cies asociadas tanto de fauna como de flora y en las especies extraídas y 
se genera presión sobre el Parque Nacional Natural de Utría que limita 
con el municipio de Bahía Solano (El Colombiano, 2011b).
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Estudios de caso

Introducción

Para la realización de los estudios de caso decidió tomar en cuenta 
la situación de dos municipios en las que dos compañías canadienses 
realizan o proyectan realizar explotaciones a gran escala, que generan 
impactos altamente negativos entre las respectivas poblaciones. De un 
lado, se encuentra el municipio de Puerto Gaitán (Meta) en donde desde 
hace más de una década realiza explotaciones petroleras la Compañía 
Pacific Rubiales Energy. Allí han tenido lugar intensas movilizaciones 
tanto de trabajadores como de la población en general, quienes se han 
encargado de denunciar los abusos que han sufrido por parte de dicha 
multinacional. De otro lado, se hará referencia al municipio de Mar-
mato (Caldas), en donde la multinacional Gran Colombia Gold se ha 
trazado como meta a corto plazo, la explotación minera a cielo abierto. 
En dicho proyecto se pone en riesgo la existencia misma de la cabecera 
municipal de Marmato.

La selección de ambos casos no sólo tiene que ver con la relevancia 
mediática que ambos han suscitado a lo largo de los últimos meses, 
sino con los impactos que efectivamente se han presentado en perjui-
cio de los habitantes de ambas poblaciones. Además, resulta más que 
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llamativa la existencia de conexiones entre el capital de ambas com-
pañías. Dentro de los principales accionistas de estas dos multinacio-
nales se encuentran personajes como Frank Giustra, Ronald Pantin, 
Ser afino Iacono, José Francisco Arata, Miguel Ángel de la Campa, 
entre otros, quienes se han encargado de tejer una vasta red de com-
pañías que tienen como objetivo principal la extracción de los recur-
sos naturales de Colombia. Desde hace algunos años, compañías tales 
como Pacific Coal Resources, Petromagdalena Energy, Bolivar Gold 
Corp, Pacific Stratus Energy, Pacific Rubiales Energy, Gran Colombia 
Gold, Blue Pacific Assets, Prima Colombia Hardwood, Pacific Lumber 
S.A.S, se han hecho bastante conocidas en nuestro medio gracias a es-
tos dos denominadores: sus dueños comunes y sus intereses frente a la 
explotación de diversos recursos naturales, entre los que se encuentran 
el oro, el carbón, la madera y el petróleo. Dichos empresarios se han 
encargado de generar un emporio económico fundado en estas y otras 
empresas, cuyas cotidianas fusiones, cambios de nombre o de razón 
social, tan sólo han sido malabares ingeniados con el fin de disimular 
su unidad.

Estudio Puerto Gaitán, Meta

Antecedentes: El negocio del crudo pesado en Puerto Gaitán, Meta

Hacia el año 1983, la Empresa Colombiana de Petróleos (Ecope-
trol), anunció el descubrimiento en los Llanos Orientales de reservas 
probadas de más de 3.000 millones de barriles de petróleo, y en el mu-
nicipio de Puerto Gaitán la presencia principalmente de crudos pesa-
dos; en 1987 la petrolera colombiana firma un contrato de participación 
con la multinacional canadiense1 para la explotación de petróleo en la 

1.	 Todas las fuentes orales consultadas, señalan que en 1987 llegó la multinacional 
canadiense Metapetroleum corp, subsidiaria de pacif Rubiales energy , con 
otro nombre que no fue posible documentar ni en medios escritos, registros 
de prensa o testimonios de habitantes del municipio
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zona de Rubiales, donde se estipuló que el Estado tendría un 60% de 
participación, después de un 20% de regalías; posteriormente, firmó un 
contrato de asociación para la zona de Pirirí, en el cual el porcentaje 
de participación estatal sería del 50% después del 20% de regalías. De 
esta forma, la presencia estatal en el negocio continuó disminuyendo 
progresivamente hasta llegar a un contrato de asociación para Campo 
Quifa, en donde su participación es del 30%, menos el 5% de descuento 
por tratarse de crudos pesados.

Como se acaba de mencionar, la llegada del capital canadiense a la 
zona de Puerto Gaitán, se remonta a 1987 gracias a la firma de contra-
tos de asociación para la exploración y explotación de crudos pesados 
en la zona. De acuerdo a la documentación encontrada, la subsidia-
ria de la empresa canadiense , Metapetroleum Corp se instala en el 
municipio en el año 2002, pero su presencia había sido aparentemente 
modesta hasta el año 2008. Durante este periodo solo se reportan algu-
nos hechos que merecen destacarse, relacionados principalmente con 
las afectaciones sobre las actividades de las empresas, causadas por la 
presencia de la Guerrilla en gran parte del territorio donde se ubican 
los campos petroleros. Al respecto, varios diarios del país reportaron 
en el año 2005 la quema de algunos carrotanques y el bloqueo de vías 
a manos del bloque 39 de la FARC.

Para este mismo año, en el mes de abril, se designa un pelotón de 
40 soldados, que estarían dispuestos principalmente para asegurar la 
zona y garantizar a la compañía el normal desarrollo de sus labores. 
En el mes de marzo, Metapetroleum solicita al Gobierno Nacional la 
ampliación del tiempo de permanencia en campo rubiales de 10 a 25 
años, fecha para la cual reportaban una producción de 6000 barriles/
día, la cual a noviembre de 2007 había crecido en 400% y se ubicaba 
en 24.000 barriles/día.

El año 2008 no fue la excepción en lo que respecta a la tendencia 
creciente de la producción de crudos pesados en la zona, ya que sus ni-
veles de producción alcanzaban aproximadamente 45.000 barriles/día, 
lo que se vio reflejado en el precio de sus acciones en la Bolsa de To-
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ronto, que para junio del año en cuestión, ubicaba a la Compañía en el 
primer lugar del grupo de empresas de la industria del petróleo y el gas.

A pesar de la fuerte presencia de Pacific Rubiales en la zona, es 
hasta el año 2009 en el que el nombre de la multinacional se comienza 
a escuchar con más fuerza en los medios de comunicación nacionales. 
Esto se presentó especialmente en un momento en el que se vieron 
exacerbados los ánimos de los trabajadores y se dio inicio a numerosos 
procesos de movilización, tras tres años de constantes negociaciones 
y reclamos impuestos a las empresas subcontratistas y a la subsidiaria 
Metapetroleum Corp., debido a las constantes violaciones de los de-
rechos laborales y a las condiciones de insalubridad en las que debían 
vivir los empleados que pernoctaban en los campos. Sin embargo, en 
el mes de diciembre, la compañía Pacific Rubiales debuta en la bolsa 
de valores de Colombia y sus acciones cierran el 23 de dicho mes en 
$47.480 pesos. Seis meses después, el valor de éstas superarían el de las 
acciones de Ecopetrol.

Los niveles de producción petrolera de la multinacional canadiense 
continuaban creciendo de manera significativa y para el mes de sep-
tiembre de 2009 reportaban una producción de 63.000 barriles/día. A 
pesar de las grandes utilidades de la multinacional, las condiciones la-
borales de los trabajadores no mejoraban y decididos a lograr mejoras 
salariales continúan sus procesos de negociación, principalmente con 
las empresas subcontratistas.

Esta tensión social y laboral alcanzó su punto más álgido durate 
los primeros días del mes de julio de 2011, cuando los trabajadores de 
la industria del petróleo realizaron la segunda gran marcha petrolera, 
demandando la intervención del Gobierno Nacional y denunciando las 
precarias condiciones laborales impuestas por las empresas contratistas 
de las multinacionales Cepcolsa y Pacific Rubiales. A esta moviliza-
ción se sumaron los presidentes de las Juntas de Acción Comunales y 
miembros de la comunidad en general. Las protestas se extendieron por 
varios días, ante lo cual los mismos trabajadores decidieron solicitar la 
presencia de la Unión Sindical Obrera (USO) y la instalación de una 
mesa de diálogo.
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Entre las demandas de los trabajadores contra la compañía ca-
nadiense Pacific Rubiales, se encontraban los puntos relacionados a 
continuación:2

Hechos Peticiones
Los trabajadores no pueden expresar de 
manera libre sus opiniones sobre el derecho de 
asociación.

Que el Ministerio de la Protección social exija y 
haga respetar la representación sindical de la 
USO.

Las condiciones de vida en los campamentos 
y barracas son inhumanas. Los servicios son 
deficientes: el agua no alcanza para que todos 
los obreros puedan asearse adecuadamente, 
el servicios sólo alcanza para quienes lleguen 
primero, las baterías sanitarias no son suficientes 
y están en condiciones insalubres, no hay 
tiempo suficiente ni la privacidad necesaria para 
que los trabajadores realicen sus necesidades 
fisiológicas.
Se duerme en hacinamiento; para el efecto 
se disponen carpas grandes donde se ubican 
camarotes pequeños sin ninguna privacidad, 
los colchones o colchonetas no permiten un 
descanso adecuado, no hay ventilación, entre 
otras. 

Que se informe a las autoridades competentes 
sobre las condiciones de vida de los trabajadores 
y se exija el cumplimiento de las normas sobre 
salubridad y salud ocupacional, de medicina 
de trabajo e higiene, en el suministro de agua 
y energía, se proporcione mejoras en las 
condiciones de hotelería de los campamentos y 
barracas con el fin de descansar adecuadamente, 
se propicie un mejor ambiente en las mismas 
para evitar el contagio de enfermedades, se 
establezcan criterios adecuados de aseo y 
limpieza, se mejore las especificaciones técnicas 
de las baterías de baños.

Los contratos de trabajo resultan precarios, por 
obra o a término fijo, generalmente se renovaban 
cada mes, se firman bajo la modalidad de 21 días 
de trabajo y 7 de descanso, que no son pagados 
por la empresa.

Se establezcan contratos de trabajo que 
dignifiquen la vida del trabajador y proporcionen 
un mínimo de estabilidad.

La contratación se da por medio de cooperativas y 
bolsas de empleo.

Que la contratación de los trabajadores no se 
haga por medio de bolsas de empleo, empresas 
temporales y cooperativas.

Algunos trabajadores laboran por más de 12 
horas y no se les reconocen las horas extras

Se cancelen las horas extras a los trabajadores 
y se les reconozca el descanso al que tienen 
derecho.

2.	 Pliego de peticiones hecho por la Unión Sindical Obrera a la Compañía Pacific 
Rubiales, con copia a Alejandro Ordoñez, Procurador General de la Nación. 
En este apartado se anuncian los puntos más graves y que según el senador 
Jorge Roblado, son demandas que más bien parecerían de los tiempos de la 
esclavitud.
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Hechos Peticiones
Dos días del descanso de los trabajadores son 
utilizados para el desplazamiento del sitió de 
trabajo a su residencia en la cabecera municipal, 
las empresas no reconocen compensaciones por 
este concepto.

Se cancele a los trabajadores el pago de 
transporte y viáticos que compensen la perdida de 
parte de su descanso por las distancias y el mal 
estado de la vía.

Las dotaciones de trabajo no se entregan 
puntualmente ni completas, cuando se dañan las 
empresas no las reponen y el valor de estas son 
cobradas a los empleados.

Se entreguen dotaciones completas y acordes 
con lo establecido por la ley.

El trato de algunos capataces y personal 
administrativo, hacia los trabajadores es 
degradante en algunas ocasiones.

Que se investigue casos reportados de acoso y 
mal trato hacia los obreros.

La alimentación es insuficiente y algunas veces 
esta llega en mal estado a los trabajadores.

Que se les brinde una alimentación nutritiva y 
balanceada.

Las trabajadoras de DUFLO, laboran entre 13 y 
14 horas diarias y solo se les cancelan 9, cuando 
quedan embarazadas se les despide.

Se mejoren las condiciones de trabajo de las 
mujeres y se respete la condición de quienes son 
cabezas de familia o están embarazadas.

Los trabajadores no cuentan con sitios de 
descanso y recreación al interior de los campos.

Adecuación de espacios para la recreación de los 
trabajadores.

Es frecuente que cuando los trabajadores lleguen 
de laborar no encuentren camas desocupadas 
para descansar y deban esperar. Las habitaciones 
no están en condiciones aptas para la 
permanencia de los trabajadores; incluso se han 
encontrado serpientes en ellas.

Se establezcan para los trabajadores dormitorios 
en ambientes saludables, sin riesgo de entrada de 
animales peligrosos.

Algunas empresas no hacen los pagos al Sistema 
de Seguridad Social y los trabajadores se ven 
privados de sus beneficios.

Que se revise el pago efectivo por parte de 
las contratistas de los aportes al Sistema de 
Seguridad Social.

Muchos trabajadores tienen funciones superiores 
a las contratadas y no se les cancela el salario 
adecuado.

Que las empresas no varíen a su libre albedrío las 
condiciones laborales para su propio beneficio.

Una de las constantes en cuanto a las formas en las que se han de-
sarrollado las manifestaciones que han ocurrido a raíz de la presencia 
de la multinacional canadiense, tiene que ver con la presencia constante 
de miembros de la fuerza pública, quienes incondicionalmente se han 
puesto al servicio de los intereses de la compañía. Como muestra de 
esto, durante este lapso, el ESMAD intimidó a los manifestantes, propi-
ciando la formación de disturbios con el fin de obstaculizar las movili-
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zaciones. Uno de los hechos más importantes tuvo lugar el 9 de julio del 
año en cuestión, cuando una importante delegación de la comunidad 
indígena Sikuani, decide unirse a una nueva marcha, expresando su 
rechazo ante el desplazamiento del que estaban sido víctimas debido 
al establecimiento y ampliación de las labores de extracción petrolera.

Nos movilizamos con el fin de llamar la atención del gobierno 
nacional, regional y local: Por la forma discriminatoria como 
son tratados los trabajadores y trabajadoras de Puerto Gaitán; 
contra el atropello que cometen las empresas petroleras y sus 
contratistas contra sus trabajadores, violando sus derechos la-
borales y sometiéndolos a regímenes propios de la época de 
la esclavitud; sobre las condiciones a que están sometidas las 
comunidades indígenas ancestrales, cuyos territorios cada día 
son reducidos con el avance de la explotación petrolera, lo cual 
condena al hacinamiento y desplazamiento. (Comunicado di-
fundido el 9 de julio durante marcha en Puerto Gaitán)

Posteriormente, el 15 de julio, el Vicepresidente Angelino Garzón, 
emite una declaración donde advierte a los contratistas de los campos 
petroleros de Puerto Gaitán, que si la situación llegase a empeorar, se 
iban a tomar medidas especiales en su contra y se comenzarían las 
acciones legales necesarias ante la Fiscalía General de la Nación. El 
vicepresidente califica la actitud de los contratistas de indolente, por su 
actitud frente a las demandas de los trabajadores.

A partir de hoy como Vicepresidente de la República voy a estar 
atento a esta situación, y déjenme decir que buena parte de lo 
que pasa en Puerto Gaitán, es por la prepotencia e indolencia 
de los contratistas, porque no puede haber islas en Colombia. 
(Declaración Vicepresidente de la República Angelino Garzón, 
Radio Caracol- 15 de julio de 2011).

El 18 de julio los trabajadores se declararon en asamblea perma-
nente al interior del campo petrolero Rubiales; el 21 de julio llegaron 
a dichas instalaciones miembros de la dirigencia sindical de la USO, 
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hecho ante el cual la multinacional solicitó la presencia de la fuerza 
pública para que procediera a su desalojo. Luego de la intervención de 
la vicepresidencia de la República, se suspendió la protesta y los diri-
gentes sindicales se retiraron transitoriamente del campo.

Entre los acuerdos a los que llegaron la USO y la compañía Pacific 
Rubiales, con el fin de levantar la protesta de cerca de 5000 trabaja-
dores que laboraban en los campos petroleros de Rubiales y Quifa, se 
encontraban los siguientes puntos:
•	 No habría ningún tipo de retaliación penal, laboral y disciplinaria, 

contra los dirigentes y trabajadores que participaron de la protesta: 
en este orden de ideas, se reconocería el sueldo de los días cesantes 
que duró la protesta.

•	 Se haría el levantamiento inmediato de la protesta y la normaliza-
ción de las actividades en los campos Rubiales y Quifa.

•	 Establecimiento de una mesa de diálogo que contaría con la par-
ticipación de la compañía Pacific Rubiales el día 3 de agosto, en 
el municipio de Puerto Gaitán, donde se tratarían temas sociales, 
ambientales y laborales.

•	 No se suspendería, ni terminaría el contrato de los trabajadores que 
participaron de la protesta.3

El 25 de julio, líderes de la USO intentaron nuevamente ingresar a 
Campo Rubiales, ante lo cual la multinacional canadiense Pacific Ru-
biales bloqueó el paso de vehículos en el sitio conocido como El Alto 
de la Virgen. Ante esta situación, los miembros de la fuerza pública 
que se encontraban en el lugar, no tomaron las medidas necesarias para 
restaurar el tránsito normal de los vehículos. Esto se denunció a través 
de un comunicado publicado por la junta directiva nacional de la USO 
el día en el que acontecieron los hechos:

3.	 Carta dirigida por la USO al señor Mauricio Santa María, Ministro de 
Protección Social. También se tiene copia del correo –que contiene estos 
mismos puntos- enviado por el encargado de responsabilidad social 
corporativa Alejandro Jiménez a los contratistas. 
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Dos camionetas de placas RCZ 408 y UFX 968 al servicio de 
la multinacional petrolera fueron colocadas de manera inten-
cional, bloqueando el paso de todo tipo de vehículos en el ki-
lómetro 114, generando con ello un monumental trancón que 
tiene represados más de 500 vehículos (Comunicado USO- 25 
de julio de 2011).

El tres de agosto de ese año, se estableció una mesa de diálogo so-
cial encabezada por el vicepresidente de la República, que contó con la 
presencia de voceros de la comunidad y líderes sindicales designados 
por los trabajadores; en ésta se presentaron ocho agendas temáticas que 
contenían 115 puntos de trabajo que debían ser resueltos con los agentes 
gubernamentales y las empresas petroleras. Durante este período, se 
afiliaron a la USO aproximadamente 3000 trabajadores, quienes movi-
lizados por los acuerdos suscritos entre la empresa, la comunidad y el 
sindicato, decidieron ejercer su derecho de asociación, esperando que 
la compañía no tomara reprimendas en su contra.

El 5 de agosto la Unión Sindical Obrera intento ingresar a Campo 
Rubiales a entregar el balance de la mesa de diálogo que había tenido 
lugar pocos días antes, ante lo cual funcionarios de seguridad de Pa-
cific Rubiales junto con el Ejército Nacional cavaron una zanja en la 
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vía que conecta Puerto Gaitán con la vereda Rubiales, con el fin de 
impedir nuevamente el acceso a los líderes sindicales. Esta comitiva 
estaba acompañada por un representante la Federación Estadounidense 
del Trabajo y el Congreso de Organizaciones Industriales (AFL-CIO, 
por sus siglas en inglés).

En los días sucesivos continuaron las protestas en contra de la ex-
clusión de la mano de obra local y los despidos de trabajadores que 
habían participado en las manifestaciones, para lo cual la multinacio-
nal argumentaba la terminación de la obra para la cual habían sido 
contratados;4 este último punto había sido ampliamente tratado en el 
acuerdo suscrito entre la USO y la Compañía Pacific Rubiales, con el 
fin de darle salida a las protestas en el municipio.

Simultáneamente, los senadores Jorge Robledo, Maritza Martínez 
y Félix Varela, lideraron un debate ante la comisión quinta del Senado, 
denunciando públicamente las condiciones laborales de los empleados 
de campo rubiales, de las empresas contratistas y de la subsidiaria de la 
compañía canadiense Metapretroleum Corp.

Jornadas agotadoras hasta de 49 días seguidos, cuando la nor-
ma establece que deben ser 21 días, hacinamiento en carpas, 
falta de agua, mala alimentación, insalubridad, servicios sani-
tarios antihigiénicos, bajos salarios, contratos precarios y trato 
degradante, hacen de los campos petroleros Rubiales, Pirirí y 
Quifa, localizados en Puerto Gaitán, Meta, más un campo de 
concentración que un sitio de trabajo, denuncio el Senador Jor-
ge Robledo en el debate a los ministros de Minas y de Protec-
ción y al presidente de Ecopetrol sobre las condiciones de vida 
en la trasnacional canadiense Pacific Rubiales y la española 
Cepcolsa, socia de Ecopetrol5. (Boletín de Prensa 24 de Agosto)

4.	 El 22 de Agosto de 2011, la USO envía un oficio a la Viceministra del 
Ministerio de Protección relacionando los nombres de tres líderes sindicales 
a los cuáles se les había terminado el contrato argumentando la terminación 
de la obra para la cual habían sido designados. 

5.	 Puede consultarse en el siguiente Link: http://alpha.congresovisible.org/
agora/post/enclave-colonial-de-pacific-rubiales-campo-de-concentracion-
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Después de este evento público, donde asistieron además de los in-
tegrantes de la Comisión, el presidente de Ecopetrol y algunos traba-
jadores, se levantó en Puerto Gaitán una nueva manifestación popular 
en el mes de septiembre, en la cual nuevamente se denunciaba la vio-
lación permanente de los derechos laborales, el incumplimiento de los 
acuerdos firmados en el mes de agosto y el irrespeto de las garantías 
sindicales contraídas por parte de la Compañía, quien despidió y vetó 
de la compañía parte de las movilizaciones6.

Transcurrido más de un mes de lo acordado, no se ha obtenido 
resultado alguno en las conversaciones, lo que ha motivado des-
de ayer 19 de septiembre, se han reanudado las protestas en toda 
la zona. (Comunicado publicado el 20 de septiembre de 2011 
por la Central Unitaria de Trabajadores).

Dichas manifestaciones se fueron tornado cada vez más tensas, has-
ta el punto de convertir la cabecera urbana de Puerto Gaitán en un cam-
po abierto de batalla entre la comunidad y la fuerza pública, situación 
cuyo desenlace fue la militarización de las calles y barrios. Entre las 
demandas de la comunidad estaban la no dilatación de los compromi-
sos que habían sido adquiridos por Pacific Rubiales, además del respeto 
por el proceso que había tenido lugar en el mes anterior, y que había 
dado como resultado veinticuatro (24) actas donde reposaban los acuer-
dos suscritos y que hasta la fecha no se les había dado cumplimiento.

Con el fin de presionar a la Compañía Pacific Rubiales y visibilizar 
los atropellos perpetrados en contra de los empleados de los campos 
petroleros, los miembros de la mesa de negociación del municipio de 
Puerto Gaitán se trasladaron a la ciudad de Bogotá, donde se reunieron 
representantes de la CUT y la USO, con funcionarios del Gobierno Na-
cional, con el fin de tratar la situación laboral y social de Campo Rubia-
les y de instaurar una mesa de negociación alterna y complementaria a 

contra-trabajadores/2234/
6.	 Artículo “Campo Rubiales”, escrito por Alfredo Molano para el diario el 

Espectador y publicado el 25 de septiembre de 2011.
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las conformadas en el mes de agosto; ésta abordaría principalmente los 
siguientes temas7:
•	 Salarios y prestaciones de los trabajadores de campo Rubiales
•	 Garantías para el pleno ejercicio de las libertades sindicales y el 

derecho de asociación
•	 Vinculación real y efectiva de la mano de obra local del Municipio 

de Puerto Gaitán
•	 Naturaleza de los contratos, relativos al tema de la estabilidad laboral
•	 Población en condición de debilidad manifiesta
•	 Reintegro del personal que haya sido desvinculado de las empresas 

contratistas a su servicio, después del 19 de julio de 2011, de acuer-
do con lo establecido anteriormente.
El 7 de Octubre se dirigieron al municipio de Puerto Gaitán repre-

sentantes de la Comisión V del Senado de la República, con el fin de 
verificar las condiciones laborales de los trabajadores de la compañía 
Pacific Rubiales. Entre los días 10 y 14 de octubre, también hizo pre-
sencia en la zona la caravana humanitaria convocada por los sectores 
sociales afectados por el conflicto en el municipio y conformada por 
delegaciones de las organizaciones sindicales y otros procesos socia-
les nacionales e internacionales, con el fin de acompañar las acciones 
emprendidas por la población en contra de los abusos de la Compañía8.

A pesar de los acuerdos adquiridos durante varios meses de nego-
ciación por parte de la canadiense Pacific Rubiales con los representan-
tes del movimiento sindical, y la presión lograda por los procesos de 
movilización, el 21 de Octubre de 2011, en una maniobra estratégica 

7.	 Acuerdo firmado en la ciudad de Bogotá a los 20 días del mes de septiembre de 
2011, entre: Aurelio Iragori, Ministro del Interior (E); Mauricio Santamaría, 
Ministro de la protección social; Javier Hernán Parga Coca, asesor del 
despacho del Ministro de la Protección Social; de otra parte, Tarcicio 
Mora, presidente de la Central Unitaria de Trabajadores CUT; por la Unión 
Sindical Obrera, Rodolfo Vecino Acevedo, presidente; German Osman, 
vicepresidente, Otros.

8.	 Esta movilización conto con la participación de la USO, la CUT y 54 
delegaciones nacionales e internacionales.
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llevada a cabo por la multinacional, ésta anunció que sus negociaciones 
con la USO habían terminado, pues sus trabajadores aparentemente de-
cidieron afiliarse a un sindicato propio denominado Unión de Trabaja-
dores de la Industria Energética Nacional –UTEN-. Ante esto, quienes 
se encontraban suscritos a la Unión Sindical Obrera fueron obligados a 
desafiliarse si querían continuar laborando en la empresa, atentando en 
contra del derecho a la libre asociación y retando nuevamente la protes-
ta social, a la que se habían sumado la mayoría de los sectores afectados 
por la presencia de la multinacional en la región.

Tres días después, aproximadamente 2000 empleados decidieron 
declarar una asamblea permanente dentro de las instalaciones de la pe-
trolera, ante lo cual hicieron presencia en la zona 1700 efectivos de la 
fuerza pública, quienes presionaron la salida de los manifestantes de 
Campo Rubiales. En los días que sucedieron a dicha manifestación, 
fueron llevadas a cabo asambleas barriales en diferentes lugares de la 
cabecera municipal, contextualizando a la población acerca de las vio-
laciones sistemáticas de los derechos laborales cometidos en contra de 
los trabajadores y la población que actualmente habita en las veredas 
donde están ubicados los pozos petroleros.

El 9 de noviembre del 2011, se declaró el Paro Nacional Petrolero. 
En el departamento del Meta éste se llevó a cabo en el lugar conocido 
como el Alto de Pompeya, la protesta estuvo acompañada por represen-
tantes de la USO, miembros del movimiento estudiantil y la comunidad 
en general; durante su desarrollo, los manifestantes bloquearon de ma-
nera pacífica la vía que comunica a Puerto López con Puerto Gaitán, 
ante lo cual los miembros de la fuerza pública respondieron de forma 
violenta en el intento de disolver la manifestación, en esta ocasión los 
protestantes fueron amedrentados de diferentes maneras, que incluye-
ron la entrega de avisos que advertían que la participación activa en la 
protesta podía ser penalizada hasta con cuatro años de cárcel9.

9.	 Comunicado publicado por la Unión Sindical Obrera en su página 
Web el 9 de noviembre de 2011. http://www.usofrenteobrero.org/index.

php?option=com_content&view=article&id=2847:paro-nacional-petrolero-
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En los días siguientes continuaron las negociaciones en las ocho 
mesas de concertación sin ningún resultado tangible10; se reanudaron 
los despidos de trabajadores y la violación de los derechos laborales, 
además, de las amenazas a líderes sindicales que se encontraban en la 
región y que obligaron al retiro forzoso de la presencia de la USO.

Como se anunció anteriormente y se acaba de ejemplificar, un as-
pecto recurrente dentro de la problemática que se ha vivido en el mu-
nicipio de Puerto Gaitán, ha sido la instrumentalización de la fuerza 
pública por parte de la Compañía, la cual se ha encargado de reprimir 
las protestas de la población en reiteradas ocasiones, dando como resul-
tado constantes enfrentamientos que dejan como saldo algunos heridos 
y pérdidas materiales. Estas manifestaciones han tenido lugar, tanto en 
las instalaciones del campo petrolero como en la cabecera municipal, y 
han contado con la participación de la mayoría de sectores de la pobla-
ción –incluyendo las comunidades indígenas-.

Los acontecimientos que han tenido lugar durante los últimos tiem-
pos en el municipio de Puerto Gaitán ha sido tratados de forma muy 
distinta por parte de algunos de los medios de comunicación más im-
portantes del país. La difusión que se le ha dado a las diversas movili-
zaciones ha estado en el mayor de los casos acompañada por una clara 
estigmatización del movimiento sindical, que supone su alianza con 
grupos al margen de la ley cubriéndolo con una aureola de violencia. 
Dicho tratamiento ha estado basado en una postura de la empresa fren-
te a los conflictos en los que se encuentra inmersa, de la cual se han en-
cargado de hacer eco los medios. La postura de la multinacional ha sido 
básicamente la de víctima de la violencia de unos cuantos que intentan 
enfrentarse al progreso de la región y del país. Dentro de esta línea 
que hace eco tan sólo de las voces de clara postura victimizadora de la 

en-el-meta&catid=43:boletin-junta
10.	 Las mesas de concertación establecidas fueron: Indígena, Sector social 

(salud, educación, deporte, cultura, recreación, población vulnerable), bienes 
y servicios, medio ambiente, infraestructura vial, vivienda, programa de 
derechos humanos y mesa de concertación laboral.
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compañía, la situación ha sido tratada por algunos periódicos como El 
Tiempo, como un motín liderado por personas diferentes a los trabaja-
dores de la empresa, tal y como se expone en el siguiente artículo:

Colombia vivió tiempos de violencia y lo que pasó esta semana 
en Campo Rubiales no es una buena señal para las inversiones 
extranjeras y a la seguridad de los colombiano, de esta manera 
Ronald Pantin, presidente de Pacific Rubiales, presentó un ba-
lance de los disturbios que se presentaron en Puerto Gaitán y 
que terminaron la madrugada de hoy jueves…. Tras insistir en 
que el origen de las protestas no eran de carácter laboral, Pacific 
Rubiales no ha cuantificado los daños por las acciones violentas 
, pero en principio habló de que fueron heridas más de 16 per-
sonas, quemados 3 contenedores, 5 vehículos y una tractomula. 
La operación a esta hora del campo es normal. (Publicación del 
Periódico el Tiempo, 11 de julio de 2011).

A la izquierda protesta realizada por los trabajadores en el mes de julio de 2011 y a la derecha trabajador 
herido por el ESMAD.

Evidencia del tratamiento de guerra que se le ha dado al conflicto 
laboral en el municipio, lo constituye el hecho de que las agresiones 
del ESMAD en contra de los manifestantes han ido en aumento entre 
los meses de julio y septiembre, se denuncian ataques en contra de 
menores y mujeres sin ningún tipo de discriminación, además del uso 
de gases lacrimógenos, granadas aturdidoras modificadas con metralla 
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y balas de goma lanzadas desde helicópteros, que provocaron daños en 
carpas y vehículos, de los que luego fueron responsabilizados los tra-
bajadores. De igual forma se han denunciado casos de allanamientos y 
retenciones ilegales. Las siguientes fotografías fueron tomadas por los 
manifestantes durante las protestas realizadas.

Impactos sobre los derechos laborales de los trabajadores

En el siguiente apartado se hará referencia a aspectos referidos a 
violaciones contra los derechos laborales y libertades sindicales de los 
trabajadores de Pacific Rubiales. Esto se suma a la información corres-
pondiente a las violaciones que anteriormente se enunciaron.

Uno de los puntos más relevantes en lo que respecta a derechos 
laborales corresponde al fenómeno de la tercerización, pues la mayor 
parte de las labores que se desarrollan dentro de las instalaciones de 
la compañía se realizan por medio de trabajadores vinculados por me-
dio de contratistas. Pacific Rubiales se desprende de varias etapas del 
proceso productivo a través de empresas contratistas, quienes supues-
tamente deben asumir la responsabilidad sobre los servicios prestados 
por su cuenta y riesgo. En teoría los trabajadores que son contratados 
a través de estas empresas están bajo la subordinación exclusiva de las 
contratistas. Sin embargo, en la realidad se verifica una continua de-
pendencia de dichos trabajadores frente a la multinacional.

En esta vía, de la totalidad de trabajadores que prestan sus servicios 
en los campos petroleros de la compañía Pacific Rubiales, esta sólo 
reporta en su nómina oficial 1.500 empleados directos, mientras que 
alrededor de 12.000 más son empleados a través de aproximadamente 
600 firmas prestadoras de servicios, por medio de contratos laborales 
que atentan abiertamente contra los derechos de los trabajadores.

En cuanto a las condiciones para el acceso al trabajo, en este mu-
nicipio se verifica la existencia de una organización que se encarga 
de funcionar como una enorme bolsa de empleo, nutriendo de mano 
de obra a las contratistas y a la compañía. Se trata de ASOJUNTAS, 
en cuyo seno se reúnen las juntas de acción comunal de Puerto Gai-
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tán. Debido a la trascendencia que tiene este problema –pues, como se 
verá, no solamente se vincula con los trabajadores de la multinacional 
y de sus contratistas, sino con la población en general-, será tratado 
en el acápite en el que se tratará acerca de algunos de los impactos 
sociales. Por ahora basta decir que en dicha organización se centraliza 
todo el proceso de subcontratación de Pacific Rubiales. Es ella quien 
se encarga de registrar a todas las personas que buscan un empleo en 
el sector petrolero, para posteriormente nutrir a la multinacional y a 
sus empresas contratistas de mano de obra. Es decir, salvo para sus 
cargos administrativos y altamente especializados, todo trabajador que 
ingresa a laborar en este sector en Puerto Gaitán, lo hace por medio de 
ASOJUNTAS, que se encarga de definir, de acuerdo con los intereses 
de Pacific Rubiales, quiénes, cuándo y por medio de qué empresa, serán 
contratados los trabajadores.

Estabilidad laboral

Un hecho constante en el municipio de Puerto Gaitán, es que las 
empresas contratistas que prestan sus servicios a la compañía Pacific 
Rubiales no brindan ningún tipo de estabilidad laboral a sus trabaja-
dores; ejemplo de esto son los despidos masivos que se han presentado 
después de las movilizaciones sociales, los cuáles no se notifican ofi-
cialmente, sino que una vez que los empleados retornan a sus labores 
no les es permitido ingresar a los campos petroleros. Este hecho evi-
dencia que quienes se encargan de inhabilitar, multar y despedir a los 
trabajadores no son las empresas contratistas, sino que estas determi-
naciones son tomadas por los funcionarios de la multinacional. Se es-
tima que desde la primera protesta masiva presentada en julio de 2011 
han sido despedidos 6000 trabajadores; cabe aclarar que esta cifra es 
un estimativo y que no hay estadísticas oficiales que permitan verificar 
esta información.

Continuando con lo anterior, desde el punto de vista de la estabili-
dad laboral, se constatan altos niveles de rotación de mano de obra. La 
mayor parte de la contratación se realiza por 4 meses. En muchos casos, 
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una vez cumplidos estos períodos, se presentan rotaciones de personal 
preferiblemente procedente de afuera de Puerto Gaitán. Esto puede ex-
plicarse principalmente gracias a que, después de las manifestaciones 
realizadas desde mediados del año 2011, y el consiguiente despido de 
miles de trabajadores como retaliación por su participación activa, la 
multinacional, así como las compañías contratistas, con el fin de des-
estimular el ejercicio del derecho de asociación sindical, han optado 
en primer lugar por contratar mano de obra durante cortos períodos de 
tiempo y, en segundo lugar, con el mismo fin de evitar la cristalización 
de vínculos colectivos, han iniciado un proceso de reclutamiento de 
mano de obra procedente de diferentes ciudades del país. Esta estrate-
gia parte de un presupuesto claro: mientras menos vínculos los trabaja-
dores con Puerto Gaitán y sus problemáticas sociales, y menos tiempo 
permanezcan en las empresas, menores posibilidades existirán de que 
se cree una conciencia que pueda organizarse para exigir el cumpli-
miento de los derechos básicos de los trabajadores.

Como se puede inferir, esto a su vez hace parte de un enorme pro-
ceso de depuración llevado a cabo desde el año pasado. Como se men-
cionó, desde ese momento se presentó el despido masivo de miles de 
trabajadores debido a su participación en las movilizaciones y a su ca-
lidad de sindicalistas. La compañía y las contratistas se encargaron de 
ofrecerle dos posibilidades a los trabajadores en cuestión. De un lado, 
la oportunidad de afiliarse al nuevo sindicato de la UTEN luego de 
renunciar a la USO. En caso de no acceder a lo anterior, el trabajador 
será despedido, argumentando vencimiento del contrato. En este pun-
to resalta el caso de la contratista DUFLO S.A., compañía casanareña 
especializada en la prestación de servicios de Catering, la cual desde el 
pasado mes de noviembre les ha comunicado a cientos de trabajadores 
pertenecientes al sindicato de la USO que no continuarán laborando 
para ella a partir del momento en el que se venzan sus respectivos con-
tratos, pues próximamente se dará por terminado el convenio entre la 
empresa y Pacific Rubiales. Ahora bien, el asunto reviste una mayor 
gravedad de la que en un principio podría pensarse. De una parte, la 
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contratista –sin vencerse aún los términos de los contratos de trabajo- 
les ha impedido a cientos de trabajadores que accedan a sus puestos de 
trabajo desde el pasado mes de noviembre –a pesar de continuar pagán-
doles sus salarios-, en una clara muestra de discriminación por motivos 
de pertenencia a un sindicato. En segundo lugar, los preavisos les fue-
ron enviados tan sólo a quienes hacían parte del sindicato de la USO y 
decidieron no vincularse al nuevo sindicato de la UTEN. Además, esta 
empresa ha continuado con la vinculación de trabajadores a pesar de la 
supuesta terminación de su convenio con la multinacional canadiense, 
lo que refuerza más la idea de un proceso selectivo de discriminación 
sobre los miembros del sindicato de la USO.

En algunas de estas empresas, los contratos ofrecidos al personal 
que ocupan las plazas disponibles para mano de obra no calificada, 
son en general firmados a un (1) mes, algunas contratistas someten a 
los empleados a un periodo de prueba, tiempo que no es remunerado y 
que además no garantiza la inserción exitosa de este trabajador a dicha 
empresa.

Jornadas, salarios y afiliación al Sistema de seguridad social

Sumado a esta situación, estos contratos recurren a la modalidad de 
trabajo 21/7, que equivale a 21 días consecutivos de trabajo y 7 días de 
descanso remunerado; sin embargo, se han reportado casos de trabaja-
dores que no han recibido remuneración del descanso al que por ley tie-
nen derecho y que además, han laborado más de 40 días consecutivos 
lo que atenta contra su salud física y mental.

En teoría los contratos se hacen por 21 días de trabajo por siete 
de descanso, pero en realidad se nos liquida cada 21 días y no 
se nos paga el descanso, a pesar que nos hemos ganado su dis-
frute. (Carta dirigida al procurador general de la Nación, 25 de 
julio 2011).

Los empleados deben asumir los tiempos que se tarda el desplaza-
miento de la cabecera urbana hasta sus sitios de trabajo, que en algunos 
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casos supera las 12 horas debido a las condiciones de las vías, tiempo 
que también deben debitar de sus descansos.

Es usual en el caso de los empleados que se encargan de prestar los 
servicios de transporte y de los designados para la preparación de ali-
mentos, aseo y servicios varios – estas últimas son en su mayoría muje-
res-, que las jornadas laborales se extiendan por más de 12 horas al día, 
lo que se agrava porque estas horas extras no son reconocidas dentro 
de su salario y solamente les son canceladas 9,33 horas, bajo el argu-
mento de que este tiempo adicional a la jornada laboral regular serían 
el monto que cubriría los siete días que corresponden a los descansos.

En eléctrica Medellín por ejemplo los trabajadores deben labo-
ral en turnos de 21X7. La empresa los coloca a trabajar diaria-
mente 9,33 horas con el fin de pagar el descanso y n les recono-
cen las horas extras.
Hay los denominados conductores relevantes (de empresas 
como ISMOCOL, J.M, TRANSTENY, ISN, INTRICON, ICC) 
a quienes se les da un trato diferente que a los permanentes, se 
les paga $40.000 por día, ellos son contratados por medio de 
cooperativas, sus horarios de trabajo son superiores a la máxi-
ma legal y no se les reconoce tiempo suplementario, su salario 
es igual sin importar el tipo de carro que manejen. (Exposición 
de motivos, pliego de peticiones de los trabajadores).

Adicionalmente, uno de los reclamos más usuales corresponde al 
cambio de manera unilateral de las condiciones de los contratos, y que 
en ciertas circunstancias llega al punto de forzar a los empleados a 
cumplir ciertas labores que no están contenidos en estos. Se le agrega 
a estos hechos el desconocimiento por parte de la Compañía de ciertos 
beneficios de los que deberían disfrutar los empleados, entre los que 
se encuentra el reconocimiento de bonos de compra que pueden ha-
cerse efectivos en algunos establecimientos comerciales, sin embargo, 
en sucesivas ocasiones estos no son reconocidos o simplemente no son 
entregados.
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Uno de los puntos más delicados en el caso de Puerto Gaitán, co-
rresponde al tema salarial pues la tabla de remuneraciones consolidada 
para contratistas y subcontratistas establecida por Pacific Rubiales es 
inferior a los salarios convencionales11 pagados por Ecopetrol, y están 
muy por debajo de la banda salarial establecida para el sector petrolero.

El salario mínimo establecido por la Compañía canadiense Pacific 
Rubiales para el año 2012, corresponde a $1.238.000, muy cercano al 
salario pagado por Ecopetrol para el año 2010, que se encontraba en 
$1.203.990, más los beneficios adicionales de los que sus empleados 
disfrutan en materia de recreación, bonificaciones, capacitaciones, as-
censos, entre otros. A pesar de que el salario mínimo establecido por 
la compañía y sus contratistas duplica el salario mínimo legal vigente 
en el país -$566.700-, debido al exorbitante incremento de los costos 
de vida en Puerto Gaitán como consecuencia de la la presencia de la 
multinacional, apenas le permite a un trabajador subsistir junto con 
su familia. Los gastos de arriendo de un pequeño espacio de 15 m2, 
cubierto por lona y con tejado de latón, sin servicios públicos, puede 
alcanzar la suma de $350.000. Igualmente los alimentos, procedentes 
en su mayoría de Villavicencio y de Bogotá, alcanzan un valor que hace 
que estos montos salariales resulten inocuos para subsistir dignamente 
en un lugar como Puerto Gaitán.

11.	 Ecopetrol establece dos tipos de tablas salariales, una corresponde a las 
remuneraciones de la nómina directiva y la otra a la nómina convencional, 
que corresponde a operarios, mantenedores y servicios de apoyo. 
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Tabla salarial consolidada para contratistas y subcontratistas 
Pacific Rubiales Energy (2012)

Categoría Salario mes Salario día Algunos cargos

1 1.238.000 41.267

Obrero no calificado
Vigilante
Auxiliar de aseo
Auxiliar de cocina
Jardinero
Mesero
Camarero
Ama de llaves

2 1.362.000 45.400

Ayudante de construcción
Conductor de vehículo liviano
Cocinero
Plomero
Guadañador

3 1.619.000 53.967

Oficial de construcción civil
Conductor de colectivo
Mecánico de maquinaria pesada
Inspector de tubería
Chef

4 1.994.000 66.467

Maestro general
Soldador
Pintor
Tubero
Capataz
Operador de carro macho

5 2.451.000 81.700

Capataz de obra civil
Soldador I
Alineador
Topógrafo
Aceitero

6 3.087.000 102.900

Capataz mecánico
Técnico electricista
Operador de sala control- 
generación eléctrica

7 3.807.000 126.900 Soldador API

Cabe aclarar que el aumento de los salarios fue logrado gracias a 
los procesos de movilización liderados por los trabajadores entre los 
meses de julio y diciembre de 2011.
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Por otra parte, es usual que algunos empleados no estén activos en 
sistema de seguridad social, pues se han presentado casos en los que 
supuestamente están cobijados por el régimen de salud y cuando han 
acudido por accidentes de trabajo sucede que la empresa nunca reporto 
la afiliación y pago de esta12.

Una de las demandas de los trabajadores es que las contratistas no 
los dejan en libertad para escoger las entidades del régimen de seguri-
dad social a las que deseen afiliarse, ni el banco donde prefieran recibir 
sus pagos. Frente a este último punto, se denunció ante la viceministra 
de Protección Social, que se habían presentado robos en las cuentas a 
las cuáles se consigna el salario, hecho ante el cual nadie había dado 
respuesta.

En razón a los continuos robos que se han presentado de las 
cuentas en las cuales la empresa consigna los salarios de los tra-
bajadores, y que han dejado a varios trabajadores sin salario y 
no hay quién dé respuesta, la empresa debe hacer la gestión con 
las entidades bancarias de Puerto Gaitán para asegurar el pago 
de los salarios, dado que la seguridad bancaria en sus cajeros es 
responsabilidad de dichas entidades. (Carta enviada a Montajes 
J.M con copia a la Viceministra de Protección Social).

Discriminación

Uno de los puntos básicos en el tema de violación de derechos la-
borales es la discriminación de las que son víctimas los empleados y 
empleadas en los campos petroleros. En el caso de las mujeres, esto 
se agudiza pues a varias de ellas se les ha cancelado el contrato por 
encontrarse en estado de embarazo; además, al interior de los campos 
se les prohíbe explícitamente establecer cualquier tipo de relación con 
personas del sexo opuesto, y muchas denuncian discriminaciones por 
razón de su apariencia física, debido a que quienes son consideradas 

12.	 Esto ocurre generalmente porque las empresas contratistas no hacen los 
pagos en los tiempos establecidos.
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más atractivas son enviadas a cumplir labores en los alojamientos des-
tinados para el personal que ocupa los cargos más altos dentro de la 
compañía.

Como se mencionó en el apartado anterior, varios trabajadores 
denuncian los malos tratos de los que han sido víctimas, y que gene-
ralmente son perpetrados por capataces y personal administrativo de 
la compañía. Además, reiteran que las condiciones de alojamiento y 
alimentación de ingenieros y funcionarios de la empresa son diferentes 
a los del resto de los trabajadores; de acuerdo con lo atestiguado por 
algunos empleados, estos gozan de salas de entretenimiento, cuartos 
privados en las mejores condiciones, dispensadores de agua, disponibi-
lidad permanente de alimentos, entre otras.

Para los obreros no hay condiciones dignas o parecidas a las del 
resto del personal directivo” (Exposición de motivos, pliego de 
peticiones).
Una vez me tocó comerme un pescado que estaba descompues-
to… pero cuando conocimos los cuartos de los ingenieros nos 
dimos cuenta que si tenían agua y unos lugares llenos de papitas 
y todo tipo de comidas (Testimonio).

Un último aspecto corresponde a denuncias contra algunas contra-
tistas que pagan un salario más alto a los trabajadores foráneos, a pesar 
de que estos realizan las mismas labores que los empleados que son na-
tivos del municipio; en este sentido la principal demanda es el respeto 
por el principio de que a trabajo igual, salario igual.

Salud ocupacional
En lo que respecta a la normatividad vigente en materia de salud 

ocupacional y seguridad industrial, se han denunciado en reiteradas 
ocasiones y por varios frentes -como fue mencionado anteriormente-, 
las circunstancias de insalubridad en la que deben vivir la mayoría de 
empleados que pernoctan en los campos. Resulta más que alarmante la 
falta de condiciones adecuadas de las instalaciones sanitarias y aloja-
mientos, la mala alimentación, la carencia de fuentes de hidratación y 
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la inexistencia de equipamientos como gimnasios y salas de televisión 
que permitan el esparcimiento de los empleados.

Equipamientos sanitarios y dormitorios dispuestos para los trabajadores en Campo Rubiales

Algo más que resulta relevante es la condición en la que se deben 
transportar los trabajadores desde la cabecera municipal a los campos 
petroleros. La distancia que separa estos dos sitios es de aproximada-
mente 190 kilómetros, recorrido que dependiendo del estado de la ca-
rretera –sin pavimentar- puede tardar hasta 12 horas; algunos de los bu-
ses y busetas no tienen las condiciones de comodidad adecuadas para 
recorrer tales distancias, pues no cuentan con un sistema de ventilación 
que impida la entrada de polvo.

En distintas ocasiones las empresas prestadoras de los servicios de 
transporte no disponen de los vehículos suficientes para la movilización 
de todo el personal, y estos deben asumir los costos de desplazamiento 
que les implica llegar al sitio de trabajo a tiempo. Además, cuando se 
presentan casos de calamidades domésticas y enfermedades que re-
quieren atención de emergencia, no existen planes de contingencia que 
faciliten el desplazamiento de los empleados desde Campo Rubiales a 
la cabecera municipal.

“Cuando vino la comisión del Senado, había una mujer muy 
enferma rogando para que la sacaran de campo Rubiales, uno 
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de los senadores decidió ceder su puesto en el avión para que 
ella pudiera llegar a la casa, cuando volvió le habían vetado la 
entrada y no la volvieron a contratar” (Testimonio 2)

Un llamado de atención sobre la situación de los empleados de 
Campo Rubiales, es la poca disponibilidad de medios para atender en-
fermedades y la facilidad con la que estas proliferan, debido básica-
mente a las condiciones de insalubridad en la que se encuentran las 
instalaciones que habitan. Esta situación se agrava con la dificultad 
de transporte y la poca capacidad que tiene el hospital municipal para 
atender emergencias relacionadas con accidentes que puedan ocurrir 
en los campos petroleros, ya que este sólo cuenta los medios para brin-
dar servicios de salud de primer nivel.

Violación a las libertades sindicales

Por otro lado, come se vio anteriormente, la compañía Pacific Ru-
biales ha atentado sistemáticamente y mediante la utilización de di-
versas estrategias –que van desde el uso de presión psicológica hasta 
el abuso de violencias simbólicas y físicas- contra el derecho de los 
trabajadores a la libre asociación sindical. Las movilizaciones que se 
han generado en torno a la denuncia de la violación de los derechos 
laborales, en las que han participado trabajadores sindicalizados y no 
sindicalizados, han sido categóricamente estigmatizadas y ha sido co-
tidiano que se tomen represalias –despidos, vetos, presiones- en contra 
de quienes participan en ellas.

Las denuncias realizadas por los trabajadores y de la comunidad 
han recaído por ejemplo en hechos como el bloqueo de vías para impe-
dir la llegada de los líderes a los campos petroleros; la prohibición de 
transito por carreteras nacionales; el tratamiento de guerra que se le ha 
dado al conflicto laboral y que pretende negar la existencia de este; la 
prohibición expresa de la multinacional a los trabajadores para ejercer 
el derecho a la libre asociación; la negación y el irrespeto de los acuer-
dos suscritos entre la compañía y los líderes sindicales; la imposición 
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de un sindicato específico –como se nombró en apartados anteriores- y 
los despidos masivos sin justificación alguna de trabajadores sindica-
lizados.

Además de estos hechos, la Compañía ha intentado demeritar la 
participación de la USO en los procesos de resistencia y negociación en 
Puerto Gaitán, señalando en algunos de sus comunicados que ésta ha 
obligado a los trabajadores a cesar sus actividades, violándoles supues-
tamente su derecho al trabajo; Pacific Rubiales ha denunciado que los 
líderes sindicales han ingresado a las instalaciones de la compañía con 
escoltas armados, violentando las medidas preventivas de seguridad. 
Esto se aclara si simplemente se tiene en cuenta, como es previamente 
conocido por la empresa, que las camionetas blindadas y las medidas 
de seguridad son provistas por el Ministerio del Interior y de Justicia 
para la protección de los miembros de los sindicatos.

La situación de presión para los trabajadores de la compañía se 
torna aún más delicada debido a la presencia de grupos paramilitares 
en el municipio, lo que ha acarreado repercusiones en el movimiento 
sindical. Ejemplo de esto fue lo sucedido el 3 de mayo de 2010, cuando 
Rodolfo Vecino, presidente de la USO y líder destacado por su partici-
pación activa en los procesos de denuncia en Puerto Gaitán, recibió en 
su cuenta de correo personal algunas amenazas de muerte contra él y 
su familia, anunciándole que estaba dentro de la lista negra que había 
entregado el exjefe de informática del DAS y “Que le daban 48 horas 
de plazo para que se fuera del país”.

Otros líderes han denunciado amenazas e intimidaciones por parte 
de miembros de grupos al margen de la ley, además, de las constantes 
presiones ejercidas por parte de miembros de las fuerzas armadas del 
Estado como los allanamientos a la morada de algunos líderes, lo que 
los ha obligado retirarse de la zona.
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Tabla 1. Violaciones a la vida, libertad e integridad personal cometidas contra 
sindicalistas de la USO-Puerto Gaitán, 2009-2012 (mayo 30)

Año/Tipo de violación 2009 2010 2011 2012 Total general

Amenazas 1  - 2 -  3

Atentado con o sin lesiones -  1  - -  1

Detencion arbitraria -   - 1   1

Hostigamiento -   - 8 1 9

Total general 1 1 11 1 14

Tabla 2. Violaciones a la vida, libertad e integridad personal 
cometidas contra sindicalistas de la USO-Puerto Gaitán, 

según tipo de sindicalista, 2009-2012 (mayo 30)

Tipo de sindicalista Casos Porcentaje

Dirigente sindical 12 85,71

Trabajador de base 2 14,29

Total general 14 100,00

Ante las deterioradas condiciones laborales de los empleados de 
la compañía Pacific Rubiales, se estableció inicialmente una mesa de 
negociación entre los líderes sindicales de la USO y los funcionarios de 
la compañía y a nivel comunitario, se articuló con la mesa laboral en 
donde participan representantes de Asojuntas, la veeduría ciudadana, 
la Personería y trabajadores de la localidad. El proceso de negociación 
a nivel sindical como se mencionó en apartados anteriores, culminó 
con la negación e incumplimiento por parte de los directivos de Pacific 
Rubiales de los acuerdos contraídos entre ambas partes, el despido de 
los trabajadores que se hallaban afiliados a la USO y el establecimiento 
de un nuevo sindicato.
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Principales impactos sociales de la presencia de la multinacional ca-
nadiense Pacific Rubiales en el municipio de Puerto Gaitán, Meta.

Uno de los puntos más delicados en lo que respecta a las impli-
caciones sociales que trajo consigo el establecimiento de la actividad 
petrolera en la región, refiere a las condiciones de vida de la población 
oriunda del municipio. En este sentido, con el crecimiento progresi-
vo de la producción de crudo pesado llego el aumento de la población 
proveniente de otros municipios del país, que en busca de empleo mi-
graron hacia Puerto Gaitán a ofrecer principalmente mano de obra no 
calificada; en cuanto a esto, no existe un dato oficial de la población 
flotante que ha migrado al municipio y que según el pliego de peticio-
nes elaborado por la mesa de derechos humanos oscila alrededor de las 
6.000 personas.

Construcciones en el Barrió Villamalia, Puerto Gaitán. Cualquier persona que pretenda arrendar uno de 
estos espacios para vivir, se ve obligada al desembolso de cerca de $350.000 mensuales.

Esta situación es empeorada por el desplazamiento forzado del que 
es víctima el departamento del Meta, que trajo consigo más de 350 
familias en condición de desplazadas13. Ambos fenómenos han pro-
piciado el aumento desmesurado de los costos de vida en la región y 
han disparado el número de áreas que hoy se constituyen como zonas 

13.	 Pliego de peticiones, Mesa de derechos humanos del Municipio de Puerto 
Gaitán. 
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de invasión. Uno de los barrios más conocidos de Puerto Gaitán es Vi-
llamalia, en la que se ubica una porción representativa de la población 
flotante, que ante la poca disponibilidad de vivienda, ha optado por 
la adecuación de pequeños espacios construidos con materiales como 
lona, madera y material reciclado, que se arriendan al público por un 
precio que ronda los $350.000 mensuales.

Una de las salidas planteadas para este problema, es el fortaleci-
miento de una caja de compensación local, que administre los aportes 
hechos por la compañía por cuenta de sus trabajadores y así inicie pla-
nes de vivienda, además de obras de urbanismo y embellecimiento14. 
A pesar de esto, este tipo de acuerdos se constituyen en una precaria 
propuesta para darle solución a la situación, principalmente por la falta 
de estabilidad laboral que padecen los trabajadores y que les impide 
establecerse, lo que se ve agravado por la insuficiencia de los ingresos 
que perciben y la carencia de políticas públicas claras en lo que respec-
ta a este tema.

En esta misma vía, es necesario exponer que sumado al alto costo 
de los arriendos, se encuentran los gastos en servicios públicos y ali-
mentación; como se mencionó nteriormente y de acuerdo con testimo-
nios recopilados durante el trabajo de campo, la adquisición de los pro-
ductos de la canasta básica familiar tiene un valor de aproximadamente 
$500.000 mensuales para un hogar constituido por tres personas. Si 
esto se compara con los salarios que percibe la mayoría de trabajadores 
del sector petrolero, que se corresponden a $1.238.00015, se puede infe-
rir que estos ingresos no son suficientes para garantizar unas condicio-
nes de vida adecuadas para ellos y sus familias.

Por otro lado, retomando un punto tratado en el acápite anterior, 

14.	 Acuerdo de trabajo entre la comunidad de Puerto Gaitán representada 
por las mesas de concertación indígena, sector social, bienes y servicios, 
infraestructura vial de una parte, y la empresa Pacific Rubiales Energy en 
calidad de operador de los bloques Rubiales, Quifa y Pirirí.

15.	 Salario para nivel 1 mano de obra no califica. Tabla salarial consolidada para 
contratistas y subcontratistas Pacific Rubiales Energy, 
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uno de los mayores debates ha girado en torno a la disponibilidad de 
empleos para la población nativa del municipio, para lo cual se esta-
bleció que la contratación de mano de obra no calificada se haría a 
través de ASOJUNTAS, que es la organización que recoge los procesos 
barriales de las juntas de acción comunal. Para facilitar este proceso 
y hacerlo más eficiente, se diseñó el registro único de mano de obra –
RUMO-, que corresponde a un listado de personas que son certificados 
por los presidentes de las JAC como residentes de los diferentes barrios 
y veredas del municipio.

Sin embargo, este sistema ha sido denunciado por los habitantes de 
Puerto Gaitán debido al cobro de cuotas que las personas que desean 
trabajar deben pagar para ser inscritas en el RUMO y ser remitidas a las 
empresas subcontratistas de la compañía, esta situación ha empeorado 
la tensión social que viven los pobladores del municipio y ha demerita-
do la reputación de la institución en cuestión.

Lo anterior fue denunciado a través de diferentes medios de comu-
nicación nacional y local, como se muestra en la siguiente publicación:

Esta protesta puso al descubierto graves denuncias por el su-
puesto cobro que se les estaría haciendo a trabajadores foráneos 
para incluirlos en la lista que el Comité Empresarial, creado 
por las juntas de acción comunal, y la cual se entrega a las pe-
troleras con los nombres del personal que deben contratar. Las 
fuentes consultadas coinciden en que desde el año pasado hay 
supuestos cobro de ‘peajes’ de hasta 400.000 pesos por incluir 
un nombre en el Rumo, los cuales, al final, figuran en los lis-
tados en detrimento de la contratación de personal gaitanense. 
(Periódico El tiempo, 10 de Agosto de 2009).

Los niveles de corrupción que tienen por han alcanzado diversas 
esferas tanto públicas como privadas, tanto de Puerto Gaitán como de 
Villavicencio “En ese negocio estarían algunos líderes comunales, au-
toridades indígenas y hasta políticos, incluso, de Villavicencio”16. El 

16.	  
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valor que debe cancelar cada persona que desee trabajar en campo Ru-
biales depende de las circunstancias en las que se encuentre, de la per-
sona a la que le tenga que hacer el pago y sobre todo del tipo de trabajo 
del que se trate. Al respecto, en el diario El Tiempo una de las personas 
afectadas con esta situación manifestaba “El valor depende del cargo. 
Si es para obra, 300 mil o 400 mil, y si es en el taladro, en producción o 
en tratamiento de aguas, que son mejores sueldos, hasta 600 mil”. Óscar 
Ospina, representante de la comunidad, señala que en el RUMO hay 
7.310 inscritos, de los cuales solo 1.387 son nativos, y de estos 390 son 
mano de obra calificada. «El resto proviene de diferentes regiones del 
país», asegura Ospina, manifiesta que existe «una bolsa oscura, negra, 
que manejan algunos presidentes de juntas, gobernadores indígenas y 
hasta candidatos del Concejo del municipio y de Villavicencio».

Ahora bien, en lo que respecta a la oferta formativa del municipio, 
se esperaría que el sistema educativo local promocionara la formación 
de sus bachilleres en áreas afines a las actividades económicas predo-
minantes en la región, lo cual no sucede, ya que en Puerto Gaitán no 
existen programas de formación técnica y profesional que faciliten la 
inserción laboral de la población económicamente activa, lo que dismi-
nuye las posibilidades de emplearse como mano de obra calificada y así 
obtener mejores ingresos salariales.

Otro importante efecto del establecimiento de la multinacional pe-
trolera en Puerto Gaitán, ha sido el abandono de las actividades agrí-
colas y pecuarias en la región; una gran cantidad de campesinos han 
decidido vender sus propiedades y trasladarse al casco urbano en busca 
de oportunidades laborales en el sector petrolero, lo que ha ocasionado 
un aumento de los niveles de desempleo17.

Con respecto a los puntos mencionados a lo largo de este apartado, 
vale aclarar que no hay disponibilidad de estudios y estadísticas oficia-

17.	 Para el año 2004, la tasa de desempleo municipal se encontraba en 
30,88%, cifra encontrada en la última publicación hecha por la Dirección 
de Estadísticas y Estudios de la Secretaria de Planeación Municipal del 
Departamento del Meta. 
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les que permitan puntualizar aspectos como tasas de desempleo, pobla-
ción migrante, tasas de desplazamiento forzado, déficit educativo y de 
vivienda, entre otras, por lo que se debe aclarar que todo lo relacionado 
en este informe fue extraído del trabajo de campo realizado y algunas 
fuentes de información secundaria.

Comunidades indígenas

La etnia indígena en el Municipio de Puerto Gaitán, representa 
aproximadamente el 42,2% del total de la población; a pesar de que ha-
cen presencia tres pueblos indígenas en la región –Sikuanis, Piapocos 
y Sálibas-, son las comunidades Sikuanis quienes conforman el grupo 
con mayor influencia en la zona del Orinoco. Los resguardos que se 
ubican en el municipio de Puerto Gaitán se encuentran en la siguiente 
tabla, que además contiene el área de cada uno, el número de comuni-
dades que los habita y la etnia específica a la que pertenecen:

Resguardos indígenas ubicados en el Municipio de Puerto Gaitán, área de 
cada resguardo, número de comunidades, etnia específica y total de población 

indígena en cada resguardo.

Resguardo Area (has) Comunidades Etnia Población 

Wacoyo 8.050 5 Sikuani 977

Corozal Tapaojo 10.300 5 Sáliba y Piapoco 1.160

Awaliba 20.795 4 Sikuani 1.564

Vencedor Pirirí 40.000 3 Sikuani 670

Domo Planas 37.925 15 Sicuani 1.160

Iwiwí 2.000 1 Sicuani 230

Walianae 4.652 1 Sikuani 152

Unuma 150.000 15 Sikuani 2.030

El Tigre 22.500 14 Sicuani. 1.650

Total 296.222 63 3 9.593

Fuente: Plan de desarrollo 2008-2011
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Estas comunidades mucho antes del establecimiento de la actividad 
petrolera en la región, se dedicaban principalmente a la caza y la reco-
lección de alimentos, de tradición nómada migraban constantemente 
en busca de frutos y animales para su supervivencia; la siembra y el es-
tablecimiento de una vida sedentaria no era posible debido a las adver-
sas condiciones del terreno, que demanda una gran cantidad de trabajo 
para la adecuación y posterior ubicación de cultivos, combinado con 
las altas temperaturas que ocasionan constantes incendios forestales, lo 
que hacía y hace a las actividades agrícolas poco atractivas.

Con el paso del tiempo, la llegada de colonos a la zona y la delimi-
tación y el establecimiento de resguardos, estas comunidades comen-
zaron a establecer cultivos de maíz, plátano, yuca, ají, ñame, batata 
y caña de azúcar, sin demeritar su vocación hacia la caza y la pesca. 
Actualmente, en las zonas donde se ubican estos resguardos no hay 
cobertura de servicios públicos, por lo que el recurso hídrico necesario 
para realizar las labores cotidianas, surge de los “Moriches o moricha-
les”, que son básicamente una palma que crece donde sus raíces estén 
bajo el agua o en suelos con alta humedad.

Por otro lado, la comunicación establecida entre las comunidades 
indígenas de la zona y los pobladores del casco urbano era relativamen-
te escasa, debido a las considerables distancias entre las veredas y el 
epicentro urbano, y aunado con las deficiencias de transporte que han 
impedido la interacción entre los diferentes grupos poblacionales que 
constituyen la sociedad gaitanesa.

Otra condición de estas comunidades indígenas, es que existe un 
alto índice de analfabetismo funcional que en gran parte obedece a las 
diferencias culturales que los separan de la sociedad occidental y por 
otro lado a la poca cobertura de las escuelas, que además, poseen un 
enfoque etno-educativo bastante deficiente.

Las formas de organización indígena son bastante tradicionales, 
pues son de descendencia patriarcal, organizados en grupos regionales 
y agrupados a través de la figura del resguardo; al interior de este existe 
un Cacique, que en algunas ocasiones es el médico tradicional. A los 
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caciques también se les denomina gobernadores y se escogen entre los 
varones mayores de edad. Históricamente, esta zona ha estado perma-
nentemente bajo el dominio de las guerrillas de la FARC, por lo que 
estos grupos están condicionados tanto por los intereses de este actor 
como de las compañías petroleras.

Con respecto a estas últimas, se puede decir que la extracción y 
exploración petrolera en el municipio, se desarrolla principalmente a 
las áreas correspondientes a los resguardos indígenas Vencedor Pirirí 
y El Tigre, sin dejar de lado sus afectaciones sobre los demás; por esta 
razón, la compañía se ha visto obligada al establecimiento de mesas de 
concertación con estas comunidades, a quienes ofreciéndoles servicios 
de los que no disponían, convencieron de permitirles realizar activi-
dades petroleras en sus tierras, sin conocer los impactos ambientales, 
sociales y culturales, que estas actividades traerían consigo.

Debido al establecimiento de la actividad extractiva y las pruebas 
sísmicas necesarias durante las labores de exploración de petróleo, 
gran parte de las fuentes de agua se han contaminado o extinguido 
del todo, ocasionando dificultades para el mantenimiento de cultivos 
y obligando a algunos animales a migrar a otras zonas, disminuyendo 
ferozmente la abundancia de ciertas especies, principalmente en el caso 
de la pesca artesanal. En consecuencia, las condiciones necesarias para 
garantizar la seguridad alimentaria de esta población se han visto ata-
cadas por la presencia de la multinacional canadiense, lo que se refleja 
en los altos índices de desnutrición de niños y adultos en las zonas don-
de están ubicados los campos petroleros. En una publicación hecha por 
la revista Semana se pone en evidencia la condición de los niños de las 
comunidades sikuanis afectados por la presencia de la petrolera Pacific 
Rubiales en la región:

“Nos los traen cuando ya prácticamente no hay mucho que ha-
cer”, dice un médico. “Vienen con el ‘signo de bandera’, que 
es el pelo parado y que se quiebra y cae fácilmente; la piel es 
áspera y de escamadura, llegan pesando cinco u ocho kilos, ya 
ni sostienen la cabeza”, agrega otro funcionario de la misión 
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médica. El caso más reciente ocurrió el 11 de septiembre. Era 
un bebé de once meses que al poco tiempo de llegar falleció con 
un diagnóstico inadmisible en pleno siglo XXI: anemia severa. 
No tenía ni una gota de sangre en los órganos y estaba total-
mente pálido.
Santiago Ramírez, presidente de una comunidad indígena de 90 
familias sikuanis que malviven asentadas en la cabecera urbana 
de Puerto Gaitán, explica que en el pasado su etnia era nómada 
y que con la llegada de las empresas petroleras y agroindus-
triales perdieron la libertad y el medio ambiente se contaminó. 
Ahora son sedentarios y no tienen terrenos aptos para cultivar. 
“Los niños son los más fregados porque no hay comida. En to-
dos los resguardos hay hambre”, dice Ramírez. Algo semejante 
explica la mesa indígena…. explican que la contaminación de 
las fuentes de agua y la tierra dificulta la caza, la pesca y el 
cultivo alimentos; “por ello se nos presentan severos problemas 
de desnutrición, especialmente en la población infantil”. Y tam-
bién ratificó ese razonamiento a Semana el director de Pastoral 
Social, que conoce la zona desde años atrás.” (Publicación de la 
Revista Semana, 24 de septiembre de 2011)

Esta situación es empeorada por la lejanía de las veredas, la falta 
de transporte y el difícil acceso a los servicios de salud; como es de 
esperarse, ante esta situación la comunidad ha comenzado a denunciar 
la violación de sus derechos y a pesar de que la gran mayoría de indí-
genas manejan su propia lengua, se han vinculado parcialmente a los 
procesos sociales y comunitarios en contra de los atropellos cometidos 
por la Pacific Rubiales en el municipio de Puerto Gaitán.

En este sentido, dentro de las mesas de negociación establecidas 
entre la compañía, la comunidad en general y los trabajadores, existe 
una mesa independiente con el fin de concertar asuntos relacionados 
específicamente con las comunidades indígenas. Entre los acuerdos ad-
quiridos por la compañía estaban la construcción de escuelas, hospita-
les y la adecuación de carreteras y consecuentemente un sistema básico 
de transporte entre las veredas y el casco urbano. Sin embargo, estos 
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no han sido cumplidos, lo que ha llevado a que el movimiento indígena 
se articule con más fuerza y a su vez lideren acciones particulares para 
reclamar el respeto por los acuerdos suscritos.

Por último, es importante mencionar que además de las afectacio-
nes causadas sobre el territorio, una de las implicaciones sociales y 
culturales más importantes corresponde a la pérdida de los valores que 
sustentan las relaciones entre los miembros de los resguardos. Con la 
llegada de la compañía y el establecimiento de la actividad petrolera, 
se dispuso que ésta debía generar puestos de trabajo para la población 
oriunda de las veredas, lo cual se cumplió parcialmente y tuvo eco en 
las formas de vida tradicionales, que entraron a ser mediadas por el sis-
tema monetario que era completamente nuevo para estos grupos. Una 
vez la compañía dejó de contratar mano de obra indígena, algunas de 
estas comunidades decidieron migrar al casco urbano en busca de nue-
vas fuentes ingresos y a la espera de ser recontratados, lo que actual-
mente se traduce en un gran número de indígenas ubicados en la zona 
periférica del área urbana del municipio, que no cuenta con servicios 
públicos y además no tiene espacio suficiente para el establecimiento 
de cultivos o zonas cercanas donde cazar animales.

Hoy en día, un importante porcentaje de indígenas viven en con-
diciones deplorables y carecen de los medios para garantizar su sub-
sistencia; muchas de las mujeres han decidido ejercer la prostitución y 
algunos jóvenes se encuentran empleados en trabajos mal remunerados 
y de baja calidad. Las comunidades indígenas en el caso de Puerto 
Gaítan son uno de los grupos poblacionales más afectados con el cre-
cimiento de la producción petrolera, que amenaza sus territorios, su 
seguridad alimentaria y por ende, su derecho a la vida.

Estudio de caso: Marmato y la Gran Colombia Gold
Impactos sociales de la presencia de capital canadiense

Desde el punto de vista de los impactos sociales, culturales y eco-
nómicos que se han derivado de la inversión de capital canadiense en el 
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municipio de Marmato, pueden señalarse tres grandes momentos; cada 
uno de ellos presenta unas características particulares, así como unas 
afectaciones precisas y bien definidas. Sin embargo, a pesar de estas 
diferencias, es pertinente aclarar desde ahora, que dichos momentos 
han tenido una sola constante: la búsqueda de manera impositiva de un 
proyecto de explotación a cielo abierto en la Zona Alta. Esta intención, 
permanente a lo largo de los últimos años, ha acarreado innumerables 
cambios en la dinámica poblacional del municipio, que serán expuestos 
a lo largo de este apartado.

A partir de lo anterior, el estudio de los impactos sociales se divi-
dirá de acuerdo con estos tres momentos. El primero, caracterizado 
por la llegada de Mineros de Caldas, subsidiaria de la multinacional 
canadiense Colombian Goldfields; el segundo, marcado por la presen-
cia en la zona de “Medoro Resources” y, en tercer lugar, se analizará la 
dinámica actual, a partir de la adquisición de algunos títulos mineros 
de la Zona Alta del Municipio por parte de la “Gran Colombian Gold”, 
que han dado pie para que actualmente se encuentre realizando labores 
de exploración y explotación.

En este apartado, las principales variables socio-económicas que 
se tendrán en cuenta son: Tasa de desempleo, aumento de los costos 
de vida de la población, migraciones, accionar de grupos armados y 
bandas criminales, quebrantamiento del tejido social, percepción por 
parte de la comunidad de las instituciones del Estado, planeación del 
Municipio a partir de los intereses de las multinacionales, tratamiento 
del tema por parte de los medios de comunicación, entre otros temas no 
menos importantes.

Breve recuento de la llegada del capital canadiense al Municipio de 
Marmato

La presencia de capital canadiense en el municipio de Marmato, 
departamento de Caldas, se remonta a la década de 1980. Para el año 
2001, la compañía Mineros Nacionales –de propiededad de la multina-
cional Colombian Goldfields- es vendida a Mineros de Antioquia. Este 
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retiro de las inversiones en la zona respondía supuestamente a la falta 
de rentabilidad del proyecto minero. De esta forma, Mineros Naciona-
les, pasaba a ser propiedad 100% de empresarios locales.

“Mineros de Antioquia […] adquiere a Mineros Nacionales, de 
la cual asume el 100% del poder accionario, después de haber 
comprado por $500 millones la participación que tenia la cana-
diense Colombian Goldfields.” (El Colombiano, 9 se septiembre 
de 2009)

De acuerdo con los hallazgos realizados durante el trabajo de cam-
po y el material bibliográfico disponible, la compañía Mineros Nacio-
nales inició labores en el año 1989 en la parte baja del cerro El Burro, 
ocupando antiguas minas explotadas por los ingleses en el siglo XVII y 
generando aproximadamente 780 empleos para personas del Municipio 
y de zonas aledañas como Supía y Rio Sucio.

En una publicación local denominada El Buen Vecino18, que data 
del año 2011, los editores exaltaban que Mineros Nacionales era un 
buen ejemplo de manejo ambiental y en materia social apoyaban pro-
yectos en la región para prevenir el consumo de sustancias psicoactivas 
en los colegios, fomentar la música y apoyar los proyectos que los po-
bladores del Municipio presentaran; también se expresaba que la em-
presa tenía planes para continuar con la explotación aurífera en la zona 
durante veinticinco años más, y avanzar en sus labores de exploración 
y explotación, siempre con la premisa de garantizar un ambiente sano, 
articulando programas y proyectos con la administración local y con-
tribuyendo al desarrollo de la región.

Durante este periodo la explotación de los yacimientos de oro pre-
sentes en el municipio no eran lo suficientemente llamativos para las 
grandes empresas extranjeras, e incluso Mineros Nacionales desarro-
llaba operaciones sin grandes perspectivas, tal y como lo evidencia el 

18.	 Dirigida, valga la aclaración, inicialmente por un equipo de comunicaciones 
de la Compañía Canadiense Medoro Resources y posteriormente por uno de 
la Gran Colombian Gold.
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artículo del El Colombiano, hecho por Gustavo León Ramírez y donde 
los directivos de Mineros de Antioquia señalaban:

A través de la Corona Goldfields se hicieron muchos contactos 
con grandes multinacionales hasta el año pasado, buscando in-
teresarlas en el proyecto de Marmato, pero no se concreto nada. 
Creo que la razón es de orden público. Tampoco es un yacimiento 
tan rico como para que una compañía extranjera asuma el ries-
go económico del negocio en sí mismo sino el riesgo del país.

Para esta época, según se constató, la presencia de capital cana-
diense en la zona no había producido mayores alteraciones en términos 
de las dinámicas poblacionales. La explotación aurífera llevada a cabo 
por la multinacional coexistía con la explotación a pequeña escala. Sin 
embargo, esta situación se vio alterada con la aparición la Compañía 
Minera de Caldas subsidiaria de la canadiense Colombian Goldfields, 
con la que, como se verá en el apartado siguiente, se evidencia una 
agudización de la situación y comienza a comprometerse la estabilidad 
de las dinámicas locales.

Primer Momento

Para el año 2005, Mineros de Caldas, otra empresa con presencia 
en esta zona, subsidiaria de la multinacional canadiense Colombian 
Goldfields y con un 25% de participación accionaria de industriales 
antioqueños, suscriben contratos de riesgo compartido con la multina-
cional surafricana Anglogold Ashanti, con el fin de realizar labores de 
exploración en el territorio que corresponde al Municipio de Marmato. 
Dichas labores exploratorias se verificaron hasta el año 200719.

Para el año 2006, Mineros de Caldas, invita nuevamente a los in-
versionistas de la Colombian Goldfields a que conozcan el proyecto 
de Marmato e incrementen su participación en un 20% o 25%20. Para 
este periodo, en la zona hacia también presencia otra subsidiaria de la 

19.	 Reporte del país Colombia, No. 07, Anglogold Ashanti, p. 3
20.	 Periódico el Mundo, 27 de septiembre de 2006
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misma multinacional denominada Mineros Gavilanes S.A, constituida 
en un 100% por capital canadiense.

Es precisamente a partir de este momento -al intensificarse la pre-
sencia de capital canadiense en la región- que se suscitan los mayores 
cambios y, tal como lo señalan sus habitantes, nace una “Nueva historia 
para Marmato”, pues es en este año cuando la población comienza a 
padecer los impactos de la entrada de este capital foráneo con todas sus 
implicaciones a nivel político, social y económico.

En la parte social la historia de Marmato se cambió, Marma-
to antes de y Marmato después del 2006, aquí Marmato todo 
transcurría normal, no había problemas de nada. En cuanto al 
trabajo, nos dábamos el lujo de darle empleo a la región. (Tes-
timonio).

Para comenzar a explicar este cambio, es importante abordar un 
estudio hecho por la Gobernación de Caldas en el año 2008, en donde 
se exponen los impactos sociales del proyecto “The Marmato Montain 
Development Project” impulsado por la Compañía Minera de Caldas.

Según el Censo del DANE del año 2005, antes de la llegada a la 
región de la compañía Minera de Caldas, la población del Municipio de 
Marmato oscilaba alrededor de los 8.145 habitantes21 y la distribución 
de esta según etnias se aprecia en el cuadro de la siguiente página.

Además, como otro aspecto demográfico relevante para este muni-
cipio, es necesario tener en cuenta la constante presencia de la pobla-
ción migrante procedente de diferentes zonas del país, quienes atraídas 
por el trabajo en las minas, se han constituido en una fracción impor-
tante de la población y que según el DANE, para el año 2005, represen-
taban el 37%. Este argumento se refuerza a través de la comparación 
de los niveles de producción de oro de la zona alta de Marmato y el 
porcentaje de población procedente de otras zonas del país; la zona alta 
es donde actualmente está ubicada la cabecera municipal, y alberga 

21.	  Estudio de los impactos sociales, Gobernación de Antioquia, 2008, p. 99.
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un alto número de trabajadores que llegan diariamente a las minas y 
que constituyen una población flotante, ya que su presencia fluctúa de 
acuerdo a la disponibilidad de empleo y procede esencialmente de las 
zonas aledañas como Supía y Rio Sucio.

Gráfico 2: Distribución porcentual de la población del Municipio de Marmato 
de acuerdo a la etnia

Indígena:17%

Negritudes:55%

Otras etnias:28%

Fuente: Censo DANE, 2005

A modo de ilustración, en el año 2005, la producción real de oro 
en gramos de la zona alta de Marmato era de 1. 228.635 y para 2006, 
cuando ingresa la compañía Mineros de Caldas, pasa a ser de 586.263 
y la población procedente de otras zonas disminuye a 24,27%.
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Tabla 2: Participación en la producción de oro de Marmato 2004-2008 y tasas 
de variación

Año Mineros 
nacionales Tasa de variación Zona alta de 

Marmato Tasa de variación

2004 671.304   564.373  
2005 736.296 9,681455794 1.228.635 117,69911
2006 807.912 9,726523029 586.263 -52,2833877
2007 712.764 -11,7770252 392.115 -33,1161953
2008 758.262 6,383319023 228.752 -41,6620124

Fuente: Ingeominas. Cálculos propios

Comparando la producción de oro con la presencia de población 
oriunda de otros municipios, y contrastándolo con entrevistas a per-
sonajes claves de la zona, se puede argumentar que la presencia de 
inversión canadiense hecha a través de la subsidiaria Mineros de Cal-
das, provocó una primera oleada migratoria, de personas que vivían en 
Marmato hacia otros lugares del país.

Esta disminución en los niveles de producción, se explica a partir 
de los hechos acaecidos con la entrada de la compañía, que se encargó 
de adquirir alrededor del 80% de las minas legales que se encontraban 
en la zona alta de Marmato y clausuro más de 7 molinos de beneficio. 
Al respecto, un lider comunitario del municipio expresa:

Compraron 84 minas de las que tenían título, en ese entonces 
había 120 y pico, ¿qué hicieron con las 84? Las cerraron todas, 
destruyeron los molinos, dejaron 833 personas desocupadas, 
no permitieron que una persona pobre o cualquier otro mine-
ro, cualquier persona que necesitara una teja se le decía que la 
comprara, las destruían, los compresores que tienen en la parte 
superior los echaban a rodar y caían cerquita de la carretera ya 
todos despedazados para venderlos como chatarra, los molinos 
los partían con acetileno, las mesas concentradoras las dañaban 
con hachas, las destruían, pero por qué, es lo que mucha gente 
pregunta, por qué? Porque a ellos no les interesa que aquí arriba 
exista nada. (Testimonio).
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Gráfico 3 y 4: Variación del porcentaje de la población oriunda de otras 
regiones Vs. Producción de oro en gramos de la zona alta de Marmato.
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El primer síntoma consecuencia de estas acciones, es una alta tasa 
de desempleo desatada por la compra de estos títulos mineros, pues las 
minas fueron cerradas y la mayoría de molinos públicos destruidos, lo 
que generó a una migración tanto de antiguos dueños de las minas a 
otras partes del país como de sus trabajadores, ya que en esta zona el 
laboreo artesanal de la minería es la principal fuente de generación de 
ingresos. Según el Censo del DANE en el año 2005, el 37,41% de la po-
blación tenía trabajo, el 27,71% estudiaba; 25,6% se dedicaba a oficios 
del hogar; el 0,8% vivía de una renta o pensión y el 1,83% registraba 
limitaciones físicas para trabajar, lo que ubicaba la tasa de desempleo 
alrededor de 6.65%.

Ya para el año 2008, solo el 13,88% de la población tenía trabajo; el 
27,28% estudiaba; el 15,8% se dedicaba a los oficios del hogar; el 1,22% 
vivía de una renta o pensión; el 1,41% reportaba limitaciones físicas 
para trabajar, lo que ubicaba la tasa de desempleo en una alarmante 
cifra de 40,41%22.

Debido a la incapacidad de los dueños de las minas restantes para 
absorber la gran cantidad de población desempleada, y a los nulos pla-
nes de contingencia por parte de Mineros de Caldas para controlar este 
fenómeno, gran parte de los trabajadores que quedaron sin una fuente 
de generación de ingresos debieron migrar hacia otras zonas del país, 
principalmente a aquellas donde también se extraen recursos naturales 
como el carbón, pero que finalmente por el desconocimiento de otro 
tipo de actividades económicas diferentes a la extracción del oro, re-
gresaron posteriormente a Marmato, constituyéndose en el cuerpo de 
una segunda oleada migratoria que se tratará en un apartado posterior.

Por otro lado, aquellos dueños de las minas que se beneficiaron 
de la venta de los títulos, se marcharon y emprendieron negocios en 
otras zonas del país. Algunos de ellos fracasaron y se vieron obligados 
a retornar. Es evidente que la burbuja de riqueza que se desató con el 
dinero circulante producto de la venta de los títulos mineros que los 

22.	  Ibíd. p. 52
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antiguos propietarios le hicieron a la multinacional canadiense, no se 
invirtió en el municipio, sino que fue a parar a otras regiones, generan-
do una crisis financiera sin precedentes, que trajo consigo el detrimento 
de la calidad de vida de los habitantes.

Inclusive muchos ni tan pequeños mineros, los medianos y otros 
se fueron a otras ciudades con lo que habían vendido, a invertir en ne-
gocios que no conocían, fracasan y aquí tuvieron que volver a trabajar 
hasta de jornaleros. (Testimonio).

La venta de estos títulos de ninguna forma se dio de forma tranqui-
la. Es necesario aclarar las circunstancias en las cuales se da la venta de 
las minas y las modalidades que utilizó la compañía Minera de Caldas 
para presionar a los dueños de estas, con el fin de que accedieran a 
negociar sus títulos. Según testimonios recopilados, la compañía lle-
gó desde un principio atemorizando a la comunidad, con un proyecto 
denominado “The Marmato Montain Development Project”, que bus-
caba la explotación a cielo abierto de la zona alta de Marmato, donde 
actualmente se encuentra ubicada la cabecera municipal. El ejercicio 
de dicha presión se centraba en argumentar ante la población ocupante 
de la zona, dueños de las minas y trabajadores, que la reubicación de 
la cabecera municipal era una prioridad, para lo cual en todo momento 
contaron con el aval del Estado.

Pero se vino concretar eso que estamos diciendo en el 2006, 
ellos hicieron unas reuniones con los mineros y decían nosotros 
venimos aquí, tenemos todo el respaldo del Estado, vamos a 
desarrollar un proyecto de minería a cielo abierto, ustedes nos 
deben vender, si no nos venden es peor para ustedes porque se 
quedan sin mina y sin plata porque el gobierno los puede ex-
propiar y ustedes verán, no queda sino esa opción o vendernos 
o con las minas que le compremos a unos por ahí explotamos 
todos y los sacamos a ustedes, mucha gente eran ingenuos y 
caían en eso.(Testimonio).

Esta presión psicológica, se vio agravada con la expedición de la re-
solución No. 1433 del 8 de mayo de 2006, donde como medida preven-
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tiva se ordena el cese temporal de las actividades en 29 minas, debido 
a la reactivación de un deslizamiento de tierra y piedras que afecto la 
zona del Manzano en la parte alta de Marmato. Sumado a esta reso-
lución, el 6 de junio del mismo año, luego de un deslizamiento que 
recayó sobre parte de la cabecera municipal -cuyos efectos destructivos 
se magnificaron por parte de los medios de comunicación- se declaró 
la situación de calamidad pública en el municipio, por medio de la cual 
se expresó la necesidad de reubicar de manera preventiva las institu-
ciones que se encontraban en el sector de La Plaza, afectado por el 
deslizamiento, entre las que se encontraban los edificios de la Alcaldía 
Municipal, el Hospital, La Personería, la Policía, el Banco Agrario y el 
Consejo Municipal.

De estas, sólo la Alcaldía y el Hospital permanecieron en la cabece-
ra municipal, mientras las demás entidades fueron trasladadas al sector 
el Llano, donde desde un inicio se había planteado la reubicación de la 
cabecera municipal por parte de la Compañía Minera de Caldas.

En el Llano está la notaría, la registraduría, la sede central de 
la policía está es abajo, el banco Agrario, el juzgado también 
se lo llevaron, se lo llevaron así de la noche a la mañana, se lo 
llevaron de noche como unos ladrones para que la gente no se 
opusiera ni nada, que porque aquí no había nada, eso fue por ahí 
en el 2007 porque yo le digo la compañía comenzó a desestabi-
lizarnos, local que fuera clave, que fuera como clave para que 
alguna institucionalidad estuviera aquí, ellos la compraban, por 
ejemplo compraron el #01:11:24-3# eso es de ellos, compraban 
las casas, las tumbaban[...] (Testimonio )

Esta situación se agudiza con la complicidad del Estado para des-
plazar la minería tradicional presente en la zona alta del municipio, 
quienes por medio de acciones de hecho impedían que los mineros se 
abastecieran de suministros, como pólvora y madera, necesarios para 
la actividad extractiva en las minas.

Los mineros inicialmente obtenían la pólvora a través de la Coo-
perativa de Mineros, que históricamente había sido la encargada de 
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comprar y revender la pólvora, pero como lo señala un artículo de el 
periódico El Tiempo del 30 de Noviembre de 2006, esto aparentemente 
cambio debido a la situación de orden público, pues el Ejercito comen-
zó a exigirle a esta entidad que los compradores tuvieran un compu-
tador para instalarles microchips y hacer el seguimiento del material 
explosivo, lo que afectaba directamente a los dueños de las minas, que 
nunca habían tenido que enfrentarse a tales exigencias.

Decididos a continuar con su tradicional forma de explotación, los 
mineros que no tenían certificados para comprar pólvora, comenzaron 
a hacer los trámites necesarios, sin embargo, los permisos les eran ne-
gados, lo que llevo a que algunos dueños de las minas, como lo señala 
enfáticamente el artículo, se vieran obligados a venderlas. Los testi-
monios recopilados durante el trabajo de campo también revelan esta 
situación:

Corpocaldas comenzó a aplicar todo lo que tenía que ver con la 
parte ambiental para que el minero vendiera, porque los marma-
teños no vendieron al principio, sino porque la dinamita no se 
la volvieron a vender la Indumina, la madera la decomisaban, la 
pasaban por todos los retenes de policía y cuando llegaba aquí, 
tome. Mucha gente se vio ahogada, asfixiada, entonces vendió, 
aprovechó, la compañía les pagaba 40 millones y vendieron por 
eso, la gente pensaba que eso era un infierno de plata hace por 
ahí 20 años, entonces la gente comenzó a vender, hubo mucha 
migración natural porque la gente se fue, la compañía compró 
las minas, compraba, las cerraba, compraban los molinos, los 
destruía, entonces eso fue, en Marmato nunca habían visto una 
crisis donde la gente no tuviera plata, donde la gente no tenía 
dónde trabajar. (Testimonio).

Las afectaciones de esta multinacional canadiense son múltiples y 
sus formas de presionar y atropellar a la población, iban hasta el punto 
de intervenir en los afluentes de agua que los mineros utilizaban para 
desarrollar su actividad extractiva y que la población empleaba para 
consumo humano, como lo señala un comunicado a la opinión pública 
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hecho por la Asociación de Mineros Tradicionales de Marmato el 29 
de Noviembre de 2011, fecha que evidencia que este tipo de presión es 
recurrente hasta el día de hoy.

Que la multinacional desde el 2005 hasta la fecha no ha cesado 
de atropellar de distintas maneras a la comunidad y precisa-
mente, en estos momentos con exploraciones que adelantan ar-
bitrariamente utilizan aguas de consumo humano contaminán-
dolas y profundizándolas como sucedido con las que surtían el 
caserío El Guayabito y también surtían la finca de los señores 
Uriel Bernal y Silvio Ramos, sucede también con las aguas de 
uso industrial pues desconectan sus conducciones como suce-
dió con las que surtían los molinos en concesión por Corpocal-
das. (Comunicado a la opinión pública, Asociación de Mineros 
Tradicionales de Marmato, Noviembre 29 de 2011)

A raíz de la compra de los títulos mineros y el cierre de las minas, 
con el consecuente desempleo que se generó a partir de estos hechos, 
comenzó a deteriorarse profundamente la calidad de vida de los ha-
bitantes del Municipio, paso de ser una zona tranquila donde el casco 
urbano era el eje articulador de las actividades sociales, culturales y 
económicas de su población, un centro histórico declarado Monumento 
Nacional y un bien de carácter nacional, a ser el epicentro de constantes 
robos y asaltos a los pobladores; según las entrevistas realizadas, fue-
ron dos años caóticos, donde las costumbres sociales y las relaciones 
que antes existían comenzaron a fragmentarse, por esta razón se habla 
de un Marmato antes de 2005 y uno después.

Dejaron mucha gente sin empleo, hubo migración laboral, se 
fue mucha gente a trabajar, la economía colapsó, comenzó la 
gente a robar, se desató los robos, asaltaban la gente, las chivas, 
eso parecía la hora de llegada, eso fue un bajón de la comunidad 
que dejó precedentes porque es que entre 2006-2008, fueron 
dos años muy caóticos, a mí me pareció porque yo como mar-
mateña que me he criado aquí yo he visto todo el desarrollo 
del pueblo y uno lo puede contar tal como es porque aquí no 
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pasaba nada, aquí si se moría una persona o la mataban era una 
hazaña…., acá no, aquí la gente pelea, pero la gente se respeta 
mucho, entre que somos hijos del mismo pueblo y que nos cria-
ron, el compartir pueblo eso hace que usted se sienta como en 
hermandad, no se sienta como que prevenido, hemos vivido en 
hermandad. (Testimonio).

Después de la llegada de la Colombian Goldfields a través de su 
subsidiaria Mineros de Caldas S.A, ni siquiera los valores culturales 
y sociales que constituían la base de la sociedad marmateña salieron 
ilesos, evidencia de ello fue el abrupto cambio en las relaciones que se 
establecían entre patronos y empleadores, la cordialidad y el respeto 
que mediaba la comunicación de estos, se perdió para dar lugar a la 
forma tradicional que regula las relaciones capitalistas; esto surge una 
vez se marchan los dueños de minas con el dinero producto de la venta 
de los títulos y los trabajadores quedan desempleados y sin medios de 
subsistencia.

Porque el patrón se sentaba a tomar gaseosa con los trabajado-
res, él conseguía lo del y le pagaba a ellos, pagaba sus insumos 
y le quedaban unos pesitos a él, ahorita no, ahorita hubo se-
paración porque aquí el único que cogió muchos millones de 
pesos fue el patrón, los trabajadores no cogieron nada, porque 
nunca les pagaron, Allí es cuando cambian las relaciones hori-
zontales, es decir de tú a tú que había entre patrón y empleador, 
cambian es a partir de la venta de las minas porque entonces se 
va el dueño de la mina con la plata y el trabajador queda jodido. 
(Testimonio 3).
La otra vez era muy normal que el patrón con todos los mineros 
tomaran juntos y el patrón era muy respetable y era el tipo bue-
na gente, humano, ahora ya no, ya los que tienen un molino son 
tipos muy aristocráticos y muy endiosados, antes el patrón era 
patrón minero, patrón todo y con el vecino de la mina y eso era 
como una familia, todo marmatense movía era como una fami-
liaridad, se rompe la relación en el 2006, ahí parte la historia de 
Marmato antes de y después del 2006. (Testimonio).
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Además de esto, la llegada de la compañía produjo un retroceso en 
los avances sociales que se habían dado en la región, pues los mineros 
consientes de la forma incorrecta en la que estaban llevando a cabo la 
actividad minera, se habían organizado y creado un manual de convi-
vencia minera, y con la compra de los títulos y cierre de las minas, se 
desintegra esta forma organizativa, prevaleciendo los intereses de la 
multinacional sobre los de una comunidad que vive principalmente de 
esta actividad económica.

Es evidente que la llegada de la multinacional canadiense trajo 
consigo múltiples afectaciones a nivel social, cultural y económico y 
estas se prolongaron incluso después de su retirada de la zona. Para el 
año 2008, anunciaron el cese de actividades, y según lo plasmado por 
los trabajadores de la misma compañía en un comunicado dirigido a 
sus directivos, el día 13 de noviembre del año en cuestión, llegaron a 
retirar los bienes inmuebles de la compañía, lo que ocasiono un gran 
caos entre los empleados, quienes se reusaron a esta medida pues se les 
adeudaban varias quincenas y estos bienes eran su única garantía para 
reclamar el respeto de sus derechos laborales.

En los días siguientes fueron despedidos alrededor de 40 trabaja-
dores, sin contar los empleados temporales, a los que se les hizo firmar 
una carta de renuncia para que les fueran pagadas sus cesantías; en el 
mes de diciembre fueron despedidos otros 10 empleados, a quienes no 
se les pago su liquidación. Finalmente la compañía se retira y queda de-
biendo quincenas atrasadas, algunas liquidaciones y dinero al comercio 
por concepto de bienes y servicios proporcionados por transportadores, 
proveedores de madera, insumos, viveres, combustibles, servicios de 
hospedaje entre otros.

Este fue básicamente el punto de quiebre de la economía marma-
teña, que no solo se vio afectada por esta oleada de desempleados que 
quedaron con el cierre de la compañía, sino con el desmembramiento 
del comercio que surgió en torno a las actividades que estas desarrolla-
ban; el comunicado evidencia claramente la situación en la que quedo 
el municipio:
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La compañía Minera de Caldas comenzó operaciones en el año 
2006 y durante la etapa de exploración proporcionó alrededor 
de 200 empleos directos a personas del Municipio y de ciuda-
des como Medellín, Manizales, entre otras; en este momento 
esta afrontando una aguda crisis financiera que afecta a los ha-
bitantes de Marmato porque además del desempleo generado 
también sufre por el dinero que adeuda la empresa al comercio. 
( Comunicado de los empleados de la Compañía Minera de Cal-
das, 13 de Noviembre de 2008).

A raíz de los constantes atropellos de la Compañía Minera de Cal-
das nacen nuevas expresiones organizativas, que buscan defender los 
intereses de la comunidad, surgen en un entorno difícil, presionadas 
por la incapacidad del Estado de proteger los intereses de la población 
y un desempleo generalizado que había deteriorado la calidad de vida 
de las personas que allí habitan.

Una de ellas es el Comité Cívico pro defensa de Marmato, que ar-
ticula representantes de la población civil que habita actualmente el 
casco urbano, algunos dueños de minas, trabajadores artesanales, co-
munidades indígenas y otros personajes interesados en la defensa del 
patrimonio de la región. Comienzan entonces una serie de reuniones 
con las diferentes entidades y acciones en contra de los proyectos de 
Minería a cielo abierto y se articula a otras instituciones mayores como 
el Consejo Regional Indígena de Caldas –CRIDEC-.

Este Comité, no solo se limita a denunciar la situación y las dife-
rentes afectaciones de las subsidiarias de la empresa canadiense, sino 
que recopilan amplia información sobre el accionar de estas, y hacen 
contactos con diferentes organizaciones a nivel nacional e internacio-
nal, de manera que se visibilice ampliamente la situación por la que 
atraviesa el municipio.

[…] desde el 2006 comenzó a fundarse el comité cívico pro de-
fensa de Marmato a raíz de que ya veíamos venir que ellos nos 
querían sacar, entonces comenzamos como 150 personas, yo 
siempre he estado ahí de metida, entonces iban personas de to-
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dos lados, un señor de la plaza principal porque se quedó allá, de 
una cafetería que esta es la hora que no lo sacaron porque ése se 
quedó allá, entonces nosotros recogimos 600 firmas en un mo-
mentico para mandárselas al comité de desastres porque lo iban 
a sacar denunciando lo que la prensa amarillista había dicho 
sobre los deslizamientos y su supuesto impacto. (Testimonio).

A continuación, se resume a través de la siguiente figura, los prin-
cipales impactos de la compra de los títulos mineros y cierre de las 
minas, llevado a cabo por la Compañía Minera de Caldas:

Figura 2: Resumen de los impactos de la compra de los títulos mineros y 
cierre de las minas por parte Compañía Minera de Caldas.
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Luego del retiro de la zona de la compañía Minera de Caldas, se 
puede decir que se presenta en Marmato una segunda gran oleada mi-
gratoria, pero esta vez el municipio es quien hace las veces de receptor 
de población. Esta ocurre cuando obligados por la necesidad, los habi-
tantes afectados por la crisis económica abren nuevamente las minas 
que habían sido clausuradas y se comienza a implementar la modalidad 
de “Guacheo”, pues las personas llegaban en las noches e ingresaban 
de manera furtiva a explotar el oro presente en las vetas, es importante 
mencionar que con este nombre se designó principalmente a los mine-
ros foráneos como se explicará posteriormente.

Por su parte, los habitantes oriundos de la zona comenzaron a rea-
propiarse de las minas que habían sido clausuradas. Nuevamente al 
municipio llegan de todas partes del país, trabajadores que se habían 
marchado con el cierre de las minas, lo que lleva a la reactivación y 
aumento de la explotación aurífera, no sin las consecuentes tensiones 
sociales; según los habitantes es con la llegada de los trabajadores forá-
neos y sus familias que comienzan a presentarse problemas de droga-
dicción, que de acuerdo a los testimonios recopilados era un fenómeno 
que no había tenido tanta fuerza en la zona.

Muchos de acá tuvieron que migrar a otras partes y allá hicie-
ron sus amistades, cuando ellos ya se vinieron para acá cuando 
abrieron las minas empezaron a traer otras personas de otras 
partes también” (Testimonio 1)
“En ese entonces vino como la codicia del oro, que Marmato... 
y llegó un poco de gente forasteros, llegó gente marihuanera, 
todos los pelados vinieron aquí aprovechando la coyuntura” 
(Testimonio 2)

En lo concerniente al “Guacheo” , es necesario exaltar que no había 
una apropiación consiente del recurso por parte de quienes lo prac-
ticaban; quienes llegaban no consideraban que eso era una fuente de 
empleo de sucesivas generaciones, sino un botín que había que agotar, 
es así como se empiezan a desplazar a los mineros tradicionales bajo 
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amenazas y intimidaciones, llegan a las poblaciones más rurales pre-
suntos miembros de grupos al margen de la ley y bandas criminales, 
que comienzan a saquear y extorsionar a la comunidad que tradicional-
mente estaba asentada en la zona alta de Marmato, lo que causo una 
gran conmoción social, que según testimonios recogidos se hizo sentir 
hasta el primer semestre de 2011.

Entonces se comenzó a producir oro como por arte de magia, 
comenzó a venir gente de todas partes, con armas y entonces ya 
toco empezar a protegerse, pues llegaron a sacar a los mismos 
marmateños, comenzaron los marmateños a sacar oro y vino 
gente de todo el país a venir aquí a sacar también y venían com-
bitos y amenazaban a los marmateños con armas, nos sentíamos 
intimidados, ya el desorden social, la gente consumia drogas 
en la iglesia, los molinos, llegaban a guachear y a consumir 
drogas, y era gente forastera que en las chivas de supía también 
robaban y amenazaban, no era con cualquier armas, eran sofis-
ticadas… entonces se tuvo que hablar, porque también estaban 
extorsionando, robando en las chivas, aquí parecía que no había 
dios ni ley, esto fue dentro del 2007 hasta el principio de 2011. 
Comenzó a mermar esta tensión cuando las minas dejaron de 
dar tanto oro, la ley se puso las pilas, haciendo requisas, las 
fuerzas especiales comenzaron a requisar, llegaron incluso pa-
ramilitares, camuflados, que se metían en la zona rural y vivía-
mos con miedo a que se apropiaran de esto, acusaron a varias 
personas de terrorismo y a pesar de esto, hay gente forastera 
pero que están trabajando.

Como lo muestra el testimonio anterior, ante estos sucesos los po-
bladores recurren a las autoridades locales, quienes en el momento de-
muestran incapacidad para controlar este fenómeno y deben solicitar 
la ayuda de las autoridades nacionales. Hoy en día, se considera que 
el problema ha sido en gran medida erradicado, en parte, gracias a que 
los habitantes de la zona alzaron sus voces de protesta a nivel nacional 
e internacional y por otro lado debido a la disminución del oro presente 
en las vetas.
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Este último punto fue un factor decisivo para la retirada de esta 
población foránea que llego a guachear a la zona, pues la minería exige 
una cantidad de inversión significativa para profundizar las minas, que 
deben ser constantemente fortalecidas con maderos para evitar que se 
caigan, y que evidentemente ellos no estaban dispuestos a asumir; es 
necesario aclarar que no todos los que llegaron de otras zonas del país 
cometieron estos delitos en contra de la población, pues algunos habi-
tan actualmente en el casco urbano y son trabajadores artesanales de 
las minas reabiertas.

Por otro lado, también es importante mencionar que parte de esta 
población flotante que llego, no contaba con recursos económicos para 
ubicarse en una residencia, sumado a la poca disponibilidad de estas a 
causa de las grandes limitaciones para construir nuevas viviendas en el 
casco urbano, por lo que deciden ocupar la infraestructura del hospital 
y la plaza que habían sido abandonadas tras el deslizamiento de lodo y 
tierra en el año 2006 y que además de estar en malas condiciones, no 
recibió ningún tratamiento, por lo menos evidente, por parte de las en-
tidades encargadas de tomar medidas en caso de desastres de este tipo.

Hay mucha gente de afuera que viene a buscar sus oportuni-
dades aquí tanto como minería, donde encuentren, la situación 
complicada en Marmato es de vivienda y no solamente de vi-
vienda sino dónde hago yo vivienda, el espacio es muy redu-
cido, entonces no encuentran otra solución sino meterse a las 
malas en esas zonas de alto riesgo que están a punto de colapsar 
pese a que los controles se hagan, no hay una forma... no se le 
puede meter aquí […](Testimonio).

En esta misma vía y debido nuevamente a la destrucción de las 
plantas de beneficio por parte de la Compañía Minera de Caldas, suma-
do al retorno de los trabajadores a las minas clausuradas, se presenta 
una demanda esperada de nuevos molinos para realizar el proceso de 
extracción del oro, por consiguiente y valiéndose de la creatividad, al-
gunos pobladores toman la iniciativa de construirlos, lastimosamente 
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sin ningún tipo de supervisión ni regulación, debido a la ausencia de las 
antiguas autoridades responsables, que fueron retiradas por el Estado 
para el año 1995 aproximadamente.

En un principio mucha gente se tuvo que ir de aquí de Marmato, 
no todos, unos se fueron. Acá se acabó el trabajo, pero de un 
momento a otro recapacitaron y empezaron a colocar molinos.. 
Ellos destruyeron 9 o 11 molinos y ya se han construido más de 
60, la gente lo ha hecho con sus mismos recursos, primero se 
habían ido para pueblos donde había minería porque el minero 
no sabe sino ser minero, entonces se habían ido para Cundi-
namarca a minas de carbón, fueron también hasta Nariño, al 
Cauca...” (Testimonio).

Hoy en día existen según los pobladores alrededor de 60 molinos, 
que durante el proceso de aprovechamiento del oro generan una gran 
cantidad de desechos, que son arrojados al medio ambiente sin ningún 
tipo de control ni supervisión, este ha sido uno de los argumentos para 
determinar que Marmato es una zona donde hay altas probabilidades 
de deslizamientos de tierra y lodo, como sucedió en años anteriores. Es 
valido mencionar, que el establecimiento desordenado de molinos tiene 
un origen en las decisiones tomadas por la subsidiaria de la multinacio-
nal canadiense, que no midieron los efectos del cierre de las minas y la 
destrucción de las plantas de beneficio con el consecuente fenómeno de 
desempleo masivo generado.

Segundo momento

Ya para el año 2009, Medoro Resources, otra empresa canadiense 
suscribe una carta de intención para comprar Mineros Nacionales y la 
totalidad de la Colombian Goldfields. Para el año 2010, esta intención 
se concreta y Medoro adquiere Mineros Nacionales por 35 millones 
de dólares. En la zona de Echandia se identifica a través de su sub-
sidiaria Croesus, que por medio de su apoderada impone un amparo 
administrativo, donde reclama que los trabajadores que se encuentran 
en las minas que habían sido comparadas y clausuradas por Mineros 
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de Caldas y reabiertas por la falta de empleo en la zona, deben ser des-
alojados.

Comienza nuevamente el proceso de compra y venta de los títulos 
de las minas y la presión psicológica sobre los pobladores, con un nue-
vo elemento adicional, y era demeritar constantemente al minero, para 
que este se sintiera avergonzado de su actividad y su forma de ganarse 
la vida, escudándose en el argumento de que contaminaban el medio 
ambiente con su estilo de extracción desordenada y el supuesto titulo 
de “Ilegal” por haber reabierto las minas cerradas.

Este ha sido el proceder en otras regiones del país, por ejemplo para 
el proyecto Mazamorras Gold en los municipios de Arboleda y San 
Lorenzo, ubicados en la parte norte del departamento de Nariño, la in-
tención de la multinacional canadiense Colombian Gold es desalojar la 
zona y emplear a los habitantes en las minas, cuando tradicionalmente 
han sido agricultores, y nuevamente su estrategia fue la de demeritar la 
labor del agricultor, como fue recopilado en algunas entrevistas.

La multinacional llego e hizo unas reuniones con la comunidad 
y comenzó a decirles que traen progreso y desarrollo, que van a 
mejorar la calidad de vida, que porque esa zona siempre había 
sido muy pobre; además entraron pisando fuerte a los agriculto-
res diciendo que ellos son los que más contaminan el ambiente 
con la producción agrícola y que el agua que utilizan la estaban 
desperdiciando, que desperdiciaban el 90% del agua allá en esa 
zona, cuando los agricultores se tocaron en ese sentido, porque 
incluso como el agua es escaza esta prohibido el riego. (Testi-
monio- Habitante de Nariño).

Con la llegada de Medoro Resources, surge nuevamente la con-
fusión entre los pobladores, pues esta multinacional canadiense vino 
argumentando con más fuerza la idea de la explotación a cielo abierto 
en la zona alta de Marmato, todo esto bajo la premisa de los beneficios 
económicos que tendría un proyecto de este tipo, pues supuestamente 
contribuiría a aumentar sustancialmente las regalías que actualmente 
percibe el municipio por la actividad minera.
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Si nosotros llevamos a una mina de 25.000 onzas a 250.000 
onzas, estaríamos multiplicando las regalías por diez, además 
de la generación de empleo y todo efecto indirecto que tiene el 
proyecto sobre la gente. (Declaración de Juan Manuel Pelaez, 
Revista portafolio 10 de diciembre de 2010).

Sin embargo, el tema de las regalías es bastante delicado y es evi-
dente en el caso de Marmato, que el cobro de estas es inequitativo, pues 
la minería tradicional paga una tasa mayor que la minería a mediana 
escala, a pesar que los rendimientos son mucho menores. No hay que 
demeritar que mucho del oro que se saca de la parte alta no paga estos 
impuestos, debido al fenómeno de la supuesta “ilegalidad” bajo la cuál 
laboran estos mineros artesanales, lo que no sucedía antes de la compra 
de los títulos mineros por parte de la tan mencionada Compañía Minera 
de Caldas.

En esta vía, el 10 de junio de 2010 en una carta dirigida al Alcalde 
de turno, Uriel Ortiz Castro, Minerales Andinos de Occidente (antes 
Compañía Minera de Caldas S.A) y CROESUS S.A, enumeran los tí-
tulos mineros con los que al parecer cuentan y comunican su propuesta 
de adelantar de forma conjunta una explotación minera a cielo abierto 
que comprende además de la intervención en las minas, depósitos de 
estériles, plantas de beneficio y infraestructura necesaria para el pro-
yecto minero.

Algunas de estas minas habían sido ocupadas por sus antiguos tra-
bajadores, ante lo cuál como se menciono anteriormente se impone un 
amparo administrativo el 10 de abril de 2010 con el fin de que se ordene 
la suspensión de “la perturbación que realizan varias personas inde-
terminadas y las personas determinadas que se relacionan en el docu-
mento dentro del área del titulo minero”23, en este documento enume-
ran 69 personas que se encuentran laborando en las minas y se solicita 
que estas sean desalojadas; y así comienza nuevamente el tan coloquial 

23.	 Solicitud de amparo administrativo impuesto por la apoderada de la Sociedad 
Croesus, donde se enumeran 69 personas que se encuentran trabajando en un 
registro de propiedad privada de la subsidiaria en cuestión. 
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proceso de compra de títulos mineros. Es valido afirmar que algunas de 
las minas habían sido compradas hasta dos veces, pues las empresas no 
adquieren el 100% de los derechos sobre estas, sino que solo compran 
una parte, con el fin de mantener una supuesta relación con los antiguos 
dueños y que estos hagan parte del proyecto, esto como una estrategia 
de acercar a la comunidad; pero ante el abandono como en el caso de la 
compañía Minera de Caldas, estas vuelven a ser ocupadas y la empresa 
renegocia nuevamente estos títulos, creando las burbujas financieras 
tan nocivas para cualquier economía.

Si por ejemplo, me decían: Fulanita, le vamos a comprar su 
mina, entonces llegaba allá, el negocio: si, bueno, yo les vendo 
la mina y uno iba y hacía la papelería con unas personalidades 
que venían de ellos, entonces le daban el dinero de la mitad de 
la mina y cuando venga a tomar posesión de la mina, entonces 
yo le doy la otra mitad, entonces la gente, de verdad, se fueron 
y nunca volvieron y entonces volvió y tomó posesión de ellas y 
siguió trabajando la mina, después vino otra compañía, volvió 
e hizo lo mismo, entonces la gente matada porque volvían los 
que vendieron la mina, volvieron y la revendieron, entonces ya 
la gente pensaba que como ya la habían vendido dos veces la 
podían seguir vendiendo..”(Testimonio).

Un aspecto interesante que merece la pena mencionar es como este 
punto ha sido relevante en la dinámica de la población y específicamen-
te como influencia los comportamientos de los dueños de las minas.

Cuando va avanzando la actividad extractiva en una mina, se hace 
cada vez más costoso sacar el material, se deben emplear más maqui-
narias y trabajadores a medida que la excavación se va haciendo más 
profunda, consecuentemente y debido a que la minería tradicional es 
trabajo intensiva, quienes extraen oro de las minas no emplean tecnolo-
gía de punta para realizar esta actividad y ven reducidas las ganancias 
con el paso del tiempo; debido a esto y a las constantes presiones por 
parte de las empresas y las autoridades, generalmente los dueños de 
los títulos deciden aprovechar las ofertas de las compañías, con la ex-
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pectativa de ocuparlas posteriormente una vez estas sean clausuradas 
y abandonadas.

En este sentido uno de los aspectos más interesantes en el caso de 
Marmato son los cambios que se han generado en torno al proceso de 
producción. Mientras en un principio había una relación obrero- em-
pleador y una regulación normativa que daba las pautas para realizar la 
minería tradicional, con el fenómeno del Guacheo que nace a partir de 
la reapertura de las minas por los mismos pobladores -como se men-
cionó anteriormente-, hoy aquellos que trabajan en estas adoptaron la 
modalidad de trabajar en compañía, que consiste en una minería rea-
lizada en pequeños grupos de tres o cuatro personas, que se organizan 
para “Compartir riesgos”, en este caso los implementos necesarios para 
garantizar su seguridad, son los que cada uno puede proveer y lo ex-
traído en las minas es llevado a molinos de personas particulares, y las 
ganancias que se obtengan luego de purificar y vender el oro, se dividen 
en partes iguales.

Siguiendo con la metodología planteada para abordar este estudio 
de caso, se debe mencionar que la canadiense Medoro Resource, co-
mienza por anunciar abiertamente sus intenciones de trasladar el casco 
urbano del Municipio a la vereda el Llano y compromete $1.620 millo-
nes de pesos a través de su subsidiaria Minerales Andinos de Occiden-
te, para la construcción y dotación de la segunda etapa del hospital San 
Antonio de Marmato, que tendría como locación la vereda el Llano24.

Sumado a esta primera acción, Medoro Resource anuncia en di-
ciembre de 2010, que tenia un presupuesto de 140 millones de dólares 
para terminar el estudio técnico de exploración del proyecto minero, el 
traslado completo del casco urbano, la compra de algunas propiedades 
y la preparación del estudio ambiental. En este anuncio hecho en una 
entrevista en la revista Portafolio, el presidente de dicha compañía Juan 
Manuel Peláez comunica que esta asumirá el 100% de los costos de 

24.	 Nota País Minero http://paisminero.com/index.php?option=com_content&v
iew=category&id=137%3Aresponsabilidad-social&layout=blog&Itemid=30

0117&limitstart=14. consultado el 5 de marzo de 2012.
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construcción y dotación de la segunda fase del hospital, que oscilaba 
alrededor de los 4000 millones de pesos25.

Sin embargo, dichas intenciones nunca se hicieron tangibles y 
cuando los pobladores reclamaron las donaciones prometidas, la em-
presa había desaparecido y como en casos anteriores cambiado su ra-
zón social, después de las evidentes implicaciones socio económicas 
que su intervención había causado.

Un ejemplo de su accionar fue, no sé hasta dónde pero dicen 
que ellos se comprometieron, o sea, Medoro se comprometió a 
dar una plata para el hospital y para el colegio y a la hora de la 
verdad incumplió y entonces cuando fueron a reclamar: es que 
nosotros ya no somos Medoro […] (Testimonio).

Una de las cuestiones importantes, es que todas las empresas han 
llegado con un conjunto de proyectos dirigidos a mejorar la calidad de 
vida de la población, argumentando que son completamente diferentes, 
que su intención es no cometer los mismos errores y que buscan a toda 
costa traer el “Progreso” a la región, esto con el fin de evadir las res-
ponsabilidades de las afectaciones causadas sobre la vida económica y 
social del Municipio; este proceder se evidencio a través de algunos tes-
timonios, que ilustraban las respuestas que obtenían los mineros cuan-
do iban a reclamar por las afectaciones causadas debido a las labores 
de exploración de las empresas anteriores, algunas de estas eran que 
ya dichas subsidiarias habían desaparecido y que estaban en un nuevo 
ciclo, así los pobladores han acumulado un sin número de registros de 
Cámara de Comercio, tratando de hacer seguimiento a las múltiples 
tretas bajo las cuales han sido engañados.

Para el caso de Medoro, la empresa subcontratada encargada de 
hacer la consultoría especializada en el análisis y manejo de los temas 
sociales relacionados con los proyectos de inversión era Social Capital 

25.	 http://www.portafolio.co/economia/medoro-quiere-acelerar-el-traslado-
marmato, consultado el 5 de marzo de 2012.
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Group26, quienes estaban facultados para establecer relación con la co-
munidad, concertar e informar de manera oportuna los planes relacio-
nados con la posible reubicación.

Existe una cuestión bastante importante en el tema del reasenta-
miento que no ha sido tenida en cuenta por las diferentes empresas que 
han llegado a la zona, promoviendo y dando por sentado el traslado 
del casco urbano -sin tener una propuesta clara y concreta sobre la que 
se pueda establecer un debate-, y es la connotación histórica que esta 
detrás del municipio y que determina las rivalidades que hoy existen 
entre los pobladores y que tienen su origen en las históricas disputas 
entre liberales y conservadores.

La diferencia entre el Llano y acá ha sido toda la vida, es porque 
ellos eran conservadores y aquí eran liberales, cuando la época 
de violencia de la guerra civil en Colombia los conservadores 
solían matar a los liberales, entonces la gente quedo con esa se-
cuela, de que muchos conservadores vinieron y mataron gente 
de Marmato, los de Echandía por ejemplo decían que si subían 
los conservadores del Llano a matarnos le iban a echar cianuro 
al agua pa que encontraran su ganado muerto. (Testimonio 2).

Como bien lo evidencia el testimonio anterior, la zona que hoy co-
rresponde a la vereda El Llano, estaba bajo el dominio de los Conser-
vadores y la zona alta que hoy constituye el casco urbano y algunas 
veredas como Echandía eran de corte liberal, durante la pugna entre 
estos dos grupos políticos se desató una oleada de violencia a nivel 
nacional, de la cuál Marmato no fue la excepción, lo que hoy tiene sus 
secuelas y estas se evidencian en la enemistad de algunos grupos de 
pobladores de ambas zonas.

Es por esta razón que son principalmente los habitantes del sector 
El Llano quienes se ubican en los empleos ofrecidos por las diferen-

26.	 La experiencia de Capital Social Group es específicamente en temas de 
reasentamiento, fueron quienes lideraron el traslado en Toromocho, Perú, 
que generó gran controversia debido a los atropellos que se registraron contra 
la población durante este proceso.
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tes compañías mineras que han llegado a la zona, que han utilizado la 
estrategia de dividir a la población para lograr sus objetivos, en conse-
cuencia son los de la parte baja quienes están de acuerdo con el reasen-
tamiento del casco urbano y los de la parte alta quienes perciben esto 
como un atentado a su tranquilidad e integridad.

A los marmateños no les gusta vivir en el Llano, el trofeo de 
los llano es que nosotros nos vayamos pa´ ya y la gente dice 
que mejor cuando nos den la plata de la casa o de la mina, no-
sotros nos vamos a vivir a otra parte en el llano nunca, es una 
rivalidad es que ellos suben a beber aquí hay problema y es que 
desde toda la vida no se han querido, y ahora el conflicto se ha 
agudizado, porque ellos le dicen a la multinacional bienvenida 
y algunos lideres les dicen como a mi que pobrecita muerta de 
hambre… ellos no quieren ver la realidad, quieren cerrar los 
ojos pa que nosotros nos vayamos pa´ allá y poder vernos como 
un trofeo.” (Testimonio).

Esto lo que demuestra es la falta de consideración en los estudios 
realizados, de los sistemas culturales y la conformación de valores ciu-
dadanos que constituyen la base de cualquier sociedad, que no se pue-
den desconocer y que ejemplifican fisuras que se traducen en formas 
que las empresas han utilizado para la consecución de sus objetivos 
económicos. El territorio en su complejidad también determina las for-
mas de interacción entre los seres humanos y la localización geográfi-
ca, además de dar cuenta de abundantes vetas de oro, también simboli-
zan la historia de un país y de una región, que va más allá de las minas 
y evidencia años de conflicto armado de una Colombia que olvida su 
pasado y por esto se condena a repetirlo.

Por otro lado, un punto recurrente en el caso de Marmato, es como 
la planeación del municipio se realiza en torno a los intereses de las 
multinacionales canadienses, evidente en el tema de la salud y educa-
ción, ya que tanto el hospital como la escuela se están construyendo en 
la vereda el Llano donde se piensa reubicar el casco urbano del Muni-
cipio; por ejemplo en el caso de la escuela, Marmato cuenta hoy en día 



Estudios de caso 141

con 4 sedes en diferentes zonas de la Institución Educativa de Mar-
mato, y se construyó una nueva escuela en la vereda en cuestión con 
capacidad para atender 1000 alumnos, cuando la vereda solo demanda 
280 cupos, lo que se quiere entonces es unificar todas las instituciones 
educativas y ubicar a los alumnos de las otras sedes en esta, sin tener 
en cuenta factores como la movilidad y dando por sentado el traslado 
del casco urbano.

Según los testimonios recopilados, la directora de la institución 
educativa no ha querido recibir la infraestructura nueva, porque esta 
se encuentra construida sobre un humedal y las paredes ya presentan 
deterioro, además, de que se haya incompleta a la espera de una adición 
presupuestal, para la terminación de las oficinas administrativas y la 
placa polideportiva.

Las actividades de la compañía Medoro Resources, se limitaron 
únicamente a labores de exploración, pues su presencia en la zona fue 
significativamente corta, sin embargo, las implicaciones sociales, cul-
turales y económicas fueron bastante importantes, lo que evidencia 
que actualmente las autoridades no son competentes para establecer 
limites y reglas claras que obliguen a las empresas a tener un plan de 
prevención, mitigación y compensación de los efectos sociales de sus 
acciones.

Por otro lado, es evidente que los constantes cambios de razón so-
cial antes mencionados, han causado una gran confusión entre los mar-
mateños, quienes ya no logran identificar quienes son las que hacen 
presencia efectiva en el Municipio, por lo que decidieron denominar 
como “La empresa” a todas las compañías y subsidiarias que llegan con 
las intenciones de desarrollar un proyecto a cielo abierto. Este punto ha 
sido sin lugar a duda una estrategia para evadir las responsabilidades 
que han adquirido con la comunidad, y a la vez poder enmascarar las 
implicaciones sociales y ambientales ocasionadas a partir de las labores 
de exploración y explotación.
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Tercer momento

En el año 2011, se da la fusión de las multinacionales canadienses 
Medoro Resources y Gran Colombia Gold, con el fin de consolidar este 
nuevo híbrido como el mayor productor de oro del país; dicha empresa 
adelanta hasta el momento cinco grandes proyectos 27, entre los cuáles 
se encuentra la explotación a cielo abierto de la montaña donde esta 
ubicado el casco urbano de Marmato, con un volumen proyectado de 
extracción diaria de hasta 40 mil toneladas de mineral y una produc-
ción calculada en más de 250 mil onzas de oro; en este momento se en-
cuentran en fase de exploración, con el objetivo de verificar la viabili-
dad de un proyecto minero a gran escala y al tiempo operan la mina que 
fue comprada a Mineros Nacionales y que produce aproximadamente 
25 mil onzas de oro al año 28.

En este sentido, es importante resaltar que dicha empresa llega al 
municipio con la misma premisa que las compañías anteriores, asu-
miendo que la población va a ser receptiva ante los nuevos proyectos y 
sin una propuesta clara sobre el reasentamiento del casco urbano. Se-
gún sus directivos, el caso de Marmato se encuentra en este momento 
en fase de análisis de factibilidad y de acuerdo a esto, no se ha determi-
nado la viabilidad de proyecto.

Hasta el mes de febrero del presente año, Gran Colombia Gold acla-
ro que poseía el 67% de las minas de la zona alta y que en el mes de 
Marzo darán los resultados del estudio de factibilidad, que determinará 

27.	 Zandor Capital (Proyecto de producción y desarrollo), ubicado al nordeste del 
departamento de Antioquia, en los municipios de Segovia y Remedios; Segovia 
Gold (Proyecto de exploración y producción), ubicado específicamente en 
el municipio de Remedios; Zancudo Gold (Proyecto en fase de exploración 
y producción), localizado en el suroeste de Antioquia, específicamente en 
el municipio de Titiribí, corregimiento de Sito Viejo; Mazamorras Gold 
(Proyecto en fase de exploración), en el departamento de Nariño, municipios 
de Arboleda y San Lorenzo.

28.	 Periodico El Buen Vecino. Propiedad de Gran Colombia Gold, agosto de 
2011, Marmato Caldas: Gran Colombia Gold Heredera de un legado minero 
de más de 150 años. 
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las técnicas que deben emplearse para la explotación minera en la zona.
Sin embargo, a los pobladores se les viene amedrentando desde la 

llegada de la compañía con que el traslado es un hecho, y se han re-
portado incongruencias legales en lo concerniente a este asunto; ejem-
plo de esto, fue una acción popular impuesta contra la iglesia por la 
inexistencia de rampas que faciliten el acceso a las personas que se 
encuentran en situación de discapacidad, que derivo en una orden legal 
que establece que esta debe ser trasladada inmediatamente a la vereda 
El Llano.

Sumado a esto, la multinacional ha recurrido a los mismos me-
canismos de coerción contra la población que las antes mencionadas 
compañías; con el fin de presionar el desalojo de las minas y el abando-
no de la actividad aurífera por parte de los mineros tradicionales, han 
utilizado las vías de hecho para impedir la entrada de los trabajadores 
a las minas y han suspendido el agua a algunos molinos que hacia más 
de diez años tenían concesión sobre estas. En consecuencia, el vier-
nes 25 de noviembre de 2011 los mineros determinaron la realización 
de un paro indefinido, que denunciaba la prohibición impuesta por la 
Gran Colombia Gold, quien “Atento contra pacíficos mineros tratando 
de impedir que laboraran en las minas El Esfuerzo y Carrizales que 
desde hace varios meses vienen trabajando ante al abandono de las 
mismas por largos años” y además, “Desconectaron las conducciones 
de aguas que surtían los molinos El Arbolito y el del señor Nicolas 
Giraldo, aguas que desde hacia más 10 años eran utilizadas con con-
cesión de Corpocaldas”29.

Dicho paro fue liderado por la “Asociación de Mineros Tradicio-
nales de Marmato”, que surge el 21 de enero de 2011, fecha en la cuál 
la Gran Colombia Gold decide por primera vez, junto con la Policía 
Nacional presionar el desalojo de las minas por vías de hecho; esta or-

29.	 Comunicado a la opinión pública hecho por la Asociación de Mineros 
Tradicionales de Marmato el 29 de noviembre de 2011 “La Gran Colombia 
Gold debe evitar usar vías de hecho contra los mineros tradicionales de 
Marmato”
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ganización agrupa aproximadamente 150 mineros y actualmente esta 
afiliada a la “Confederación Nacional de Mineros de Colombia”, que 
busca concentrar a los mineros organizados o independientes que vi-
ven de la extracción de diferentes minerales en el país y velar por sus 
intereses y por el mejoramiento social, económico y cultural de estos.

A su vez esta se articula al Comité Pro- Defensa de Marmato y 
juntos organizan y coordinan acciones de resistencia en defensa del te-
rritorio de los intereses de dicha multinacional; ambas organizaciones 
se vincularon a un proceso liderado por el anterior párroco de la Iglesia 
José Reinel Restrepo, que fue asesinado el 1 de septiembre de 2011 y 
quien era un álgido opositor del proyecto de minería a cielo abierto en 
el municipio.

Ante estos procesos de resistencia, las respuestas de la compañía 
no han sido más novedosas que en el pasado, pues la principal técnica 
usada ha sido dividir las opiniones de la población y argumentar que 
solo unos pocos están truncando el progreso de todo un Municipio.

Acá vienen de la Gran Colombia Gold, entonces le regalan un 
televisor a un trabajador o a la esposa van y le regalan una va-
jilla, cosas buenas, entonces le dicen a la esposa: miren que la 
empresa es muy buena, mire que nosotros le colaboramos, hay 
que ayudarles, dígale a sus familias que nos ayuden, que noso-
tros somos buenos, simplemente es que hay 4, 5 personas allá 
que no quieren el desarrollo de Marmato” (Testimonio 3).

Una de las cuestiones más importantes es que estas organizacio-
nes han comenzando a integrarse a los procesos de denuncia a nivel 
nacional, que hoy constituyen un gran movimiento en contra de las 
políticas de despojo que han adoptado las grandes empresas canadien-
ses en complot con los organismos estatales. Uno de los principales 
ejes articuladores de este movimiento nacional es el Congreso de los 
Pueblos, donde convergen todo tipo de organizaciones y movimientos 
sociales y comunitarios que se han articulado alrededor de la defensa 
del territorio y la autonomía de los pueblos.
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Continuando con los aspectos relacionados con los mecanismos de 
represión utilizados en contra de los mineros se puede decir, que para 
este periodo, persiste el comportamiento de las autoridades en lo refe-
rente a limitar la adquisición por parte de los mineros tradicionales de 
los insumos necesarios para la realización de su actividad extractiva; 
siguen imponiendo restricciones para la compra del material explosivo 
necesario para profundizar las minas y de la madera para fortalecerla.

De acuerdo a lo anterior y basándose en testimonios de los mineros 
tradicionales, se encontró que en el año 2011, solo se les vendió pólvora 
dos veces, a principios de año y a finales del mes de octubre, lo que 
no alcanzó a satisfacer la demanda de material explosivo en la región; 
mientras tanto las subsidiarias que llevan a cabo la mediana minería en 
las diferentes zonas del Municipio reciben la cantidad de insumos que 
demandan. De acuerdo a lo recopilado durante el trabajo de campo, la 
tasa de accidentalidad que se presentaba en las minas por causa de la 
manipulación de pólvora era significativamente baja y solo se regis-
traban accidentes cada 5 años o más30, debido precisamente a la gran 
experticia que los mineros habían desarrollado.

Con la gran cantidad de restricciones para la adquisición de este 
material, los mineros han encontrado alternativas para poder seguir ex-
trayendo el oro de las vetas, una de estas es producir la pólvora que ne-
cesitan de manera artesanal, esta se denomina “Pólvora blanca o negra”, 
que de acuerdo a los testimonios de los pobladores, la famosa pólvora 
“Hechiza” cobró el año anterior 30 víctimas, que resultaron mutiladas 
debido a la falta de experiencia para el manejo de esta, que resultó ser 
más explosiva y peligrosa que la que se produce de manera industrial.

La medida es de que han tenido que verse abocados a hacer una 
pólvora hechiza, la que no es original, que no estaban acostum-

30.	 Es necesario aclarar que este dato se obtuvo a través de los diferentes 
testimonios recopilados durante el trabajo de campo, pues debido a la falta 
de presencia de las autoridades mineras no existen registros oficiales que 
evidencien esta situación.
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brados los mineros aquí a manejarla y creyeron que se podía 
manejar como la otra y a raíz de eso han sucedido casi 30 acci-
dentes, muchos de ellos mutilados, ciegos, aquí hay buena can-
tidad de personas así por esa circunstancias […] (Testimonio).

Como se enuncio anteriormente, las presiones para que mineros 
tradicionales abandonen la actividad, trascienden el tema de la pólvora, 
pues para el caso de la madera, insumo fundamental para poder forta-
lecer las minas y evitar que estas se vengan abajo y produzcan acciden-
tes, sucede algo similar; las autoridades ubican permanentemente rete-
nes a la entrada del Municipio y la madera que viene de lugares como 
El Carmen de Atrato y Pueblo Rico, es decomisada argumentando que 
es ilegal, a pesar de que esta ya había superado varios controles antes 
de llegar a la zona.

Un punto importante asociado a los procesos sociales que han sur-
gido debido a estas formas de presión contra la población, es la percep-
ción que existe hoy en día entre los habitantes de Marmato en torno a 
las instituciones de carácter público; evidentemente tienen una imagen 
negativa de los políticos que han transitado por el poder y los conside-
ran como un instrumento de las empresas canadienses y sus subsidia-
rias, ya que estos han respondido de múltiples formas a los intereses 
del capital privado, ejemplo de esto, es lo sucedido con la aprobación 
del Esquema de Ordenamiento Territorial para el actual periodo de Go-
bierno, en el que inicialmente se había determinado que no se iban a 
trasladar ninguna de las instituciones que se encontraban en la cabece-
ra municipal al sector el Llano y en el que se estipulaba que no se iba 
a llevar a cabo un proyecto de minería a cielo abierto, privilegiando la 
minería ancestral, pero que el Alcalde actual decidió rechazar y obligar 
a que sea revisado nuevamente por el Concejo Municipal.

En la actualidad, con el fin de ganar el visto bueno de la población, 
el Alcalde quiere hacer una separación entre las obras sociales que 
aparentemente tiene proyectada la Gran Colombia Gold y el proyecto 
minero, pero sus acciones siguen siendo controvertidas, pues como se 
mostro en apartados anteriores, estas empresas han incumplido y los 
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beneficios de sus acciones no se han percibido en cambios tangibles 
sobre la calidad de vida de la población, como en el caso de la construc-
ción del hospital y los aportes que prometió la Medoro Resources que 
nunca fueron efectuados.

Queremos informarles algunos asuntos sobre la responsabili-
dad social y los eventos sociales en nuestro municipio con Gran 
Colombia, la doctora Araujo ya tiene en sus manos el convenio, 
con Luca también se trabajó sobre eso, la idea es que todo lo so-
cial que va a realizar la alcaldía municipal lo va a apoyar Gran 
Colombia. También quiero dejar claro que el proyecto minero 
no tiene nada que ver con eso, eso ya está claro con Luca, con 
William y Gran Colombia, esa es la razón que les quiero dar 
hoy. Por lo demás, bienvenidos, todo lo que sea social la alcaldía 
está con las puertas abiertas para eso, sin más, muchas gracias. 
(Declaración Alcalde de Marmato en la entrega de Kits escola-
res por la Gran Colombia Gold).
Yo digo que hay un lazo de camaradería, de trabajar de la mano, 
es de trabajar de amigos que yo le hago su campaña y usted me 
ayuda con lo que quiero, y eso es un amagualamiento entre Es-
tado y la multinacional.... para nadie es un secreto (Testimonio).

En resumen, es evidente que la presencia de la Gran Colombia Gold 
en la zona, ha sido altamente nociva como se demuestra a lo largo de 
este acápite, las formas de presión en contra de la población han sido 
múltiples y han contado con el apoyo de las autoridades locales, ante lo 
cuál los pobladores han decidido organizarse y vincularse a procesos 
de resistencia a nivel nacional e internacional, al encontrarse frente a 
un gobierno local que privilegia los intereses del capital privado.

En el siguiente apartado, se trabajaran algunos temas relevantes en 
todos los periodos y que permitirán hacerse un panorama más claro de 
la situación que enfrentan los pobladores del Municipio de Marmato.

Papel de los grupos étnicos

Uno de los aspectos que es necesario trabajar en el estudio de la 
situación de Marmato, Caldas, es la presencia de una mayoría de po-
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blación afro descendiente e indígena. Para el caso del primer grupo, 
no hay una organización en la actualidad que se dedique a la defensa y 
protección de sus intereses, por lo tanto, no hay una distinción evidente 
que los ubique como un grupo poblacional con reivindicaciones parti-
culares por fuera de los movimientos civiles existentes en la zona, esto 
se puede deber a que siempre han sido el grupo étnico más numeroso.

En el caso de la población indígena, estos comenzaron su proceso 
de reconocimiento a partir de junio de 2005 y ante la presión ejercida 
por las multinacionales canadienses que llegaban a la zona, se constitu-
yeron inicialmente como Asentamiento Indígena Cartama de San Juan 
de Marmato, reclamando los territorios del corregimiento que llevan 
en su nombre, donde actualmente se encuentran 12 asentamientos y 9 
grandes comunidades: Tacón, Boquerón, San Juan, Jiménez Alto, Ji-
menéz Bajo, Echandía, El Volante, Bellavista y Monterredondo.

El 8 de diciembre de 2005 se hicieron las primeras elecciones de 
gobernadores indígenas, el proceso de integración y reconocimiento 
arrojo un primer censo, que dio como resultado 3. 150 indígenas en el 
Municipio de Marmato, esta población ha ido decreciendo debido a la 
migración laboral desatada a raíz del cierre de las minas y para 2011, 
hay censados 2.135 indígenas ante el Ministerio del Interior31.

Actualmente están constituidos como Parcialidad Indígena Car-
tama, a la espera del reconocimiento como Resguardo Indígena. Es 
preciso anotar que este movimiento nace a partir de la identificación 
de unos rasgos físicos y una historia ancestral común, pero también, 
impulsados por la necesidad de proteger el territorio, eje articulador de 
las comunidades indígenas. En este sentido, el proceso liderado por los 
indígenas Cartamas del Municipio de Marmato fue apoyado desde sus 
inicios por el CRIDEC, organización que fue mencionada en apartados 
anteriores, y que es la segunda institución más importante después de 
la parcialidad, ellos han sido claves en la defensa del territorio, y el 
problema de Marmato, ha tenido una gran importancia en las discusio-

31.	 Fuente: Gobernadora Indígena Parcialidad Indígena Cartama
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nes y movilización de esta organización, que agrupa 14 comunidades 
indígenas del Departamento de Caldas.

La principal razón, por la que la problemática de Marmato constitu-
ye un problema de gran envergadura para las comunidades indígenas de 
Caldas, es porque este municipio limita con las parcialidades indígenas 
La Trina y Cauromana, donde hay 19 comunidades asentadas, que se 
benefician del complejo sistema hídrico que comparten los municipios 
de Supía y Marmato y que serían afectados en el caso de presentarse un 
proyecto de cielo abierto.

Además, los miembros y representantes de la Parcialidad Indígena 
Cartama, son parte activa del Comité Pro- Defensa de Marmato y ac-
tualmente se encuentran adelantado un proceso de organización de los 
indígenas que se dedican enteramente a la extracción aurífera, con el 
fin de generar reglas claras en cuento a la explotación del recurso y así 
avanzar en el establecimiento de formas de producción más amigables 
con el medio ambiente. Paradójicamente, no reciben ningún tipo de 
apoyo de las autoridades, y demandan una acción inmediata por parte 
de estas, con el fin de afianzar esta voluntad de crear formas de vida 
sustentables.

Aumento de los costos de vida

Como se mostro en apartados anteriores, Marmato se ha constitui-
do como un centro de empleo para poblaciones aledañas de municipios 
como Rio Sucio y Supía y en menor medida de otros departamentos del 
país, lo que ha causado un aumento significativo de los costos de vida 
para toda la población, aún para aquellos que no viven de la actividad 
minera. Según testimonios obtenidos de los funcionarios de la oficina 
de Planeación de la Alcaldía Municipal, en la zona alta y veredas como 
El Llano, desde hace aproximadamente cuatro años vienen incremen-
tándose de manera alarmante los costos de la vivienda en el Municipio; 
el valor de los arriendos se ha acrecentado alrededor de un 100% y los 
avalúos catastrales de las casas y apartamentos en un 50%, ante lo cuál 
no existe una solución definitiva, pues en la zona alta no se están adju-
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dicando licencias para la construcción de viviendas y en la zona baja 
existe un proyecto de construcción de vivienda de interés social que 
privilegia a quienes fueron afectados por los deslizamientos de tierra y 
lodo reportados en años anteriores y la ola invernal.

Es necesario agregar que el aumento de la población flotante en la 
zona que hoy se encuentra demandando vivienda, procede además de 
proyectos de construcción como el Hospital y la escuela, que se están 
adelantando en la vereda el Llano y que emplean principalmente perso-
nal de otros municipios, pues la comunidad marmateña está dedicada 
básicamente a la actividad minera.

[…] mucha de esa comunidad flotante es gente que trabaja en 
construcción también, aquí en Marmato usted no consigue gen-
te apta para la construcción porque están acostumbrados a la 
minería entonces no tienen las mismas capacidades que alguien 
que esté acostumbrado a eso, entonces a un contratista le toca 
necesariamente entrar gente para ayudantes, oficiales, maestros 
y obviamente que hay muchos de ellos de otras zonas, gente 
que se va quedando, gente que va encontrando la posibilidad de 
ingresos más fáciles aquí en Marmato. (Testimonio).

Otro aspecto bastante relevante es el tema del acceso de la pobla-
ción a la canasta básica de alimentos; para aclarar esta situación es fun-
damental abordar el tema de la producción agropecuaria en la región, 
pues esta se desarrolla principalmente en la zona norte del Municipio, 
veredas La Cuchilla y la Miel, donde se encuentra la mayor concentra-
ción de población campesina, que lleva a cabo agricultura a pequeña 
escala de productos como cacao, plátano, frijol y hortalizas en general.

Debido a la falta de vías adecuadas y consecuentemente a los altos 
precios de los fletes, esta agricultura es básicamente de subsistencia, 
por lo que los productos son traídos principalmente de los municipios 
de Medellín y Supía. Con el aumento de la población flotante y de la 
demanda de alimentos, los costos de estos son significativamente altos 
comparados con los de otras regiones. El valor de la canasta familiar 
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para un hogar de cuatro personas oscila mensualmente alrededor de los 
$700.000 y los productos más costosos son los granos y las verduras. 
Un asunto importante con estos precios, es que son muy variables y han 
registrado un aumento sistemático en los últimos cuatro años, a partir 
de la reapertura de las minas. Entre los más difíciles de conseguir se 
encuentran la carne y las verduras, pues solo llegan al casco urbano 
dos veces a la semana, por lo que la población no dispone de productos 
frescos para el consumo.

En lo concerniente a los servicios públicos, los costos de estos son 
bastante altos, dadas las condiciones en las que se encuentra la zona; no 
hay conexiones de gas y este solo se puede obtener por pipetas, que han 
aumentado su valor en un 60% en un lapso de tres años; el valor men-
sual de la energía en un hogar constituido por cuatro personas varia 
entre los $90.000 y los $100.000 mensuales; el agua que no es potable 
y su flujo es bastante irregular, cuesta alrededor de $40.000; no hay te-
lefonía fija y solo hay dos sitios que ofrecen el servicio de internet, “El 
gas, supongamos más o menos hace tres años también el precio estaba 
en 21 mil pesos, está a 47 mil pesos, teniendo en cuenta que no le dura 
a uno todo el mes.” (Testimonio).

Con respecto a lo mencionado anteriormente, es necesario enfati-
zar en el acceso al agua, pues muchos caserios no tienen acueducto y 
se surtían de pequeños riachuelos, que como en el caso de la zona de 
El Guayavito fueron contaminados durante las labores de exploración 
adelantadas por la multinacional Gran Colombia Gold.

En resumen, es evidenciable que los costos de los ítems básicos 
son bastante altos para la zona; los productos principales de la canasta 
familiar han registrado los mayores aumentos en los últimos cuatro 
años, debido a la presión sobre los precios ejercida por la demanda pro-
veniente de las personas que han migrado de otros municipios en busca 
de empleos.
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Tabla 2: Valores de algunos ítems de la canasta básica familiar32 para un hogar 
constituido por cuatro personas en la zona alta del municipio de Marmato, 

Caldas, sin incluir los gastos en vivienda, salud y educación.33

Items Valor mensual ($)
Canasta básica de alimentos 500.000
Gas 47.000
Electricidad 90.000
Acueducto y alcantarillado 35.000
Parabólica 12.000
Total 684.000

Formas de producción

Un aspecto específico que merece la pena analizar en el caso de la 
actividad extractiva tradicional en Marmato, son las condiciones labo-
rales de los mineros, que explican claramente las razones por las que 
no se emplean en los trabajos ofrecidos por las compañías que llevan a 
cabo la mediana minería en la zona baja de la montaña.

Es necesario comenzar el análisis de las formas de producción, ex-
poniendo brevemente las diferentes modalidades de trabajo que coexis-
ten en la zona alta de Marmato, en primer lugar, se encuentra el Minero 
Barequero, que no tiene un título de propiedad sobre la mina, pero ha 
dedicado gran parte de su vida a la extracción aurífera, su presencia 
es legitima a pesar de que sean denominados “ilegales”; en segundo 
lugar, se encuentra el “Minero Guachero”, que es un minero itinerante 

32.	 Constituida por dos grupos de productos, los principales, que son los 
alimentos, la vivienda, la educación y la salud, y secundarios como transporte 
y recreación.

33.	 Se excluyen estos ítems porque en el Municipio básicamente los gastos en 
educación y salud son significativamente bajos en la mayoría de los casos, 
pues las personas utilizan los servicios que presta el hospital y las instituciones 
educativas públicas. Los gastos en vivienda son bastante variables y dependen 
de la ubicación y el estado en el que se encuentren las casas.



Estudios de caso 153

y en la mayoría de los casos es oriundo de otras regiones del país, este 
tipo de minería fue famosa durante algún tiempo, pero actualmente, 
los mineros están agrupados, organizados y han desarrollado una fuer-
te conexión con esta actividad económica; por último, está el Minero 
asalariado que percibe un ingreso negociable, pero que debe responder 
ante el dueño de la mina.

Después de haber enumerado las modalidades de trabajo en la zona 
alta, es básico aclarar que las ganancias de los mineros oscilan de acuer-
do a estas, pero hay ciertas condiciones que prevalecen, como la jor-
nada laboral, que en el caso de los mineros tradicionales –sean obreros 
o independientes-, varia semanalmente de acuerdo a sus necesidades, 
pero en promedio es de 30 horas, mientras que en las compañías mine-
ras muchas veces esta supera las 48 horas reglamentarias; esta jornada 
es negociable con el dueño de la mina en el caso de aquellas donde hay 
un titular; donde las minas han sido reabiertas, como se menciono an-
teriormente se trabaja en “Compañía”, que consiste en la asociación de 
tres o cuatro personas, que deciden compartir los gastos que conlleva 
la actividad y así mismo dividir las ganancias. Esta situación se puede 
leer a través del siguiente testimonio:

Eso está por categorías, entonces miren la diferencia que exis-
te, mientras una persona tiene que cumplir un horario allá de 
7.30 de la mañana a 4 de la tarde, mientras esa persona tiene 
que cumplir ese horario allá, acá se entra a la mina a la hora 
que quiera, nadie le dice nada, allá hay unas requisas estrictas, 
usted va en el momento que quiera, el día que quiera, a la hora 
que quieran deciden ir, de madrugada, en la noche, al medio día 
[…] (Testimonio 3).

En la zona alta, el promedio de ganancias semanal fluctúan princi-
palmente a causa de los costos variables, algunos de estos son:
•	 Si la veta es más profunda, los costos son cada vez mayores, el nú-

mero de trabajadores y días de alquiler de maquinaria que se nece-
sita para extraer el material va aumentando, por lo que las utilidades 
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marginales presentan un comportamiento decreciente a medida que 
la veta se hace más profunda, esto puede cambiar de acuerdo a la 
magnitud de los depósitos de oro, que realmente es muy difícil de 
predecir.

•	 Las ganancias además varían de acuerdo a la disponibilidad de in-
sumos, principalmente de pólvora y madera. Las utilidades para los 
mineros aumentan cuando fabrican la pólvora de manera artesanal, 
pues la gran demanda del material explosivo fabricado de manera 
industrial ha presionado al alza el precio del poco que llega al mu-
nicipio.

•	 En las minas donde no hay derechos de propiedad claramente esta-
blecidos, las ganancias disminuyen con el ingreso de más grupos de 
mineros.

•	 En el margen de utilidad además se deben incluir otros costos varia-
bles como lo son el alquiler de los molinos, necesarios para realizar 
el proceso de separación y purificación del oro, los precios de estos 
son relativamente estables por la amplia oferta de este servicio. El 
costo de estos depende de la cantidad de materia prima que extrai-
gan de la veta y el número de molidas que contraten; en la mayoría 
de los casos los mineros independientes solo muelen la materia pri-
ma una vez y de allí extraen una cantidad X de oro; el pago para el 
dueño del molino en el caso de una cantidad significativa de materia 
prima (Un camión) es la tercera parte y cuando son pequeñas canti-
dades el dueño del molino alquila la infraestructura a cambio de las 
arenas que queden de la primera molida.
De acuerdo a lo anterior, las ganancias individuales regularmente 

fluctúan alrededor de los $400.000 semanales, lo que traduce en un 
salario de $1́ 600.000 mes; los trabajadores independientes no están 
afiliados a ningún tipo de seguridad social y básicamente el sistema 
de salud que los cobija es el régimen subsidiado. En las minas donde 
hay un titular estos afilian a sus trabajadores al sistema de pensiones y 
cesantías, pues en años anteriores con las ventas de los títulos mineros 
algunos trabajadores que laboraron en estas hasta 17 años, se quedaron 
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sin ningún tipo de pensión o subsidio por el tiempo trabajado.
Uno de los aspectos más interesantes de la minería tradicional, son 

los valores sociales y culturales sobre la que se encuentra cimentada, 
ya que esta actividad es una forma de vida, que ha configurado unos 
comportamientos específicos y una lectura diferente de una realidad 
que a la vista de todos no es común a una sociedad moderna. Mientras 
que es usual en todas las ramas de la economía que exista una jerarquía 
a nivel laboral, la minería tradicional promueve principalmente rela-
ciones horizontales, formas de autogestión y auto organización para la 
explotación del recurso; a pesar de que no hay derechos de propiedad 
establecidos, la comunidad ha ideado estrategias para auto regularse y 
al interior de estas existe una clara división de espacios y labores, lo 
usual es encontrar relaciones de cooperación y hermandad entre los 
diferentes grupos de mineros.

El siguiente testimonio claramente da cuenta de las razones prin-
cipales por las cuáles los mineros tradicionales no están dispuestos a 
abandonar sus formas tradicionales de trabajo.

Algo muy sencillo, lo que pasa es que allá hay que cumplir unos 
horarios muy estrictos primero que todo, se trabaja con una pre-
sión tremenda allá, allá los jefes, mineros y jefes de los mismos 
capataces, los capataces no tienen la culpa porque a ellos igual 
los presionan mucho, pero hay una presión muy tremenda allá. 
Y lo tercero y más importante son los salarios, los salarios son 
muy mínimos porque la verdad que Marmato es la parte donde 
menos pagan. (Testimonio).

Un último elemento bastante interesante, es lo referente a la iden-
tidad que se configura alrededor del estilo de vida de los mineros tra-
dicionales, que a pesar de que han sido amedrentados por su supuesta 
condición de guacheros ilegales, reivindican su derecho a explotar los 
recursos presentes en su territorio; han desarrollado una relación tan 
estrecha con esta actividad, que se sienten dueños de su entorno y del 
lugar que les brinda los medios para asegurar su supervivencia.
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Ese término guachero lo queremos eliminar por dos razones, 
porque la guacha es un término de difícil explicación y el gua-
chero no tiene derechos... porque además, eso se podría mirar, 
la guacha significa ahí a explorar únicamente la esencia de la 
veta, sacar lo central, ya no, ya están en otra minería. (Testi-
monio).

Hoy no se escucha hablar de ilegalidad o de guacheo en la zona, 
solo de trabajadores que usan su fuerza física y su inteligencia para 
profundizar las minas y que reivindican con más fuerza su derecho al 
trabajo y a una vida digna, a tener la posibilidad de decidir sobre sus 
vidas y a determinar libremente el uso que le dan a su tiempo, en la 
zona se encuentran quienes a través de la minería dan ejemplo a esta 
sociedad de la posibilidad de crear relaciones equitativas alrededor de 
la explotación de un recurso natural y quienes claman con fuerza, ayu-
da para organizar su actividad económica y así garantizar la sostenibi-
lidad de esta, de manera que se pueda convertir en la fuente de empleo 
de sucesivas generaciones.

En conclusión, existen varios móviles que influyen en la variable 
trabajo en la zona, pero esta actividad económica, trasciende para quie-
nes las realizan, de una simple forma de garantizar sus medios de sub-
sistencia a un complejo sistema de valores, mitos, tradiciones y relacio-
nes, que se entretejen para configurar un dinámico estilo de vida, que 
se ha mantenido por 500 años y que debe ser revalorado y organizado 
para asegurar la supervivencia de una comunidad.

Tratamiento de los medios de comunicación

A lo largo de este apartado se ha expuesto el tratamiento que han 
dado los medios de comunicación al caso de Marmato, un aspecto co-
mún, es que estos se han constituido en un instrumento de presión psi-
cológica contra los habitantes, pues evidentemente, han sido quienes 
publicitan frecuentemente las intenciones de las diferentes compañías 
de llevar a cabo un proyecto de minería a cielo abierto, para el cual 
sería necesario la reubicación del casco urbano.
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Los primeros escritos sobre este tema, fueron publicados por el 
periódico El Colombiano en el año 2005, como consta en un artículo 
denominado “El Cerrejón de oro de Colombia” y donde exponen que 
el proyecto de minería a cielo abierto en Marmato es prácticamente un 
hecho, y que además fue concertado en la ciudad de Medellín, entre 
Ian Park, presidente para la época de la Compañía Minera de Caldas 
S.A, subsidiaria de la canadiense Colombian Goldfields, Juan Villaruel, 
director de Ingeominas y Fabio Valencia Cossio, alto consejero presi-
dencial. Lo cierto era que para la época, ni siquiera se había tramitado 
licencia ambiental ante Corpocaldas, ni presentado una propuesta for-
mal al Gobierno Departamental que sustentara las afirmaciones hechas 
por el artículo, esto reposa en una publicación hecha en el diario La 
Patria, el 2 de marzo de 2007.

El traslado del casco urbano, también ha sido consecuentemente 
una amenaza latente hace siete años, en el artículo publicado por el 
Colombiano, el director de Ingeominas de la época sostiene que para 
poder llevar a cabo un gran proyecto de explotación a cielo abierto, era 
necesario trasladar el “pueblo”, lo que supuestamente demandaba una 
inversión entre los 8- 10 millones de dólares. Un año después, el 27 de 
Septiembre de 2006, el periódico el Mundo pública “Hasta el momento 
se han invertido US$17 millones en el proyecto de Marmato, donde ya 
cuentan con 32.000 hectáreas, a través de la adquisición de minas in-
dividuales. Estos dinero se han destinado también a la inversión social, 
con la reubicación del pueblo que ha sufrido de fuertes avalanchas 
durante los últimos años”.

Es claro entonces, que existía una fuerte manipulación de la opi-
nión pública por parte de los medios de comunicación, que daban por 
sentado el traslado del casco urbano y a la vez asentían que la multi-
nacional había hecho inversiones representativas en la reubicación de 
los habitantes afectados por la ola invernal, lo que era completamente 
falso.

En los meses siguientes, el Gobernador de Caldas expuso en Rio-
sucio su intención de realizar un referendo con respecto al proyecto 
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de explotación a cielo abierto, al tiempo, fue exhibida en Manizales 
una maqueta con la distribución del “Nuevo Marmato”, ante lo cual El 
Colombiano informa que “La comunidad decidió sitió de traslado” y 
agrega Carlos Alberto Uribe, director de la Cámara Asomineros de la 
ANDI “La comunidad de Marmato ya escogió sitio para el traslado”34.

En este mismo artículo, el presidente de la Compañía Minera de 
Caldas, sostiene que en los últimos 18 meses la compañía ha invertido 
en la realización de estudios sociológicos, con el objetivo de realizar 
una caracterización de la población y indagar por la disposición de los 
habitantes del municipio para vender sus títulos mineros, abandonar la 
minería artesanal y trasladar el casco urbano, y según sus declaracio-
nes “La mayoría de la gente quiere mudarse, porque la inestabilidad de 
los terrenos es fuente de desastres”.

Durante esta época, fue usada la declaración de Marmato como 
zona de alto riesgo hecha por Corpocaldas, debido a la avalancha de tie-
rra y lodo presentada en 2006 como resultado de la ola invernal, como 
escudo para promocionar el traslado del casco urbano, a pesar de que la 
realidad era otra y que los habitantes del municipio nunca habían dado 
su consentimiento frente a este hecho.

Como se mostró en apartados anteriores tras la salida de la Colom-
bian Goldfields y la llegada de la Medoro Resources, comienza nue-
vamente la instrumentalización de los medios de comunicación con 
el fin de darle protagonismo al proyecto de explotación minera a cielo 
abierto, lo más grave de esta situación, es que su presidente compro-
metió recursos para la construcción y dotación de un nuevo hospital, 
promesas que jamás se hicieron efectivas.

Una de las escasas publicaciones en los medios de comunicación 
que denuncian los atropellos cometidos contra la comunidad por esta 
compañía, es la hecha por el periódico El Espectador, el 1 de Octubre 
de 2011, en un artículo denominado “El Espejismo de Marmato”, donde 
hacen un recuento de los hechos y enumeran los conflictos que se han 
desatado desde la llegada de sus multinacionales.

34.	  Publicación hecha por el Colombiano el 12 de diciembre de 2005
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Junto a esta publicación, también vale la pena rescatar los progra-
mas hechos por el periodista Oscar Castaño, para el programa Orién-
tese, que es trasmitido en toda Antioquia y que fue una especie de 
documental, donde denunciaba la situación en la que se encontraban 
los habitantes del municipio de Marmato; durante el programa fueron 
entrevistados varios personajes públicos, que daban cuenta del conflic-
to social que se había desatado a raíz de la imposición por parte de la 
compañía de los amparos administrativos sobre varios títulos mineros 
en la zona de Echandía.

Sin embargo, la manipulación de la información no tiene fin y in-
cluso la revista Semana ha sido parte de este caos, pues en su artículo 
“La Encrucijada de Marmato” entrevistan al presidente del Comité Pro 
Defensa de Marmato y la Gobernadora Indígena, y ambos sostienen no 
haber dicho lo que allí se cita, pues evidentemente, esto más que defen-
der la minería tradicional denuncia los daños ambientales y la falta de 
organización de la producción aurífera en la zona alta, lo que les juega 
en contra de su objetivo de defender el territorio.

En resumen, el tratamiento de este tema por parte de los medios 
de comunicación ha favorecido principalmente a las multinacionales 
canadienses que han transitado por el Municipio de Marmato, y hoy 
son ellos quienes cuentan la historia, mientras que los programas alter-
nativos como Oriéntese, no han tenido el reconocimiento y la difusión 
necesaria para controvertir las afirmaciones hechas por los medios de 
comunicación más populares.
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Tabla 3: Resumen de algunas de las afectaciones sociales provocadas por la 
presencia de capital canadiense en el Municipio de Marmato, Caldas.

Eventos Consecuencias inmediatas Afectaciones generadas

Reapertura de las minas por 
parte de los habitantes ante la 
falta de empleo en la zona

Migración de trabajadores desde 
otras zonas del país a Marmato

Aumento de los niveles de 
drogadicción
Presencia de bandas criminales 
y grupos al margen de la ley en 
la zona, con las consecuentes 
implicaciones de este fenómeno 
Asentamiento de la población 
flotante en las antiguas 
construcciones abandonadas por 
la avalancha en el año 2006
Aumento de los costos de vida 
en la región

Imposición de amparos 
administrativos por parte de 
la apoderada de la subsidiaria 
CROESUS S.A

Conflicto social por los posibles 
desalojos de los trabajadores 
artesanales, intranquilidad y 
zozobra entre los habitantes

Presión por parte de las 
diferentes subsidiarias de las 
multinacionales canadienses y 
las autoridades locales, sobre 
los pobladores para lograr 
la negociación de los títulos 
mineros

Restricción de la venta de 
pólvora y madera

Aumento de la accidentalidad a 
causa de la producción artesanal 
de pólvora

Quebrantamiento de los valores 
sociales que mediaban las 
relaciones obrero- empleador

Nuevas formas de organización 
de la producción, con poco 
acceso a los elementos 
necesarios para garantizar su 
seguridad

Planeación del Municipio de 
acuerdo a los intereses de las 
multinacionales

Incumplimiento de los 
compromisos adquiridos por 
parte de los directivos de la 
Medoro Resource para la 
construcción y dotación de la 
segunda fase del hospital

Inconformismo entre los 
habitantes 

Promoción de una supuesta 
reubicación del casco urbano del 
Municipio de Marmato

Enemistad entre los pobladores
Tensión social en lo referente al 
futuro de la región

Falta de gobernabilidad del 
Municipio, debido a la percepción 
por parte de los pobladores de 
la instrumentalización de las 
autoridades locales por parte de 
la multinacional

Búsqueda de medios alternativos 
para la resolución de conflictos

Perdida de legitimidad de las 
instituciones de Gobierno Local
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Consideraciones finales

A menos de un año de haber entrado en vigencia el Tratado de 
Libre Comercio entre Colombia y Canadá, la lectura frente a los im-
pactos en los derechos humanos, laborales y ambientales, requiere de 
consideraciones diferenciadas, en la cuales es necesario reconocer las 
posibilidades técnicas para dicha medición, el acceso a la información, 
la voluntad política de las partes oficiales para realizar un monitoreo 
sensato y riguroso y el poco tiempo transcurrido desde la entrada en 
vigencia e implementación y la medición de los impactos

De acuerdo a estas consideraciones es necesario señalar que en pri-
mer lugar, las partes oficiales, para el caso, el gobierno Colombiano, no 
han tomado con seriedad y rigurosidad la obligación de establecer un 
proceso de monitoreo que de cuenta de los impactos en los derechos 
humanos producto de la implementación del tratado, no existe hasta el 
momento información publica al respecto, las comunidades de mayor 
afectación no han sido consultadas y la sociedad civil ha sido margina-
da del proceso de evaluación. En definitiva la realización de un informe 
oficial, el seguimiento a los acuerdos en materia laboral y ambiental, no 
han supuesto ningún compromiso de los gobiernos, evidenciando una 
profunda falta de seriedad y voluntad política de ambos gobiernos con 
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los derechos humanos, que instrumentalizaron dichos acuerdos parale-
los y la realización de informes oficiales, para desenredar la firma del 
tratado y de paso responder eufemísticamente a los serios cuestiona-
mientos éticos y morales en materia de derechos laborales y sindicales. 
Después de la ratificación del tratado, estos acuerdos han sido converti-
dos en letra muerta y en documentos diplomáticos, sin ningún alcance.

En segundo lugar, uno de los mayores obstáculos para la reali-
zación de una medición de impactos, es la ausencia de información 
pública frente a la inversión canadiense, las multinacionales, sus sub-
sidiarias y sus estrategias se fundan en la distorsión de su razón so-
cial. En específico el principal problema es la estrategia empresarial 
de fragmentarse y compartimentarse en una serie de subsidiarias, en el 
permanente cambio de nombre y en la forma traslapada de los dueños, 
inversionistas entre otros. Situaciones que además de hacer complejo el 
proceso de rastreo de sus datos, posibilitan formas de invisibilización 
de sus responsabilidades en casos de violación a derechos humanos.

En tercer lugar, la falta de seriedad y voluntad política por los de-
rechos humanos de las comunidades afectadas por el tratado y la in-
versión canadiense, se corrobora al observar el comportamiento del 
Estado colombiano frente a las denuncias, movimientos de resisten-
cia y cuestionamientos de las comunidades afectadas por los abusos y 
violaciones por parte de multinacionales canadienses. La mayoría de 
los casos de movilización social y protestas han recibido tratamientos 
negativos o tratamientos de guerra por parte del gobierno nacional, se 
han militarizado los territorios de movilización social, descalificado e 
incluso tergiversado sus intenciones, haciendo uso de históricos ima-
ginarios de guerra, en el cual se recurre a retoricas de subversión, ma-
nipulación, infiltración guerrillera, entre otros, como método de nega-
ción y tratamiento por la fuerza. En estos hechos el gobierno ha tenido 
una tendencia fuerte de sincronizarse y respaldar a las multinacionales, 
restando importancia a la solicitud de las comunidades, con un men-
saje contundente: una profunda preocupación por la rentabilidad de las 
empresas y una escasa pregunta por los derechos culturales, por las 
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tradiciones indígenas y afrocolombianas, por la subsistencia agrícola 
de las comunidades o la sobrevivencia en la minería tradicional.

La lógica comercial ha borrado la existencia de los derechos am-
bientales y culturales, a cambio, las multinacionales ofrecen regalos y 
limosnas, escudados en su marca de empresas socialmente responsa-
bles, donde negocian la salud y la vida de las comunidades indígenas, 
campesinos y afrocolombianos, con la construcción de infraestructuras 
poco sostenibles, campañas publicitarias, regalos de útiles escolares, 
regalos económicos a alcaldes, políticos entre otros, aprovechando de 
paso el clima de corrupción elevado de los gobiernos locales. En la 
mayoría de casos estudiados, las multinacionales han fabricado estra-
tegias para dividir los intereses de las comunidades, comprando a al-
gunos lideres, seduciendo con cargos a otros, para hacer más fácil el 
mecanismo y obligación de consulta previa y no ser interrogadas por 
la violación al patrimonio inmaterial de las comunidades, al territorio 
sagrado, a las fuentes de agua, etc. Es notable que en la mayoría de los 
territorios en los cuales se concentra la inversión canadiense y la pre-
sencia de multinacionales, las comunidades no han sido beneficiadas 
por la rentabilidad de las empresas, sus vidas y garantías sociales y eco-
nómicas siguen siendo precarias y con tendencia a volverse mas critica 
por los costos de vida que suponen la presencia de multinacionales, por 
el abandono forzado a sus procesos agrícolas.

Aunque no es posible señalar una relación directa entre la exacer-
bación de conflicto armado y la presencia de multinacionales canadien-
ses, es preocupante la relación que se encuentra en cada uno de los 
proyectos de minería observados, en los cuales se señala un incremento 
de las acciones militares irregulares, presencia de diferentes grupos 
armados (guerrillas, paramilitares, bandas emergentes entre otros) y 
múltiples violaciones a los derechos humanos de las comunidades. Este 
tema es necesario leerlo en dos perspectivas, en primer lugar hay casos 
de violaciones contra lideres de comunidades especificas asociadas a la 
instauración de nuevos proyectos de exploración minera, en los cuales 
grupos paramilitares han sido instrumentalizados para reducir la pre-
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sión de las comunidades, estos casos reseñados en el informe deben ser 
investigados a profundidad para establecer las responsabilidades. En 
segundo lugar, se destaca que la inversión canadiense en muchos te-
rritorios ha tenido como consecuencia una mayor presencia de actores 
irregulares del conflicto armado (paramilitares y guerrillas) el aumento 
de actividades militares y derivado de esto, las comunidades se en-
cuentran hoy mas vulnerables y afectadas, el desplazamiento forzado 
se ha incrementado y las respuestas estatales han sido insuficientes o 
inexistentes.

En el caso de la minería, con el aumento de los flujos de inversión 
extranjera directa procedentes de Canadá y dirigidos hacia Colombia, 
se ha generado en algunas zonas del país un crecimiento significativo 
de violaciones a los derechos humanos, básicamente contra miembros 
de las comunidades y en algunos casos, contra estas en general, al-
gunos reseñados en el informe son los ataques contra: La comunidad 
afrocolombiana del Consejo de la Toma, departamento del Cauca; fa-
milias de la vereda de Cañada Alta, municipio del Guamo, Tolima y la 
comunidad de Guamocó al suroccidente de la serranía de San Lucas, 
departamento de Bolívar

El Gobierno Colombiano a través de un sistema legislativo laxo 
ha generado las condiciones necesarias para el establecimiento de las 
multinacionales canadienses, en las diferentes zonas del país donde se 
concentra la mayoría de los recursos naturales que son de su interés. 
Dichas empresas han hecho uso de los vacíos e irregularidades que 
presenta el código laboral colombiano, y que garantiza utilidades a par-
tir de la disponibilidad de mano de obra a bajo costo; dicho código 
laboral ha sido adecuado paulatinamente con el fin de atraer inversión 
extranjera, lo que puede ser ilustrado con el caso de Puerto Gaitán, 
que demuestra cómo Pacific Rubiales –que hace presencia en Colombia 
desde antes de la firma del tratado de libre comercio con este país- ha 
condenado a sus trabajadores a la subcontratación laboral y consecuen-
temente a la falta de garantías que le permitan asegurar para ellos y sus 
familias las condiciones necesarias para llevar una vida digna.
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La minería a cielo abierto esta causando impactos negativos en el 
medio ambiente de carácter permanente y con persistencia por largos 
períodos de tiempo. Se contaminan las aguas, los suelos, se pierde la 
vegetación y la fauna y se afecta a la población local. Una vez de cierre 
la mina solo quedan pasivos ambientales altamente contaminantes que 
pueden seguir causando impactos a perpetuidad. No es posible hacer 
una recuperación total del área y solo se puede dar una rehabilitación 
para usos futuros muy limitados. La explotación a cielo abierto en Mar-
mato puede durar 20 años, generando cuantiosos beneficios para la em-
presa minera y luego de los cuales solo queda para la región pobreza, 
contaminación, un paisaje modificado, desarraigo, recursos naturales 
degradados y pasivos ambientales.
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1. Compañías canadienses 
con presencia en Colombia

Más de medio centenar de empresas canadienses de diverso tama-
ño operan en Colombia. Esta cifra podría incrementarse a raíz de la 
entrada en vigencia del TLC entre ambos países. A continuación se 
presentan algunas de las empresas canadienses –y algunas de sus sub-
sidiarias- que la actualidad hacen presencia en Colombia, en su gran 
mayoría dedicadas a los sectores del petróleo y la minería:

Empresa Actividad

NEXEN

Compañía dedicada a la producción global de energía, establecida en luga-
res ubicados estratégicamente: Mar del Norte, Golfo de México, Oriente Me-
dio, África Occidental. Opera en países como Canadá, Estados Unidos, Co-
lombia, Brasil, Nigeria, Yemen, y Australia. En el 2000 hizo su primer descu-
brimiento en Colombia, en Guandón, bloque Boquerón, y en 2002 Ecopetrol 
aceptó su solicitud para proceder con el desarrollo comercial del proyecto. 
Esta petrolera canadiense explota la región de Guandó y el bloque Boque-
rón en la cuenca del Alto Magdalena. Boquerón se encuentra en la cuenca 
del Magdalena en el centro de Colombia, a unos 45 km al suroeste de Bo-
gotá. En 2009, la empresa adquirió dos bloques de exploración adicionales 
en Colombia y ahora tienen cinco bloques de exploración en la cuenca del 
Magdalena.
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Empresa Actividad

Talisman Energy

Fue establecida como una compañía independiente en 1992 y es un reco-
nocido productor mundial de gas natural (48% de su capacidad) y petróleo 
(52% restante). Tiene su base principal en la ciudad de Calgary, Alber-
ta, y concentra su mercado en Norteamérica (47%), Mar del Norte (32%) 
y el Sureste de Asia (18%). Es una de las compañías canadienses con 
presencia más reciente en Colombia, donde realiza exploración sísmica y 
trabaja asociada con contratistas nacionales. En Colombia, Talisman tiene 
un programa activo de exploración en la región de los Llanos, una de las 
cuencas de hidrocarburos del país. En 2009, Talisman hizo un descubri-
miento de gas condensado en el bloque Niscota en el pie de los Andes. 
La compañía British Petroleum, vendió sus operaciones en Colombia a 
un consorcio formado por Ecopetrol (51%) de Colombia y Talisman (49%), 
quienes pagaron la suma de US$ 1.895 millones.

Quadra Resources

Fundada en 1994, con sede en Calgary, opera en Colombia y Asia Central. 
Compañía dedicada a desarrollar oportunidades de negocio en el campo 
del gas natural y el petróleo. Debido a la madurez de sus proyectos en 
Canadá y Estados Unidos, ha adquirido experiencia en las dos áreas más 
prominentes en cuando a hidrocarburos: el este del Mar Caspio y la zona 
norte de Suramérica. Quadra posee el 100% del contrato Iraca, que se 
sitúa en la cuenca César, noreste del país, a sólo 6km de un ducto existente 
que transporta gas hacia el centro del país.
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Empresa Actividad

Pacific Rubiales Energy

 Empresa dedicada a la exploración y producción de petróleo crudo y gas 
natural. Su atención en Suramérica se centra en Colombia y Perú. En el 
primero cuenta con bloques en los Llanos, Valle Inferior del Magdalena y 
Cesar, Ranchería, el Alto y Medio Magdalena, así como Putumayo. Com-
parte la propiedad conjunta de yacimientos de petróleo y muchos proyectos 
de exploración en Colombia con Ecopetrol y en el Perú con Petrodorado. 
Sus activos más valiosos se encuentra el bloque Rubiales (el más grande 
en Colombia, ubicado en Puerto Gaitán, Meta), Pirirí y Quifa en el centro de 
Colombia, que operan a través de Meta Petroleum Ltda, una división de la 
filial de Rubiales Holdings Limited (RHL). Además es dueña de Kappa Ener-
gy Holdings y Pacific Stratus, ambas dedicadas al sector petrolero. Además 
adquirió en 2009 a la compañía Gran Colombia Oil & Gas. Recientemente 
la empresa anunció la adquisición del 49.99% de los intereses de Maurel y 
Prom (Euronext Paris: MAU.FP) en los bloques exploratorios de Sabanero, 
Muisca, SSJN-9, CPO-17 y COR-15, ubicados en el departamento del Meta. 
La compañía ha experimentado un aumento constante en la producción 
durante los últimos dos años. A principios de 2010 la producción total bruta 
diaria (sin incluir regalías sobre la base de los niveles de producción y los 
precios del crudo) fue de alrededor de 130.000 bep / d en comparación 
con alrededor de 83.000 bep / d en 2009. Para el año 2010 la producción 
neta total fue de 56.974 bep / d, un 67% más que en 2009. La mayoría 
del aumento se debe al crecimiento en el campo de petróleo Rubiales. A 
principios de 2010 fue la más grande compañía petrolera con operaciones 
en forma independiente en América del Sur y en términos de empresas 
privadas la de más rápido crecimiento en Colombia.

Pacific Coal Ressources

Empresa socia de Pacific Rubiales (dueña del 19% de las acciones), dedi-
cada a la explotación de carbón. La empresa tiene cuatro minas de carbón 
y una de asfaltita en el país y se convirtió en la única empresa en Amé-
rica Latina en estar concentrada exclusivamente en carbón. Además de 
fusionarse con Vega Resources, PCR entró en acuerdos para comprar el 
proyecto Caypa, la firma C.I. Jam y la concesión La Tigra. El primero está 
ubicado en Barrancas, en La Guajira, y es una mina de carbón térmico con 
una producción anual de entre uno y 1,2 millones de toneladas y la segun-
da es una firma colombiana que explota carbón coque en el municipio de 
Samacá, departamento de Boyacá. Mientras que La Tigra es una mina de 
carbón y asfaltita ubicada en el departamento de Santander.

Coalcorp Mining Inc.

Empresa dedicada a la explotación minera y metalúrgica. En Colombia rea-
liza explotaciones de carbón en las minas de La Francia y Caypa. Posee un 
interés accionario de 60% en Carbones Colombianos del Cerrejón S.A, la 
cual explota la mina de la Caypa.
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Empresa Actividad

Parex Resources

Empresa petrolera que adquirió la firma Remora Energy International, y el 
50% de participación que posee en cuatro contratos de explotación de hi-
drocarburos en los Llanos Orientales, completando un total del cinco zonas 
de explotación en la región llanera.

Essential Energy Services

Esta compañía petrolera opera en Colombia a través de Essential Energy 
Services S.A. de la cual la empresa canadiense tiene en su poder el 85% 
de las acciones (el 15% restante está en manos de accionistas colombia-
nos). Su centro de operaciones está ubicado en el Magdalena Medio, en 
proximidades a Barrancabermeja.

Petrobank / 
Petrominerales Ltd.

Esta empresa petrolera adquirió en 2002 la empresa Alberta Energy. Su 
principal proyecto en Colombia es el bloque Antorcha, adquirido a PanAn-
dean Resources en abril de 2010. El bloque abarca 87.383 hectáreas en 
la cuenca del Magdalena Medio, en campos como el Velázquez, Moriche 
y Nare-Norte, en las cercanías de Antorcha, que combinados tienen más 
de 500 millones de barriles de petróleo recuperable. Además, la empresa 
tiene proyectos en Neiva y Orito. Extrajo en 2010 37.250 barriles por día y 
pretende llegar, a finales de 2011, a 50.000 barriles.

Trans
Canada Lines

Esta compañía dedicada a la explotación y distribución de gas y petróleo, 
tiene presencia en Colombia a través de TransGas de Occidente S.A, pro-
piedad en un 46,5% de TransCanada. TransGas participó en la construc-
ción del sistema de ductos de gas natural que se extiende desde Mariquita 
a Cali en Colombia a lo largo de 344 kilómetros.

Prima Colombia 
Hardwood

Empresa dedicada a la explotación maderera con operaciones en 
el municipio de Bahía Solano, a través de su empresa REM Inter-
national CISA. Tiene un acuerdo con la firma colombiana Paci-
fic Lumber S.A.S. para asociarse y comercializar madera tropical. 
Pacific Lumber es a su vez propiedad de Blue Pacific Assets (BPA). Prima 
Colombia Hardwood (PCH) tiene reservas para la explotación comercial 
de unos 3,1 millones de pies cúbicos de maderal en Bahía Solano, en el 
Chocó.

Enbridge Inc.

Con sede en Calgary, Alberta, esta compañía tiene como principal ac-
tividad el transporte y distribución de crudo y gas natural a través de 
oleoductos y gasoductos. Opera en Canadá y Estados Unidos, México, 
Venezuela, España y Oman. Participó en la construcción de OCENSA 
(Oleoducto Central S.A.) empresa colombiana de capital mixto, cons-
tituida el 14 diciembre de 1994. Con una longitud aproximada de 830 
km, el oleoducto se extiende a lo largo del país desde el piedemon-
te llanero (áreas de Cusiana y Cupiagua) hasta el Terminal Marítimo 
de Coveñas, en el límite de los departamentos de Sucre y Córdoba. 
En su recorrido el oleoducto atraviesa 45 municipios de los departamentos 
de Casanare, Boyacá, Santander, Antioquia, Córdoba y Sucre, una impor-
tante zona de influencia a lo largo del territorio nacional, constituyéndose 
en la columna vertebral de los principales oleoductos de Colombia.
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Empresa Actividad

Vanguard Oil Corporation Compañía dedicada a la exploración de petróleo y gas que opera en Co-
lombia, Egipto, Túnez y Marruecos.

ECO ORO MINERALS 
CORP

Antes Greystar Compañía minera canadiense dedicada a la exploración, 
desarrollo y explotación de los recursos de metales preciosos. En la ac-
tualidad, sus operaciones están vinculadas con el desarrollo del proyecto 
Oro-Plata Angostura, departamento de Santander, así como la exploración 
y explotación de depósitos de plata en la región nororiental de Colombia.

Gran Colombia Gold

Compañía dedicada a la exploración de oro y plata. La Sociedad posee el 
95% de los activos de la antigua Frontino Gold Mines, entre ellos el más 
grande de oro subterránea y operación de minas de plata en Colombia. 
También es propietaria de otros cuatro proyectos de exploración en Colom-
bia para una superficie total de exploración de aproximadamente 21.400 
hectáreas.
Cinco de las propiedades de Gran Colombia Gold están ubicadas en las 
regiones mineras más importantes de Colombia. La mayoría de las ope-
raciones de la Compañía se encuentran en Antioquia. Estas propiedades 
incluyen: 
▪ 	 Frontino Gold Mines. Un interés del 95% en una mina productora de oro 

con un sistema de vetas de alto grado. 
▪ 	 El Zancudo. Una participación del 100% en una mina de oro con un 

sistema de vetas mesotermales epithemal. 
▪ 	 Carla Gran Colombia. Una participación del 100% en una mina de oro 

con un sistema de vetas de cuarzo mesotermal. 
▪ 	 Providencia (Concepción). Un interés del 80% en una propiedad de 

exploración que cubre 3.384 hectáreas. La compañía también tiene 
una propiedad en el departamento de Nariño, una región relativamente 
inexplorada: Mazamorras. El 100% de una propiedad de exploración de 
pórfidos de cobre y oro que cubre 5.979 hectáreas.

GRAN COLOMBIA GOLD

Antes Medoro Resources, llegó recientemente al país. Es una compañía de 
exploración y desarrollo minero que concentra su operación actual en Mar-
mato (Caldas) y Antioquia. Ha enfocado sus inversiones en la adquisición 
de propiedades de oro con potencial de desarrollo y explotación especial-
mente en Colombia. También prepara su ingreso a la BVC. Es dueña de re-
cursos de oro sustanciales en el país con un estimado de recursos actuales 
para el proyecto Marmato de aproximadamente 7,5 millones de onzas de 
oro en las categorías de medidos e indicados y 2.2 millones de onzas de 
oro adicionales en la categoría de inferidos. En junio de 2011, la compañía 
realizó el anunció un acuerdo de fusión con Gran Colombia Gold.

PETROMAGDALENA

Antes Alange Energy. Petrolera con 19 sectores de explotación en Colom-
bia que suman 1,2 millones de acres. Opera en las cuencas del Catatumbo, 
los Llanos, Putumayo y Magdalena Medio. En la actualidad extrae aproxi-
madamente 2.800 barriles de petróleo.
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Empresa Actividad

Bandera Gold Ltda.
Empresa minera que tiene un proyecto de exploración y extracción de oro 
en Belmira (Antioquia), en donde ha explorado 17 zonas con potencial para 
la extracción. Además tiene un proyecto en México.

Rosenblatt Associates

A través de Rosenblatt International de Colombia Ltda. con sede en Bogo-
tá, esta empresa está dedicada a la asesoría de programas de inmigración 
a Canadá a personas y familias Colombianas con el objeto de obtener una 
visa como residente permanente

Estrella International 
Energy

Empresa dedicada a los sectores del petróleo, gas y minería, con opera-
ciones en el Magdalena Medio y en los Llanos. Este año concretó la ad-
quisición del 49% de las acciones en circulación de las firmas de servicios 
Petroland S.A.S. y Zigma Colombia Petroleum Services, con las respec-
tivas opciones para comprar el 51% restante. El valor de estos negocios 
ascendió a 10,5 millones de dólares, unos 19.600 millones de pesos. El año 
anterior había adquirido la STS de los Andes S.A., empresa especializada 
en el transporte de hidrocarburos. Estrella cuenta además con operaciones 
en Argentina, Chile y Perú. 

Colombian Mines 
Corporation

Esta firma posee concesiones para la exploración de proyectos mi-
neros como Yarumalito, en Marmato, Caldas, y el Dovio, en Valle 
del Cauca. Este año concretó una emisión de acciones por 6,8 mi-
llones de dólares, cuyos recursos usará para las operaciones de 
exploración de oro en el país así como a otros fines corporativos. 
La compañía tiene una amplia cartera de proyectos de oro, cobre-oro y 
polimetálicos que cubren más de 150.000 hectáreas de terreno de explora-
ción altamente potenciales.

Solvista Gold Corporation

Compañía de exploración minera con proyectos en Caramanta, Guadalu-
pe, Támesis, Valparaíso, Gómez Plata, Amalfi, Carolina del Príncipe, Anorí, 
Angostura y Campamento, en el departamento de Antioquia, y Aguadas, 
departamento de Caldas. En 2011 se fusionó con Alpha One Corporation.

Calvista Gold Corporation

Empresa de minería aurífera vinculada con Norvista Resources Corp. Man-
tiene intereses en el proyecto de California, con once títulos mineros. y 
(antes Ventana Gold Corp.). Calvista Colombia, la subsidiaria de propiedad 
de la compañía de Ontario Oro Calvista, posee el 100% de los títulos de 
los siguientes ocho licencias: 14031 (Buenavista), 108-68 (Tesorito), 37-68 
(Callejón Blanco), 100-68 (Jaramalla) , 160-68 (Divino Niño), 41-68 (Jor-
dania), 132-68 (Cacique), 109-68 (El Alto).Además, tiene un acuerdo de 
opción para adquirir el 100% de la licencia de 98 a 68 (El Sinú) y un contrato 
de opción de inversión para adquirir el 100% de la licencia de 90 a 68 (El 
Carmen) y el 16,66% de la licencia de 39 a 68 (Los Andes ).

Norvista Resources 
Corporation

Compañía fundada por el agente minero canadiense Gerry McCarvill, es 
un banco comercial dedicado a hacer inversiones en el sector de recursos 
naturales. Tiene presencia en el proyecto California en Santander. Empre-
sa vinculada con Solvista Gold Corp.
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Empresa Actividad

Auro Resources 
Corporation

Compañía de EXPLORACIÓN MINERA que firmó un acuerdo para adquirir 
todas las acciones en circulación de White Gold Corporation (WGC), otra 
empresa canadiense focalizada en negocios de minería en Colombia. Oro 
Barracuda S.A.S., filial de WGC, explora oro en Santander, en el municipio 
de California, además en el Tolima y Quindío, en una mina equidistante al 
proyecto La Colosa, de AngloGold Ashanti, y en Norte de Santander, donde 
opera el proyecto Arboledas.

Blue Pacific Assets

Firma domiciliada en Islas Vírgenes Británicas que desarrolla proyectos 
de explotación de recursos naturales en Colombia. Algunos accionistas de 
Pacific Rubiales Energy son sus dueños. Blue Pacific Assets también es 
junto a Pacific Rubiales Energy accionista de Proeléctric, Pacific Infrastruc-
ture y Pacific Coal, firmas que desarrollan negocios en Colombia

Canacol Energy Ltd.

Compañía petrolera con operaciones en tierra en Colombia, Guyana y Bra-
sil. En Colombia tiene proyectos en la cuenca de los Llanos y en la cuenca 
Caguán-Putumayo. La trayectoria que la compañía tiene en Colombia ha 
posibilitado su fuerte y rápida expansión, logrando plantearse metas de 
crecimiento con un rango de producción que oscila entre los de 10.500 y 
11.500 barriles por día, en especial, gracias a los pozos perforados recien-
temente en Rancho Hermoso (cuenca de los Llanos).

Gran Tierra Energy

Petrolera cuya a producción neta ha aumentado de aproximadamente de 
700 barriles de petróleo por día en 2006 a aproximadamente 15.000 (NAR) 
de barriles de petróleo por día en 2010. Este crecimiento ha sido impulsa-
do por el éxito de la, incluyendo el descubrimiento del campo Costayaco, 
uno de los descubrimientos de petróleo más grande en Colombia en la 
última década. Hoy en día, Gran Tierra Energy tiene una participación en 
19 bloques en Colombia (Putumayo, Zona Norte, Zona Nororiental, Cuen-
ca del Magdalena y Llanos). Gran Tierra Energy es actualmente el mayor 
poseedor de reservas y el terrateniente más grande de exploración en la 
cuenca del Putumayo en el sur de Colombia, y se ocupará de un programa 
agresivo de perforación de exploración en 2011. En enero de 2011, a com-
pañía anunció un acuerdo para adquirir todas las acciones de Petrolifera 
Petroleum Ltd (también de Canadá), en una operación que le adiciona a la 
primera empresa 11 bloques petroleros con estatus de operador en Colom-
bia, Perú y Argentina. De los 11 bloques para exploración y producción que 
están en manos de Petrolifera, tres se encuentran en Colombia, otros tres 
en Perú y cinco en Argentina. En el país sus operaciones abarcan unas 
850.000 hectáreas y recientemente anunció un descubrimiento de petróleo 
(La Pinta) y otro de gas (Brillante) en el bloque Sierra Nevada, en la cuenca 
Inferior del Magdalena. La compañía también tiene una participación del 
50% y es operador del bloque Turpial, en la cuenca del Magdalena Medio.
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Empresa Actividad

Scotiabank

Es la financiera canadiense con mayor presencia en el mundo. En la ac-
tualidad cuenta con operaciones en América Latina, El Caribe y algunos 
países de Asia. Suscribió un contrato para comprar la unidad en Colombia 
del The Royal Bank of Scotland y constituyó Scotiabank Colombia S.A.

B2Gold
Empresa minera dedicada a la extracción de oro. En Colombia tiene pro-
yectos en Gramalote y Mocoa. Además tiene proyectos en Costa Rica, 
Nicaragua y Uruguay.

Caerus Ressources
Empresa minera de extracción de oro con proyectos en Buriticá –municipio 
del departamento de Antioquia-, El Piño –municipio de Maceo, Antioquia- y 
El Cafetal –municipio de Valparaiso, Antioquia-.

SNC-Lavalin

Multinacional reconocida en el campo de la ingeniería, especializada en 
construcción, infraestructura, servicios de mantenimiento, gestión y finan-
ciación de proyectos, entre otros, para compañías industriales y de diver-
sas actividades.
Esta compañía adquirió la firma colombiana Itansuca Proyectos de Inge-
niería, que se focaliza en el sector de la energía y tiene unos 1.100 emplea-
dos. Itansuca ofrece asesoramiento en gestión de proyectos, diseño elec-
tromecánico de instalación y servicios de supervisión en Colombia y otros 
países de Latinoamérica. La compañía se desempeña en la ámbitos de la 
energía, la infraestructura, el petróleo, el gas, y la minería y la metalurgia. 
Itansuca registró en el 2009 ingresos operacionales por 79.107 millones de 
pesos, contra 39.122 en el 2008, lo que representa una aumento de 102 por 
ciento. La compañía opera desde hace un tiempo en el país y en el 2009 su 
sucursal reportó ingresos por 7.500 millones de pesos.

Quebecor World

Originaria de Montreal, se dedica a realizar procesos de impresión y a par-
tir de 1989 ocupa el primer lugar en Canadá; desde 1998 ocupa el primer 
lugar también en Europa, así como el segundo en Estados Unidos y Améri-
ca Latina. Opera además en India. Esta empresa, una de las más importan-
tes empresas de impresión comercial en el mundo, ingresó al mercado Co-
lombiano en 1998 cuando adquirió una planta en Bogotá. Esta planta pro-
duce libros para los mercados de Latinoamérica, Norteamérica y Europa. 
La planta de Bogotá tiene gran importancia en el merca-
do de textos de estudios en Latinoamérica, con grandes ven-
tas a editores de Colombia, Brasil, Argentina y Venezuela. Tam-
bién produce libros para varios editores de Centroamérica. 
Para poder satisfacer la creciente demanda, Bogotá instaló otra rotativa 
offset y dos prensas planas, a fines de 2001.

Bata Footwear

Esta empresa canadiense de calzado, tuvo origen en Checoslovaquia y 
tiene su sede operativa en Suiza. En Colombia tiene presencia a través de 
más de 60 tiendas ubicadas a lo largo del territorio nacional. Es dueña de 
la compañía manufacturera Manisol, ubicada en Manizales.
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Empresa Actividad

Kruger Paper

Productora de pulpa de papel para publicaciones, uso doméstico e indus-
trial. Su presencia en Colombia se da por medio de Papeles Nacionales 
S.A. (productor y comercializador de papel) y Fibras Nacionales Ltda 
(dedicada a la compra de papeles reciclables). La primera tiene su planta 
principal en Cartago (Valle), y además está ubicada en Bogotá, Medellín, 
Cali, Barranquilla, Bucaramanga e Ibagué, mientras que la segunda se en-
cuentra en diez ciudades del país, entre las cuales se encuentran Bogotá, 
Medellín, Cali, Barranquilla, Pereira, Manizales e Ibagué. Es propietaria 
de la marca DRIcore. En 2004 comenzó a operar en el sector energético.

McCain Foods

Empresa fabricante de productos alimenticios congelados, como patatas 
fritas, aperitivos, pizzas, verduras, postres, jugos, platos y comidas horno. 
En Colombia tiene sede en el Departamento de Cundinamarca (Olaya, La 
Aurora, Chicó Norte). En Colombia McCain cuenta con la planta industrial 
de productos congelados más moderna del país y una de las más avanza-
das de Latinoamérica. McCain apoya además la tecnificación, investiga-
ción y desarrollo de cultivos como la papa y la yuca, trabajando de la mano 
con el ICA y el agrónomo, optimizando el uso de las tierras y desarrollando 
nuevas variedades.

LaSalle College Red internacional de instituciones educativas, con presencia en Bogotá.

Nortel Networks

Empresa de telecomunicaciones que opera en Colombia a través de Nortel 
Networks S.A. con sede en Bogotá. Con más de un siglo de experiencia 
en el área de las comunicaciones, es un proveedor líder a nivel mundial de 
soluciones en el sector de telefonía fija. Su portafolio contiene productos 
inalámbricos y de tecnología de voz.

Sandvine and RIM Empresa dedicada a tecnologías vinculadas con internet, tiene en Bogotá 
su centro de operaciones en Colombia.

President’s Choice 
International

También conocido como “PC”, es una marca propia  o marca de la tien-
da  propiedad deLoblaw Companies Limited  , el mayor minorista de ali-
mentos de Canadá. Como la línea premium de la empresa, elección del 
Presidente incluye una amplia variedad de productos de alimentación y del 
hogar, además de los servicios financieros y los teléfonos móviles.

Newbridge Networks Empresa dedicada a la producción de redes de datos, opera en Colombia a 
través de Newbridge Networks andina C.A., con sede en Bogotá

Bell Canada Empresa dedicada al desarrollo y entrega de soluciones de comunicación.

La lista de empresas es complementada con otros nombres como 
Continental Gold y el Grupo de Bullet S.A., además de otras como 
Quia Resources, Sunward Resources, Seafield Resources, Batero Gold 
Corporation, Samaranta Mining Corporation, Cosigo Resources, CB 
Gold, Sagres Resources, Galway Resources, AUX Canada Acquisition 
Inc. –antes Ventana Gold-, Petroamerica Oil Corp, y U308 Corp.
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2. Adecuación jurídica a los 
Tratado de Libre Comercio

Marco normativo de las relaciones internacionales en Colombia

La Constitución Política colombiana establece en el art. 3 que “La 
soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el po-
der público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus 
representantes, en los términos que la Constitución lo establece.” En 
armonía con las demás disposiciones de la Carta, en las relaciones ex-
teriores, el Presidente es delegatario del pueblo (Art. 189 núm. 2) y 
esta potestad no es absoluta porque existen en el sistema jurídico otros 
representantes que tienen la función de garantizar el control sobre el 
ejercicio de este mandato.

El primero de los controles es el mismo cuerpo constitucional, que 
define los fundamentos que deben regir las relaciones de Colombia con 
la comunidad internacional y con los demás estados. La soberanía na-
cional, el respeto a la autodeterminación de los pueblos y el reconoci-
miento de los principios del derecho internacional, así como un propó-
sito hacia la integración latinoamericana y del Caribe. (Art. 9).

La equidad, la reciprocidad y la conveniencia nacional son los cri-
terios que el Estado garantizar a la hora de internacionalizar las relacio-
nes políticas, económicas, sociales y ecológicas (Art. 226) y en cuanto 
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a la integración, se adiciona el de la igualdad (Art. 227).
En la construcción de las relaciones exteriores, el Congreso tam-

bién tiene un mandato derivado de la soberanía del pueblo puesto que 
todos los tratados deben contar con su aprobación. (Arts. 150 núm. 16 
y Art.224).

La Corte Constitucional por su parte, en ejercicio de la jurisdicción 
constitucional, de pronuncia, de manera definitiva, sobre los tratados 
internacionales y las leyes que los aprueban. (Art. 2241 núm. 10)

De esta forma, las tres ramas del poder público son delegatarios 
de la soberanía del pueblo en el proceso de negociación, aprobación y 
ratificación de los tratados internacionales.

Desde su promulgación en 1991, la Constitución ha sido reformada, 
entre otras razones, para facilitar la suscripción de tratados de libre co-
mercio y bilaterales de inversión, en las cuales se destacan las relativas 
a la propiedad privada, la sostenibilidad fiscal y el régimen de regalías.

El acto legislativo 1 de 1999, bajo el gobierno de Andrés Pastrana, 
modificó el artículo 58 de la Constitución Nacional suprimió la expro-
piación sin indemnización que había sido incorporada en la reforma 
constitucional de 1936, en aras de garantizar la función social de la 
propiedad.

Esta reforma devolvió a las personas naturales y jurídicas, tanto na-
cionales como extranjeras, la garantía completa del derecho a la propie-
dad y por lo tanto, resta al Estado la capacidad de limitarla por razones 
de interés público o general. Ha sido por lo tanto, una transformación 
fundamental en la estrategia de promover la Inversión Extranjera Di-
recta en el país pues ha servido para sustentar la constitucionalidad de 
cláusulas de los tratados de libre comercio que prevén la indemnización 
a inversores extranjeros por decisiones de gobierno que afecten dere-
chos patrimoniales, aún en el caso de ser meras expectativas.

El Congreso aprobó el acto legislativo 3 de 2011que modifica los 
artículos 334, 339 y 346 de la Constitución Nacional incorporó el con-
cepto de sostenibilidad fiscal como un criterio de actuación del Estado 
en la dirección de la economía, enunció el carácter de progresividad 
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de las obligaciones de garantía de los derechos económicos, sociales 
y culturales, incorporó un mecanismo para que los jueces ajusten sus 
decisiones a este criterio y estableció que sea también sea incorporado 
en los planes nacionales de desarrollo y en los presupuestos de rentas 
y leyes de apropiaciones que anualmente aprueba el órgano legislativo. 
Es decir, el llamado equilibrio en las finanzas públicas.

El principio no está orientado a la protección y aumento de los re-
cursos del Estado, sino a disciplinar el gasto social1. En este sentido, 
la reforma constitucional que se propone, exime de responsabilidad 
al Gobierno por los efectos lesivos del patrimonio que puedan tener 
los tratados de libre comercio que suscriba, o por las sanciones a que 
haya lugar si es demandado por una empresa inversora en relación con 
cualquier política pública de protección de los derechos económicos, 
sociales y culturales que ponga en riesgo o menoscabe sus intereses 
económicos.

El Gobierno de Juan Manuel Santos en su programa de gobierno 
planteó el desarrollo de cinco locomotoras o ejes de desarrollo eco-
nómico para el país. Una de ella es la de la minería, que es el sector 
económico más dinámico de los últimos años y que está representado 
en el aumento de los precios internacionales del petróleo, el oro, el ní-
quel y el carbón. Por ello, presentó al Congreso un proyecto de acto 
legislativo, es decir, modificatorio de la Constitución, que consiste en 
variar la asignación de recursos producto de la explotación de los recur-
sos naturales entre los municipios, departamentos y la nación, ya que 
17 Departamentos y 60 municipios recibían el 95% de esos recursos. 
La propuesta, aprobada mediante el Acto Legislativo 5 de 2011, crea 
el Sistema General de Regalías (SGR), que regirá a partir del 2012 y 
cuyos recursos serán independientes del presupuesto nacional y de las 
transferencias territoriales. Los ingresos del SGR se distribuirán de la 
siguiente manera: 10%, para el Fondo de Ciencia, Tecnología e Inno-

1.	 http://www.lasillavacia.com/movida/conviene-elevar-rango-constitucional-
el-principio-de-sostenibilidad-fiscal-23492, consultado el 12 de abril de 
2012.
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vación; 10%, para ahorro pensional territorial, y hasta un 30%, para el 
Fondo de Ahorro y Estabilización. De los recursos restantes, un 20% 
se dirigirán a las regalías directas y un 80%, a los fondos de compen-
sación regional y de desarrollo regional. Adicionalmente, se destinará 
un 2% para fiscalización.

La reforma fe objeto de debates que señalaron que la disminución 
de los ingresos de los departamentos y municipios petroleros y mineros 
de sus derechos sobre las regalías generará una crisis fiscal. Dado que 
el gobierno sustentó la reforma en la necesidad de ampliar la partici-
pación en los beneficios económicos para todo el país, se cuestionó 
que no se aumentaran ni los impuestos ni las regalías a las empresas 
multinacionales que los explotan, ya que apenas presentan el 1% del 
PIB. El otro mecanismo que lograba la socialización de los beneficios 
económicos era la ampliación de la participación de municipios y de-
partamentos no mineros en el ya creado Fondo Nacional de Regalías, 
que fue administrado por el gobierno central de manera arbitraria hasta 
el momento.

“Con la reforma se quedarán hasta el 30 por ciento de los dineros de 
la regalía en un fondo en el extranjero, los que si se tuviera una política 
macroeconómica acorde con el desarrollo nacional, podrían gastarse 
y crear un círculo virtuoso que desarrolle el agro y la industria. En el 
futuro, agregó el congresista, las regalías se gastarán en las megaobras 
que el gobierno nacional decida y no en proyectos de impacto local y 
departamental, fundamentales para el desarrollo de los entes territoria-
les productores”2.

Las normas que reglamentan la reforma constitucional están en trá-
mite en el Congreso y han sido objeto de protestas de los Alcaldes de 
los municipios mineros.

Comercio exterior: peso creciente en la agenda interna

2.	 Declaración del senador Jorge Enrique Robledo del PDA. http://www.moir.
org.co/La-de-las-regalias-una-reforma.html, , consultado el 12 de abril de 
2012.
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El impulso a la internacionalización las relaciones económicas tuvo 
una primera etapa en la década del noventa con la llamada apertura 
económica impulsada por el presidente César Gaviria que implicó la 
suscripción de algunos tratados comerciales, así como la adopción de 
medidas internas para abrir el mercado colombiano al comercio inter-
nacional.

En cuanto a los acuerdos, pueden señalarse que se suscribieron de 
dos tipos: los comerciales como el llamado G3 (México, Venezuela y 
Colombia ratificado por la Ley 172 de 1994) y los Tratados Bilaterales 
de Inversión (Reino Unido, Ley 245 de 1995).

La legislación laboral del momento, la Ley 50 de 1990, tuvo como 
motivación reducir los costos laborales para tener mayor competitivi-
dad en los mercados internacionales y la formalización de formas de 
subcontratación como las Empresas de Servicios Temporales, debilita-
ron la sindicalización y negociación colectiva.

Durante este lapso otros elementos del llamado consenso de Wash-
ington fueron impulsados paralelamente: la reducción del aparato esta-
tal y la privatización de servicios públicos, que permitieron la llegada 
de empresas multinacionales en sectores como el de gas, energía eléc-
trica, telecomunicaciones y agua.

En lo corrido del siglo XXI, bajo el supuesto de que el comercio in-
ternacional y la inversión extranjera directa promueven el crecimiento 
económico, la suscripción de tratados de libre comercio y de protección 
a las inversiones tiene cada vez mayor importancia.

En el Plan de Desarrollo del primer gobierno de Álvaro Uribe Vé-
lez, Hacia un Estado comunitario”, aprobado por la ley 812 de 2003, 
los objetivos en materia de relaciones exteriores y cooperación inter-
nacional eran el crecimiento de las exportaciones y de la inversión, el 
fortalecimiento de la Comunidad Andina de Naciones CAN, el incre-
mento de zonas de fronteras con países de América Latina y el Caribe; 
respecto de Estados Unidos, el aprovechamiento del Atpa (preferencias 
arancelarias unilaterales) y la negociación del Área de Libre Comer-
cio para las Américas, así como avances en el régimen migratorio, “la 
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negociación bilateral del libre comercio” y la promoción al Estatus de 
Protección Temporal a la población colombiana en ese país. Se mencio-
nó igualmente el propósito de negociar un Acuerdo de Asociación con 
la Unión Europea.

En el segundo gobierno, 2006-2010, el Plan Estado comunitario: 
desarrollo para todos, aprobado por la Ley 1151 de 2007, la estrate-
gia de libre comercio se complejiza y se acentúa como un componente 
de la llamada agenda interna. Se plantean como objetivos del corto 
y mediano plazo: redefinir el alcance y profundidad de la CAN para 
permitir que este espacio sirva de plataforma para integrarse con otras 
economías lo cual constituye una clara diferencia con la apuesta ante-
rior por el fortalecimiento del proceso de integración andino. En otras 
instancias latinoamericanas se previó la profundización de los acuerdos 
con Mercosur, Chile, el G3, y el TLC con Centroamérica.

Se proyectan nuevas negociaciones de TLC con Canadá, Japón la 
Unión Europea, los países de la Asociación Europea de Libre Comercio 
EFTA. Plantea el desarrollo de una estrategia para estimular el avance 
de las relaciones comerciales con los países asiáticos. “En la misma 
línea, se propenderá por una participación activa del país en el Sis-
tema Regional de Cooperación, compuesto por los foros: Asia Pacific 
Economic Cooperation (Apec), Pacific Economic Cooperation Council 
(Pecc), Pacific Basin Economic Council (Pbec) y, más recientemente, 
el Foro de Cooperación América Latina-Asia del Este (Focalae)”.

En cuanto a las negociaciones internacionales de inversión y servi-
cios, “se fortalecerán los estándares de protección ofrecidos a los inver-
sionistas extranjeros y a inversionistas colombianos en el extranjero, a 
través de acuerdos sobre la materia: acuerdos de promoción y protec-
ción recíproca de inversiones y Tratados de Libre Comercio.”

Lo más relevante de este Plan de Desarrollo es la previsión de la 
adecuación normativa necesaria para cumplir con la estrategia de re-
laciones de comercio e inversión internacional, que, a más de la obvia 
modernización de los servicios aduaneros, requiere: “En la práctica, 
este ajuste normativo implicará reformas que tocarán aspectos pun-
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tuales del Código de Comercio, el Estatuto Orgánico del Sistema Fi-
nanciero, el Régimen Aduanero, la administración del sistema de pro-
piedad intelectual, el Estatuto de Contratación Pública, el Estatuto de 
Protección del Consumidor, el Régimen de Arbitramento Comercial 
Internacional entre Privados y el Régimen de Prestación del Servicio 
de Telecomunicaciones que se desarrollarán más adelante.

En materia de inversión, se implementará el programa de fortaleci-
miento del Estado en su capacidad para disminuir los riesgos de incum-
plimiento de las obligaciones internacionales adquiridas en materia de 
inversión (i.e. el respeto a los derechos de los inversionistas extranjeros 
y a sus inversiones) y para resolver controversias inversionista-Estado; 
se implementarán acciones de coordinación y capacitación interinsti-
tucionales que redunden en una eficiente y eficaz defensa de Colombia 
en estas controversias y se implementarán instrumentos jurídicos de 
derecho interno que permitan detectar las modificaciones regulatorias 
o legales necesarias para mejorar el clima de inversión.”

Finalmente, en el Plan Prosperidad para todos, ley 1450 de 2011, 
se legisla directamente sobre diversos temas para cumplir con los com-
promisos adquiridos en los TLC suscritos y vigentes (tierras, contrata-
ción pública, etc.). La otra perspectiva en que se incluye el comercio y 
la inversión internacional tiene que ver con dos elementos de la política 
denominados “locomotoras”: la minería y la infraestructura que serán 
analizados más adelante.

El TLC con Canadá y su vida jurídica en el ordenamiento jurídico 
colombiano

La negociación empezó en julio de 2007 y tras cinco rondas, el 
Acuerdo de Promoción Comercial entre la República de Colombia y 
Canadá, sus cartas adjuntas y sus entendimientos fueron suscritos en 
Lima, Perú, el 21 de noviembre de 2008, y “el canje de notas que corri-
ge el acuerdo de libre comercio entre Colombia y Canadá” el 18 y 20 
de febrero de 2010. El acuerdo fue aprobado mediante la Ley 1363 del 
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9 de diciembre de 2009 por el Congreso colombiano. El 24 de julio de 
2010, la Corte Constitucional mediante sentencia C-608/10 declaró la 
constitucionalidad del TLC y de la Ley 1363 de 2009.

En Canadá, fue aprobado en consenso por el parlamento de ese país 
el 21 de junio de 2010, y posteriormente firmado por la gobernadora 
general de este país. El acuerdo entró en vigor el 15 de agosto de 2011.

El Acuerdo de Cooperación Laboral fue aprobado por la ley 1359 
del 25 de noviembre de 2009, con sentencia de constitucionalidad de la 
Corte Constitucional C-609-2010,

El Acuerdo de Cooperación Ambiental, fue aprobado por la Ley 
1360 de 27 de noviembre de 2010, con sentencia de constitucionalidad 
de la Corte Constitucional C915-2010.

Finalmente, el 27 de mayo de 2012 se suscribió el “Acuerdo en ma-
teria de informes anuales sobre derechos humanos entre la República 
de Colombia y Canadá”, hoy ley 1411 de 2010, declara constitucional en 
la sentencia C187-2011 por la Corte Constitucional.

Compromisos normativos de Colombia en el TLC con Canadá

A diferencia del TLC con Estados Unidos, el suscrito con Canadá 
no especifica la legislación que debe adoptar Colombia. Esto hace di-
fícil el seguimiento, pues es preciso analizar todas las nuevas normas 
expedidas respecto a los sectores minero, financiero y agrícola, según 
la selección realizada para este informe.

Ajustes normativos para el comercio y la inversión

Ley Orgánica 1454 de 2011 ó de Ordenamiento Territorial

Esta norma define los lineamientos para expedir futuros códigos 
territoriales, es decir, sobre el funcionamiento y competencias de los 
municipios y departamentos en el país. “Por orden de la nueva disposi-
ción, el Gobierno tiene seis meses para presentar los proyectos de ley de 
los códigos de los regímenes departamental, distrital ó municipal y de 
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las áreas metropolitanas, algunos de los cuales ya fueron radicados en 
el Congreso. El gran principio orientador del ordenamiento territorial 
es la descentralización. En la práctica, significara la posibilidad que 
tendrán los entes territoriales de asociarse, para mejorar su capacidad 
de gestión pública.

Estas asociaciones permitirán, por ejemplo facilitarle a la Nación la 
ejecución de proyectos estratégicos, de infraestructura y energéticos. Y 
parte fundamental de la descentralización es la delegación de funciones 
por parte del Ejecutivo a los entes territoriales. La Ley también creo el 
Fondo de Compensación Territorial, adscrito al Ministerio de Hacien-
da, que manejara los recursos destinados a la financiación de proyectos 
de inversión regional.

Una de las críticas a la Ley es su orientación economicista, que 
desconoce que las regiones o las asociaciones de municipios o departa-
mentos pueden establecerse a partir de otras motivaciones e identida-
des, como la cultural, o el interés en la protección del medio ambiente. 
Esta norma fue objeto de controversia puesto que la expectativa era 
que permitiera la conformación de regiones. Por ejemplo, el economis-
ta Alberto Carvajalino Slaghekke plantea que “Se ordena el territorio 
sin mencionar una sola vez la seguridad de sus habitantes, olvidando el 
legislador que el ejercicio de ordenación territorial parte de la obliga-
ción del Estado de asegurar desde ahí la seguridad de sus habitantes. 
No me refiero al concepto enquistado de la seguridad democrática. Me 
refiero a la seguridad del hombre en su hábitat y en su relación con el 
mismo en términos de futuro, de sostenibilidad. Al no existir dicha 
relación esta ley toma distancia con el principio ético rector del Estado 
Social de Derecho.”3

Por su parte, Gabriel Tobón Quintero, plantea que la ley omite en 
su concepción a la población afrodescendiente, particularmente porque 
“…no se establece consideración alguna sobre la ampliación de la ne-

3. http://el-informador.com/index.php?option=com_
content&view=article&id=21059:la-ley-1454-de-2011&catid=39:columnas-

de-opinion&Itemid=399, consultado el 12 de abril de 2012.
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cesaria autonomía que debe tener sobre los territorios colectivos que ha 
ocupado ancestralmente, o sobre aquellos de los que ha sido despojada, 
o sobre la eliminación de las trabas y trámites, procedimientos burocrá-
ticos y exigencias para que pueda constituir sus consejos comunitarios, 
sus formas de organización y control autónomo del territorio”4. Ade-
más, no prevé la participación de las comunidades indígenas a través 
de sus instancias de concertación y las comunidades negras en la Co-
misiones de distintos órdenes que prevé la norma. El reclamo de fondo 
es que la ley no permitirá resolver las demandas y aspiraciones de las 
comunidades afrodescendientes, en el sentido de que “como parte de 
las adjudicaciones colectivas de sus territorios, se levanten algunas de 
las restricciones que estableció la Ley 70 de 1993: por ejemplo que las 
comunidades puedan demandar dominio sobre bienes públicos y bal-
díos reservados en sus territorios, y que el reconocimiento territorial 
comprenda también algunas áreas urbanas de algunos municipios, y 
el control, uso, manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables y no renovables, y que en este último caso tengan poder e 
injerencia sobre los recursos del subsuelo…Con esta Ley se olvidó una 
vieja aspiración de las comunidades negras rurales de convertirse en 
entidades territoriales, con autonomía administrativa y participación 
en los recursos del presupuesto nacional para su funcionamiento, como 
los tienen los territorios indígenas.”5

En el Comunicado del Comité Pro región Caribe y la Red de Conse-
jeros de Planeación del Caribe CORPLANIFICAR “Ramiro Fernández 
Badel” del 28 de marzo de 2011., se plantean otros puntos de vista: 
”El Fondo de Desarrollo regional, cuyo objeto será la administración 
de las regalías y compensaciones que se destinen para la financiación 
de proyectos de inversión regional, incluidos los estratégicos que se 
ejecuten a través de las Regiones Administrativas y de Planificación 

4.	 http://www.etnoterritorios.org/documentacion.shtml?apc=c1-2---&x=758, 
consultado el 12 de abril de 2012.

5.	 http://www.etnoterritorios.org/documentacion.shtml?apc=c1-2---&x=758, , 
consultado el 12 de abril de 2012.
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está atado al proyecto de centralización de las regalías que también ha 
sido presentado en la actual legislatura. Es una jugada a dos bandas en 
donde los más perjudicados como siempre son las regiones y el proceso 
autonómico. Todos sabemos que el Estado ha querido solucionar sus 
problemas fiscales con los recursos de regalías de los municipios o de-
partamentos, con la cacareada promesa de que será para mejorar.

Dicho proyecto de LOOT tampoco responde las preguntas claves 
que históricamente hemos planteado desde el Caribe ¿Cuál es el mode-
lo de ordenamiento del territorio en Colombia que satisfaga las históri-
cas aspiraciones regionales y resuelva de una vez por todas la génesis 
del conflicto en Colombia? ¿Si el actual modelo centralista entró en 
crisis por qué el gobierno insiste en mantenerlo? ¿Qué disposiciones 
debe contemplar el proyecto para fomentar el traslado de competencias 
y poder de decisión de los órganos centrales o descentralizados del go-
bierno del orden nacional hacia el nivel regional?”6

En conclusión, el fortalecimiento del centralismo de la ley favorece 
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el poder ejecutivo 
en los tratados de libre comercio y resta autonomía para que se conso-
liden regiones que puedan definir autónomamente su economía y así 
mismo, desconoce los preceptos constitucionales y desarrollos legales 
que reconocen la de autonomía a los pueblos indígenas y a la población 
afrocolombiana. En este sentido, la legislación de los procesos de con-
sulta previa prevista en el Convenio 169 de la OIT puede quedar desco-
nectada del funcionamiento administrativo, político y presupuestal del 
país, y por lo tanto, quedar en letra muerta.

Concentración de las tierras: la economía campesina acorralada

La ley 1450 de 2011, aprobó del Plan Nacional de Desarrollo “Pros-
peridad para todos”. El plan contiene la definición de las llamadas lo-
comotoras de desarrollo: infraestructura, agricultura, vivienda, mine-

6.	 http://www.corpflorentino.org/lo-publico/resultados-gestion-publica/155-
ordenamiento-territorial.html, , consultado el 12 de abril de 2012.
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ría, e innovación. En el capítulo 2, relativo a crecimiento sostenible 
y competitividad, en el punto de innovación para la prosperidad, se 
reglamentan aspectos variados como derechos de autor, propiedad inte-
lectual, definiciones de tamaño empresarial, promoción del desarrollo 
en la contratación pública, beneficios tributarios, contratos de estabili-
dad jurídica, entre otros.

En aspectos agropecuarios y de desarrollo rural, la ley permite que 
tierras que “fueron adjudicadas como baldíos o adquiridas a través 
de subsidio integral de tierras”7 sean adquiridas aunque consoliden 
propiedades de extensiones mayores a las previstas para las Unidades 
Agrícolas Familiares UAF, con el fin de desarrollar “proyectos especia-
les agropecuarios y forestales”.

Esta norma da un paso atrás en la legislación agraria del país, que 
en desarrollo de las normas constitucionales buscaba garantizar el ac-
ceso a la tierra de las y los trabajadores agrarios8. La Corte Constitu-
cional tendrá que pronunciarse sobre las disposiciones de la Ley 1450 
de 2012 cuya inexequibilidad ha sido demandada9 porque 

profundizarán la preocupante concentración de la propiedad ru-
ral en Colombia. Al eliminar las restricciones para la adjudica-
ción y comercialización de bienes baldíos, los grandes propieta-
rios, incluidos las empresas extranjeras, podrán adquirir la pro-
piedad y el usufructo de miles de hectáreas de tierras estatales. 
Por ejemplo, con las modificaciones del PND, una compañía 
podrá apropiarse de 10 mil o más hectáreas en la altillanura (en 
realidad, la ley no establece ningún límite), tierras que podrían 
resolver el problema de la tenencia de la tierra de muchas fami-
lias campesinas.

7.	  Art. 60 Ley 1450 de 2011
8.	 http://www.kaosenlared.net/noticia/188273/tlc-destruccion-agro-colombia, , 

consultado el 12 de abril de 2012.
9.	  Acción presentada por Jorge Enrique Robledo Castillo, Senador de la República 

y Wilson Neber Arias Castillo, Representante a la Cámara. Expediente 
D8924. Admitida la demanda contra arts. 60, 61, 62 Ley 1450 de 2012.
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Esta legislación, tiene un estrecho vínculo con la inversión extran-
jera. El interés en el mercado de tierras está expresado así en la deman-
da de inconstitucionalidad mencionada:

En efecto, la reglamentación de estas normas, particularmente 
del artículo 62, demuestra que las compañías extranjeras po-
drán explotar y apropiarse de los bienes baldíos. De acuerdo 
con un artículo del periódico El Tiempo titulado El Gobierno 
reglamentó megaproyectos agropecuarios, después de que el 
gobierno nacional anunció la reglamentación de los artículos 
que se demandan, el cultivador de soya Carlos Ángel afirmó: 
“Esta reglamentación era la que estábamos esperando; además, 
no le quepa la menor duda de que resonará en el extranjero y 
hará agilizar la toma de decisiones de los inversionistas de Ar-
gentina y Brasil, entre otros10.
Colombia es uno de los países que cuenta con una importante 
cantidad de tierras no cultivadas, lo que la hace muy atractiva 
para países y empresas que desean adquirir predios. De acuerdo 
con el informe Generando el interés global sobre las tierras de 
cultivo, el Banco Mundial (2010) señala que Colombia tiene cer-
ca de 21.5 millones de hectáreas de tierras no cultivadas aptas 
para la agricultura, lo que representa el 7,5% del total de Amé-
rica Latina, y convierte a nuestra nación en el cuarto país con 
mayor cantidad de tierras disponibles, detrás de Brasil, Bolivia 
y Argentina11.
Los inversionistas extranjeros –gobiernos y empresas privadas– 
están avanzando en la adquisición de tierras en Colombia. En el 
municipio de Pivijay, Magdalena, el grupo económico Merhav, 
de Israel, adquirió 10 mil hectáreas para sembrar caña de azú-
car que usará para la producción de etanol12. De acuerdo con un 

10.	 “El Gobierno reglamentó megaproyectos agropecuarios”. En: El Tiempo, 12 
de diciembre de 2011, Pág. 21.

11.	 Banco Mundial, Op. Cit. 
12.	 Grupo de Israél Merhav trae US$350 millones al campo, Portafolio. 

Consultado el 21 de noviembre de 2010. En http://www.portafolio.com.co/
economia/pais/ARTICULO-WEB-NOTA_INTERIOR_PORTA-8343389.

html.
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artículo del diario El Tiempo, inversionistas extranjeros están 
adquiriendo grandes extensiones de tierra en la altillanura13. El 
informe de prensa señala que “al menos cinco empresas extran-
jeras ya tienen proyectos en la zona (altillanura) para cultivar 
maíz en rotación con soya, y, en otros casos, caña azucarera 
o palma de aceite para biocombustibles. Entre las compañías 
foráneas se destacan el grupo Maggi, de Brasil; Mónica Semi-
llas, de Bolivia, con 12.000 hectáreas, y Cargill, multinacional 
estadounidense que está entre las 10 empresas más grandes del 
mundo en comercialización de materias primas agrícolas, con 
25.000 hectáreas.
No obstante, esta dinámica de la compra masiva de tierras por 
actores extranjeros y grandes grupos financieros de la econo-
mía nacional, no sólo ha sido un análisis de la prensa local o 
extranjera, sino que ha sido objeto de rigurosos estudios como 
el informe realizado por la investigadora Yamile Salinas para 
la Oficina Regional de la FAO para América Latina y el Caribe 
en mayo de 201114, el cual señala que diversas multinacionales 
agropecuarias, estados y conglomerados financieros, están ad-
quiriendo (y/o pretenden hacerlo) vastas extensiones de tierra 
en los departamentos de Meta y Vichada, dinámica que se había 
visto obstaculizada según los mismos inversionistas por la “li-
mitante burocrática” que imponía la Unidad Agrícola Familiar 
– UAF15, pero que con lo dispuesto en la norma en referencia 
demandada, queda abierta la posibilidad para la adquisición o 
uso en grandes áreas de tierra que tienen antecedente de bal-

13.	  Domínguez, J.C. (2010, 30 de agosto). Altillanura, una despensa con claro 
acento extranjero. El Tiempo, pp. 2.1-2.2.

14.	  SALINAS, Yamile. (2011). “Dinámicas en el Mercado de la tierra en 
Colombia”, Organización de Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO), regional América Latina y el Caribe. Disponible en: http://

www.indepaz.org.co/attachments/608_COLOMBIA%20TIERRAS%20
SALINAS%20MAYO-11.pdf, consultado el 12 de abril de 2012.

15.	  Reportaje de la Federación Nacional de Cultivadores de Cereales y 
Leguminosas titulado “Detrás de Mónica otros vendrán”, disponible en: 
http://www.fenalce.org/arch_public/reportaje.pdf, , consultado el 12 de abril 
de 2012.
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díos, no sólo en la Altillanura, sino en cualquier zona del país.
Por esta razón, con las modificaciones introducidas a la Ley 160 
de 1994 se está autorizando la extranjerización de los terrenos 
baldíos, situación que viola la seguridad alimentaria y la sobe-
ranía nacional.

En conclusión, en medio de las múltiples materias que reglamenta 
el Plan Nacional de Desarrollo, las normas estudiadas debilitan la eco-
nomía campesina y viabiliza el desarrollo de grandes proyectos que 
exigen concentración de tierras.

Minería: el objeto codiciado

La minería es una de las cinco locomotoras o ejes de desarrollo 
económico del Plan Nacional de Desarrollo por es el sector económico 
más dinámico de los últimos años debido al aumento de los precios 
internacionales del petróleo, el oro, el níquel y el carbón. El manejo de 
este sector, el uso de los recursos que genera, así como la participación 
de las comunidades indígenas y afrodescendientes en las decisiones 
sobre las explotaciones mineras han sido objeto de debates muy impor-
tantes

La legislación aplicable ha sido analizada en detalle por el Centro 
de Estudios para la Justicia Social Tierra Digna, en su texto El verda-
dero rostro de la locomotora minera y sus particularidades en el depar-
tamento del Chocó, que citamos:

Tres documentos centralizan la política minera del gobierno 
Colombiano. El primero es el Plan de Desarrollo Minero 2006-
2010, el segundo, el Plan de Desarrollo Minero Colombia visión 
2019, ambos producidos en la administración del gobierno de 
Álvaro Uribe Vélez, y el tercero es el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2011 -2014, los cuales apuntan a que en el mediano plazo, 
Colombia se defina como un “País Minero”.
Sin embargo, esos documentos de política pública se construyen 
al amparo de la Ley 685 de 2001, actual Código Minero vigente, 
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que es aplicado por la Administración en todos los procesos de 
concesión, y donde se establece, entre otras cosas, que: (i) la 
actividad minera es de “utilidad pública” lo que permite la ex-
propiación de los territorios que se consideren necesarios para 
su ejercicio [Art. 13]; (ii) prevé la imposibilidad de oponer a las 
actividades de utilidad pública, como la minería, algún plan de 
ordenamiento territorial que impida u obstaculice su ejecución 
[Art. 1 y 2, Decreto 2201 de 2003]; (iii) prevé la facultad de 
las autoridades de sustraer la protección de zonas de reservas 
forestal para la explotación de la minería [Art.34]; (iv) elimina 
la facultad a las autoridades municipales de prohibir la minería 
en su territorio [Art.37]; y, (v) en caso de involucrar territorios 
ancestrales, la consulta previa no es considerada un requisito 
obligatorio para el otorgamiento de licencias ambientales. So-
bre este último particular, es importante tener presente que al 
ser expedida la Ley 1382 de 2010, mediante la cual se reforma 
el Código Minero, la Corte Constitucional procedió a declararla 
inexequible por no haber sido consultada previamente con las 
comunidades afectadas16.
En el marco de aplicación de ese marco jurídico y de desarrollo 
de la política minera, el crecimiento calculado en la explota-
ción en este sector es aterrador: en 2007 Colombia exportaba 
productos minero−energéticos por 7.344 millones de dólares, 
en 2009 esa cifra ascendió a 18.035,4 millones y para 2021 se 
estima que llegará a 54.149,9 millones. Es decir, en un período 
de cinco años la producción minera se multiplicó en 2,45 veces, 
y en doce años se triplicará17.

16.	 Véase: Corte Constitucional. Sentencia C-366-11, de Mayo 11 de 2011. 
Expediente D-8250. Con la declaratoria de inexequibilidad, esta Corporación 
otorgó un plazo de dos años para que el Gobierno Nacional efectúe de manera 
adecuada el proceso de consulta previa de la norma en cuestión.

17.	 Rodríguez Becerra, Manuel. Minería en Colombia, ¿estilo 007? Artículo 
publicado en la revista electrónica Razón Pública, el 15 de Agosto de 2010. 
Disponible en: http://www.razonpublica.com/index.php/econom-y-sociedad-
temas-29/1289-mineria-en-colombia-iestilo-007.html, , consultado el 12 de 
abril de 2012.



Adecuación jurídica a los TLC 195

Entre 2007 y 2008 se alcanzó un repunte histórico en el área 
contratada, y para el primer semestre de 2010 se lograron las 
metas previstas para todo el año, de tal forma que en este pe-
riodo el área minera contratada ascendió a 424.799 hectáreas, 
lo que implica el otorgamiento de derechos adquiridos a favor 
de personas naturales, empresas nacionales y transnacionales, 
para adelantar labores de exploración y explotación de territo-
rios determinados18.
En orden a responder con la demanda que supone esa proyec-
ción de cifras, las autoridades naciones han otorgado licencias 
de explotación minera en páramos19, en áreas de parques natu-
rales y en territorios de comunidades indígenas, negras y cam-
pesinas20, de manera tal que el aumento de concesiones sobre 
los territorios registrado sólo hasta 2009 comprende una exten-
sión de 35 millones de hectáreas21.
Son varias las críticas que existen frente a este marco regulato-

18.	 http://www.portafolio.com.co/economia/economiahoy/ARTICULO-WEB-
NOTA_INTERIOR_PORTA-8163860.html, , consultado el 12 de abril de 
2012.

19.	  Existen aproximadamente 288 títulos mineros sobre zonas de páramo, que 
cubren una extensión de 309.439 hectáreas. Véase: http://www.lasillavacia.
com/historia-invitado/27599/alejop/estas-son-las-empresas-mineras-en-los-

paramos
20.	  A mediados de 2009 el Instituto Nacional de Investigaciones en Geociencia, 

Minería y Química, Ingeominas, había otorgado o tenía en trámite más de siete 
mil títulos mineros en todo el territorio nacional, incluyendo mil ochocientos 
en los cinco departamentos de la Amazonia, en gran parte ubicados en zonas 
de reserva forestal excluidas por ley de la explotación minera. Aparte de eso, 
había otorgado 44 títulos mineros en catorce parques nacionales, en abierta 
violación de la Constitución y la ley, que los protegen y excluyen de ese tipo 
de actividades. Ver en: Minería en Colombia, ¿estilo 007?. Manuel Rodríguez 
Becerra. Artículo publicado en la revista electrónica: Razón publica el 15 
de Agosto de 2010. http://www.razonpublica.com/index.php/econom-y-
sociedad-temas-29/1289-mineria-en-colombia-iestilo-007.html, consultado 
el 12 de abril de 2012.

21.	  Según información publicada por el Instituto Colombiano de Geología y 
Minería – Ingeominas, respecto al catastro minero nacional. Disponible en: 
www.ingeominas.gov.co
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rio, ya sea porque en sus disposiciones no se le da prelación a 
los derechos de las comunidades y al medio ambiente frente a 
los intereses del capital privado y de la minería (no aplicación 
del principio de prelación y precaución)22, o sea porque existien-
do formalmente las herramientas su aplicación no es efectiva, 
un ejemplo de ello es que durante el trámite de los contratos de 
concesión celebrados masivamente en los últimos años, no se le 
ha comunicado a las comunidades y grupos étnicos que habitan 
los territorios concedidos para esa exploración y explotación las 
condiciones del licenciamiento, pese a ser éste un deber legal 
del gobierno, de acuerdo al artículo 275 de la Ley 68523. Este 
marco regulatorio genera sin dudas graves impactos en los te-
rritorios de comunidades étnicas en Colombia y puede acarrear 
daños ambientales irreversibles para la sociedad Colombiana 
en general.
Por otra parte, es preciso destacar un elemento adicional que 
define la actual política de extracción minera a gran escala, y es 

22.	  Artículo 124 del Código de Minas (Ley 685 de 2001) señala: Derecho de 
prelación de grupos indígenas. Las comunidades y grupos indígenas tendrán 
prelación para que la autoridad minera les otorgue concesión sobre los 
yacimientos y depósitos mineros ubicados en una zona minera indígena. 
y el Artículo 34 declara Zonas excluibles de la minería. El principio de 
precaución determina que en caso de presentarse una falta de certeza 
científica absoluta frente a la exploración o explotación minera de una zona 
determinada; la decisión debe inclinarse necesariamente hacia la protección 
de medio ambiente, pues si se adelanta la actividad minera y luego se 
demuestra que ocasionaba una grave daño ambiental, sería imposible revertir 
sus consecuencias.

23.	  Artículo 275 del Código de Minas (Ley 685 de 2001) señala: Comunicación 
de la propuesta. Si la propuesta no ha sido objetada por la autoridad 
minera, en un término que no supere los quince (15) días contados a partir 
de la presentación de la misma, dentro de los cinco (5) días siguientes, se 
comunicará, por intermedio del Ministerio del Interior, a los representantes 
de los grupos étnicos ocupantes del área. La comunicación a los grupos 
étnicos tendrá por objeto notificarlos con el fin de que comparezcan para 
hacer valer su preferencia en el término de treinta (30) días contados a partir 
de la notificación, si el área estuviere ubicada en zonas mineras indígenas, de 
comunidades negras o mixtas.
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la alteración progresiva del papel del Estado. El Plan Nacional 
de Desarrollo Minero Visión 2019, consagra de manera expresa 
la necesidad de que las nuevas políticas que impulsen el desa-
rrollo del sector, partan de un cambio trascendental en el rol el 
Estado en esta actividad productiva. Si en el pasado el Estado 
se desempeñó como administrador de los recursos del subsuelo 
y como empresario con intereses económicos directos en las 
distintas fases del proceso extractivo a través de empresas na-
cionales que ejercieron la actividad, ahora es preciso que el Es-
tado ceda a la iniciativa privada, deje al libre mercado y a las 
leyes de la competencia la función de emprendimiento directo 
de los proyectos.
Con ello, se modifica radicalmente el papel del Estado en la 
extracción minera, concentrándose de una parte, en facilitar el 
aprovechamiento de los recursos mineros adoptando los cam-
bios normativos que sean necesarios para atraer inversión y para 
crear condiciones de seguridad y estabilidad para las mismas, 
por otra parte debe promover el desarrollo sostenible de la ac-
tividad minera al ejercer labores de “fiscalización y vigilancia 
en el cumplimento de las condiciones contractuales en materia 
técnica, ambiental y de retribuciones económicas”24.

Durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez despegó con deter-
minación una gran reforma institucional a la que se le ha dado 
continuidad en el actual gobierno, con la que se han realizado 
cambios relevantes en la composición orgánica y funcional de 
algunas entidades públicas25 para que administren de forma 
más eficiente y productiva la economía exportadora de recursos 
naturales, y para contar con la base adecuada que permita in-

24.	  Ministerio de Minas y Energía. Unidad de Planeación Minero-Energética. 
Colombia País Minero: Plan Nacional de Desarrollo Minero Visión al año 
2019. 2006. Disponible en: http://www.upme.gov.co/Docs/PNDM_2019_
Final.pdf, p. 14, consultado el 12 de abril de 2012. 

25.	  La Ley 1444 de 2011 por medio de la cual se escinden unos ministerios, se 
otorgan precisas facultades extraordinarias al presidente de la república para 
modificar la estructura de la administración pública
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corporar los diferentes Tratados de Libre Comercio26 que se han 
aprobado con varios países en los últimos 10 años27.
Ahora bien, no sólo se ha observado una alteración en la com-
posición orgánica de las entidades estatales, sino a su vez una 
influencia y relación notoria entre la institucionalidad y los in-
tereses del capital privado. Un reflejo de ello, se constata en 
la masiva contratación de altos funcionarios del Estado que se 
desempeñaron en cargos directivos de las entidades encarga-
das del ordenamiento e impulso de la actividad minera, como 
directivos de las compañías transnacionales o viceversa. Entre 
ellos: a) Julián Villaruel, ex director de Ingeominas, quien se 
desempeña como Director Operativo de AGA en el proyecto 
Gramalote en Antioquia; b) Frank Pearl, consultor asociado de 
la compañía McKinsey & Co, que asesora a industrias petrole-
ras y mineras fue designado como Ministro de Medio Ambiente 
y Desarrollo Sostenible; c) María Consuelo Araújo, ex ministra 
de Cultura y Relaciones Exteriores, es ahora la presidenta de la 
Minera Gran Colombia Gold; d) Juan Carlos Santos, sobrino 

26.	  La Ley 1444 de 2011 por medio de la cual se escinden unos ministerios, se 
otorgan precisas facultades extraordinarias al presidente de la república para 
modificar la estructura de la administración pública

27.	  12A continuación se relacionan algunos ejemplos ilustrativos de las reformas 
institucionales en mención: i) A partir de la año 2004 con la expedición del 
decreto 255 de 2004, se envistió a la Unidad de Planeación Minero Energética 
(UPME) de la labor de construir los distintos documentos de planificación 
integral del sector minero-energético; (ii) El gobierno actual está adelantando 
una de las reformas más importantes del sector minero, que conducirá a la 
reformulación de las funciones de Ingeominas y a la consecuente creación de 
una Agencia Nacional de Minerales que está encargada de la administración 
de los recursos mineros; (iii) Durante el año 2011 el gobierno promovió una 
reforma estructural de las entidades estatales encargadas de las políticas 
ambientales y de conceder las licencias ambientales para los proyectos 
mineros para facilitar y acelerar los trámites de licenciamiento ambiental de 
grandes mega-proyectos. El Decreto 3573 de 2011 que se crea la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales, el decreto 3570 de 2011 por medio del 
cual se modifican los objetivos y la estructura del Ministerio de Ambiente, 
desarrollo Sostenible y se integra el Sector Administrativo de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible.
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del presidente Juan Manuel Santos, fue designado como Geren-
te Corporativo de la Medoro Resources -relacionada con Pacific 
Rubiales; e) Jorge Alberto Uribe, ex alcalde de Quinchia, quien 
trabaja desde el 2008 para la AngloGold Ashanti.
Podemos decir que en general las empresas transnacionales son 
las grandes beneficiarias de las reformas, pero además, si ras-
treamos todo el proceso de su aprobación vemos como el capital 
transnacional ha jugado un papel importante en su definición, 
aunque sea de forma indirecta.
En primer lugar es importante destacar el papel que jugó la 
Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional (ACDI) 
durante la reforma de la legislación minera de 1996, según Mi-
ning Watch Canadá, “la ACDI prestó su apoyo a un proyecto de 
asistencia técnica con el objeto de ayudar al gobierno colom-
biano en la reforma de su legislación minera, para lo cual se 
contrataron intermediarios o agentes de compañías canadienses 
en calidad de expertos en legislación minera”28.
Por otro lado, el diseño de la Ley 685 de 2001 y sus decretos 
reglamentarios, también contó con la participación de los inte-
reses de las empresas, en este caso a través de la asesoría de la 
firma Martínez Córdoba & Abogados Asociados, que represen-
tan a gran parte de las empresas mineras del país.
Para la construcción del último intento de Código de Minas 
(Ley 685 de 2001), el gobierno de Pastrana Arango ordenó en 
coordinación con la AngloGold Ashanti, varias empresas del 
sector y organismos internacionales, la elaboración del proyec-
to de ley a Adriana Martínez Villegas y Martínez Canabal y 
Compañía S.A. quienes constituyen una Unión Temporal el 15 
de enero de 1999. Estos abogados representan a las compañías 
que en Colombia son subsidiarias de la CEMEX, Cementera 
Mexicana, de Ingeniesa S.A. del grupo Suizo Holcim y de La-
drillera Santa Fe29.

28.	  Ídem
29.	 http://www.censat.org/censat/pagemaster/0qmgpfuh9zfaaghwnzahryo2ahvq

1w.pdf, consultado el 12 de abril de 2012.
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De otra parte, no puede perderse de vista que durante el Gobier-
no Santos, en el sub-sector de la minería se advierten graves 
impactos que se pueden sintetizar así: (i) concesión de territo-
rios para explotación de minería a gran escala en aéreas natu-
rales protegidas y en territorios de comunidades ancestrales sin 
el respeto adecuado del derecho fundamental a la consulta pre-
via30, (ii) daños ambientales, sociales, económicos y culturales 
en los territorios donde actualmente se implementan de minería 
a gran escala, en particular en los departamentos de Guajira, 
Cesar y Boyacá, en los que se advierte un precario control de 
los estándares ambientales por parte del Estado31, (iii) desplaza-
mientos y reasentamientos forzados de comunidades en territo-

30.	  Entre 2007 y 2008 se alcanzó un repunte histórico en el área contratada, y 
para el primer semestre de 2010 se lograron las metas previstas para todo el 
año, de tal forma que en este periodo el área minera contratada ascendió a 
424.799 hectáreas, lo que implica el otorgamiento de derechos adquiridos 
a favor de personas naturales, empresas nacionales y transnacionales, para 
adelantar labores de exploración y explotación de territorios determinados. 
De conformidad con la información recabada por el Ministerio de Minas 
y Energía, a julio de 2010, el saldo reportado por el sector minero a nivel 
nacional es la celebración de 6.287 contratos de concesión, 935 licencias de 
exploración, 444 licencias de explotación y 446 autorizaciones temporales, 
que cubren un total de 2 millones 927 mil hectáreas del territorio nacional. 
En: http://www.portafolio.com.co/economia/economiahoy/ARTICULO-
WEB-NOTA_INTERIOR_PORTA-8163860.htm., , consultado el 12 de abril 
de 2012.

31.	  Varios estudios han señalado como la minería a gran escala produce impactos 
ambientales (agua, aire, territorio) de carácter irreversibles en especial 
se deben tener en cuenta las advertencias formuladas por expertos a nivel 
mundial sobre las limitaciones tecnológicas e institucionales para desarrollar 
actualmente una minería a gran escala y a cielo abierto, de manera compatible 
con un manejo sostenible del Planeta, además señalan que sin un adecuado 
control en las exigencias técnicas para el proceso de licenciamiento ambiental 
el riesgo es mayor y Colombia durante los últimos años ha puesto en peligro 
su equilibrio ecológico por el impulso de la inversión minera. Véase: RUDAS, 
Guillermo. Política ambiental del presidente Álvaro Uribe 2002-2010 niveles 
de prioridad y retos futuros. Concejo Nacional de Planeación. 2010.
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rios donde se realiza explotación minera32 y (iv) amenaza a los 
derechos culturales y sociales de las comunidades étnicas asen-
tadas ante la imposición de un sistema de explotación que cam-
bia sus costumbres tradicionales y originarias33. Estos impactos 
se desarrollan dentro de un marco institucional compuesto por 
documentos de política pública y un marco jurídico regulatorio 
que agudiza, legaliza y que permite este tipo de situaciones.

Ahora bien, el gobierno insiste en que uno de los principales 
beneficios de la actividad minera, son los cuantiosos ingresos 
que ésta reporta. No obstante la minería cuenta con una serie de 
beneficios tributarios consolidados desde 2002, que se concre-
tan en un régimen de compensación entre el valor de las rega-
lías sobre las utilidades y las exenciones fiscales sobre la renta, 
a punto tal que si se hace una comparación entre los valores que 
las empresas deben pagar por concepto de regalías y el valor 
que el Estado les descuenta de los impuestos, se advierte que 
la actividad no reporta un volumen efectivo de ganancias e in-

32.	  En Colombia ya son varios los casos de desplazamientos forzados y 
reasentamientos de comunidades enteras por la explotación de la minería a 
gran escala, cómo lo es el caso de las minas de carbón ubicadas en el cesar y 
la guajira, en ese sentido el 20 de mayo de 2010, el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Rural emitió la resolución 970 por medio de la cual 
se establece la participación de las empresas Drummond Ltd., C.I. Prodeco 
S.A., Compañía de Carbones del Cesar S.A., hoy sociedad Colombian Natural 
Resources ISAS y Emcarbon S.A., hoy Vale Coal Colombia Ltd. Sucursal 
Colombia, en el proceso de reasentamiento de comunidades ubicadas en 
el área de influencia de la explotación minera de carbón desarrollada por 
estas en el departamento del Cesar. Ver: Megaminería y Reasentamientos 
Forzados. Indepaz. Bogotá 2011.

33.	  Sobre este punto son varias las denuncias que se han recibido y estudios que 
se han realizado sobre cómo la minería cambia las costumbres y las dinámicas 
culturales de las comunidades generando un daño irreversible que pone en 
peligro la existencia de las mismas. Ver: Conflictos socio-ambientales por la 
extracción minera en Colombia. Casos de la inversión británica. Censat agua 
viva. Enero de 2010, consultado el 12 de abril de 2012.
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gresos tan favorable para el presupuesto público34. Lo anterior 
permite desmontar uno de los principales argumentos en los 
que el gobierno deposita la supuesta rentabilidad financiera de 
la extracción de minerales.

El Ministerio de Minas y Energía a través de la Resolución 180241 
del 24 de febrero declaró y delimitó 313 áreas mineras estratégicas, que 
abarcan 2,9 millones de hectáreas en 15 departamentos, para los mine-
rales señalados en la Resolución 180102 del 2012. Así mismo, mediante 
la Resolución 180102 de 2012 definió los minerales considerados como 
de interés estratégico para el país, como oro, carbón, platino, cobre, 
fosfato, uranio y coltan.

“De acuerdo con el artículo 108 de la Ley 1450 del 2011 (Plan Na-
cional de Desarrollo 2010-2014), el Gobierno podrá suscribir contratos 
especiales de concesión sobre estas áreas, a través de procesos de se-
lección objetiva que incluyan contraprestaciones económicas mínimas 
diferentes a las regalías.

En un plazo no superior a cinco años, la Autoridad Minera realizará 
tales procesos, que incluirán los términos de referencia y los requisitos 
para escoger a los proponentes que ofrezcan las mejores condiciones y 
beneficios para el Estado, bajo los principios de transparencia, econo-
mía y selección objetiva.

Sobre estas áreas no se podrán suscribir contratos de concesión 
bajo el régimen ordinario del Código de Minas. Si después del término 
señalado no se han adjudicado parcial o totalmente las áreas delimi-
tadas o no están en proceso de adjudicación, quedarán libres para ser 
contratadas mediante el sistema ordinario.”35

34.	  Rudas, Guillermo. Política Ambiental 2002 -2010. Consejo Nacional de 
Planeación. Bogotá, Octubre de 2010

35.	 http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-120301- 
07_(gobierno_define_areas_mineras_estrategicas_de_colombia)/noti-

120301 07_(gobierno_define_areas_mineras_estrategicas_de_colombia).
asp?Miga=1&CodSeccion=42, , consultado el 12 de abril de 2012, , consultado 
el 12 de abril de 2012.	
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Las comunidades indígenas y afrodescendientes no son obstáculos 
para el comercio

La importancia de la explotación minera en los últimos años tam-
bién incentivó que se buscara reformar el Código de Minas o Ley 685 
de 2001 mediante la Ley 1382 de 2010 con el propósito de:

modernización de la legislación minera, mediante instituciones 
y procedimientos que permitan: (i) el aprovechamiento de re-
cursos mineros de manera competitiva; (ii) facilitar y ampliar la 
inversión, incluso de origen extranjero, en la actividad minera 
del país; (iii) formalizar las actividades mineras existentes y 
tecnificar las modalidades tradicionales y artesanales de explo-
tación; (iv) incidir en el crecimiento económico y la superación 
de la pobreza; y (v) lograr conciliar la actividad minera con el 
desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente.

Frente a estos objetivos de política económica, la Corte señaló que 
podrían tener implicaciones en las comunidades indígenas y afrodes-
cendientes así:

La Corte advirtió que si bien estas normas no reforman expre-
samente las disposiciones del capítulo XIV del Código de Mi-
nas referente a los grupos étnicos, ha de tenerse en cuenta que 
este Código no excluye la actividad minera en las zonas donde 
habitan tradicionalmente dichas comunidades, antes bien, per-
mite que en estas áreas se adelanten labores de exploración y 
explotación, sólo que las somete a determinadas condiciones 
y requisitos. Esto significa que el conjunto de las disposicio-
nes del Código de Minas, entre ellas las que fueron objeto de 
reforma por la Ley 1382 de 2010, son plenamente aplicables a 
la actividad minera desarrollada en los territorios indígenas y 
afrocolombianos. Adicionalmente, existe un consenso en el de-
recho constitucional colombiano y en el derecho internacional 
de los derechos humanos, acerca de la incidencia de la explo-
ración y explotación minera en los territorios ancestrales de los 
pueblos étnicos y a la salvaguarda de la integridad de su iden-
tidad cultural.
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Por lo anterior, la Corte consideró que era un imperativo adelantar 
el proceso de consulta previa en los términos del en los términos del ar-
tículo 330 de la Constitución y los artículos 6º y 15 del Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo, OIT, por lo cual, su omisión 
declaró la inconstitucionalidad del cuerpo normativo bajo la modalidad 
de inconstitucionalidad diferida, es decir, que esta declaratoria tendrá 
efectos después de dos años.

Esta decisión de la Corte generó polémica en su mismo texto a 
través de varios salvamentos de voto que encontraron inconveniente 
y contrario al control de constitucionalidad permitir la vida jurídica 
de disposiciones cuya inconstitucionalidad ha sido reconocida. El go-
bierno, por su parte, prepara un nuevo proyecto de reforma al Código 
de Minas, que deberá ser consultado con las comunidades indígenas y 
afrodescendientes para no incurrir en la misma omisión.

Las decisiones recientes de la Corte Constitucional sobre la con-
sulta previa, han evidenciado la necesidad de contar con una regla-
mentación adecuada. En los términos del Ministro del Interior “...para 
reglamentar estos procesos de consulta de forma precisa y sobre pro-
yectos concretos, para que este paso no siga siendo un obstáculo para la 
ejecución de las inversiones en el sector.”36

En su momento, frente a nuevas reglamentaciones tendrá que deci-
dir la Corte entre mantener esta línea de jurisprudencia que protege los 
derechos de las comunidades indígenas y afrodescendientes, posterior 
al fallo sobre el TLC con Estados Unidos y de Canadá, o si en sus futu-
ras decisiones prioriza la internacionalización de las relaciones econó-
micas en la cual, facilitar las inversiones es pieza fundamental y para 
lo cual, como lo expresa el Ministro del Interior, las consultas previas, 
son consideradas un obstáculo.

36.		  http://www.portafolio.co/economia/aplazan-
presentacion-la-reforma-al-codigo-minas, , consultado el 12 de abril de 2012.
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Infraestructura: más negocio, menos Estado

La ley 1508 del 10 de enero de 2012 estableció las llamadas Alian-
zas Público Privadas APP para facilitar una forma de contratación de 
obras públicas en el que el Estado tiene un máximo de participación 
del 20% del valor total, con un plazo máximo de 30 años orientado a 
la participación del sector financiero: Según el Director de Planeación, 
Hernando José Gómez “Esto nos va a permitir que los fondos de pen-
siones, los fondos de las aseguradoras y los de inversión, comiencen a 
invertir, porque vamos a separar al inversionista de quien hace la obra. 
Quien asume el riesgo, tiene que estructurar el proyecto y escoger a los 
mejores constructores, aquellos que tengan el mayor interés en hacerlo, 
lo más pronto y barato posible, porque es a partir de la entrega la obra 
que van a comenzar a recibir los ingresos por cuenta de la prestación 
del servicio.

Las obras que se proyectan realizar bajo esta modalidad una vez sea 
aprobado el proyecto por el Congreso la navegabilidad del río Magdale-
na, Putumayo y Meta, la línea férrea del Carare, la consolidación de la 
red férrea del Pacífico, desarrollo de canales de acceso a los puertos y 
la instalación de red de fibra óptica para 700 municipios.

Por lo menos llama a la curiosidad que la infraestructura vial haya 
estado rezagada en el país y ahora, frente a la entrada en vigor de múlti-
ples TLC, se permita una intervención privada cada vez mayor, que sin 
duda no operará bajo criterios de utilidad pública sino de rentabilidad. 
En este campo, la llegada de inversiones extranjeras está allanada.

Servicios públicos

Ley 1341 del 30 de julio de 2009. Definió principios y concep-
tos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones TIC. Esta ley creó 
la Comisión de Regulación de Comunicaciones y facilitó a cualquier 
operador privado el acceso y uso de todas las redes y el acceso a los 
mercados de los servicios de telecomunicaciones, con excepción de las 
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redes destinadas principalmente para servicios de televisión radiodi-
fundida y radiodifusión sonora. Otras disposiciones son “A diferencia 
del pasado, a partir de ahora basta un registro ante el Ministerio de TIC 
para que las empresas de telecomunicaciones puedan prestar cualquier 
servicio, ya no se otorgarán habilitaciones para servicios específicos. El 
costo es cero. Por supuesto el acceso al espectro está sujeto a permiso 
previo. En todos los casos la habilitación general conlleva el pago de 
una contraprestación periódica a favor del Fondo de TIC. Dado que la 
telefonía local deja de ser Servicio Público Domiciliario, deja de apli-
carse el esquema de subsidios y contribuciones a la telefonía local. Esto 
es, deja de aplicarse el régimen por el cual los estratos de altos ingresos 
(5 y 6), la industria y el comercio pagaban un sobrecosto (impuesto) del 
20% para subsidiar el consumo básico (200 minutos) de los estratos de 
menores ingresos (1 y 2). Se espera que la contraprestación que defina 
el gobierno sea del orden del 3% de ingresos, para mantener el nivel de 
recursos del Fondo TIC.

La tendencia normativa es a reducir el consumo básico o de subsis-
tencia, hoy de 200 minutos mensuales, para minimizar el déficit y en 
consecuencias los pagos correspondientes del Fondo TIC. “ 37

Estas disposiciones claramente facilitan el acceso de empresas 
multinacionales a la operación de las telecomunicaciones, que son ser-
vicios públicos. Los principios económicos no tienen la perspectiva de 
garantizar el derecho de la ciudadanía a estos servicios, sino su calidad 
de clientes, por esta razón elimina progresivamente los subsidios y así 
favorece la rentabilidad de las empresas, pero limita el derecho.

Ley 1328 de 2009, sobre servicios financieros. Permitirá a re-
sidentes colombianos tomar seguros en el exterior, así como abrir la 
puerta para el establecimiento de sucursales de aseguradoras y ban-
cos.38 Las disposiciones también se orientan a facilitar la operación de 
empresas extranjeras en este sector.

37.	 Rodrigo Uribe Delgado. Economista. UNE EPM Telecomunicaciones, http://
www1.ahciet.net/actualidad/revista/Paginas/120002.aspx, , consultado el 12 
de abril de 2012. 

38.	 http://www.portafolio.co/node/27988, , consultado el 12 de abril de 2012.
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Aranceles

En el informe del Presidente Santos al Congreso, en 2011, se reseñó 
en lo referente a la Inserción productiva en los mercados internaciona-
les “Otro de los logros, fue la sanción de los decretos 4114 y 4115 de 
noviembre de 2010, 492 y 511 de febrero de 2011 y 562 de marzo de 
2011, con los que se efectuó la modificación del arancel colombiano 
dejándolo en promedio en 8,3% nominal, con lo que se pretende gene-
rar ventajas competitivas y minimizar las distorsiones en los costos de 
producción. 39

Esta reducción de aranceles agilizará la entrada de productos ex-
tranjeros, aún al margen de los términos de desgravación previstos en 
los diferentes TLC que ha suscrito Colombia, por lo cual, también ace-
lera los riesgos para la producción nacional.

Circular 24 de 2011 del Ministerio de Comercio: incorpora los li-
neamientos sobre aspectos aduaneros previstos en el TLC con Canadá.

Hay también reglamentaciones específicas sobre el comercio con 
Canadá de algunos productos: Resolución 50 de 2012: Reglamentación 
y administración del contingente para carne de porcino, Resolución 51 
de 2012: Reglamentación y administración del contingente para fríjol, 
Resolución 52 de 2012: Reglamentación y administración del contin-
gente para carne de bovino, Decreto 0186 de 2012, por medio del cual 
se da cumplimiento a los compromisos arancelarios del sector automo-
tor y Decreto 0185 de 2012, por medio del cual se da cumplimiento a 
los compromisos arancelarios

Legislación laboral: retórica insuficiente

Tanto la Ley 50 de 1990 como la Ley 789 de 2002, buscaron promo-
ver el empleo bajo el supuesto de que reduciendo los costos laborales, 
las empresas, nacionales y extranjeras aumentarían la vinculación de 
mano de obra a los sectores productivos. Los resultados no fueron los 

39.	 http://sinergia.dnp.gov.co/sinergia/Documentos/Informe_Congreso_
Presidencia_2011_WEB.pdf, consultado el 12 de abril de 2012.
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esperados. Por el contrario, no solamente no generaron más empleo 
sino que tuvieron efectos lesivos en el ejercicio real del derecho de sin-
dicalización y negociación colectiva al flexibilizar las condiciones de 
contratación y desvinculación de trabajadoras y trabajadores.

Por su parte, la ley Ley 1429 de 2010 o Ley de primer empleo, bus-
có enfrentar el fenómeno de la tercerización que venía acentuándose a 
través de uso de las cooperativas de trabajo asociado. Las presiones del 
gobierno de Estados Unidos durante la negociación del TLC con ese 
país, obligaron al Gobierno a reconocer el fenómeno y plantear algunas 
soluciones desde la legislación, y en el Acuerdo entre los Presidentes 
Santos y Obama de abril de 2011, incrementar la capacidad de fiscaliza-
ción del Estado con el aumento de Inspecciones del Trabajo.

El resultado ha sido negativo porque la tercerización opera también 
a través de otros mecanismos, como las empresas de servicios tempo-
rales o la contratación de servicios a través de empresas especializadas 
o outsourcing. De esta forma, las empresas reducen la contratación di-
recta, eluden la responsabilidad de las obligaciones laborales y lo que 
es más estratégico, obstaculizan la organización sindical, como podrá 
observarse en el caso emblemático de la empresa Pacific Rubiales que 
opera en Puerto Gaitán.
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3. Estudio de caso Puerto Gaitán

Aspectos socio- demográficos

El municipio de Puerto Gaitán está ubicado en el departamento del 
Meta a 210 kilómetros de su capital Villavicencio; se estima que su po-
blación total se encuentra alrededor de los 22.199 habitantes1. De estos, 
sólo el 26,7% se encuentran ubicados en la zona urbana, mientras que el 
porcentaje restante se halla en las áreas dispuestas como zonas rurales, 
por la destinación específica de los suelos. El Censo de 2005 señala que 
el 35,7% de la población del municipio pertenecen a las comunidades 
indígenas Sikuani, Piapoco y Sáliba, pero se estima, que la verdadera 
proporción es cercana a 42,21%.

En términos de indicadores de calidad de vida, el Índice de Necesi-
dades Básicas Insatisfechas –NBI- en el Municipio de Puerto Gaitán es 
superior al promedio departamental y nacional. En el siguiente cuadro 
se ilustra esta situación:

1.	  El Censo de 2005 del Dane registró en Puerto Gaitán una población de 17.850, 
lo que según las autoridades locales deja serias dudas sobre la cobertura del 
mismo, por lo tanto, se toma la cifra del censo de 1993 para el diseño de las 
políticas públicas.
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Tabla 1: Porcentaje de necesidades básicas insatisfechas (NBI), 
comparativo promedios departamentales y municipales.

Personas 
con NBI 

Cabecera

Personas 
con NBI 
Resto

Personas 
con NBI 

Total

Puerto Gaitán 40,05 83,49 65,54

Meta 20,20 44,40 24,80

Fuente: Plan de desarrollo Municipio de Puerto Gaitán 2008-2011

El índice de NBI en Colombia se encuentra alrededor del 28% y el 
Municipio de Puerto Gaitán se ubica 38 puntos porcentuales por enci-
ma del promedio nacional y su tasa es 40,7% superior al porcentaje de-
partamental; por otro lado, el índice de NBI en la zona rural duplica el 
de la zona urbana, lo que da cuenta del número de familias que carecen 
de condiciones de vida adecuadas.

Por otro lado, en lo que respecta al sistema educativo, aunque el 
municipio tiene una cobertura importante en zonas rurales y urbanas, 
es válido aclarar que esto no es suficiente para atender las diversas ne-
cesidades educativas de la población; en primer lugar, la densidad de 
habitantes por kilómetro cuadrado es bastante reducida lo que indica 
que las instituciones educativas deben considerar las distancias entre las 
veredas como un factor importante para la definición de la ubicación de 
dichas locaciones; consecuentemente la existencia de establecimientos 
educativos no garantiza el cubrimiento satisfactorio de la demandas de 
los habitantes; además, gran parte de la población pertenece a comu-
nidades indígenas, a las cuáles debe brindárseles un sistema educativo 
especial, que respete, valore y reivindique las diferencias étnicas; por 
último, se debe resaltar que la oferta de educación secundaria, técnica y 
superior en el municipio, es bastante reducida, lo que limita el potencial 
de formación de capital humano.

En este sentido, el porcentaje de analfabetismo oscila alrededor del 
18,6%. Mientras tanto, el porcentaje de personas de cinco años o más 
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que saben leer y escribir en la zona urbana está en 85,6% y en la zona 
rural se sitúa en 60,3%, en conclusión, de cada 100 habitantes del mu-
nicipio de Puerto Gaitán de cinco años o más, 71 de ellos saben leer y 
escribir.

Uno de los aspectos más relevantes en este caso, es la deficiencia 
de personal calificado para ejercer las labores de docencia. En el mu-
nicipio, el 49,1% de la población sólo cuenta con un nivel de educación 
de básica primaria, el 22,6% no ha recibido ningún tipo de educación, 
el 19,8% ha terminado secundaria y solo el 1,7% tiene media técnica, 
por lo que el porcentaje de personas con estudios superiores diferentes 
a niveles técnicos es cercano a 1,9%2. Dentro de este contexto, resulta 
bastante sencillo para las empresas extractoras de petróleo encontrar 
mano de obra no calificada a bajos salarios.

De otro lado, en cuanto al acceso de la población a los servicios 
públicos domiciliarios, se tiene que sólo el 54,4% de las viviendas en 
Puerto Gaitán cuentan con conexión al servicio de energía eléctrica; la 
cobertura del alcantarillado en el área urbana es del 80%, el agua no es 
potable y su flujo bastante irregular, actualmente el municipio no cuen-
ta con una planta de tratamiento de aguas residuales; no se presta el 
servicio de gas domiciliario, por lo que el acceso a este es por medio de 
pipetas. La prestación de los servicios públicos en las zonas rurales es 
precaria y deficiente, predominan los acueductos veredales y las aguas 
no son tratadas, pero en algunos casos provienen de complejos sistemas 
hídricos naturales.

En lo que respecta al equipamiento del municipio, a lo largo de los 
últimos años, Puerto Gaitán se ha visto inmerso en una serie de trans-
formaciones en términos de infraestructura. Actualmente, cuenta con 
un hospital que presta servicios de salud de primer nivel, 70 escuelas 
y dos internados, las oficinas de la Alcaldía, varios establecimientos 
comerciales, hoteles y un sinnúmero de nuevas construcciones, que 
corresponden a un centro de convenciones, varios arreglos viales y la 
adecuación de las nuevas instalaciones administrativas.

2.	  Plan de Desarrollo Puerto Gaitán 2008-2011



Impactos en los DD.HH. con el TLC Colombia-Canadá212

Aspectos organizativos

En la actualidad existen trece Juntas de Acción Comunal –JAC- en 
la zona urbana y 22 en el área rural, organizadas a través ASOJUN-
TAS; todos estos corresponden a procesos que operan en el marco ins-
titucional. Además, se registran seis agremiaciones de productores y 
empresarios. En lo que respecta a iniciativas de la sociedad civil sólo 
se encuentra una inventariada, lo que da cuenta de la falta de estímulos 
para la conformación de iniciativas que respondan a los intereses de la 
población en general.

Tabla 2: Inventario de organizaciones del municipio de Puerto Gaitán

Nombre Descripción
Juntas de Acción Comunal Institucional -13 área rural y 22 en la zona urbana

Juntas de Vivienda Comunitaria Institucional- 5 Juntas
Asociación de Familias desplazadas Iniciativa sociedad civil

Comité Local para la atención de desastres Institucional
Asociación de Comerciantes Agremiación de empresarios

Asociación de Ganaderos Agremiación de productores
Asociación de pescadores Agremiación de productores

Asociación de pescadores de peces ornamentales Agremiación de productores
Asociación de productores agropecuarios Agremiación de productores

Club de Coleo -
Veedurías ciudadanas 7 en total, solo 2 funcionando

Fuente: Plan de Desarrollo Puerto Gaitán 2008-2011

Aspectos económicos

Tradicionalmente la economía del municipio de Puerto Gaitán es-
taba basada en la ganadería extensiva, practicada en sabanas naturales 
y pastos mejorados; en el año 2005, este municipio era considerado el 
segundo productor de carne a nivel departamental con 155.520 reses de 
ganado.

En segundo lugar, se encontraban otras actividades pecuarias como 
la avicultura (cría y levante de pollos), la porcicultura y la piscicultura, 
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con una producción proyectada de 10.000 cerdos y 7 millones de po-
llos. Durante los últimos años, en este municipio se han popularizado 
los cultivos de palma, caucho y algunos semestrales como el maíz y la 
soya.

La agricultura se encuentra en tercer lugar, especialmente por los 
límites que imponen las condiciones climáticas de la región, estos se 
establecen principalmente en las riberas en tiempos de verano y son 
de carácter transitorio como el maíz y arroz. Es importante advertir 
que la mayoría se cultivan a pequeña escala y son principalmente de 
subsistencia básica.

A continuación se enumeran los principales cultivos establecidos 
en el Municipio y los niveles de producción registrados en el año 2005, 
que corresponden a las últimas cifras oficiales publicadas por la Secre-
taria de Planeación del departamento del Meta:

Tabla 3: Principales cultivos establecidos en el municipio de Puerto Gaitán, 
comparación entre el volumen de producción total entre 2003 y 2005. 

Cultivo Producción 2003 
(toneladas)

Producción 2005 
(toneladas)

Palma Africana 1.920 1.920
Plátano 8.580 696
Yuca 420 4.500
Caucho 230 -

Arroz 400 
(2003- 2004) -

Maíz 90 677
Algodón 529 -

Fuente: Secretaría de Planeación y Desarrollo Territorial, departamento del 
Meta.

En este renglón de la economía también se puede ubicar la pro-
ducción petrolera representada mayoritariamente por el crudo liviano, 
presente en el sector de Rubiales, Jaguar, Caracara y Bengala, realizada 
por las multinacionales española Cepsa y canadiense Pacific Rubiales. 
Este punto será ampliado a lo largo del presente informe. Además, uno 
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de los sectores potenciales identificados por las autoridades locales, es 
el turístico, representado básicamente por la oferta al público de servi-
cios ambientales.
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4. Estudio de caso Marmato

Aspectos socio-demográficos

El Municipio de Marmato se encuentra ubicado en noroeste del 
departamento de Caldas, a 90 kilómetros de Manizales, capital depar-
tamental. Para el año 2010, este municipio reportaba un total de 9.164 
habitantes, el 37,4% ubicado en la cabecera municipal y el porcentaje 
restante distribuido en las áreas rurales. De cada 100 habitantes, 51 son 
hombres y 49 mujeres; la mayor parte de la población del municipio se 
encuentra entre los 15 y los 44 años1, por lo que se puede inferir que 
existe una gran cantidad de personas trabajando o en búsqueda de em-
pleo. La distribución de la población por grupos etáreos puede leerse a 
través del siguiente gráfico:

1.	  DANE. Datos para el año 2010.
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Distribución de la población por grupos etáreos

Menos de un 
año:1% 1 a 4 años:6%

5 a 14 años:22%

15 a 44 
años:49%

45 a 59 
años:13%

60 años y 
más:9%

Fuente: DANE, 2010

El índice de condiciones de vida Municipales2 para el año 2003, era 
para Marmato de 64,66% en un rango de 1 a 100 y, de acuerdo con el 
Censo General de 2005 llevado a cabo por el DANE, el promedio de 
asistencia escolar de niños entre 12 y 15 años es de 80,3%, mientras que 
el porcentaje de deserción escolar es de 9,7%.3

En la actualidad, Marmato cuenta con un Hospital que presta a la 
comunidad servicios de salud de primer nivel y está ubicado en la zona 

2.	  El ICV permite medir en una escala de 0 -100 los efectos de las políticas 
públicas sobre las condiciones de vida de los habitantes. A medida que su 
valoración se aproxima a 100 las condiciones son mejores. Incorpora 4 
variables y 12 indicadores así: educación y Capital Humano 1. Educación 
alcanzada por el jefe de hogar. 2. Educación alcanzada por personas de 
12 años y más. 3. Jóvenes entre 12 y 18 años que asisten a secundaria o 
universidad. 4. Niños entre 5 y 11 años en el hogar que asisten a un establece 
miento educativo. Calidad de la vivienda. 5. Material de las paredes. 6. 
Material de los pisos. Acceso y calidad de los servicios. 7. Abastecimiento de 
Agua (acueducto). 8. Combustible para cocinar. 9. Recolección de Basuras. 
10. Servicio Sanitario. Tamaño y Composición del Hogar. 11. Niños de 6 o 
menos en el Hogar. 12. Número de personas por cuarto.

3.	  Secretaria de educación de Caldas.
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alta, donde se encuentra la cabecera municipal. Además, cuenta con 
una institución educativa con cuatro sedes, ubicadas en diferentes vere-
das de manera estratégica, con el fin de garantizar el acceso a la educa-
ción a la mayor cantidad de niños. En estas instituciones se brindan dos 
tipos de énfasis con el objetivo de garantizar la inserción de los estu-
diantes al mercado local, el primero en joyería y el segundo en Minería.

Desde el punto de vista espacial, este municipio se divide en dos 
zonas. De un lado, la Zona Alta, centro histórico del municipio, en 
donde la población ha coexistido históricamente con la pequeña explo-
tación minera, de corte tradicional -en la cual se utilizan tecnologías 
incipientes-, que se ha constituido, hasta la actualidad, en la princi-
pal fuente de subsistencia de cientos de familias. Por su parte, la Zona 
Baja –El Llano-, especialmente destinada durante los últimos años a 
la expansión urbana del municipio, además de la explotación minera a 
mediana escala. Además, en la zona alta del Municipio –en donde, se 
anticipa, está previsto el proyecto minero a gran escala en cabeza de la 
multinacional canadiense Gran Colombia Gold- se hallan la Casa de 
la Cultura, la Alcaldía y la Iglesia. Por su parte, en el sector El Llano, 
considerado como la zona de expansión urbana idónea para la reubica-
ción de la cabecera municipal, se encuentra El Banco Agrario, la sede 
de la policía local, el juzgado, la institución de salvamento minero, en-
cargada de atender eventuales desastres relacionados con la extracción 
aurífera, así como una construcción que en un futuro sería destinada 
al funcionamiento de una nueva escuela que recibiría la totalidad de la 
población estudiantil del municipio.

En lo referente al acceso de la población a los servicios públicos, 
es importante resaltar que en el Municipio de Marmato, el sistema de 
acueducto y alcantarillado presenta grandes deficiencias, el agua no 
es potable y el flujo de ésta es bastante irregular. Sin embargo, el por-
centaje de cobertura del acueducto urbano es de 92,1% y de 85,2% en 
las áreas rurales4. En este último punto, Marmato guarda ventajas con 

4.	  SISBEN 2003. Los datos para el área urbana excluyen la población indígena.
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respecto al resto de municipios del departamento de Caldas, y se en-
cuentra por encima del promedio departamental en más de un 33%. A 
continuación, se exponen de manera resumida, aspectos referentes al 
ámbito económico del Municipio.

a. Aspectos económicos

En el Municipio de Marmato la principal actividad económica es 
la Minería, seguida por las actividades agrícolas y pecuarias, ubicadas 
básicamente en zonas rurales, las cuales se dan a una reducida escala, y 
que en la mayoría de los casos no generan excedentes para el comercio, 
razón por la cual se podrían clasificar como de subsistencia básica.

Comenzando con la actividad minera, se puede exponer la forma 
elemental de organización de la minería tradicional presente en la zona 
alta del Municipio a través del siguiente esquema5:

b. Distribución de las labores al interior de una Mina

Propietario de la mina o minero independiente

Patrón de Mina (Capataz): Es el encargado de coordinar avances y en el caso de las minas tituladas es 
quien se ocupade organizar el personal.

Palenquero y ayudante de palenquero: Son los encargados del sostenimento físico de la mina.

Machinero: Es el encargado de la perforación del túnel para la extracción de materia prima.

Cochero:  Son quienes se ocupan del transporte de la materia prima del túnel a la boca mina.

a los coches de transporte  y al cable transportador

Como se mencionó anteriormente, la minería en el municipio se 
divide por zonas. En la zona media se encuentra ubicada la mediana 
minería, mientras que la zona alta básicamente es explotada por mine-
ros artesanales. Esta actividad emplea un número importante de habi-

5.	  Este gráfico aplica para las minas con titulación como una pirámide que 
muestra las diferencias entre unos trabajadores y otros, y en el caso de los 
mineros independientes, ejemplifica todas las acciones que deben llevar a 
cabo.
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tantes de Marmato y ha sido llevada a cabo por 516 años. A lo largo del 
presente documento, se ampliará la información acerca de este tema.

De otro lado, con el fin de poder ubicar las actividades económicas, 
resulta fundamental exponer brevemente los suelos que son conside-
rados rurales. Se encuentran clasificados como terrenos no aptos para 
uso urbano, por su destinación a usos agrícolas, ganaderos, forestales, 
de explotación de recursos naturales y actividades análogas, el Cen-
tro Poblado Agrovillas Jiménez, así como las veredas: La Cuchilla, 
Guadualejo, El Vergel, La Loma, Echandía, El Volante; además, dos 
inspecciones de policía: La Miel y Cabras y los centros veredales: Con-
charía, Bellavista, La portada, La Quebrada, Boquerón, Llano Grande, 
Monterredondo, Ladrillera, San Lorenzo y La Republicana6.

De acuerdo con lo anterior, se presenta a continuación una breve 
caracterización de las principales actividades económicas que tienen 
lugar en el Municipio de Marmato. En primer lugar, es preciso mencio-
nar que algunas veredas como Cabras, El Vergel, La Cuchilla, La Miel 
y Echandia, mantienen un fuerte vínculo con las actividades económi-
cas predominantes en el departamento de Caldas, tales como el cultivo 
de café. En estas zonas, existen aproximadamente 469 hectáreas culti-
vadas con este producto. En estas veredas, también se hallan cultivos 
de plátano hartón y yuca, pero la mayoría de estos son destinados al 
autoconsumo; en el caso de que se generen algunos excedentes para la 
comercialización, estos son llevados a Supía, pues las veredas tienen 
mayores relaciones en términos de comunicación con este municipio 
vecino que con el mismo Marmato. En este sentido, uno de los aspectos 
que hace poco rentable la actividad agropecuaria en la zona es el alto 
costo de los fletes, que encarece el precio de los productos y los hace 
poco competitivos.

En estas zonas, también es recurrente encontrar algunas activida-
des pecuarias como la cría y engorde de pollos, la ganadería extensiva 

6.	  Esquema de Ordenamiento Territorial. Documento que actualmente se 
encuentra en revisión y ajuste.
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y el levante de cerdos. Por otro lado, en el Municipio también existen 
algunas veredas como Concharí, La Loma y la Miel, en donde algunas 
familias se dedican al cultivo poco tecnificado de caña panelera para 
su posterior transformación. Actualmente, existen algunos trapiches, 
que no cuentan con las condiciones fitosanitarias adecuadas para su 
funcionamiento.

En resumen, la actividad económica principal de los habitantes del 
Municipio de Marmato, es la extracción aurífera, sin negar la existen-
cia de otro tipo de actividades económicas, que aunque se realizan a 
pequeña escala, son el sustento de un gran número de familias ubicadas 
predominantemente en las zonas rurales.

c. Aspectos organizativos

A pesar del tamaño reducido de su población, el Municipio de Mar-
mato cuenta con un número significativo de organizaciones sociales y 
comunitarias. De un total de treinta organizaciones identificadas como 
susceptibles de ser afectadas por el proyecto de Minería a Gran Escala 
adelantado por la multinacional canadiense, seis de ellas son de tipo 
gubernamental, veintiuna son iniciativas de organización de la socie-
dad civil y cuatro agremian empresarios o artesanos. A continuación 
se muestra un pequeño resumen de las formas organizativas existentes 
en el Municipio:
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Listado de formas organizativas existentes en el Municipio de Marmato

Nombre de la organización Promedio de participantes

Grupo Pro Defensa de Marmato -

 Asofelisa 50

Comunidades afro -

Parcialidad indígena de Cartama 2150

Gestores del mañana de San Juan de Marmato 15

 Asociación de paneleros de La Loma (Paneloma). 25

Asociación de Barequeros 50

Miembros del sector comercial 30

Asocamar, Asociación de Caballistas 30

Asociación de Mineros de Echandía 20

Asociación de Mineros de Chaburquía 21

Asociación de Mineros Tradicionales de Marmato 150

Asociación de Mujeres del Llano 8

Asociación de Mujeres Campesinas de Cabras, ASMUCAMP. 54

Asociación Antena Parabólica de Marmato ANPAM. 5

Junta Directiva COODESMA 10

Asociación de Artesanos, ASOJOMAR 8

Asociación Amigos del Llano 20

Comité de Bienestar social 15

Juntas de acción comunal urbanas 

Juntas de acción comunal veredales 19

Juntas de acueductos veredales 13

Empresarios de los molinos. 25

Cooperativa de Madres Comunitarias de bienestar familiar 45

Comité de cafeteros 4

Cooperativas de mineros de Marmato. 30

Grupo del adulto mayor. 30

Grupo cívico huellas de oro. 22

Líderes organizaciones sociales de Marmato. 25
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5. Identificación de impactos ambientales 
generados por la explotación de oro realizada 

por Gran Colombia Gold en el municipio de 
Marmato

Introducción

El presente documento contiene la identificación de impactos am-
bientales generados por las actividades de exploración y la identifica-
ción de posibles impactos ambientales de una futura explotación a cielo 
abierto en el municipio de Marmato, Caldas.

El objetivo es mostrar los impactos generados por las exploraciones 
mineras que se vienen realizando desde 2006 por las multinacionales 
Colombia Goldfields y Medoro Resources, hoy Gran Colombia Gold 
y hacer un llamado a los futuros impactos que se generarían con una 
minería a cielo abierto en la zona.

Caracterización del medio físico- biótico de Marmato

Localización
El municipio de Marmato, se localiza hacia el sector noroccidental 

del departamento de Caldas, en el flanco oriental de la cordillera occi-
dental. Su cabecera está localizada a los 5º 29` de latitud Norte y 75º 
36`de longitud al oeste de Greenwich, El área municipal es de 49 km² 
y limita por el norte con el Departamento de Antioquia, por el oriente 
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con Pácora, por el sur con La Merced y Supía, y por el occidente con 
Supía (Corpocaldas, 2009).

Figura 1. Corregimiento de San Juan (Izquierda) y el Llano (Derecha).

Figura 2. Cabecera municipal del municipio de Marmato

Climatología y zonas de vida

Presenta una altura sobre el nivel del mar 1050 m.s.n.m., con una 
temperatura máxima media de 27.8 °C y mínima de 17.2 °C y una lluvia 
anual que varía entre 1.000 y 2.300 m.m. (Corpocaldas, 2009).

De acuerdo con la clasificación de zonas de vida de Holdridge 
(1967), el municipio se encuentra conformado por tres zonas de vida: 
Bosque muy húmedo premontano, Bosque muy húmedo montano bajo 
y Bosque húmedo premontano transición cálido seco.
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Bosque muy húmedo premontano, en áreas planas a onduladas y 
escarpadas de las veredas El Llano, San Juan, El Volante, Echandía, 
La Loma, Cabras, El Vergel y Guadualejo. En esta zona se presenta 
la principal actividad minera, la vegetación boscosa original ha des-
aparecido, abriendo paso a cultivos como café y pastos (Corpocaldas, 
1998). Bosque muy húmedo montano bajo en la parte noroccidental del 
municipio, en la vereda La Miel y en las partes altas de las veredas El 
Vergel y La Cuchilla, comprendiendo alturas entre los 1.900 y 2.900 
msnm. La vegetación en esta zona ha sido muy intervenida. Bosque 
húmedo premontano transición cálido seco en el cañón del río Cauca en 
las partes bajas de las veredas El Llano, Echandía, La Loma y Guadua-
lejo. La vegetación arbórea es escasa y en algunos casos semi-espinosa 
(Corpocaldas, 1998).

Geología y fisiografía

El municipio de Marmato está constituido principalmente por rocas 
ígneas intrusivas, relacionadas con pórfidos dacíticos y andesíticos de 
la edad terciaria. Los minerales de mayor importancia económica están 
contenidos en estas rocas. En el área afloran dos grupos principales de 
rocas que presentan una composición que varía muy localmente, rocas 
metamórficas e hipoabisales. También se presentan rocas sedimentarias 
y derrame lávicos (hacia el cañón del río Cauca) (Corpocaldas, 1998).

En el área se destacan por el contraste que ofrece una región monta-
ñosa de fuertes pendientes y relieves prominentes hacia las zonas altas, 
donde sobresalen a manera de cerros aislados estructuras tipo domo y 
una región moderadamente ondulada hacia la parte baja (Corpocaldas, 
2009).

Suelos

De acuerdo con el uso agropecuario potencial de la tierra, el 89,9% 
de los suelos se encuentran dentro de la clase agrológica VII. Son sue-
los de relieve quebrado a escarpado, con pendientes del 12% o mayores 
del 50%, de baja fertilidad natural, con alta susceptibilidad a la erosión 
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por lo que requieren tener una cobertura vegetal que atenúe sus efectos. 
Aunque la vocación de estos suelos es de uso forestal y conservacio-
nista, en algunas zonas se conjugan factores de suelo y clima para ha-
cer posible el establecimiento de pastos y cultivos. También hay zonas 
ocupadas por afloramientos rocosos y con pendientes muy escarpadas 
que debe dedicarse a la reforestación y a la protección de la vegetación 
natural existente (Corpocaldas, 1998).

Flora

Figura 3. Bosques secundarios y rastrojos altos.

Figura 4. Bosques secundarios.
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Se encuentran relictos de cobertura boscosa intervenida por la ex-
tracción de maderables, correspondientes a bosque secundario presente 
en las márgenes de las quebradas y en área de pendientes fuertes. Se 
presenta una diversidad de especies arbóreas y arbustivas característi-
cas de bosque muy húmedo premontano (Corpocaldas, 1998).

Fauna

Corpocaldas (1998) reporta la presencia de 27 especies de mamí-
feros de talla pequeña como Agouti paca (Guagua), Dasypus novem-
cintus (Armadillo), Didelphis marsupialis (Chucha común), Molossus 
molossus (Murciélago), entre otros. Se encuentran 19 especies de an-
fibios como Cochranella punctulata, Gastrotheca dendronates, Hyla 
columbiana (Ranas) y 33 especies de reptiles como Clelia clelia (Caza-
dora), Lampopeltis triangulum (Falsa coral), Lepidoblepharis colom-
biensies (Lagartija) y Anolis antonii boulenger (Lagarto). Se reportan 
48 especies de aves (Corpocaldas, 1998) entre las cuales se encuentran 
Buteo albicaudatus (Gavilán teje), Buteo magnirostris (Gavilán polle-
ro), Buteo platypterus (Gavilán ratonero), Crotophaga ani (Garrapate-
ro), Lepidocolaptis affinis (Trepatroncos), Icterus chrysater (Toche) y 
Camphephilus heametogaster (Carpintero).

La fauna íctica es abundante debido a la influencia directa de los 
ríos Cauca y Arquía que son los de mayor caudal en la región. Se en-
cuentran 24 especies de las cuales cuatro son introducidas como espe-
cies de cultivo para estanques (Corpocaldas, 1998). Entre estas especies 
se encuentran Brycon hennu (Sabaleta), Colossoma macropomum (Ca-
chama negra), Creagrutys brevipinnis (Sardina), Piaratus brachypo-
mus (Cachama blanca), Salminus affinis (Picuda, dorada), Oreochromis 
sp (Tilapia), Panaque gibbosus (Corroncho), Pseudopimelodus bufo-
nius (Bagre, sapo), Lebistes reticulatus (Gupy) y Branchioica phanero-
nema (Sanguijuela).
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Recurso hídrico

Las fuentes de agua más significativas están representadas princi-
palmente por el río Cauca, el río Arquía y la quebrada El Salado. Adi-
cionalmente se encuentran las siguientes fuentes superficiales de agua 
de importancia: quebradas Chaburquía, San Francisco, Aguasclaras, 
Aguaclara, Cascabel, Marmato, San Jorge y los Indios (Corpocaldas, 
1998).

Se encuentran alrededor de 16 quebradas abastecedoras de acue-
ductos rurales, entre las cuales se encuentran Cantallana, La Llorona, 
Los Indios, Carmaná, La Calima, El Roble y Taisá,San Jorge, Piedra 
Labrada, La Candelaria y La Cristalina (Corpocaldas, 1998).

Metodología

Para la identificación de los impactos generados por la exploración 
y futura explotación a cielo abierto en el municipio de Marmato, se 
utilizó la matriz de Leopold (1971) modificada. Para esto, se identi-
ficaron las actividades realizadas en estas dos etapas del proyecto y 
los componentes ambientales que son o pueden ser afectados por estas 
actividades.

En la matriz se tiene en cuenta la magnitud y la importancia de 
cada impacto en una escala de 1 a 10. La magnitud hace referencia a la 
intensidad y dimensión del impacto en sí mismo y se antepone el signo 
+ o – para efectos positivos o negativos y la importancia hace referencia 
a la relevancia del impacto sobre la calidad del medio y a la extensión 
o zona territorial afectada. Para la calificación de estos dos aspectos se 
hicieron recorridos de campo, revisión de información secundaria y se 
tuvo en cuenta la clasificación de la Tabla 1.
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Tabla 1. Calificación de Magnitud e importancia de los impactos. 

Calificación
Magnitud Importancia

Intensidad Afectación Duración Influencia
1 Baja Baja Temporal Puntual
2 Baja Media Media Puntual
3 Baja Alta Permanente Puntual
4 Media Baja Temporal Local
5 Media Media Media Local
6 Media Alta Permanente Local
7 Alta Baja Temporal Regional
8 Alta Media Media Regional
9 Alta Alta Permanente Regional
10 Muy alta Alta Permanente Regional

A continuación se presenta el esquema de la matriz de Leopold 
(1971), que se realizó para la etapa de exploración y explotación a cielo 
abierto.

Componentes ambientales 
afectados por las actividades

Actividades realizadas en cada etapa  
(Exploración y explotación)

Actividad 1 Actividad 2 Actividad 1

Físico-Químicos

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

Biológicos

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud del 
impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

Social, económicos y culturales

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

(+/-) Magnitud  
del impacto

Dimensión  
del impacto

Impactos ambientales generados por la exploración minera

La fase de exploración contiene inspecciones, estudios de campo, 
perforaciones de prueba y otros análisis exploratorios. Esta fase com-
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prende desbroce de áreas de vegetación, por lo general en forma de 
líneas, para permitir la entrada de maquinaria y vehículos sobre los 
cuales se montan las plataformas de perforación (ELAW, 2010).

En la figura 1 se presenta el programa de perforación a enero de 
2012 reportado por Gran Colombia Gold, con profundidades de perfo-
ración hasta de 640 m.

Figura 7. Programa de perforación.
Las actividades realizadas para la exploración se enfocaron en la 

perforación y se dividieron en cuatro acciones generales que son: el 
transporte de maquinaria, equipos y personal, la adecuación y cons-
trucción de caminos para el paso de mulas con equipos y maquinaria, la 
adecuación del sitio para el personal y maquinaria, donde se incluye la 
construcción de campamentos para el personal durante la actividad de 
exploración y adecuación del terreno para la plataforma de perforación 
y por último, la perforación diamantina.

De acuerdo con Tabla 2, la actividad de exploración presenta im-
pactos negativos en todos sus componentes, con una mayor incidencia 
en los componentes agua y sociales, económicos y culturales. Solo se 
presenta un impacto positivo poco significativo y puntual en el empleo 
generado en el transporte de materiales y equipos por el alquiler de mu-
las. La actividad que mayor impacto produce en la perforación, seguida 
de la adecuación y construcción de caminos.
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Tabla 2. Identificación de impactos ambientales de la exploración.

Componentes 
ambientales

Acciones

Transporte de 
maquinaria, 
equipos y 
personal

Adecuación y 
construcción 
de caminos

Adecuación 
del sitio para 

personal y 
maquinaria

Perforación Impactos 
negativos

Físicos-químicos
Agua:
Disponibilidad -4/4 -8/6 -12/10
Calidad 
(contaminación) -2/2 -8/8 -10/10

Aguas superficiales -4/2 -8/6 -12/8
Aguas subterráneas -5/5 -5/5
Sedimentación
Suelo:
Paisaje/visual
Escorrentías/
Procesos erosivos -3/2 -3/2 -6/4

Drenajes naturales 
del terreno -3/2 -3/2 -6/4

Suelos agrícolas
Subsidencia del 
terreno
Estabilidad del 
terreno
Geomorfología -1/1 -1/1
Atmosféra y Clima:
Calidad del aire -2/4 -2/4
Microclima

Biológicos
Fauna y flora:
Áreas protegidas o 
de interés ambiental 
Deforestación -2/2 -2/2
Desertización
Afectación de flora -5/2 -5/2
Afectación fauna -2/4 -2/2 -8/4 -12/10
Cobertura vegetal -5/2 -1/2 -6/4
Social, económico y cultural
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Componentes 
ambientales

Acciones

Transporte de 
maquinaria, 
equipos y 
personal

Adecuación y 
construcción 
de caminos

Adecuación 
del sitio para 

personal y 
maquinaria

Perforación Impactos 
negativos

Áreas de importancia 
cultural -8/6 -8/6

Agricultura y 
ganadería -6/6 -6/6

Zona urbana -4/4 -2/4 -6/8
Zona rural -4/4 -4/2 -9/4 -17/10
Comunidad local -4/4 -4/4 -9/6 -17/14
Transporte -2/2 -2/2
Impactos negativos -18/22 -29/19 -13/12 -71/55

Impactos ambientales negativos

Agua

Es uno de los componentes con mayores impactos negativos causa-
dos por las labores de exploración.
•	 Disponibilidad de agua para consumo humano y actividades agro-

pecuarias e industriales se ve afectada por la disminución del caudal 
de las quebradas que abastecen a las comunidades y por la calidad 
de ésta.

•	 Calidad del agua: En el proceso de perforación se presenta conta-
minación de algunas quebradas por lodos de perforación, combus-
tibles y lubricantes, derrames en aguas superficiales y posible con-
taminación de acuíferos. Además, de contaminación por residuos 
orgánicos provenientes del personal de la perforación.

•	 Aguas superficiales: se presenta afectación de aguas superficiales 
por derrames de lodos, combustibles y lubricantes. Desvío de aguas 
superficiales para las perforaciones.

•	 Aguas subterráneas: posible alteración de la calidad de agua subte-
rránea.
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Suelo

•	 Escorrentías/procesos erosivos: Las escorrentías se presentan por 
la adecuación y construcción de caminos y proceso erosivos loca-
lizados por la adecuación del sitio para el personal y la plataforma 
de perforación, ya que se retira material vegetal y se modifica el 
terreno.

•	 Drenajes naturales del terreno: Se alteran por los caminos y el trans-
porte de materiales y maquinaria por éstos.

•	 Geomorfología: Se presenta modificación del relieve en las zonas 
donde se hace modificación del sitio para el personal y las platafor-
mas de exploración.

Atmosfera y clima

Calidad del aire: Generación de material particulado y emisión de 
gases por trasporte de maquinaria y equipos.

Fauna y flora

•	 Deforestación: Tala de árboles para la adecuación y construcción de 
caminos y para adecuación del sitio para personal y maquinaria.

•	 Afectación de flora: Desbroce para las actividades de adecuación y 
construcción de caminos y para adecuación del sitio para personal y 
maquinaria.

•	 Afectación de fauna: Perturbación y desplazamiento parcial de la 
fauna durante las actividades realizadas. Afectación de la fauna por 
altos niveles de ruido y vibración durante la perforación.

•	 Cobertura vegetal: eliminación de cobertura vegetal para instalar la 
plataforma y adecuar sitio para perforación y para construcción de 
caminos.

Social, económicos y culturales	

•	 Áreas de importancia cultural: Se han realizado exploraciones en 
sitios sagrados indígenas como la laguna El Encanto, la cual se ha 



Impactos en los DD.HH. con el TLC Colombia-Canadá234

ido secando luego de la exploración y cerca al muro de Calicanto.
•	 Agricultura y ganadería: Con las perforaciones se han afectado al-

gunos cultivos y las aguas que abastecían algunos predios donde se 
realzaron perforaciones.

•	 Zona urbana: se afecta por el tránsito de vehículos, maquinarias y 
personas extrañas, ruido y vibraciones, material particulado, polvo 
y gases (contaminación aire). Presencia de más pobladores,

•	 Zona rural: disponibilidad de agua, ruido, vibraciones, transito de 
maquinaria, personas, vehículos, mulas, interferencia con la vida 
habitual de la población.

•	 Transporte: Aumenta el tránsito de vehículos por la zona, lo que 
afecta el tránsito normal de la población y el estado de las vías.

Impactos ambientales generados por la explotación minera a cielo 
abierto

La minería a cielo abierto es una de los tipos de minería más des-
tructivos con el ambiente, ya que es una minería superficial en la cual el 
mineral metálico se extiende profundamente en el suelo, lo cual requie-
re la remoción de vegetación y de capas excedente y mineral (ELAW, 
2010).

Se utilizan sustancias contaminantes, grandes cantidad de energía, 
uso de maquinaria pesada, grandes volúmenes de agua por largos pe-
riodos de tiempo, producción y amplificación del drenaje ácido de la 
mina y roca, hay aumentos de tráfico y generación de pasivos ambien-
tales importantes (Donadio, 2009).

La explotación a cielo abierto del proyecto Marmato de la empresa 
Gran Colombia Gold, se localiza en la parte alta del municipio. De 
acuerdo con los reportado por la empresa, el proyecto contiene 10 mi-
llones de onzas de oro en las categorías de medidos e indicados y un 
adicional de 2,4 millones de onzas de oro en la categoría de inferidos 
con una ley de corte de 0,l g/t. Además se estima que hay 64 millones 
de onzas de plata en las categorías de medidos e indicados y otros 11 
millones de onzas de plata en la categoría inferida.
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Para identificar los impactos ambientales que generaría dicha ex-
plotación, se dividieron siete acciones generales: Construcción de ca-
minos y accesos, preparación del terreno y desbroce, disposición del 
desmonte o desecho de roca, extracción del mineral, beneficio o pro-
cesamiento del minería, disposición de relaves, rehabilitación y cierre 
de la mina.
•	 Construcción de caminos y accesos: Aunque el área del munici-

pio cuenta con carreteras, la explotación a cielo abierto requiere de 
construcción y mejoramiento de caminos de acceso, sean estos para 
traer equipos pesados e insumos o para sacar el mineral.

•	 Preparación del terreno y desbroce: Para la explotación a cielo 
abierto se debe adecuar el terreno para instalaciones de alojamiento 
del personal y equipos, además es necesaria la tala de árboles y des-
broce del terreno que se encuentra sobre el yacimiento. En el mu-
nicipio se encuentran zonas de bosque secundario, rastrojos altos, 
pastos y pequeñas zonas de cultivos agrícolas que desaparecerían 
con esta actividad.

•	 Disposición del desmonte o desecho de roca: Para llegar al yaci-
miento del mineral es necesario retirar el material estéril o desecho 
de roca que se encuentra sobre éste. Esta extracción genera gran 
cantidades de material estéril (ELAW, 2010). Por otro lado, estos 
desechos algunas veces tienen niveles significativos de sustancias 
tóxicas y por lo general se depositan en el mismo lugar de la mina, 
sea apilado en la superficie o como material estéril.

•	 Extracción del mineral: Luego de retirado el material estéril, se ex-
trae el mineral metálico mediante maquinaria pesada especializada 
como excavadoras, montacargas, grúas y camiones para transportar 
el mineral.

•	 Beneficio y procesamiento del mineral: en esta fase se recuperan 
los minerales buscados mediante procesos físico-químicos que los 
separan de los elementos estériles o sin valor económico con los 
que se encuentran asociados. Para esto se hace una trituración para 
fragmentar la roca mineralizada en trozos más pequeños y poder 
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llevarla a la molienda, donde se separan los minerales de valor eco-
nómico de material estéril. En esta actividad se liberan contaminan-
tes en forma de relaves. Generalmente para la recuperación del oro, 
plata y cobre se realiza lixiviado con cianuro, lo que genera altos 
impactos en el amiente y en la salud pública (ELAW, 2010).

•	 Disposición de relaves: Los relaves son la parte del mineral no va-
lioso que es desechado. Es una mezcla de líquidos y sólidos, mine-
rales sin valor comercial y reactivos químicos (López, 2000), una 
vez se ha extraído el material valioso. Son una fuente de contami-
nación y quizás la que más estragos ha caudado a los riachuelos, 
quebradas, ríos, lagunas, lagos y mares; ya que ha sido costumbre 
arrojarlos directamente a ellos sin ningún tratamiento, ocasionando 
daños irreparables a la flora y a la fauna (López, 2000). Las disposi-
ciones de relaves normalmente utilizadas como lagunas, canchas o 
tranques de relaves o la disposición de relaves secos, han tenido un 
resultado ambientalmente muy pobre, en las pocas ocasiones que 
este se ha realizado (ELAW, 2010).

•	 Rehabilitación y cierre de la mina: En esta etapa la empresa debe 
restaurar el lugar. Sin embrago, la remediación no implica de nin-
guna manera que el área explotada vuela a su estado original, sim-
plemente se rehabilita para usos futuros. Pero se pueden generar 
liberación de contaminantes tóxicos de las diferentes instalaciones 
de la mina, como tajos abiertos, depósitos de relaves, entre otros 
(ELAW, 2010).
De acuerdo con la Tabla 3, la actividad que mayores impactos ne-

gativos presenta es la preparación del terreno y desbroce, seguida de 
la extracción del mineral, la construcción de caminos y accesos y el 
beneficio y procesamiento del material. Los componentes ambientales 
que presentarían mayores impactos negativos son las aguas superfi-
ciales y la comunidad local. El componente con impactos negativos 
más significativos se encuentran en el agua, la afectación a las aguas 
superficiales, su disponibilidad y contaminación, lo que hace pregun-
tarse si el agua de la zona podría ser apta para el consumo humano y si 
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seguirían siendo adecuadas para mantener la fauna acuática y la vida 
silvestre terrestre. El otro impacto negativo importante se presenta en 
el componente social, económico y cultural del municipio.
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Impactos ambientales negativos

Agua

•	 Aguas superficiales: Los cuerpos de agua se ven afectados en todas 
las actividades de explotación, en las tres primeras actividades se 
retira la vegetación y hay movimientos de tierra, lo que aumenta la 
escorrentía y la presencia de sólidos en suspensión que al aumentar 
la turbidez disminuyen los rangos de luminosidad, afectando los 
procesos biológicos de la fauna y la flora. Además, la deforestación 
y pérdida de cobertura vegetal conllevan a su agotamiento. En las 
demás actividades se presenta contaminación por aguas ácidas, re-
laves, rocas de desecho, pilas de lixiviación, químicos utilizados en 
el beneficio o procesamiento del mineral y por sólidos suspendidos.

•	 Aguas subterráneas: En la extracción del material se pueden afec-
tar acuíferos cuando el tajo excede su profundidad. En este caso 
el agua subterránea debe ser bombeada para permitir el minado. 
Usualmente se forma un lago en el tajo al término de las operacio-
nes de minado y después que cesa el bombeo de agua subterránea 
(ELAW, 2010). En los relaves, rocas de desecho, pilas de lixivia-
ción y lixiviación en montones puede afectar el agua subterránea 
que está debajo de estas instalaciones, ya que las sustancias tóxicas 
pueden filtrarse a través del suelo y contaminar las aguas subterrá-
neas.

•	 Calidad del agua: La calidad se ve afectada por contaminación por 
sólidos suspendidos generados en procesos de sedimentación y mo-
vimiento de tierras, contaminación de acuíferos, drenaje ácido de 
minas y lixiviados, que son la fuente más importante de impactos a 
la calidad del agua, ya que están formados por compuestos tóxicos 
como arsénico, selenio, compuestos de cianuro y nitrógeno. Éstos 
compuestos aún en pequeñas cantidades pueden ser tóxicos para 
los humanos y la vida silvestre y arrastrados por el agua pueden 
viajar largas distancias contaminando quebradas y aguas subterrá-
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neas lejos del punto de origen de la contaminación. Además, no se 
destruyen por el ambiente, se sedimentan en el fondo y persisten en 
los lechos de ríos y quebradas por largos periodos de tiempo, cons-
tituyendo una fuente de contaminación a largo plazo.

•	 Sedimentación: Se aumenta con la eliminación de cobertura vegetal 
y movimientos de tierra.

•	 Disponibilidad: La afectación de aguas superficiales y su contami-
nación afecta la disponibilidad de agua para la comunidad local. 
Además del uso de grandes volúmenes de agua para el beneficio y 
procesamiento del mineral.

Suelo

•	 Escorrentías y procesos erosivos: se aumentan con la remoción de 
la capa vegetal y deforestación producida durante la construcción 
de caminos y accesos y la preparación del terreno y desbroce. La 
extracción puede abarcar considerables extensiones, provocando 
procesos erosivos incontrolados.

•	 Drenajes del terreno: la remoción de la vegetación y el gran movi-
miento de tierras altera los drenajes naturales del terreno. Además 
se cambia la geomorfología del sitio.

•	 Suelos agrícolas: Parte de los suelos agrícolas del municipio se 
pueden ver destruidos por las actividades de explotación y otros 
restantes, por contaminación de suelos generada por la erosión, ex-
tracción de minerales, relaves y materiales finos y por derrames y 
vertidos de materiales tóxicos y la sedimentación de polvo contami-
nado.

•	 Geomorfología: Con las actividades de preparación del terreno y 
extracción del mineral, se presentan grandes movimientos de tierra 
que cambian la geomorfología del lugar.

Aire

•	 Calidad del aire: todas las actividades de explotación producen emi-
siones al aire. Las principales fuentes de contaminación son el ma-
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terial particulado y las emisiones gaseosas. El primero es producido 
por las excavaciones, voladuras, transporte de materiales, erosión 
eólica en tajos abiertos, fuentes móviles, polvo de los depósitos de 
relaves, depósitos, pilas de desechos y caminos. Las emisiones ga-
seosas provienen de la quema de combustibles de fuentes estaciona-
rias y móviles como vehículos, camiones y maquinaria pesada, de 
voladuras y procesamiento de minerales. Las actividades durante 
la extracción del mineral y el procesamiento dependen del equipo, 
procesos y materiales que pueden generar contaminantes atmosfé-
ricos peligrosos como material particulado, metales pesados, mo-
nóxido de carbono, dióxido de azufre y óxidos de nitrógeno.

•	 Microclima: la remoción de vegetación y el cambio de topografía 
del terreno hace que cambie el microclima de los sitios de explota-
ción.

Flora y fauna

•	 Áreas protegidas o de interés ambiental para el municipio: Dentro 
de estas áreas se encuentran los relictos de bosque natural y áreas de 
protección de nacimientos de quebradas, los cuales se ven afectados 
por las actividades de preparación del terreno y desbroce.

•	 Deforestación: con la minería a cielo abierto se destruyen los relic-
tos de bosque secundario que se encuentran en el municipio, con 
las consecuencias que esto trae al recurso hídrico, sedimentación, 
escorrentías, erosión y afectación de fauna.

•	 Desertificación: Se produce por la remoción de la vegetación y el 
suelo, lo que implica el deterioro del balance hídrico, pérdida de co-
bertura vegetal, pérdida de productividad y capacidad colonizadora, 
predominio de escorrentía superficial, incremento de erosión hídri-
ca y eólica, sedimentación local, salinización de los suelos (TRAG-
SA, 2003).

•	 Afectación de flora: con la construcción de caminos y desbroce, se 
afecta todo tipo de vegetación. Se presenta destrucción del hábitat, 
en algunas zonas se puede presentar fragmentación o degradación 
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dejando en riesgo la existencia de algunas especies vegetales en 
estos parches.

•	 Afectación de fauna: La fauna se ve afectada por muchas activida-
des del proceso de explotación. La destrucción, fragmentación y 
alteración de los hábitats ocasiona la huida y desaparición de ani-
males como mamíferos, aves, reptiles, anfibios y peces y en el caso 
de invertebrados, dicha alteración puede producir su muerte. La 
contaminación del aire y del agua puede causar la muerte inmediata 
o efectos sub-letales que afectan su crecimiento, comportamiento o 
capacidad reproductiva.

•	 Cobertura vegetal: Para las actividades de explotación se retira toda 
la cobertura vegetal que cumple un papel amortiguador frene a los 
procesos erosivos y regulación de los recursos hídricos.

Social, económico y cultural

Estos impactos tienen que ver con los cambios en las relaciones 
sociales, los hábitos y costumbres y los potenciales efectos sobre las 
actividades productivas tradicionales o precedentes.
•	 Paisaje/visual: Las operaciones mineras diariamente modifican el 

paisaje mediante la remoción de materiales previamente no pertur-
bados, lo que generan una percepción negativa en la población, des-
arraigo y falta de identidad con su territorio.

•	 Áreas de importancia cultural: Con la remoción de vegetación y 
movimientos de tierra se afectan sitios sagrados indígenas y de re-
ferencia para la comunidad.

•	 Agricultura y ganadería: Con las actividades de explotación des-
aparece esta actividad económica.

•	 Comunidad local: Las personas se ven afectadas por contaminación 
de aguas, aire, ruido y vibraciones, generadas por las diferentes ac-
tividades de la operación minera. Esta contaminación genera enfer-
medades crónicas o agudas producto de la exposición a agentes físi-
cos y químicos propios de la actividad minera, problemas nerviosos 
generados por ruido y vibraciones, polvo y cambios del paisaje, 



Impactos en los DD.HH. con el TLC Colombia-Canadá244

desocupación y desarraigo laboral.
•	 La reubicación del casco urbano del municipio para la explotación 

a cielo abierto, origina serias alteraciones de las relaciones sociales, 
económicas y culturales de la población. Además se alteran sus ac-
tividades productivas actuales como la minería artesanal, agricultu-
ra y ganadería.

•	 Se perturba de manera irreversible su riqueza cultural, tradiciones, 
comportamientos sociales y formas de vida de la comunidad. Se 
puede presentar población migrante atraída por las posibilidades de 
empleo, oportunidades de negocio o demandas de servicios, lo que 
lleva al deterioro de la comunidad actual.

•	 Transporte: El transporte se puede ver afectado por el incremento 
de la población, ya sean migrantes o por parte de los trabajadores 
de la empresa. Además, la movilización de grandes volúmenes de 
carga, por el transporte de la producción, subproductos, desechos 
e insumos para el proceso productivo, causa deterioro en las vías, 
contaminación por combustión y material particulado y ruido y se 
pueden presentar derrames de los materiales transportados.

•	 Empleo: Los grandes proyectos de minería cielo abierto son inten-
sivos en capital pero poco intensivos en mano de obra y su reque-
rimiento directo se dirige a trabajadores calificados, lo que produce 
desempleo y disminución en la calidad de vida de la población.
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